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BOGOTÁ, 15 DE JULIO DE 1928 Y NÚMERO}SECCION I»—CONSEJO PLENOA C T A  N U M E R O  10 5Consejo de Estado— Sala Plena.Sesión del d ía  1? de diciem bre de 1926.INSTALACIÓN Presidencia  del honorable Consejero doctor C asas.A  las diez de la mañana el señor Presidente declaró reins­talado el Consejo Pleno, con asistencia de todos los honora. bles Consejeros, doctores José Joaquín Casas, Constantino Barco, Gonzalo Benavides Guerrero, Arcadio Charry, R a ­món Correa, José A. Valverde R. y José A . Vargas Torres.Acto  seguido fue leída el acta de la sesión anterior, y aprobada.Luégo se leyeron dos oficios del señor Ministro de G o ­bierno: uno en que dice que por Decreto número 2012 de 30 del pasado mes, se hizo la distribución de los miembros del Consejo de las dos Salas en que se divide la corporación, así:Sala de Negocios Generales:El primer Designado para ejercer el Poder Ejecutivo y los doctores José A . Vargas Torres y Ramón Correa.Sala de lo Contencioso Administrativo.Doctores Constantino Barco, Arcadio Charry, Nicasio Anzola y José A. Valverde, y que en virtud de licencia con-A . del C. de E . — 1



ced id a  al octor Anzol. t eem^azarlo el doctor Gonza-] B^nav es ( ruerre.ro» \poo p { ,raer Suplente; y el oti aviífa <} e ¿1 Gobierno, por'-.Kesolucióu/de 29 también défl roes pasaT? confcedió al doctor Nicasio ^inzola, nombrado C o ' sejero de Estado, licencia para demorar la posesión1 ^el carg< por/todo el tiempo que necesite para restah r^er su salud. /   ̂ \  " ■■ _ \A c t f )  seguido el honora!-1 señor Presidente, de acuerdo C oT V '^ t ícu lo  59 del Reglamento, nombró a los h igao"»^  Co/i,sejeros doctores Barco y Correa para que por Imedio mensaje oral pusieran en conocimiento del Excelen ni/- 'V: t.'ffíi 'ñor Presidente de la República que el Consejo Pleno s¿ bía reunido con asistencia de todos sus miembros.De igual modo dispuso que se diese cuenta a todas las altas entidades y funcionarios de que trata la parte final del citado artículo del Reglamento.De acuerdo con el mismo Reglamento, el honorable señor Presidente manifestó que seguiría el nombramiento de los empleados que correspondía nombrar al Consejo Pleno, y que en consecuencia se procediese a tal elección.Después de algunas observaciones sobre el particular, de los honorables Consejeros doctores Valverde, Charry, Var* gas Torres, Correa y Benavides Guerrero, se convino en apla­zar dicha elección hasta la sesión próxima.Acto  seguido fue leído un proyecto de informe del hono­rable Consejero doctor Casas en una petición del señor M i ­nistro de Obras Públicas sobre apertura de un crédito ex­traordinario por $ 80,000, pedido por el señor Ministro de Correos y Telégrafos, para armar cuatro buques correos para el río Magdalena.Puesto en consideración, y después de ser sustentado p o r  el honorable Consejero ponente, y de algunas observacio­nes del honorable Consejero doctor Valverde, referentes a la no urgencia del crédito pedido, la discusión fue cerrada y el informe aprobado por unanimidad.A  las once de la mañana el señor Presidente levantó la sesión, quedando convocados los honorables Consejeros para continuarla hoy a las tres.El Presidente, José Joaqu ín  C a s a s — El Secretario, Angel María Buitrago M.
<



D E L CONSEJO DE ESTADO 3A C U E R D O  N U M E R O  4 sobre publicación de los Anales del Consejo de Estado.E l Consejo de Estado, en Sala Plena, C O N S I D E R A N D OQue conforme al artículo 18 de la Ley 60 de 1914, el Consejo de Estado debe tener un periódico que se edite dot veces por lo menos en cada mes, para la publicación de sus acuerdos, decisiones y dictámenes que no tengan carácter re servado;Que este periódico ha venido saliendo, no por quincenas, como lo ordena la Ley, sino por semestres y en volúmenes formados por seis números cada uno, el último de ¡os cuales corresponde al segundo semestre de 1924;Que por lo tanto hay un atraso de tres años en ¡a publi­cación del periódico, lo que hace que no sea conocida en el país la labor de la corporación y sus doctrinas sino muy tardíamen • te, cuando ya no ofrece la jurisprudencia de la misma corpora­ción un interés de actualidad y ha sufrido las modificaciones consiguientes a los cambios en la legislación,ACUERDA:Artículo l 9 Disponer que desde el primer número si­guiente al tomo que se está preparando, el periódico Anales del Consejo dé Estado se publique por entregas quincena­les en la Imprenta Nacional, de acuerdo con ¡a Ley que creó este órgano de publicidad.Artículo 29 Destinar las entregas sucesivas a la pubii-* cación de las decisiones, informes y dictámenes de importan­cia a juicio de los Presidentes de las respectivas Salas, empe­zando por los correspondientes al año de 1927, y dedicando una parte de cada número a la publicación de los trabajos anteriores, desde el segundo semestre de 1925.Artículo 39 En .el último número de cada semestre se formará un índice general alfabético del contenido del res­pectivo volumen, con especificación de materias, de manera de facilitar la consulta.Artículo 49 Cada Consejero, ayudado de su respectivo auxiliar, formulará la jurisprudencia deducida de ¡as senten­cias en que aquél ha sido ponente. Esta será revisada por la



4 A N A L E SSala respectiva, y adoptada, se publicará con el índice alfabé­tico de que trata el artículo anterior.Comuniqúese este Acuerdo al señor Ministro de Gobier­no, y publíquese en el Diario Oficial.Dado en Bogotá a 5 de marzo de 1928,El Presidente, José Joaqu ín  C a s a s — Los Consejeros, C o n s t a n t in o  B a r c o — N ica s io  A n z o l a — Con mi voto ne- <«ativo, José  A. V a l v e r d e  R .— A rc a d io  C h a r r y — R a ­món C o r r e a — José A . V a r g a s  T o r r e s — El Secretario, Angel María Buitrago M.A C U E R D O  N U M E R O  2 •por el cual se señala el procedimiento en los juicios sobre revisión de pensiones.E l  Consejo de Estado, en Sala Plena,en uso de la atribución que le confiere el artículo 12 de la Ley 102 de 1927, ACUERDA:Artículo 1.° En todo juicio sobre revisión de pensiones que haya de ventilarse conforme al artículo 12 de la Ley  102 de 1927, se seguirá la tramitación prescrita en el presente Acuerdo.Artículo 2 o La  demanda se propondrá por escrito en papel común dentro del término de doce meses, contados des­de la promulgación de la citada Ley, y deberá contener los requisitos señalados en el artículo 265 del Código Judicial.Artículo 3." El demandante presentará con la demanda los documentos, declaraciones, certificados y demás pruebas con que acredite los hechos de que tratan los numerales 1 9 , 2^, 3 9 , 4 9  y 5 9  del artículo 7.° de la Ley 72 de 1917, pero los documentos que acrediten los hechos anteriores a la con­cesión de la pensión no podrán ser estimados sino en el expe­diente original, para lo cual el interesado pedirá que se traiga a los autos, indicando el archivo en que se halle.Parágrafo. Las declaraciones de testigos han de ser re­cibidas en el lugar de la vecindad o residencia habitual del interesado, con intervención del Agente del Ministerio Públi­co*, así:  ̂ .



D E L CONSEJO DE ESTADOEn las cabeceras de Distrito Judicial, por el Tribunal Superior, con asistencia del Fiscal de dicha entidad;En las cabeceras de Circuito, por uno de los Jueces de Circuito, con asistencia del Personero Municipal, yEn los demás Municipios, por el Juez Municipal, con asistencia del Personero.Artículo 4." La  demanda se repartirá, previa anotación en el expediente del día y la hora en que hubiere sido intro­ducida a la Secretaría.Artículo 5.° Recibido el expediente original, se dará tras­lado al Fiscal, por cinco días, del escrito de demanda y de sus anexos, quien emitirá concepto sobre el derecho que tenga el peticionario.Artículo 6.° Si el Fiscal tuviere hechos que comprobar para desvirtuar las pruebas presentadas, pedirá que el juicio se abra a prueba.Artículo 7.° Surtido el traslado y devuelto el expediente a la mesa del sustanciador, empezará a correr el término para sentencia, a menos que el Fiscal haya hecho la solicitud de que trata el artículo anterior, en cuyo caso se abrirá el juicio» a prueba, por quince días comunes e improrrogables.Artículo 8.° Vencido el término probatorio, si lo hubie­re, se pasará el expediente al Fiscal para el con¿£pto de que trata el artículo 5.° •Artículo 9.° Devuelto el expediente, el sustanciador cita­rá para sentencia, la que se dictará dentro de los quiuce días siguientes, a menos que el Consejo dicte auto para mejor proveer.Artículo 10. El Consejo, en su sentencia, resolverá si el interesado tiene o nó derecho a seguir disfrutando de pensión,, y en caso afirmativo, cuál debe ser la cuantía de ésta.Artículo 11. La  notificación de estas sentencias se hará por un edicto fijado én el local de la Secretaría General del Consejo Pleno, cuando hayan pasado tres días de dictadas sin que haya concurrido la parte demandante para hacerle la notificación en persona.El edicto será firmado por el Secretario, y permanecerá fijado por tres días.Ejecutoriada la sentencia, se comunicará al Ministerio de Hacienda y Crédito Público, y al de Guerra, si fuere el caso.Artículo 12. En estas actuaciones no son admisibles las articulaciones comunes ni otros incidentes distintos de los de impedimento o recusación, los cuales podrán promoverse en cualquier estado del juicio.



6 A N A L E SArtículo 13. En todos los demás detalles del procedi­miento se seguirán las reglas generales del Código Judicial.Dado en Bogotá a 17 de enero de 1928.El Presidente (firmo con algunos reparos que expondré después), José J o a q u ín  C a s a s — L o s  Consejeros, C o n s t a n ­t i n o  B a r c o  - N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o r r e a — A r c a -  d io  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R . — José A .  V a r g a s  T o r r e s — Angel María Buitrago M ., Secretario.A C U E R D O  N U M E R O  5adicional y reformatorio del número z de 17 de enero de 1928, que señala el procedimiento en los juicios sobre revisión de pensiones.E l Conseio de Estado, en Sala Plena,ACUERDA:Artículo 1? Las demandas sobre revisión de pensiones de que trata el artículo 12 de la Ley 102 de 1927 se reparti­rán por el Presidente del Consejo Pleno entre los Consejeros que integran la Sala de Negocios Generales.Corresponde al Consejero sustanciador dictar los autos de sustanciación y los interlocutorios, y presentar a la consi­deración del Consejo Pleno los proyectos de sentencia defi­nitiva.Los autos interlocutorios y los de sustanciación que cau­sen gravamen irreparable, serán apelables para ante los demás Consejeros de la Sala de Negocios Generales.Artículo 29 A  virtud de lo dispuesto en el artículo 12 de la Ley 102 de 1927, el procedimiento en los juicios de revisión debe seguirse en papel común.Queda en tales términos reformad© el Acuerdo número 2 del presente año, por el cual se señala el procedimiento en los juicios sobre revisión de pensiones.Publíquese en el Diario Oficial y en los Anales del Consejo de Estado.Dado en Bogotá a 20 de marzo de 1928.E l Presidente, José J o a q u ín  C a s a s  — L o s  Consejeros, R a m ó n  C o r r e a — Con mi voto negativo, José A .  V a r g a s  T o r r e s — A r c a d i o  C h a r r y — N i c a s i o  A n z o l a — José A .  V a l v e r d e  R . — C o n s t a n t i n o  B a r c o — Angel María B u i­trago M ., Secretario.



DEL, CONSEJO DE ESTADO 7S E N T E N C IA■en el juicio propuesto por Carlos Gómez sobre nulidad de los nombramientos hechos por el Consejo Electoral del Departamento del Magdalena para miem bros interinos del mismo Consejo.(Ponente, doctor Barco).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, enero ocho de mil novecientos vein­tisiete.El señor Carlos Gómez, en libelo de 3 de noviembre de1922, demandó ante el Tribunal de lo Contencioso Adm inis­trativo de la ciudad de Cartagena la nulidad y suspensión provisional de los nombramientos hechos por el Consejo E lec­toral de Santa Marta en los señores Ramón Rois, Simón Ramírez, Juan C. Barros, Rodolfo Morales, Bernardo Agui- lar, Tom ás Pérez, Juan D. Iguarán, Manuel Villar, Bene­dicto Quintero y-A.lejandro Cúrvelo, para miembros principales y suplentes del Jurado Electoral del Distrito de San A n to ­nio, en la Comisaría de La  Goajira, así como también la nu­lidad de los nombramientos hechos por el Consejo Electoral en los señores Francisco Collante y Marco A . Loaisa, para miembros interinos del mismo Consejo.La  demanda fue presentada por conducto del Tribunal Superior de Santa Marta, y recibida en el Contencioso de Cartagena, se le dio el curso correspondiente conforme a las ritualidades prescritas por la Ley 20 de 1926, pero sin parar mientes en la suspensión temporal solicitada.Surtidos los traslados a las partes, solamente alegó el señor Fiscal, pero con tan poco éxito, que por su escrito se deja ver que ni aun leyó el libelo, pues sostiene que no existe la demanda de nulidad de los nombramientos para miembros del Jurado Electoral del Municipio de San Antonio, sino sólo la de suspensión provisional, cuando está clara aquella solici­tud en la parte segunda de la parte petitoria de dicho escrito.El Tribunal de Cartagena falló el asunto en el sentido de negar en forma absoluta la nulidad solicitada, y apoyó este fallo en razones que no es del caso considerar, por motivos que se expresarán adelante.El negocio vino a esta Superioridad en forma de consul­ta, no obstante la apelación interpuesta por una de las partes. Este error provino, en parte, de una nota del Secretario, cuya transcripción basta para calificarla. Dice así:



8 A N A L E S«Señor Presidente doctor Mulford: Para que se surta la consulta ordenada en la parte final del fallo anterior, pongo el presente negocio a su despacho.«Cartagena, junio 14 de 1923.— Navarra S., Secretario. >El Presidente del Tribunal dictó el auto de acuerdo con el informe del Secretario, seguramente sin tomarse el traba­jo de revisar los folios del proceso.En la segunda inst incia pasó algo semejante, y de ahí la ' demora de más de cuatro anos que tuvo este asunto.Sin reparo alguno y sin observar la «puerta de entrada,» como dijo el Consejero doctor Zerda en su salvamento de voto, a un auto, que bien ha podido dictarse como de sus­tanciación a la entrada del expediente al Consejo, se surtie­ron todos los trámites para terminar con la orden de devolver el expediente, para que el Tribunal a quo ordenara surtir la apelación en lugar de la consulta, y volviera nuevamente a esta Superioridad.Para que esto se hiciera, fue necesaria otra tramitación completa de segunda instancia con traslados, citación para sentencia (dos veces, pues la primera se festinó antes del tras­lado legal a las partes), y por último se dictó nuevo auto, con apariencia dfe sentencia definitiva, para ordenar segunda ve& la dovolución del expediente, a fin de que se cumpliera nueva­mente lo ordenado en la sentencia o auto anterior.Estos, los preliminares, pudiera decirse, de este juicio, que debiera resolverse en el fondo por medio de esta prov i­dencia, surtidos como están ya por tercera vez los trámites correspondientes a esta instancia. Mas existe un obstáculo de orden legal para que esta corporación pueda avocar el co­nocimiento del asunto, y es, como muy bien lo ha observado, acertadamente el señor Fiscal, la falta de jurisdicción, que es el principio de la vida jurídica y la base de todo fallo en cual­quier ramo que se considere. A s í  lo hace notar en su última vista, que se transcribe en seguida:«República de Colombia— Fiscalía del Consejo de Estado—Número 1934.Bogotá, octubre 8 de 1926.Señores Consejeros de Estado—Sala Plena:«E n  el juicio iniciado por el señor Carlos Gómez, sobre nulidad de la elección hecha el 28 de octubre de 1922 por el Presidente del Consejo Electoral del Departamento del Mag~



D E L CONSEJO DE ESTADO 9dalena en los señores Francisco G. Collante y Marco Loaisa, para miembros interinos de dicha corporación, y sobre la nu­lidad de la elección verificada por dicho Consejo Electoral para miembros del Jurado Electoral del Municipio de San Anto  nio, Comisaría de La  Goajira, tengo el honor de formular mi alegato de conclusión de la manera siguiente:«E l  Consejo Electoral del Departamento del Magdalena, integrado por cinco de sus miembros, se reunió el 28 de octu­bre de 1922 con el fin de elegir miembros del Jurado Electoral del Municipio de San Antonio, perteneciente a la Comisaría de La  Goajira. Como a esta elección se opusiera la minoría del Consejo, antes de que se llevara a cabo se retiró en señal de protesta. Citado uno délos suplentes de la minoría, se retiró igualmente al imponerse del asunto deque se trataba. Trans^ currida media hora, el Presidente del Consejo Electoral reem­plazó a los miembros de la minoría con los señores Collante y Loaisa, de filiación liberal, y se verificó la elección de miem­bros del Jurado de San Antonio. Por  sentencia de 20 de abril de 1923, el Tribunal de la primera instancia resolvió que no era el caso de hacer las declaraciones de nulidad pedi­das en la demanda. El asunto ha subido al Consejo de E sta ­do por apelación interpuesta por el señor Fiscal del Tribunal de Cartagena contra el fallo de primer grado. L a  prime­ra cuestión que corresponde dilucidar en el presente negocio es la de que si contra la primera sentencia eleccionaria de que se viene haciendo mérito existía recurso alguno para ante el Consejo de Estado. Según las disposiciones de las leyes sobre elecciones, las sentencias que dictan en esta materia los T r i ­bunales Seccionales de lo Contencioso Administrativo sólo son apelables o consultables ante el Consejo de Estado cuan­do versan sobre elecciones de Presidente de la República, Se­nadores, ternas de los Tribunales Superiores de Distrito Ju­dicial y de Fiscales de los mismos; hechos por las Asambleas (artículos 60, 186, parágrafo 29; 187, 1.89, inciso 29, y 198 de la Ley 85 de 1916; 2.° de la Ley 70 de 1917; 23 de la Ley  96 de 1920, y 26 de la Ley 109 de 1923). Ahora bien: como la sentencia apelada no ha recaído sobre elección de ninguno de los funcionarios que se han dejado expresados, es induda­ble que el Consejo de Estado carece de jurisdicción para revi­sar el fallo recurrido, y así os pido que lo declaréis.«Señores Consejeros.« R o b e r t o  M a n t i l l a  V a l e n z u e l a . »



10 A N A L E SSin embargo, y a pesar de ser exactos los considerandos de orden legal, no cree el Consejo pertinente un simple auto declaratorio de falta de jurisdicción, pues hay ya actuación de segunda instancia que quedaría subsistente. L a  ley seña­la recursos precisos en el orden judicial que tienen aplicación en el presente caso, y es la declaratoria de nulidad de lo ac­tuado (artículo 134 de la Ley  105 de 1890). Sin que haya ne­cesidad de tramitación previa para el efecto, por tratarse de un vicio cardinal que no puede ser subsanado en forma algu­na por las partes.Doctrina es ésta aplicada por la Corte en idénticas cir* cunstancias:« S i  por carecer el Tribunal de jurisdicción para conocer de un asunto que ha subido a la Corte en apelación, ésta es incompetente para conocer de él, debe abstenerse de revisar la resolución consultada y limitarse a declarar la nulidad del proceso. (Sentencia de 27 de agosto de 1912, xx i, 347 I * ) . »As í pues, el Consejo, acogiendo las razones señaladas por el señor Fiscal sobre jurisdicción, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara nulo lo actuado en esta instancia y ordena devolver el expe­diente.Notifíquese, cópiese y publíquese.José  J o a q u ín  C a s a s — C o n s t a n t i n o  B a r c o — N ic a -  s i o  A n z o l a  —  A r c a d i o  C h a r r y — L u i s  H e r n á n d e z  G. R a m ó n  C o r r e a — J o s é  A . V a r g a s  T o r r e s — Angel M a­ría Buitrago M ., Secretario en propiedad.SECCION 2^—SALA DE NEGOCIOS GENERALESC O N S U L T Adel señor Ministro de Gobierno sobre si la comunidad indígenas de Ortega y Chaparral se rige por la Ley 2.a de 6 demarzode 1832, o por la Ley 89 de 1890.(Ponente, doctor Correa).Consejo de Estado— Sala de Negocios Generales— Bogotá, enero diez y nueve de mil novecientos veintiocho.Honorables Consejeros:El señor Ministro de Gobierno ha ocurrido a esta cor­poración para que de conformidad con el artículo 6.° del Acto  reformatorio de la Constitución Nacional del año de 1914, se conceptúe sobre una solicitud que el Gobernador de la



D EL CONSEJO DE ESTADO 11comunidad de indígenas de Ortega y Chaparral hizo al M i­nistro, para que se declare que esos indígenas se rigen por la Ley 2a de 6 de marzo de 1832, expedida por la Cámara de la provincia de Neiva, reglamentada por el Decreto del Gober­nador señor doctor Ramón Villoría, el 15 de abril del ano ci­tado; y eso por las disposiciones de la Ley 89 de 1890.El señor Ministro de Gobierno dice en su nota número 2955, de 27 de noviembre de 1926, que «tiene algunas dudas en el particular, dado que hasta hace poco han tenido aplica­ción respecto de los indígenas del Tolima las disposiciones de la Ley 89 de 1890,» y que desea obtener el concepto de esta corporación al respecto.La Ley I a de la Partida 6.a del T ítu lo  1.° de la Recopi­lación Granadina (de 11 de octubre de 1821), sobre abolición del tributo y repartimiento de los resguardos de indígenas, rigió como síntesis de la condición que correspondía a la raza autóctona en la época de la República, y sobre esto se fundó la Ley dictada en la Provincia de Neiva en 1832 (marzo 6). Siguieron una porción de leyes dictadas en 1840, 42, 43, 44, 47, 48, 49, 51, 52. 60, 68, 70, 74, 76, 87, etc., hasta la 89 de 1890, que determinó la manera como deben ser gobernados los salvajes que vayan reduciéndose a la vida civilizada. En esa Ley, aparte de otras disposiciones, se trata de la organiza­ción de los cabildos de indígenas, de los resguardos, de los protectores de los indígenas, de la división de los terrenos y de las ventas. En este cuerpo de legislación quedaron bien establecidos los derechos y los deberes de los indígenas, y ella rigió hasta que en 1919 empezó a regir la Ley  104, por la cual se dispuso la división de algunos terrenos de resguardos. Se trata allí de la formación del censo o empadronamiento de las parcialidades indígenas, de la duración de los ca­bildos, etc., y se dispone expresamente en el artículo 13: «E n  todo lo demás se aplicarán la Ley 89 de 1890, el Código Civil, el Código Judicial y las leyes que los adicionan y reforman.»Y  por último, el Congreso próximo pasado de 1927 dictó la Ley 19 (septiembre 23), sobre división de resguardos de indí­genas, y en su artículo 36 expresa claramente que quedan sub ■ rogadas las disposiciones contrarias a esta Ley. Entre éstas no se hallan las de la Ley  89 de 1890, pues antes bien, éstas se extienden y aclaran.Quiere decir lo expuesto que conforme a la doctrina ex­presada con toda claridad en la Ley  89, es evidente que ésta debe aplicarse en cuanto las posteriores no la reformen o de­roguen.



12 A N A L E SComo la consulta del señor Ministro se refiiere tan sólo a las dudas que le han sobrevenido en relación con la solicitud que hizo el señor Estanislao Cateño, como Gobernador de la comunidad de indígenas de Ortega y Chaparral, para que se declare que esos indígenas se rigen por la Ley  de 6 de mar­zo de 1832, expedida por la Cámara de la Provincia de Neiva y no por las disposiciones de la Ley 89 de 1890, el suscrito d i­siente de ese concepto, y antes bien, opina que es ésta la Ley  que debe observarse para el caso consultado.Po r  estas consideraciones, vuestra Comisión tiene el ho­nor de proponeros:Contéstese al señor Ministro de Gobierno la consulta que concretó en su nota número 2955, en el sentido de que la Sala de Negocios Generales del Consejo de Estado es de opinión que debe aplicarse la Ley  89 de 1890, con preferencia a la 2^ de la Cámara Provincial de Neiva, dictada el 6 de marzo de 1832.Cópiese, devuélvase y publíquese, si el Ministerio da au- torización para ello. «Vuestra Comisión, R a m ó n  C o r r e aConsejo de Estado—Sala de Negocios Generales— Bogotá, ^nero diez y nueve de mil novecientos veintiocho.En la sesión de la fech i fue aprobado por unanimidad de votos el anterior informe.El Presidente, Ram ón C o r r e a — El Vocal, José A . V a r ­g a s  T o r r e s — El Secretario, Angel María Buitrago M .SECCION 3̂ —SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOf  S E N T E N C IAen el juicio propuesto por los señores Benjamíny Angel María Silva, sobre reco­nocimiento de pensión.(Ponente, doctor Constantino Barco).Consejo de Estado —  Sala de lo Contencioso Administrativo —  Bogotá, enero diez y ocho de mil novecientos veintisiete.El señor Benjamín Silva, vecino de Fontibón, hablando en su propio nombre y en el de su hermano señor Angel María Silva, vecino de L a  Mesa, ocurrió a esta Sala por medio de me­



D EL CONSEJO DE ESTADO 13morial presentado el 23 de octubre de 1924, pidiendo a favor de ambos el reconocimiento del derecho a disfrutar pensión del Estado, en su calidad dehij is legítimos del finado Coronel Juan Nepomuceno Silva, quien inició su carrera militar en el ano de 1819, sirviendo a la causa de la Independencia.Como fundamento de su demanda expuso:«1.° Nuestro finado padre Juan Nepomuceno Silva sentó plaza como soldado en el primer escuadrón Húsares de la Guardia del Ejército Libertador de Colombia, desde el 22 de julio de 1819, y continuó sirviendo a ese Ejército hasta el 31 de enero de 1849, habiendo concurrido a diversas acciones de ar­mas, entre las cuales se cuentan las memorables jornadas de Pantano de Vargas y Boyacá.«2° Nuestro citado padre falleció en la batalla que tuvo lugar en Cartago el 18 de septiembre de 1862.«3.° Mi hermano Angel María-y yo somos hijos legítimos y únicos sobrevivientes déla descendencia del citado procer, y nos hallamos ancianos y en extrema pobreza.«4.° N i mi hermano y poderdante ni yo hemos recibido pensión del Tesoro Nacional.»Para comprobar estos hechos y las demás circunstancias que exigen las leyes sobre la materia, se han traído diversas pruebas, entre las cuales se destacan las siguientes:a) Copia de la hoja de servicios que en el año de 1849 se le formó al entonces Alférez Juan Nepomuceno Silva. En este documento, cuyo original se halla depositado en el Archivo Nacional, se hace la relación pormenorizada de los empleos mi­litares por él servidos y de las campañas y acciones de guerra en que tomó parte, mencionándose entre estas últimas las me­morables jornadas del Pantano de Vargas y Puente de Boyacá en 1819, en las cuales se encontró como soldado de un escua­drón denominado Húsares de la Guardia.b) La  partida de su matrimonio con Dolores Pardo, ce­lebrado el 23 de enero de 1843; las partidas de bautizo de sus hijos Angel María y José Rafael Benjamín de Jesús, extendida la primera en 10 de abril de 1844, y la segunda en 4 de diciem­bre de 1858, y la de defunción de Dolores Pardo, quien falleció el 17 de diciembre de 1884.c) Copia notarial de las declaraciones testimoniales adu­cidas para comprobar la defunción del procer, piezas que hacen parte de la causa mortuoria de éste, protocolizada en la N o ta ­ría 2a del Circuito de Bogotá. Dos testigos, llamados Ignacio A . Buenaventura y Zacarías Caicedo, declararon que les cons­



14 A N A L E Staba, por haberlo visto, que el señor Juan Nepomuceno Silva murió el 18 de septiembre de 1862, en la batalla que tuvo lu­gar a inmediaciones de Cartago, en el sitio denominado Santa Bárbara.d) Informes procedentes del Ministerio de Guerra, según los cuales el señor Benjamín Silva está inscrito en el Escalafón General del Ejército con el grado de Coronel, y no se halla en ninguno de los casos de inhabilidad para recibir pensión enu merados en los ordinales 1?, 2 ,̂ 59 y 69 del artículo 1.° déla Ley 72 de 1917.P o r  lo que respecta al señor Angel María Silva, se ha in­formado como militar.e) Certificado expedido por la Sección de Contabilidad deí Ministerio de Hacienda con fecha 12 de enero de 1926. Se­gún este documento, eri los libros correspondientes a esa O f i­cina no consta que el señor.Juan Nepomuceno Silva fuera pen­sionado en algún tiempo por el Tesoro Nacional. Quien figura en el índice general de recompensas militares es Juan Silva, a cuyo favor se expidió en 15 de abril de 1893 la orden de pago número 138, por valor de $ 960.En vista de la prueba testimonial que sobre la época en que ocurrió la muerte de Juan Nepomuceno Silva se trajo a la respectiva causa mortuoria, protocolizada en el año de 1862, preciso es descartar la posibilidad de que fuese él la persona a que se refiere dicha orden de pago./ ) Certificados procedentes de la Contraloría General de la República y de los Ministerios de Guerra y de Hacienda, se­gún los cuales no consta que los peticionarios hayan recibido pensión o recompensa por causa de los servicios prestados por su finado padre.g ) Reconocimiento practicado en la persona del señor Angel María Silva por los facultativos doctores Luis Salcedo y Roberto Albornoz, quienes fueron de concepto que dicho señor se halla completamente imposibilitado para el trabajo por causa de una lesión orgánica, de su edad y de sus quebrantos de salud.h) Certificado de los doctores Roberto Sanmartín L. y Manuel J. Peña, dado a petición del señor Benjamín Silva, y cuyo tenor es el siguiente:«L o s  suscritos médicos y cirujanos, con diploma de la Universidad Nacional, a petición verbal del señor Benjamín Silva, certifican que en esta fecha han practicado un examen clínico en la persona del expresado General, y le han hallado



D E L  CONSEJO DE ESTADO 15una arterioesclerosis, novedad que le impide dedicarse a las faenas necesarias para subvenir a las necesidades de su fa ­milia.«Bogotá, agosto 4 de 1925.«Roberto Sanmartín L .—Manuel /. Peña»Atendida la edad del General Silva y la enfermedad que sufre y deque dan testimonio dos médicos conocidos, la Sala estima que el certificado en referencia constituye orueba sufi­ciente de que dicho señor se halla incapacitado para el trabajo.i) Diversas pruebas tendientes a establecer que los peti cionarios gozan de buena reputación y se hallan en estado de pobreza, como que no tienen bienes que les produzcan una renta que alcance a cincuenta pesos.Juzga la Sala que en el caso de esta reclamación se hallan plenamente comprobados los méritos contraídos por el men­cionado Juan Nepomuceno Silva sirviendo a la República en la guerra de la Independencia, méritos que constituyen la causa por la cual piden hoy sus hijos el beneficio de una pensión que las leyes reconocen a los descendientes de proceres, cuan­do se hallan en circunstancias en que les es necesario el auxi­lio del Estado. Estas circunstancias concurren respecto de los reclamantes, como se ve por la relación que se ha hecho en los comprobantes aducidos.Por  lo que hace a la cuantía de la pensión, la Ley  149 de 1896 dispuso que se regulara según el grado que tuviera el militar cuando ocurrió la causal que se invoca. Según esto, la pensión sería una cuota parte del sueldo de un Sargento segundo, puesto que fue en clase de tál como el procer sirvió en los últimos años en la época de la guerra de la Indepen- dencia, si bien ganó ascensos sucesivos hasta llegar al grado de Coronel en el año de 1861. Pero en razón de que compu­tada así resultaría inferior a treinta pesos, mínimum señala­do por el artículo 1.° de la Ley 49 de 1909 para esta clase de auxilios, el cómputo debe hacerse sobre esta suma, liquidando el aumento del 50 por 100 decretado por la Ley 78 de 1926, artículo 3.°, Ley que ha sido sancionada por el Presidente del Congreso y que rige desde su sanción, al tenor del ar­tículo 12 de la misma.Por tales razones, y teniendo en cuenta las disposiciones de los artículos 4.° de la Ley 149 de 1896, 2.° de la 103 de 1912 y 5.° de la 68 de 1922, la Sala de lo Contencioso Adm in is­trativo del Consejo de Estado, administrando justicia en



16 A N A L E Snombre de la República y por autoridad de la ley, reconoce a favor de cada uno de los señores Angel María y Benjamín Silva, como hijos del procer Juan Nepomuceno Silva, una pensión mensual de cuarenta y cinco pesos (S 45), que se les pagará del Erario Público desde la fecha de la presente reso­lución.Notifíquese, cópiese, publíquese, comuniqúese al Minis­terio de Hacienda y Crédito Público, dése cuenta al de Gue­rra y archívese el expediente.C o n s t a n t in o  B a r c o — N ica s io  A n z o l a — E l i s i o  M e ­d ina  - L u i s  H e r n á n d e z  G .— Alberto Manzanares V ., Se­cretario. SENTENCIAen el juicio de nulidad de la calificación del impuesto sobre la renta hecha a la Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá.(Consejero ponente, doctor V alverde R .).Consejo d i Estado—Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, junio seis de mil novecientos veintisiete.Vistos: En libelo de fecha 20 de mayo de 1926 el señor doctor Rafael Trujillo Gómez, con el carácter de mandatario de la Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá, ocurrió al Tribunal Seccional Administrativo de esta capital, y deman­dó del Tribunal dicho lo siguiente:Que previa la tramitación de! juicio correspondiente se declare:«1? Que es ilegal el impuesto sobre la renta que se ha asignado por la Junta del Impuesto de Bogotá a la sociedad anónima denominada Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá, en lo correspondiente a las siguientes épocas: primer semestre de 1919; segundo semestre de 19L9 y primero de 1920; segundo de 1920 y primero de 1921; segundo de 1921 y primero de 1922; segundo de 1922 y primero de 1923; se­gundo de 1923 y primero de 1924; segundo de 1924 y prime, ro de 1925.«2-° Que es ilegal el cobro verificado por la Administra­ción de Hacienda Nacional, Impuesto sobre la Renta, de la ciudad de Bogotá, a la Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá en las épocas mencionadas.»



D E L  CONSEJO DE ESTADO 17El Tribunal a quo, previa la tramitación del juicio en la forma debida, desató la litis en t sentencia de fecha 23 de octubre de 1926, cuya parte compulsiva es de este texto literal: ' . t«1° Es ilegal el impuesto sobre la renta que se ha cobra­do a la sociedad anónima denominada Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá, en los años de 1919 hasta el primer se­mestre de 1925, inclusive, en cuanto exceda del 2 por 100 de sus utilidades, por ser indebida la calificación que le hizo la Junta respectiva en la primera categoría de la Ley 56 de 1918, para cobrarle el tres por 100 (3 por 100), debiendo ser en la segunda clase, que paga el dos por ciento (2 por 100).«2° La  orden de devolución de lo indebidamente cobra­do y pagado le corresponde al Gobierno, según el artículo 39, inciso 19, de la Ley 79 de 1922.«Copíese, notifíquese, publíquese y comuniqúese a quie­nes corresponda.»Agotado  el procedimiento de la segunda instancia, para resolver, se considera:El problema jurídico que debe solucionar la Sala lo plantea el demandante de este modo:«L a  Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá ha sido calificada en la clase A, que corresponde al porcientaje del 3 por 100 sobre sus utilidades, debiendo ser calificada en la cla­se B, o sea el 2 por 100 sobre las utilidades, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2.°, inciso 29, de la Ley  56 de 1918, y por cuanto sus utilidades, de conformidad con el ar­tículo 49 de los Estatutos de la Compañía que represento, provienen del capital combinado con la industria eléctrica y sus aplicaciones.«Para  probar este aserto acompaño el certificado expedido por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Jefatura del Impuesto sobre la Renta, el cual, de conformidad con la juris­prudencia del honorable Consejo de Estado en el fallo de 3L de enero de 1924, y de acuerdo con la Ley  130 de i$23, acre­dito, y es plena prueba, que la Compañía de Energía Eléctri­ca de Bogotá ha sido calificada según lo anteriormente ex­puesto.«P o r  tanto, ha habido un pago de lo no debido al G o ­bierno Nacional, en virtud de lo cual la Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá tiene derecho a que por los medios lega-A . del C. de E . - 2



18 A N A L E Sles se le restituya el exceso, previa declaración de ilegalidad del impuesto sobre la renta dictada por esa Superioridad.»Y  el señor Fiscal combate los fundamentos de la deman­da, así: f«Sostiene el demandante que de acuerdo con el artículo 2° de la 56 de 1918, las rentas de la sociedad, como no prove­nientes del capital, sino de éste combinado con la industria del hombre, sólo están sujetas a pagar el impuesto sobre la renta a la rata del 2 por 100, y no a la del 3 por 100 que se le liquidó.«Según el artículo 10 de la Ley 56 de 1918, todas las per sonas naturales o jurídicas domiciliadas o residentes en el país están sujetas a pagar el impuesto sobre la renta.«Siendo así que las sociedades forman una persona ju r í­dica distinta de la de los socios individualmente considerados, si se tomara al pie de la letra el artículo 1° de la Ley 56 de 1918, el impuesto sobre la renta podría exigirse no sólo de las sociedades anónimas sino también de los accionistas indivi­dualmente considerados, a quienes se distribuyen en definiti­va los beneficios obtenidos por aquéllas.«Mas como no parecía equitativo gravar las utilidades de las compañías anónimas en la persona de éstas y también en la de los accionistas individualmente considerados, el P o ­der Ejecutivo, en ejercicio de la potestad reglamentaria que expresamente le confiere el artículo 5° de la citada Ley 56, optó porque el gravamen se exigiera únicamente de los accio­nistas, teniendo en cuenta que ellos, en las sociedades anóni­mas, derivan sus utilidades como provenientes únicamente del capital, y determinó que el impuesto fuera pagado en su lu­gar por las respectivas compañías.«E l Consejo de Estado ha sostenido que de acuerdo con el artículo 19 de la Ley 56 de 1918, el impuesto sobre la renta es exigible de las compañías, mas no de los accionistas; pero el texto de dicha disposición habla de que el tributo deben sufragarlo las personas jurídicas o naturales residentes en el país; y como en las compañías anónimas existe, poruña par­te, una persona jurídica, que es la de la sociedad, y por otra, una persona natural, que es la de cada accionista, y se trata de unas mismas utilidades, el Gobierno determinó reglamen­tariamente que el impuesto, por motivos de equidad, se exi­giera tan sólo de estos últimos en cabeza de las compañías.« Y  siendo notorio que los accionistas de las sociedades anónimas derivan propiamente sus utilidades del elemento



D E L CONSEJO DE ESTADO 19capital, de ahí que el Poder Ejecutivo haya gravado sus uti­lidades con el 3 por 100.»T rae  además el señor Fiscal otras muchas razones en favor de su tesis, y reproduce su vista, luminosa por cierto, presentada a la corporación en un caso análogo, para sus­tentar que las utilidades de las sociedades anónimas deben pagar el impuesto sobre la renta a la rata del 3 por 100, y que corre publicada en el Diario Oficial número 20276, el cual obra en autos con la autenticación debida.El conflicto pues se reduce a saber si en sana jurispru­dencia, y dentro de la Ley 56 de 1918, las utilidades de la sociedad anónima demandante provienen del capital única­mente, y en tal virtud deben gravarse con el tres por ciento (3 por 100), o si son el fruto del capital combinado con eí trabajo, y por ende, sólo son gravables con el dos por ciento (2 por 100).N o  cabe duda alguna de que la sociedad anónima es una persona distinta déla de los socios o accionistas, individualmen­te considerados. Ello es así. Y  no admite discusión que el im puesto sobre la renta, por imperio de la Ley 56 de 1918, pesa sobre todas las personas, naturales o jurídicas, domiciljadas en el país, y sobre todas las personas naturales y jurídicas, na­cionales o extranjeras, no residentes en él pero que obtengan alguna renta a virtud de capitales radicados en el territorio de la República.La  cuestión que surge es esta, a saber:¿Cuáles la causa para que la sociedad beneficie al socio o accionista? ¿La  simple reunión de valores o la actividad de esos valores merced a su aplicación, con acierto, a la ciencia, al arte, a la industria?Tratándose de sociedades regulares colectivas no hay di­ficultad en responder que es la unión de los dos elementos, ca­pital y trabajo, por correr la dirección o administración de los haberes sociales a cargo de los socios en persona. Pero respecto de las compañías anónimas, a primera vista no cuadra la mis­ma absolución o respuesta. Comúnmente se considera a las compañías anónimas, con prescindencia de las personas natu­rales que las forman, como sociedades de capitales, por estar los accionistas, por regla general, desvinculados personalmen­te déla dirección de los negocios, y porque cuando toman par­te en ellos es con el carácter de mandatarios o empleados re­munerados, cuyos emolumentos son gastos que no entran en el haber repartible en dividendos. El accionista, además,, no



20 A N A L E Sexpone otros valores que los que representan su acción o ac­ciones. Por  todo lo cual parece, y se considera generalmente, que la sociedad anónima es una mera reunión de capitales que producen’mediante la actividad de personas pagadas para ha­cerlos producir, sia que el accionista tenga arte ni parte en su producción ni corra riesgo alguno su crédito o solvencia.¿Pero bastan las consideraciones anteriores para elevar el concepto que por lo general se tiene de las sociedades anóni­mas a la categoría de principio económico y jurídico?T a l  vez no.La sociedad anónima, de finalidades industriales o vincu ladas al arte o a la ciencia, no es, no puede ser, una simple re­unión de capitales. N o  basta para constituirla sumar un nú mero, más o menos considerable, de acciones. N i es suficiente pagar unos tantos o cuantos empleados para que gestionen o imanejen el negocio. Precisa que las actividades de la sociedad sean estudiadas, por modo cuidadoso y técnico, antes decons tituída ésta y después de constituida. Es necesario concebir « n  plan, más o menos laborioso, a base de principios científi­cos o d>* enseñanzas prácticas, y adaptarlo a las circunstancias en que deba desarrollarse la empresa. Y  concebida y organiza­da ésta en abstracto, si así puede decirse, viene luégo el capi­ta l como,vehículo para llegar a la meta perseguida. La  inver sión misma del capital no puede hacerse sin un estudio, por lo menos, de su cuantía y forma. Es pues el capital un factor indispensable en las sociedades anónimas. Pero no único. N i •siquiera el primero.Averigüemos mejor el asunto y elevémoslo más con un ejemplo.¿Bastará que varias personas se reúnan y digan: por me­dio de la venta o colocación de tal número de acciones se acumu - la una cantidad de tantos miles o millones de pesos, y con ella •vamos a construir un ferrocarril?Claró que no.Porque se necesita saber, al favor del estudio del caso, si hay ferrocarril factible. Se necesita localizarlo, calcular su mo­vimiento, los gastos de construcción, de conservación y explo­tación. Se necesita prever los riesgos de competencia por me­dios similares o distintos de transporte, y atender, con estas o aquellas economías, a la dirección que reclame la empresa, con arreglo al medio y demás peculiaridades de cada región. T o d o  esto representa un trabajo o esfuerzo auténtico, apor­tado el cuál viene el capital a contribuir a la realización de la



D EL CONSEJO DE ESTADO 21obra. De forma que los rendimientos de ella no provienen ex­clusivamente del capital empleado, sino que también han sido factores principales de producción el trabajo anterior y poste­rior que requiere la empresa, y la previsión y el estudio.De ahí que la sociedad anónima haya venido a la vida, económica como la forma por excelencia de la asociación. Pue de decirse que son consecuencia inmediata de la civilización y progreso modernos, los cuales, a su turno, son fruto inme­diato del trabajo. La  colocación misma del capital en accio­nes entraña una labor visible acerca de los riesgos económi­cos, y una previsión superior a la común, muy distinta de la del usurero que da sobre prenda su dinero, o de la del rentis­ta que coloca sus ahorros en fincas de alquiler.Ahora bien. A l amparo de ¡asconsideraciones anteriores, la entidad demandante, Compañía de Energía Eléctrica de Bogotá, viene a ser una sociedad de carácter industrial, cuyos rendimientos provienen del capital combinado con el trabajo.En Francia, la Ley de 31 de julio de 1917, sobre impues* to de la renta, grava como beneficios industriales los obte­nidos por la banca y por las compañías de seguro, porque se considera que tales asociaciones tienen un carácter indus­trial. Y  hay para ello un argumento máximo. Si las opera­ciones bancarias y las de los aseguradores las ejecuta una persona natural o una sociedad regular colectiva de comercio, sus utilidades provendrían del trabajo y del capital unidos. Porque esas mismas operaciones las ejecuta una sociedad anónima, no desaparece la unión de los dos elementos produc­tores de riqueza.El argumento le viehe de perlas a la Compañía de Ener­gía Eléctrica de Bogotá. El negocio que ella explota hoy lo- explotó primero la sociedad regular colectiva denominada Samper Brush &  Cía. As í consta de autos. ¿Por  haber sustituido la primera a la segunda de las sociedades nom - bradas desapareció la combinación del capital con el trabajo?Por  otra parte, el capital es de suyo inerte e improducti vo. Sin una fuerza propulsora que lo mueva o agite, perma­nece infecundo.Pero se dice que la clasificación que la Ley  56 de 1918 hace de las rentas gravaWes, en rentas provenientes del solo capital, rentas provenientes del solo trabajo y rentas prove­nientes de la combinación de estos dos el^aientos, ha de en­tenderse en sentido relativo, es decir, atendiendo al elemento predominante en la producción.



22 A N A L E SNo es esta la mejor interpretación de la Ley  56 de 1918. N o  habla ella de elemento predominante en la producción. Es decir: no distingue. Ub lex non distinguit, nec nos dis­tinguere debemus.Verdad que el Decreto reglamentario de la Ley 56 de 1918 reputa, para los efectos del cobro y recaudación del im ­puesto de la renta, las utilidades líquidas que arrojan los b a ­lances de las compañías anónimas como renta que proviene del capital únicamente. Pero ello no obliga al Consejo a in­terpretar la ley con criterio idéntico, de conformidad con el artículo 12 de la Ley 153 de 1887.En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, admi­nistrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, confirma el fallo recurrido.Notifíquese, copíese, comuniqúese, devuélvase y publí- quese.C o n s t a n t in o  B a r c o  —  N ica s io  A n z o l a — José A .  V a l v e r d e  R. —  A rc a d io  C h a r r y — Alberto Manzana­les. V., Secretario en propiedad.S E N T E N C IA .en el juicio promovido por los señores Jorge Morales e Isidro Cifuentes, sobre nulidad del artículo i.° del Decreto ejecutivo número 1821 de 12 de diciembre de 1925, sobre prohibición del uso de carros de dos ruedas.(Ponente, doctor A rcad io  C harry ).Consejo de Estado—Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, agos­to cinco de mil novecientos veintisiete.Vistos: Los señores Jorge Morales e Isidro Cifuentes, en ejercicio del derecho que les confiere el artículo 78 de la Ley  130 de 1913 y sus concordantes, pidieron a esta corporación que declarara nulo el artículo 1? del Decreto ejecutivo, publica­do en el Diario Oficial número 20075 de 17 de diciembre de 1925, Decreto que, según tal periódico, lleva el número 1821 yes  de fecha 12 de diciembre de 1925, en cuanto tal dispo­sición prohíbe el uso de carros de dos ruedas.A l propio tiempo solicitaron la suspensión provisional del acto administrativo de que se trata, por ocuparse en una medida de evidente gravedad social, puesto que al entrar ella en vigencia, los dueños de tal clase de vehículos recibirían un perjuicio aproximado de trescientos mil pesos oro, que tal es el valor de esas pequeñas industrias de transporte por el sis­tema de carros de dos ruedas.



D E L  CONSEJO DE ESTADO 23Instauraron su acción en el doble concepto de que la dis~ posición acusada es, por una parte, violatoria de la Constitu­ción Nacional en su T ítu lo  3.°, y por otra, perfectamente ile­gal, pues del mismo modo viola o extralimita la potestad con­ferida al Gobierno por el mismo artículo en que pretende apoyarse, que es el 38 de la Ley 70 de 1916.Estos son los fundamentos de derecho en que se apoya la demanda. Los hechos pueden reducirse a los siguientes:l 9 Haberse expedido e! Decreto acusado, que elimina en un todo la industria de carros de dos ruedas.2° Ser los peticionarios propietarios de carros de la clase a que se refiere la prohibición; y39 Implicarla medida acusada la confiscación de la pro­piedad de los querellantes.Tramitada ¡a demanda en la forma legal que determina el artículo 59 de la Ley 30 de 1913, se decretó por la Sala Tria l la suspensión provisional del acto administrativo denun­ciado, con el fin de evitar perjuicios notoriamente graves. E je­cutoriada esa resolución, se comunicó oportunamente a quien correspondía para su exacto cumplimiento, y luégo las partes solicitaron algunas pruebas, que según el expediente son las siguientes:Pruebas del Ministerio Público: Un informe del señor Ministro de Obras Públicas, cuyo objeto es dar a conocer las razones que ese Ministerio tuvo en cuenta para considerar como gravemente perjudiciales a las vías nacionales los carros de dos ruedas; y allegar a los autos la tarifa que se encontraba en vigencia para el cobro del impuesto de llantas en la Carretera Central del Norte, secciones de Cundinamar- cá y Boyacá.Pruebas de los demandantes: Cuatro declaraciones en que consta la utilidad que prestan los carros de dos ruedas al comercio, especialmente en los Departamentos de Boyacá y Cundinamarca, y los innumerables perjuicios que consecuen- cialmente sufriría el mismo comercio con la prescindencia de tales vehículos, y otras consideraciones tendientes al mismo objeto. Además trajeron a los autos un dictamen pericial emitido hace algunos años referente a una disposición guber­nativa semejante a la de que hoy se trata, del que se des­prende que los carros de dos ruedas no causan el perjuicio que se supone.Sin más pruebas, y estando agotada la tramitación del negocio, se verificó la audiencia pública respectiva el 26 de fe­



24 A N A L E Sbrero del presente año a las diez de la mañana, y habiendo llegado el caso de resolver, se pasa a hacerlo. •CONSIDERANDOLa  demanda se presentó dentro del término legal señala­do en el artículo 81 de la Ley  130 de 1913, para casos como el presente, o sea antes de transcurrir los noventa días si­guientes a la publicación del Decreto acusado en el Diario Oficial respectivo, y a ella se acompañó, debidamente auten­ticado, un ejemplar del número 20075 del citado Diario Ofi­cial, en donde se halla publicado el Decreto en cuestión, y un recibo de la Oficina de Recaudación de Impuestos Urbanos sobre carros, en donde consta el pago que al Municipio de Bogotá hizo en aquella época el señor Isidro Cifuentes, como propietario de algunos carros.Con tales documentos quedó establecida tanto la existen­cia de la disposición acusada y su conveniente publicación, como que el señor Cifuentes es por sí, o en compañía, empre­sario de carros de dos ruedas y, por lo mismo, que debe consi­derársele como agraviado o lesionado por la disposición que acusa. De modo pues que se ha cumplido también lo pres. crito en el artículo 80 de la Ley  130 citada; condiciones estas indispensables para que ei Consejo pueda entrar a examinar el asunto propuesto. CONSIDERANDOComo se ha visto, los fundamentos de derecho que a!e~ gan los solicitantes para pedir la nulidad del artículo 1*? del Decreto legislativo número 1821 de 12 de diciembre de 1925, procedente del Ministerio de Obras Públicas, son dos: el uno, que tal Decreto es violatorio de la Constitución Nacional, y el otro, que es ilegal por violar el artículo 38 de la Ley 70 de 1916, lo que hace que el Consejo principie su estudio sepa­rando los dos fundamentos referidos para examinarlos uno a uno.A l efecto, con relación al primer punto, o sea con respec­to a la inconstitucionalidad de la disposición ejecutiva de que se trata, el Consejo observa que por este aspecto carece de jurisdicción para estudiar el asunto, pues es sabido que la Corte Suprema de Justicia es la corporación a quien la Cons» titución ha confiado la facultad de dictar las decisiones de­finitivas sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de los actos o decretos acusados por los ciudadanos como violatorios de nuestra Carta Fundamental. A s í  lo prescribe



D E L CONSEJO DE ESTADO 25el artículo 41 del Acto  legislativo número 3 de 1910, reforma­torio de la Constitución, en relación con el artículo 78 de la Ley 130 de 1913, y por lo mismo el Consejo noes competente para decidir el punto de inconstitucionalidad de que se trata.C O N S I D E R A N D ON o sucede lo propio con relación al segundo punto, o sea a la ilegalidad de la disposición a que este expediente se re­fiere, en atención a que esta facultad sí le compete a esta Su­perioridad, vista la letra del artículo 78 citado, base de la querella, y por lo mismo a ello se procede, previas las siguien­tes consideraciones:1  ̂ Basta para resolver el punto propuesto, como muy bien lo indican los demandantes, establecer una comparación atenta o cuidadosa entre el texto del artículo 38 de la Ley 70 de 1916, que sirve de fundamento al Decreto número 1821 de 1925, y el artículo 1? del mismo Decreto acusado, para determinar si el desarrollo queel Gobierno le ha dado a la primera disposición está en un todo conforme con el artículo reclamado por los peticionarios, pues si éste se amoldara exactamente a las facul­tades conferidas por la disposición de 1916, sería claro que debería sostenerse como legal el artículo impugnado, por tra­tarse de una lógica consecuencia de la disposición que le sir­vió de base; pero si así no fuera, la queja tendría que pros­perar, y por lo mismo debería accederse a la parte petitiva de este juicio.2^ Con el fin apuntado se transcriben aquí, en su parte pertinente, las dos disposiciones referidas, a saber: el artículo 38 de la Ley 70 de 1916 y el artículo 1*? del Decreto acusado.El primero dice:«E l Gobierno reglamentará el paso de los vehículos que transiten cargados por las carreteras y caminos nacionales, y dictará las medidas del caso a fin de lograr que las llantas y resortados de esos mismos vehículos causen el menor daño posible en las vías públicas.»El segundo dice:«Desde el 1? de abril de 1926 queda terminantemente prohibido el uso de carros de cualquier clase apoyados única­mente sobre dos ruedas.. . . »Como se ve de lo transcrito, la disposición acusada ha ido ciertamente más allá de la facultad conferida por el legis­lador, pues éste sólo autorizó al Gobierno para reglamentar



DEL, CONSEJO DE ESTADO 27Contencioso Administrativo, de acuerdo con el concepto fis­cal y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara nulo el artículo 1° del De­creto ejecutivo número 1821 de 12 de diciembre de 1925, ex­pedido por el Ministerio de Obras Públicas.Cópiese, notifíquese y comuniqúese a quienes correspon da. Publíquese oportunamente en los Anales del Consejo.C o n s t a n t i n o  B a r c o  —  A r c a d i o  C h a r r y - - N i c a s i o  A n z o l a — J o s é  A .  V a l v e r d e  R .— Alberto Manzanares V., Secretario. S E N T E N C IAen el juicio propuesto por el señor Alfredo Orduz D., sobre nulidad del De creto número 180 de 8 de septiembre de 1923, expedido por el Gobernador de Santander, sobre desnaturalización del alcohol impotable.(Consejero ponente, doctor N icasio  Anzola).Consejo de Estado— Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, octubre siete de mil novecientos veintisiete.Vistos: An te  el Tribunal Seccional Administrativo de Bucaramanga, el señor Alfredo Orduz D. demandó, por con­cepto de ilegalidad, la nulidad de los ordinales e), f ) y g) del artículo 1?, y los artículos 21 y 22 del Decreto número 180 de 8 de septiembre de 1923, en la parte que señalan a la piri- dina como único desnaturalizante del alcohol, con prescin- dencia de toda otra sustancia de las permitidas por la ley. También demandó las Resoluciones 29 y 30, de 7 y 20 de d i­ciembre de dicho año, respectivamente, y el Decreto número 23 de 18 de enero de 1924, todos del señor Gobernador de San­tander, sobre licor impotable.Las disposiciones acusadas del Decreto número 180 de 8 de septiembre de 1923 dicen así:«A rt ícu lo  1° .. . e). Desnaturalizará el alcohol mez­clándole el 8 por 1,000 de piridina, por lo menos, inmediata­mente después de la destilación o en el curso de ella.« / )  Producirá alcohol desnaturalizado con el porcientaje de piridina dicho, de treinta y seis grados centígrados, por lo menos,"y lo dará al consumo con la advertencia de que es venenoso,, puesta en el tiquete respectivo del envase, o en la guía del ¡expendedor al detai, o expresada directamente al consumidor.



26 . A N A L E Sel paso o modo como los vehículos debieran transitar por las carreteras, dictando disposiciones cuyo único fin consistiera en que las llantas o resortes se arreglaran de tal suerte que produjeran el menor daño posible en las vías públicas. De donde se deduce sin esfuerzo alguno, y atendiendo únicamen­te a la letra del artículo primeramente citado, que el Gobier­no no quedó autorizado para prohibir el uso de los carros de dos ruedas de que se trata, como medios de transporte, pues es evidente que son cosas perfectamente distintas la regla­mentación del paso de los vehículos por los caminos y la pro­hibición del uso de éstos para el tráfico.E! asunto es tan claro que no necesita comentarios, para declarar que el Ministerio de Obras Públicas, al dictar el De­creto acusado, en su artículo 1*? extralimitó las facultades conferidas por la misma disposición que le sirve de base, y por tanto la providencia reclamada ha incurrido en la sanción de nulidad que solicitan los peticionarios, lo que obliga a este Consejo a resolver su demanda favorablemente. Se deja cons­tancia de que el artículo 38 de la Ley  70 de 1916 no está re ­vocado por la Ley 65 de 1917.3* De todo lo expuesto se deduce que la demanda pro­puesta es un asunto de puro derecho, y por lo mismo no se necesita entrar a estudiar los hechos que se han tratado de acreditar en los autos. Con todo, para mayor abundamiento, se deja constancia de que con las pruebas presentadas se ha establecido, entre otras cosas: ya que con la prohibición del uso de carros de dos ruedas en las carreteras llegaría en mu­chos casos a interrumpirse por completo el intercambio de ar­tículos de primera necesidad que por su poco precio no permiten el pago de vehículos costosos, lo que ayudaría a aumentar la carestía de la vida, sobre todo en los Departa- /  mentos centrales de la República; ya que el país no está su­ficientemente preparado para eliminar del todo, y de un mo­mento a otro, los vehículos de acarreo de que trata este expediente, pues por el momento no hay otro sistema de con­ducción que los reemplace con la misma economía, facilidad de manejo, etc., con que lo hacen estos medios de locomoción; ya que la gente más perjudicada con las disposiciones referi­das son infelices familias de labriegos acarreadores, a quienes se les quita su pequeño trabajo y modo de servir al público en general.Sin más consideraciones, por ser innecesarias, y en méri­to de todo lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo



28 A N A L E S<g) Prestará una caución hipotecaria de $ 100 a $ 500, según la capacidad del alambique, graduada por el Goberna­dor, para responder de que no dará al consumo en ninguna forma alcohol al cual no haya mezclado el 8 por 1,000 de pi- ridioa, y de que cumplirá además todas las reglas y dispo­siciones que le atañen conforme al presente Decreto.«Las  personas que tengan en su poder alcohol que haya sido desnaturalizado por otras sustancias diferentes de la pi- ridina, en virtud de la disposición del artículo 29 de la Ley  84 de 1916, las denunciarán ante la Administración de la Renta de Licores, dentro del mes siguiente a la fecha de este Decreto, para que ésta, por medio del Resguardo respectivo, se entere del consumo que se dé a dicho alcohol.«A rtícu lo  22. Una vez que sean agotadas las existencias actuales, sólo se permitirá el comercio, conservación y trans­porte libres de alcohol impotabilizado con piridina en la pro­porción fijada por el artículo 1.° de este Decreto, inciso e).»Estima el actor que estas disposiciones son violatorias de las Leyes 84 de 1916 y 88 de 1923, por cuanto éstas declaran libres en el territorio de la República la producción, expendio y comercio del alcohol impotable o desnaturalizado para el consumo de la industria, y prohibe terminantemente dictar ordenanzas o decretos que de alguna manera tiendan a res­tringir ia producción o el consumo de este artículo.Las dos Resoluciones acusadas, 29 y 30, dicen respecti­vamente lo siguiente:«Gobernación del Departamento— Despacho de Hacienda—Número 29— Bu- caramanga, diciembre 7 de 1923.«Solicita el señor Alfredo Orduz D ., por medio del me­morial que precede, que se adicione por la Gobernación del Departamento el Decreto número 180, del presente año, por el cual se reglamenta la producción y comercio del alcohol impotable "en el sentido de disponer que pueda también des­naturalizarse el alcohol, además de la piridina allí menciona­da, con las otras sustancias indicadas en la Ley  84 de 1916, y además con mentol, alcanfor y resorcina, sustancias éstas que convierten en medicinal el alcohol par a la aplicación externa, y que son intolerables para uso interno o pota, ble ’* y da como razones para su solicitud las de que la piri­dina, aparte de su alto precio, es muy escasa en la ciudad, y en caso de que se agotara, se paralizaría su empresa, con per­juicio de sus intereses, lo que se podría evitar empleando las sustancias que quedan mencionadas.



D E L CONSEJO DE ESTADO 29«P a ra  resolver, se considera:«L a  Ley  84 de 1916 indicó en su artículo 2° como sus­tancias desnaturalizantes, “ mientras por la autoridad com­petente no se disponga otra cosa, la bencina, gasolina o nafta del c o m e r c n ,y  por el artículo 3?, autorizó a las Asam ­bleas para adoptar en el respectivo Departamento otros des­naturalizantes, además de los mencionados en el artículo an­terior.«A  su vez la Asamblea del Departamento, por medio del artículo 2.° de la Ordenanza número 30 de 1917, delegó esa autorización en el Gobernador, quien en uso de ella y de la prescripción contenida en el artículo 49 del Decreto ejecu­tivo número 1169, de 29 de agosto de 1923, dictó el Decreto número 180, del 8 de septiembre último, encaminado a pres­cribir ciertas formalidades para la producción y comercio del alcohol impotable, sin entrabar la libertad que a esas activi­dades concede la Lev 84 de 1916, pero con el propósito de evitar que la excepción en que respecto del monopolio de lico­res destilados está colocado ese artículo, fomente el contra­bando. Para evitar este contrabando en el concepto legal, basado en el industrial, se hace preciso que la sustancia des* naturalizante, una vez mezclada al alcohol cuya desnaturali. zación se busca, no pueda ya ser separable de éste, o la sepa­ración— si posible— resulte tan dispendiosa de dinero que prácticamente debe descartarse como hipótesis comercialmen­te imposible. Hase considerado y aceptado experimental­mente que la piridina satisface el dicho objetivo. N o  así las otras sustancias materia de la solicitud, y en tanto, subsiste para el Departamento la necesidad y el derecho de resguar­darse del contrabando. De lo expuesto debe concluirse que la Gobernación no tendría inconveniente en autorizarlos desna­turalizantes a que la solicitud s- refiere, previa la prueba de que el nuevo desnaturalizante buscado no es susceptible ab­soluta o al menos práctica y comercialmente de ser aislado o separado del alcohol al cual haya de mezclarse. Estas carac­terísticas de los nuevos desnaturalizantes propuestos no se han acreditado.«En  consecuencia, se resuelve no acceder'a la solicitud citada al principio mientras no se establezca la prueba de que se ha hecho mención.«Cópiese y notifíquese.« E m i l i o  P r a d i l l a — E l  Secretario de Hacienda, Pedro E. Novoa.



30 A N A L E S«H oy  doce de diciembre de mil novecientos veintitrés no. tifiqué la Resolución anterior al señor Alfredo Orduz D. En constancia firma.« A l f r e d o  O rd u z  D.— El Subsecretario, Nieves«Gobernación del Departamento— Despacho de Hacienda—Número 30— Bu- caramanga, 20 de diciembre de 1923.«E l  señor Alfredo Orduz D. presentó a este Despacho, con fecha 12 de los corrientes, un memorial acompañado de sendas declaraciones juradas, rendidas oor los señores Ismael Gómez Plata y Ricardo Rueda ante el Juez Municipal deBu- caramanga, encaminadas a probar que las operaciones res-» pectivas para aislar las materias desnaturalizantes del alcohol impotabilizado con petróleo crudo, fenol, creolina, alcanfor y mentol, son económica y comercialmente imposibles por lo costosas que resultarían tales operaciones, las que entrañan gastos cuantiosos e irresistibles para los industriales destila­dores.«Esta presentación la hace el señor Orduz con el objeto de obtener la autorización necesaria para fabricar alcohol de esa especie, en virtud de la libertad concedida por la Ley 84 de 1916, mediante el sometimiento a las disposiciones del De­creto de esta Gobernación, número 180, d e S d e  septiembre último, y para satisfacer con esas declaraciones el requisito exigido por la Resolución de 7 del presente, número 29, que recayó a su memorial anterior, por el que solicitaba se le au­torizara para usar de aquellas sustancias en la desnaturali­zación del alcohol. N o  constituyen dichas declaraciones la prueba exigida por la Gobernación, porque carecen del fun­damento en que debe consistir tal prueba, o sea el certificado de peritos científicos, basado en análisis precisos y en las co­rrespondientes experiencias de laboratorio, del que aparezcan descritas las operaciones efectuadas y el proceso de demos­tración empleado de modo plenamente satisfactorio. Poresta razón, no es aceptable la prueba en la forma que el señor O r­duz la ha producido, y se exige que lo haga en la forma que queda dicha para poderla apreciar en el asunto de que se trata.«Cópiese y notifíquese.«E m il io  P r a d i l l a — El Secretario de Hacienda, Pedro E. Novo a.»



D E L  CONSEJO DE ESTADO 31El demandante solicitó la suspensión provisional de los actos acusados, la que fue concedida por el Tribunal de prr  mera instancia, quien, luégo de dar al negocio la tramitación correspondiente, le puso término por sentencia de fecha 26 de junio de 1924, cuya parte resolutiva dice así:« . . .  .Falla: No  es el caso de declarar la nulidad del Decre­to número 180, de 8 de septiembre de 1923, expedido por el Gobernador del Departamento de Santander, por el cual se reglamenta la producción y comercio del alcohol impotable. Son nulas las Resoluciones números 29 y 30 de fecha 7 y 20 de diciembre de 1923, dictadas por el Gobernador de este De­partamento, de que se ha hecho mérito en esta sentencia.«Es  nulo el Decreto número 23, de 18 de enero del año en curso, en virtud del cual el Gobernador del Departamento “ da una autorización al Administrador General de la renta de licores destilados, sobre precio del alcohol impotable.”  Levántese la suspensión del Decreto número 180 mencionado.»Como contra este fallo no se interpuso recurso alguno, el Tribunal sentenciador ordenó consultarlo con el Consejo de Estado, en Cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley 130 de 1913.Surtidos como están los trámites de la segunda instan­cia, procede el Consejo de Estado a resolver el negocio, pre­vias las siguientes consideraciones:El Tribunal a quo sustenta su fallo en esta forma:«Respecto del Decreto número 180, el Tribunal se abstie­ne de considerar a fondo esa providencia, porque de acuerdo con la jurisprudencia del honorable Consejo de Estado y que esta corporación ha acogido y sostenido en los fallos de 11 y 25 del mes en curso, la acción del señor Orduz D. y de cual­quiera otro ciudadano para demandar la nulidad, había ca­ducado por haber transcurrido más de los noventa días exigidos por la Ley contencioso administrativa para acusar estos actos de los Gobernadores. En efecto: el Decreto tiene fecha 8 de septiembre de 1923; fue publicado en la Gaceta de Santander el 29 del mismo, y la demanda fue presentada el2 de febrero del corriente año. Por  tanto el Tribunal carece de jurisdicción para decidir acerca de la nulidad pedida, por haber caducado la acción. Así debe declararse en esta sen­tencia.«E n  cuanto a las Resoluciones números 29 y 30, de 7 y20 de diciembre de 1923, sí debe conocer el Tribunal, porque la demanda, además de haber sido presentada dentro del



32 A N A L E Stiempo señalado, versa sobre asuntos cuyo estudio está ex ­presamente atribuido a esta entidad en el ordinal g ) del a r ­tículo 38 de la Ley 130 de 1913, en armonía con el 31 de la misma Ley .»En orden al Decreto número 23 de 18 de enero de 1924, dice así:«También corresponde a esta corporación estudiarlo a fondo por estar demandada su nulidad oportunamente y ser por otra parte competente.»El señor Fiscal del Consejo pide que se declare extem­poránea la acción intentada contra el Decreto 180 de 8 de septiembre de 1923; que se declare la ilegalidad del Decreto nú­mero 23 de 1924, y que se anulen las Resoluciones números 29 y 30 de 1923 en cuanto no permiten la impotabilización del alcohol con las sustancias de que trata el artículo 2° de la Ley 84 de 1916.Eintra ahora el Consejo de Estado a resolver, y para ma­yor claridad, se consideran por separado cada uno de los ac­tos acusados:
0DECRETO NÚMERO 180 D 1923En orden a este Decreto, que por razón de incompeten­cia el Tribunal de primera instancia se abstuvo de conocer, conviene observar lo siguiente:El artículo 7o de la Ley  11 de 1923 decía lo siguiente:«L o s  decretos y resoluciones de los Gobernadores pueden ser declarados inexequibles, a petición de cualquier ciudadano, por los Tribunales Superiores ¡de Distrito Judicial, cuando sean contrarios a la Constitución y leyes de la República o a las ordenanzas departamentales, o cuando violen derechos civiles.«L a s  sentencias de los Tribunales, en este caso, serán apelables ante la Corte Suprema de Justicia.»V ino luégo la Ley 130 del mismo año, y en su artículo111 se expresó así: _«Son anulables, como las ordenanzas de lasfiA.sambleas Departamentales, los decretos y demás actos de los Goberna­dores contrarios a la Constitución, a las leyes o a las orde­nanzas, o lesivos de derechos civiles.«De los respectivos juicios conocerán en primera instan­cia los Tribunales Administrativos Seccionales, y en segunda el Tribunal Supremo (hoy Consejo de Estado) de lo Conten­



D E L  CONSEJO DE ESTADO 33cioso Administrativo, según la tramitación establecida en los artículos 54 a 63 y 66 a 71.»Como no se fijó expresamente por la ley término alguno dentro del cual debían ser acusados los decretos de los Guber* nadores, rectamente se estableció de conformidad con este último artículo, que dichos decretos, por analogía con las ordenanzas para efectos de la acusación, estaban sometidos en un todo a la tramitación establecida para éstas, las que no pudiendo ser demandadas sino dentro de los noventa días siguientes a su sanción, según el artículo 53 de la Ley  130 de 1913, los decretos de los Gobernadores no podían serlo tam­poco sino dentro de ese término.Posteriormente se expidió la Ley 71 de 1916, y en su ar­tículo 69 se dijo:«A rtícu lo  6? La  nulidad de las ordenanzas que sean contrarias a la Constitución o a las leyes, o que violen dere­chos adquiridos legalmente, y la de los acuerdos de los Con­cejos Municipales que se hallen en el mismo caso, o que violen ordenanzas, puede ser solicitada en cualquier tiempo.»Ahora bien, si por el artículo 111 de la Ley  130 de 1913, los decretos de los Gobernadores «son anuiables como las or­denanzas de las Asambleas,» y éstas pueden serlo hoy en cualquier tiempo, del mismo modo lo serán los citados decre­tos, en fuerza de la analogía establecida por la ley entre éstos y aquéllas para los efectos de la acusación.Po r  estas razones, el Consejo de Estado cree estar en el deber de entrar a estudiar el Decreto acusado, y fallar en con­secuencia sobre él. Nótese que con la expedición de dicho Decreto la Gobernación vino a entorpecer o a poner trabas a la libre producción del alcohol impotable, pues al determi* nar o no admitir sino a la piridina como único desnaturali­zante del alcohol, no hizo otra cosa que limitar la libre pro­ducción de este artículo, que por modo tan amplio garantiza a todos los colombianos la mentada Ley  84 de 1916, que en lo pertinente dice así:«A rtícu lo  19 Decláranse libres en el territorio de la Re­pública la producción y comercio del alcohol desnaturalizado, industrial o impotable, por el cual se entiende:«19 El alcohol metílico, que es el obtenido por la des­tilación en seco de la madera, y cuya fórmula química es: C H jO H ; y A. del C, de B„—3



34 A Ñ A L E S«2 ° E l alcohol etílico (fórmula química: C 2 H s HO), que es el obtenido por la destilación de mostos fermentesibles, que haya sido previamente convertido en impotable por la acción de las sustancias propias para este objeto.«A rtícu lo  2° Estas sustancias serán, mientras por la au­toridad competente no se dispone otra cosa:<a) L a  bencina, gasolina o nafta del comercio; y«¿ ) El alcohol metílico de 80 grados por lo menos, en proporción de cinco partes de la sustancia desnaturalizante por ciento de alcohol etílico del mismo grado. Estos grados se entienden a 15 del termómetro Celsius, haciéndose en cada caso las compensaciones necesarias por causas de diferencias de temperatura respecto a esta base.«A rtícu lo  3^ Autorízase a ias Asambleas Departamen­tales para, si las circunstancias lo exigen o aconsejan, adop­tar en el territorio del respectivo Departamento otros desna­turalizantes además de los que en el artículo anterior se mencionan.»Y a  el Consejo de Estado, al confirmar un fallo del mis­mo Tribunal sobre materia análoga, dijo lo siguiente:« L a  ley ha declarado libres la producción y el comercio del alcohol desnaturalizado, industrial o impotable; de suerte que no puede dictarse disposición alguna que impida o estor­be la producción o el comercio de dicho alcohol, porque ello implicaría la violación de la ley.«P o r  otra parte, la misma ley ha sometido a la vigilan­cia de las autoridades y de sus agentes, mediante las reglas que dicten las Asambleas, la producción, conservación y trans­porte y expendio del alcohol impotable, con el único fin de evitar el contrabando a la renta de licores destilados; de tal manera que sólo las Asambleas, que han sido las autorizadas para ejercer esta atribución, pueden dictar reglas para suje­tar a la vigilancia de la autoridad y de sus agentes la produc­ción, conservación, transporte y expendio del alcohol impota­ble, con el único fin de evitar el contrabando a la renta de licores.»Resoluciones números 2Q y  jo , de 7 y 20 de diciembre de
1923.E l demandante, en vista de que la Gobernación de San­tander, en su Decreto número 180, señaló como único desna­turalizante del alcohol a la.( piridina, solicitó oportunamente



D E L  CONSEJO DE ESTADO 35se adicionara en el sentido de disponer que se facilitara la des* naturalización con las otras sustancias indicadas en la Ley 84 de 1916, y además con mentó!, alcanfor y resorcina, sustancias éstas que convierten en medicinal el alcohol para aplicación externa, y qua son intolerables para uso interno. Esta peti­ción fue nogada por medio de la Resolución número 29, ba­sándose en que las sustancias indicadas por el peticionario no reunían las condiciones de todo desnaturalizante, o sea, que una vez mezcladas al alcohol no puedan separarse de é'te, o al menos que la operación no resulte en extremo dispendiosa.Con todo, se resolvió por la Gobernación autorizar e( empleo de los desnaturalizantes indicados por el peticionario, mediante la comprobación de que ellos no son susceptibles de ser separados del alcohol a que haya de mezclarse. Para cum­plir lo exigido, el señor Orduz D. presentó las declaraciones juradas de los señores Ismael Gómt-z Plata y Ricardo Rueda, las que fueron tachadas por el Gobernador, porque, en su sentir, no constituían la prueba exigida, la que debe consis­tir en certificados de peritos basados en análisis precisos y en los correspondientes experimeotos de laboratorio en que apa­rezcan descritos los trabajos o experimentos efectuados, y el proceso de demostración empleado de modo plenamente sa­tisfactorio. T a l  es el contexto de la Resolución número 30.Y a  se hizo notar que la Ley 84 de 1916 sólo reconoce como alcohol desnaturalizado, impotable o industrial al metí­lico y al etílico, obtenidos, el primero, por la destilación en seco de la madera, y cuya fórmula química es: C H 3 O H ; y el segundo (fórmula química: C a H s OH), por la destilación de mostos fermentescibles, que haya sido previamente convertido en impotable por la adición de las sustancias propias para este objeto, y que son, mientras la autoridad competente no dis- ponga otra cosa: la bencina, gasolina o nafta del comercio, y el alcohol metílico de 80 grados, por lo menos, en la proporción de cinco partes de la sustancia desnaturalizante por ciento del alcohol etílico del mismo grado. Estos grados se entienden a 15 del termómetro Celsius, haciéndose en cada caso las com­pensaciones necesarias por causa de diferencias de tempera­tura respecto a esta base. Esta misma Ley  autoriza a las Asambleas Departamentales para que, si las circunstancias lo exigen o aconsejan, adopte en el territorio del mismo Depar­tamento otros desnaturalizantes, además de los mencionados en ella. La  Ordenanza 30 de 1917 de la Asamblea de San- tander, en su artículo 2° delegó al Gobernador la autoriza­



36 A N A L E Sción a ella conferida por el artículo 39 de la Ley 84 citada, o sea la facultad de adoptar en el territorio del Departamento, si las circunstancias lo exigen o ¿consejan, otros desnaturali­zantes del alcohol, además de los mencionados por el legis* lador.Aparece pues que los únicos desnaturalizantes cuyo uso no pueden prohibir las Asambleas o Gobernadores en la pre­paración del alcohol impotable son la bencina, gasolina o nafta del comercio, y el alcohol metílico de 80 grados por lo menos, en la proporción indicada por la Ley 84; y como res­tringir el uso de estas sustancias es ir contra los preceptos de esta Ley, es claro que las resoluciones del señor Gobernador de Santander que tal cosa hacen, deben ser anuladas.Decreto número 23 de 18 de enero de 1924.En cuanto a este Decreto, por el cual se autoriza al A d ­ministrador General de la renta de licores destilados para fijar el precio del alcohol impotable, no se encuentra el funda­mento le gal en que la Gobernación haya podido basarse para dictar una providencia de consecuencias tan graves para los productores, dejándolos di^crecionalmente en manos del A d ­ministrador de la Renta. N i la Ley 84 de 1916, orgánica de la producción y comercio del alcohol impotable; ni la 12 de 1923, que restringió la producción, venta y consumo de los licores destilados y de las bebidas fermentadas; ni la 88 de 1923, sobre lucha antialcohólica, consagran facultad de seme* jante magnitud. Por el contrario, dichas Leyes dan la más amplia libertad y garantía para la producción y comercio del alcohol impotable.H é aquí cómo se expresa la Ley  88 de 1923:«A rtícu lo  21. L a  producción, expendio y comercio del alcohol impotable serán libres en el territorio de la República, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley  84 de 1916. Ninguna Asamblea, ni ningún Gobernador, podrán dictar ordenan zas o decretos que tiendan a restringir la producción o el consumo del alcohol impotable. L o  dispuesto aquí rige desde la sanción de esta L e y .»Con todo, la Gobernación de Santaoder, con el pretexto de evitar el contrabando y favorecer a la renta, se lleva de calles todas las disposiciones legales vigentes sobre la materia y aun el Decreto ejecutivo número 1169 de 29 de agosto de



DEL CONSEJO DE ESTADO 371923, que en parte alguna autoriza a los Gobernadores para fijar o reducir el precio del alcohol impotable, cosas éátas que se hallan claramente determinadas en la Ley.En mérito de lo que hasta aquí se deja expuesto, el Con­sejo de Estado, Sala de lo Contencioso Adm inistrativo, de acuerdo en parte con el señor Fiscal y administrando justi­cia en nombre de la República y por autoridad de la ley,PALLA:l 9 Es nulo el Decreto número 180 de 8 de septiembre de 1923, expedido por el señor Gobernador del Departamento de Santander, por el cual se reglamenta la producción y el comer­cio del alcohol impotable, en sus artículos l 9, numerales e), f )  y g)< y 21 y 22.2° Son nulas las Resoluciones números 29 y 30 de fechas 7 y 20 de septiembre de 1923, en la parte que en ellas se res­tringe el empleo de las sustancias autorizadas por el artículo 2° de la Ley 84 de 19;6 para desnaturalizar el alcohol; y39 Es igualmente nulo el Decreto número 23 de 18 de enero de 1924, por el cual el mismo Gobernador «da  una au­torización al Adm inistrador General de la renta de licores destilados, sobre precio del alcohol im potable.»Notifíquese, cópiese, publíquese en los Anales, comuni­qúese al señor Gobernador de Santander y vuelva el expe* pedientea quien corresponda.C o n s t a n t i n o  B a r c o — N i c a s io  A n z o l a  —  A r c a d io  C h a r k y - J o s é  A . V a l v e r d e  R .—Alberto Manzanares V., Secretario.
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Director, Angel María Buitrago M.T O M O  X I X
a S o  X I SECCION 1̂—CONSEJO PLENOSE  C O N F IR M Aia sentencia del Tribunal Contencioso Administrativo de Cartagena en la de­manda de los señores Santos Puentes y A. E. Yepes, sobre nulidad en la elección de los señores Juan A. de la Espriella y Luis A. Galofre, para prime­ro y segundo suplentes del doctor Carlos Adolfo Urueta para Senador de laRepública.(Ponente, doctor C asas).Consejo de Estado Pleno—Bogotá, julio veintisiete de mil novecientos vein­ticinco.Los señores Santos Puentes y A . E. Yepes Pareja, por escritos de fechas 28 y 26 de abril de 1923, respectivamente, demandaron ante el Tribunal de lo Contencioso Administra­tivo de Cartagena que se declarase la nulidad de la elección hecha por el Consejo Electoral respectivo en los señores Juan A .  de la Espriella y Luis A . Galofre para primero y segundo suplentes, en su orden, del doctor Carlos Adolfo Urueta, ele­gido Senador principal por la Circunscripción Senatorial de Cartagena.El primero de los demandantes expresó lo siguiente:«E l  artículo 22 del A c to  legislativo número 3 de 1910 dispuso perentoriamente que no podían ser elegidos Senado­res o Representantes los individuos que hayan ejercido, en los tres meses anteriores a la elección, jurisdicción o autoridad ci­vil, política o militar en el territorio del Departamento o C ir­cunscripción Electoral respectiva.
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42 A N A L E S«E l  artículo 215 de la Ley  85 de 1916, desarrollando el pensamiento del constituyente de 1910, dice lo siguiente:“ N o  podrán ser elegidos Senadores, Representantes ni Diputados a las Asambleas Departamentales, principales ni suplentes, por Circunscripción Electoral en cuyo territorio ejerzan o hayan ejercido sus funciones, los individuos que en el día de las votaciones desempeñen o hubieren desempeñado en los tres meses anteriores a éstas, los empleos de Secretario de Gobernador del Departamento, Magistrado o Fiscal de Tribunal Superior de Distrito Judicial, Magistrado de T r i .  bunal de lo Contencioso Administrativo, etc.”«Para  decretar la nulidad que solicito, ese honorable T r i ­bunal es la autoridad competente, de conformidad con las disposiciones de la Ley 130 de 1913, con el artículo 187 y la sección segunda del capítulo X I de la Ley 85 de 1916.«L o s  hechos en que fundo esta demanda son los si­guientes:«1° Haber sido elegidos Senadores, primero y segundo suplentes, respectivamente, los séñores Juan A . de la Esprie lia y Luis A . Galofre, por el Consejo Electoral de la Circuns­cripción Senatorial de Cartagena; y«2 ° Haber ejercido los expresados señores Juan A. de la Espriella y Luis A . Galofre las funciones de Magistrado de ese honorable Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dentro de los tres meses anteriores al 25 de abril en curso, día de las votaciones verificadas por el referido Consejo Electoral, en virtud de las cuales dicha entidad proclamó la elección que demando.«Com o no obstante haber solicitado copia del acta de la sesión del Consejo Electoral en que tal elección se hizo, aún no me ha sido entregada, y temo que se pase el término se* ñalado por la ley para la admisión de estas demandas, ruego al señor Presidente se sirva solicitar directamente dicha co­pia auténtica al mencionado Consejo Electoral, al señor G o ­bernador del Departamento o al señor Ministro de Gobierno, a fin de que sea tenida en cuenta para los efectos de la sen­tencia, sin perjuicio de mi derecho de presentar esa y otras pruebas en el término correspondiente, si ello fuere necesario.»El otro demandante, señor A. E. Yepes Pareja, se apoya en iguales hechos e igual derecho, aunque los presenta en términos distintos.Aceptadas las demandas, practicadas las pruebas que pidieron las partes y tramitado el juicio hasta su conclusión,



D EL CONSEJO DE ESTADO 43'no sin largo tejido de apelaciones de casi todas las providen cias del proceso, el Tribunal dictó, con fecha 7 de marzo del corriente año, sentencia definitiva en que declaró nula la elec­ción hecha el día 25 de abril de 1923 por el Concejo Electoral del Departamento de Bolívar, en los señores Juan A., de la Espriella y Luis A. Galofre para primero y segundo suplen­tes, respectivamente, del doctor Carlos Adolfo Urueta, elegido- Senador principal por la Circunscripción Senatorial dicha.Apelada la sentencia, el negocio ha recibido en el Conse­jo de Estado la tramitación del caso, fijándose aquél en lista y oyéndose los alegatos de las partes; y llegado el tiempo de resolver, para hacerlo se considera:Los demandantes fundan su acción en las disposiciones- constitucionales y legales y en los hechos que van a analizarse^Las disposiciones de carácter constitucional y legal son:El artículo 22, inciso 2 ,̂ del Acto  legislativo número 3 de 1910, que dice:«Tam poco podrá ser Senador o Representante ningún individuo por Departamento o Circunscripción Electoral don­de tres meses antes de las elecciones haya ejercido jurisdicción o autoridad civil política o m i l i t a r . »L a  Ley 85 de 1916, en su artículo 215, estatuye:«N o  pueden ser elegidos Senadores, Representantes, ni Diputados a las Asambleas Departamentales, principales ni suplentes, por Circunscripción Electoral en cuyo territorio ejerzan o hayan ejercido sus funciones, los individuos que en el día de las votaciones desempeñen o hubieren desempeñado en los tres meses anteriores a éstas, los empleos de Secretario de Gobernador de Departamento, Magistrado o Fisca! de Tribunal de Distrito Judicial, Magistrado de lo Contencioso Administrativo, etc.»En cuanto a los hechos, es cosa probada en el proceso que los señores Juan A. de la Espriella y Luis A. Galofre des­empeñaron el cargo de Magistrados del Tribuna! Seccional de lo Contencioso Administrativo de Cartagena dentro de los tres meses anteriores a la fecha en que fueron elegidos Sena­dores suplentes del principal, doctor Carlos Adolfo  Urueta.Prueba de esto son los siguientes documentos que obran en el expediente: copia del acta del Consejo Electoral de la Circunscripción Senatorial de Bolívar, en que consta que los señores De la Espriella y Galofre fueron elegidos Senadores



44 ANALESsuplentes el 25 de abril de 1923; copias de las actas de pose­sión de los mismos como Magistrados del Tribunal Seccional de lo Contencioso Administrativo de Cartagena, de fecha 13 de marzo de 1920 (posesión del señor Galofre) y 1° de marzo de 1922 (posesión del señor De la Espriella); copia de una sen. tencia fechada el 8 de marzo de 1923 y suscrita por los doc­tores De la Espriella y Galofre como Magistrados de dicho Tribunal, y certificación del señor Administrador de Hacienda Nacional de Bolívar en que testifica que los señores De la Es­priella y Galofre devengaron sueldos como Magistrados del mencionado Tribunal, el primero hasta el día 11 y el segundo hasta el día 8 de marzo de 1923.Resulta pues que los señores De la Espriella y Galofre estaban inhabilitados para ser elegidos en la fecha del 25 de abril de 1923, y que por tanto es necesario declarar nula la elección recaída en ellos para Senadores suplentes del princi­pal doctor Urueta.Alp^a el señor De la Espriella, en esta segunda instancia, que el Tribunal a quo, al dictar la sentencia de primer grado, pretermitió una formalidad indispensable para fallar, y es el no estar decididas las apelaciones concedidas a dicho señor De la Espriella contra los autos del Magistrado sustanciador en que se admitieron las demandas. Pero como observa el señor Fiscal, «de conformidad con los artículos 45 de la Ley40 de 1907 y 51 de la Ley 130 de 1913, las apelaciones contra los autos de sustanciación se conceden en el efecto devolutivo.» Ahora bien, contra el auto que admitió la demanda del señor Yepes Pareja, la apelación se concedió expresamente en el efecto devolutivo; y contra la providencia que admitió el libe lo del señor Puentes, el recurso de alzada se otorgó simple­mente sin indicar el efecto en que debía surtirse, pero tanto el Magistrado sustanciador como el Secretario del Tribunal Seccional y el apelante señor De la Espriella entendieron que este último recurso debía llevarse a cabo en el efecto devolu­tivo, que era el efecto indicado por la ley, según puede verse de las piezas que obran a folios 10 vuelto, 11 vuelto del cua­derno de la primera instancia.Esto supuesto, debe examinarse: ¿Interrumpe la juris­dicción o suspende el curso de! negocio el concederse una ape­lación en el efecto devolutivo?«E l  otorgamiento de! recurso de alzada sólo interrumpe la jurisdicción y el curso del negocio cuando se concede en el efecto suspensivo, mas no cuando se otorga en el devolutivo



DEL CONSEJO DE ESTADO 45(artículos 44 y 45 de la Ley 40 de 1907), caso este último en el cual la providencia apelada puede ejecutarse mientras no sea revocada por el superior. De donde se deduce que no inte rrumpiendo el curso del negocio una apelación concedida en el efecto devolutivo, no hay lugar a que se interrumpa tampoco el término legal que tiene el Juez para proferir sentencia defi­nitiva por el simple hecho de que no se haya decidido aún aquel recurso. Por tanto el Tribunal de la primera instancia no pretermitió ninguna formalidad indispensable para fallar, ni es el caso de retrotraer el proceso en cumplimiento del ar­tículo 29 de la Ley  169 de 1896. s>Pretende, en fin, el señor De la Espriella, en la segunda instancia, que la copia del acta de la elección que obra en au­tos no tiene valor jurídico, por no haber'sido expedida por el Presidente del Consejo Electoral sino por el Gobernador del Departamento de Bolívar. Este reparo se desvanece con ob­servar que la disposición del artículo 15 de la Ley  96 de 1920, citada por el apoderado del señor De la Espriella, al prescri. bir que las copias expedidas por las corporaciones electorales «se admitirán como pruebas en los juicios de nulidad que se intentaren,» no por eso niega el mérito probatorio a las co­pias que se tomen de las actas originales de escrutinio envia­das por dichas entidades a los Gobernadores, siendo así que tales copias tienen también el carácter de documentos autén­ticos, según los artículos 678 y 686 del Código Judicial.Es de advertir que no apareciendo de la respectiva acta de escrutinio que individuos distintos de los señores De la Espriella y Galofre tuvieran votos para suplentes primero y segundo del principal señor Urueta, y no tratándose, por con­siguiente, de anulación o rectificación de un escrutinio, sino de nulidad de una elección, no es el caso del artículo 24 de la Ley 96 de 1920.En fuerza de estas consideraciones, el Consejo de Estado, acogiendo el dictamen de su Fiscal y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, confirma la sentencia apelada.Cópiese, notifíquese y comuniqúese al señor Ministro de Gobierno.J o s é  J o a q u ín  C a s a s — R a m ó n  C o r r e a — J o s é  A. V a l -  v e r d e  R . - - G o n z a l o  B e n a  v i d e s  G u e r r e r o — S i x t o  A. Z e r d a — M a n u e l  J im é n e z  L ó p e z — S e r g i o  A. B u r b a n o .  Angel M. Buitrago M ., Secretario.



46 ANALESSENTENCIAen la demanda del señor Camilo de Brigard, sobre revisión de las Resoluciones números 33 bis, 41 y 45, de fechas 7, 13 y 20 de febrero, y sin número, de fecha 5 de marzo de 1924, proferidas por el Contralor General de la República.(Ponente, doctor C asas).Consejo de Estado—Sala Plena— Bogotá, diez y nueve de octubre de mil no­vecientos veinticinco.Vistos: Por  escrito presentado el 10 de mayo de 1924 el señor Camilo de Brigard introdujo al Consejo la siguiente de­manda :«  . . .  En ejercicio del derecho que me concede el artículo 19 de la Ley 109 de 1923, en relación con los 78 y concordan­tes de la Ley 130 de 1913, y obrando en mi propio nombre, demando ante vosotros la revisión de las Resoluciones núme­ros 33 bis, 41 y 45, de fechas 7, 13 y 20 de febrero, y sin núme­ro, de fechas 5 de marzo del corriente año, dictadas por el señor Contralor General de la República, por ser ellas con­trarias a la Constitución Nacional y a ¡as leyes y lesivas de mis derechos civiles.«Acompaño, debidamente autenticados, los números 19534 a 19537 y 19538 y 19539 del Diario Oficial, corres­pondientes a los días 1? y 3 de marzo del corriente año, en los cuales aparecen publicadas las tres Resoluciones, y una copia auténtica de la última.«En uso del derecho que me concede el inciso d ) del ar­tículo 59 de la Ley 130 de 1913, en relación con el 79 de la misma, solicito que se ordene la suspensión provisional de los actos denunciados, teniendo en cuenta los perjuicios notoria­mente graves, que son su inmediata consecuencia. Son hechos:«1? El señor Contralor General de la República se pre­sentó, el día 29 de diciembre de 1923, a la Oficina Postal de Giros Postales, de la cual era yo Jefe en esa época, y con pre­texto de verificar un arqueo, me exigió las llaves de la caja fuerte, las cuales le fueron entregadas inmediatamente.«29 El señor Contralor hizo un inventario minucioso de los valores que se hallaban dentro de la caja, e incluyó en él y me privó de varios documentos particulares que se hallaban dentro de ella, en compartimiento debidamente separado.«39 La  existencia en caja en la Oficina Central de Giros Postales en 29 de diciembre de 1923 representaba exacta­mente el saldo que arrojaban en esa fecha los libros respec­tivos.



DEL CONSEJO DE ESTADO 47«49 El señor Contralor designó una comisión de emplea­dos subalternos con el fin de que continuaran la visita inicia­da personalmente por él.«5® Estos empleados, prescindiendo del suscrito y de los libros de la oficina mencionada, sobre algunos comprobantes practicaron varias operaciones numéricas.«69 Como resultado de esas operaciones rindieron, con fecha 29 de enero de 1924, un informe en el cual se señaló la suma de $ 23,692-40 como alcance efectivo a mi cargo.«79 Con fecha 7 de febrero de 1924 el señor Contralor dictó la Resolución número 33 bis, por medio de la cual se elevó a alcance definitivo a cargo mío y de mis fiadores la suma de $ 23,288-66, y se ordenó se nos notificara la obliga­ción de reintegrar esa suma a la mayor brevedad posible.«89 Esta condenación tuvo lugar sin que se me hubiera citado ni vencido en juicio de cuentas y sin que se me permi­tiera desvanecer, en ninguna forma, los cargos que se me im­putaron.«99 El 9 de febrero, después de haber puesto de presen­te al señor Contralor la ilegalidad de su procedimiento, me concedió este funcionario un plazo de treinta días para justifi­carme.«10. Po r  Resolución número 41 de fecha 13 de febrero se declaró sin valor el plazo a que hace referencia el punto anterior, y se ordenó requerirme para el pago al Tesoro de la Nación de la suma de $ 23,288-66.«11. P o r  Resolución número 45 de febrero 20 se dispuso abrir nuevo juicio de cuentas a las rendidas por el suscrito en los años de 1917, 1918, 1919, 1920, 1921, 1922 y 1923, con pretexto de que no fueron debidamente estudiadas por la Corte de Cuentas.«12. Mis cuentas como Jefe de.la Oficina Central de Giros Postales, correspondientes a los años de 1917 a 1922, se hallan fenecidas definitivamente por la Corte de Cuentas, y las de enero a octubre de 1923, examinadas o con autos de aviso.«13. En providencia de fecha 5 de marzo se señaló el que, en concepto de la Contraloría, es fundamento legal de los procedimientos anteriores, y con el fin de justificarlos, se de­signó con el nombre de desfalco de la caja lo que fue resulta­do de los errores cometidos en la precipitada e irregular visita que se me practicó.«14. Las Resoluciones acusadas se hallan todas en vigor, forman un solo cuerpo, como se deduce de la providencia de 5 de marzo, y son todas ellas contradictorias entre sí.



48 a n a l e s«15. Apeladas por el suscrito las Resoluciones anteriores, la Sala Plena del Consejo conceptuó, con fecha 5 de los co­rrientes, que no era competente para conocer de ese recurso.«Paso a señalar las disposiciones constitucionales y lega les violadas más directamente por medio de las Resoluciones acusadas: «RESOLUCIÓN NÚMERO 33 BIS«Sirve de base a esta Resolución el informe rendido por un empleado de la Contraloría, quien declara que la suma de $ 23,692-40 es el alcance efectivo que resulta a mi cargo “ des­pués del examen, estudio y reproducción de las cuentas de la Oficina Central de Giros Postales, desde el 1.° de marzo de 1917 hasta el 29 de enero de 1924,”  diligencias que se prac­ticaron sin intervención y prescindiendo de los libros de la Oficina, como lo reconoce el informante, siendo la Resolución fundada en ellas violatoria del artículo 26 de la Constitución Nacional, pues se juzgó ante tribunal incompetente, se omi­tieron las formalidades propias del juicio de cuentas y se me condenó sin oírme ni vencerme; consecuencialmente, la Reso­lución es lesiva de los derechos civiles protegidos por el ar­tículo citado.« A l  elevárseme un alcance definitivo prescindiendo de los trámites del artículo 16 de la Ley 42 de 1923, se violó también esta disposición.«E l  estudio de cuentas, fenecidas definitivamente por quien tenía facultad de hacerlo, estudio que sirvió de base a esta providencia, es violatorio de los artículos 76 y 81 de la Ley  42 de 1923 y del 31 de la Constitución Nacional, como lo diré adelante; luego por este aspecto la Resolución es viola­toria de las tres disposiciones citadas.«Con fecha 5 de marzo manifestó el señor Contralor que las diligencias que precedieron a la Resolución que estudio y consecuencialmente ésta, se hallan autorizadas por los ar­tículos 14, 19 y 60 de la Ley  42 de 1923, pero como esas dis­posiciones lo facultan para exigir informes de los empleados de Gobierno, verificar existencias en numerario y deducir una presunción, y no para elevar alcances definitivos sin haber oído ni vencido al responsable, por errónea interpretación viola la Resolución número 33 bis los artículos invocados.«P o r  otra parte, no existe disposición legal alguna que sirva de fundamento a esta Resolución ni que autorice al Contralor para practicar visitas del carácter de la iniciada por él y continuada por sus empleados en la Oficina Central



DEL CONSEJO DE ESTADO 49de Giros Postales, ni que lo faculte para elevar alcances defi­nitivos sobre los informes que se le suministren.«R E SO LU C IÓ N  NÚ M ERO  41«V io la  el artículo 26 de la Constitución Nacional por el mismo aspecto que la anterior, pero con caracteres de mayor gravedad y es lesiva de los derechos civiles amparados por esa disposición. Establece esta Resolución que la 33 bis es un auto de glosas, y reconoce la posibilidad de que yo presente descargos y me justifique, negándome al propio tiempo de manera arbitraria e injusta el derecho natural y civil de la de­fensa.«V io la  también el artículo 16 de la Ley  42 de 1923, que concede un plazo de noventa días para contestar los cargos que se hagan a los responsables del Erario, y no está dentro de las facultades del Contralor restringir ni anular ese plazo legal.«De la simple lectura de esta Resolución se desprende que atenta, no solamente contra la Constitución y las leyes y los derechos civiles, sino también contra los principios más elementales de moral y de justicia.«RESOLUCIÓN NÚMERO 45« A l  ordenar la apertura de un nuevo juicio de cuentas sobre las rendidas por mí en los años de 1917 a 1922, y que se hallan fenecidas definitivamente por la Corte de Cuentas, se atenta contra la autoridad de la cosa juzgada y se lesionan directamente los derechos que adquirí en virtud de sentencias definitivas y ejecutoriadas.«Esta  Resolución viola el artículo 76 de la Ley 42 de 1923, que limita expresamente las facultades del Contralor a expedir los reglamentos necesarios para el examen y feneci­miento de las cuentas que estaban en curso, o cuyo examen estaba pendiente en la Corte de Cuentas en l 9 de septiembre de 1923, y el 81 de la misma Ley, que derogó expresamente el 414 del Código Fiscal, única disposición que autorizaba la aper­tura de nuevos juicios sobre cuentas fenecidas definitiva­mente.«En  el supuesto de que la Ley 42 autorizara al Contra­lor para proceder en esta forma, no podría esa autorización aplicarse al caso presente, porque con ello se violaría el artículo 31 de la Constitución Nacional desde que, bajo el imperio del 383 del Código Fiscal, adquirí yo un derecho que no puede ser desconocido por una ley posterior, y si de la revisión de



50 ANALESmis cuentas aparece que no fueron debidamente estudiadas por la Corte del ramo, son responsables de ello y del perjui­cio que haya recibido el Estado los Magistrados a que hace referencia la disposición citada, y no el suscrito, que, confor­me a ella, adquirió un derecho invulnerable.«Pa ra  el caso de que se piense que el artículo 414 del Có­digo Fiscal está vigente, como parece que lo estima la Con- traloría, téngase en cuenta que la Resolución que analizo lo viola flagrantemente, desde que, en ese supuesto, la apertu­ra de nuevos juicios sobre cuentas fenecidas definitivamente no puede tener lugar sino en el caso de que se descubra que el responsable es deudor del Tesoro por razón de su manejo, pero no para investigar si es o nó deudor, como se desprende de los términos de esta Resolución, y lo dice expresamente la de fecha 5 de marzo. I«RESOLUCIÓN DE 5 DE MARZO«S in lograrlo, pretende dar un aspecto legal a los proce­dimientos empleados contra mí, y como primera medida de­signa con el nombre de desfalco de la caja la suma que se me elevó a alcance. Este hecho es incalificable.«Esta Resolución, como resumen de las anteriores, viola, por los mismos aspectos que aquéllas, los artículos 26 de la Constitución Nacional; 14, 16, 19 y 60 de la Ley  42 de 1923, en lo que hace referencia al alcance y la condenación, y los 31 de la Constitución Nacional y 76 y 81 de la Ley  citada, por lo que dice relación con el nuevo juicio de cuentas.«E s  lesiva en alto grado de mis derechos civiles y contra­dictoria al establecer, por una parte, que el alcance tiene el carácter de definitivo, es decir, que decide últimamente la cuestión y me hallo en la obligación de reintegrar $ 23,288-66 al Tesoro Nacional, y por otra, que la providencia que ponga fin al nuevo juicio de cuentas, que ilegalmente pretende ini­ciárseme, podrá aumentar o disminuir esa suma, que, en caso tal, no puede ser un alcance definitivoEn auto de 15 del mismo mes de mayo se admitió la de­manda, sólo en lo relativo a las tres primeras Resoluciones, publicadas en el Diario Oficial, pues en lo tocante a la sin número de fecha 5 de marzo se dispuso que por la Secretaría del Consejo se solicitara una copia de ella, debidamente auten­ticada, a la oficina respectiva, por no venir ni en copia ni apa­recer publicada. Además se dispuso notificar la demanda al señor Fiscal y fijar el asunto en lista, al tenor del artículo 59 de la Ley 130 de 1913.



DEL, CONSEJO DE ESTADO 51El demandante desistió temporalmente de la demanda en cuanto a la Resolución sin número mencionada, y reiteró a la vez la solicitud que ya había hecho sobre suspensión provi­sional de los actos acusados, solicitud que fue decretada tanto respecto del desistimiento temporal como de la suspen­sión provisional de tales actos, por auto de fecha 17 de junio de aquel año. El Fiscal apeló de este auto y desistió luégo del recurso, y la Sala de Decisión aceptó el desistimiento en pro­videncia de 24 de julio del mismo año.El demandante y el Agente del Ministerio Público solici­taron en sendos escritos, y dentro del término de fijación en lista, la práctica de pruebas, entre otras, el primero, una ins­pección ocular, con intervención de peritos y asistencia de los Consejeros de la Sala respectiva, en el expediente que se en­contraba en el Consejo de Estado, yen  el cual se había trami­tado una apelación contra las mismas Resoluciones materia de la acusación, o en su defecto, sobre los antecedentes de la Resolución 33 bis, en la oficina de la Contraloría.El mismo demandante presentó un certificado de su su* cesor en la Jefatura de la Oficina Central de Giros Postales, de que resulta haber éste recibido en efectivo del señor De Brigard la suma de seis mil quinientos veinte pesos ochenta y siete centavos ($ 6,520-87), parte del saldo de la cuenta gene­ral de caja de esa Oficina; hallarse el resto de dicho saldo en poder de las oficinas subalternas en saldos pendientes por remitir y en bases de operaciones; ser de noventa y siete mil cuarenta y tres pesos cincuenta y un centavos ($ 97,043-51), según los libros de 1a Oficina, el saldo total de la cuenta gene­ral de la caja el 31 de enero de 1924, fecha en que fueron cerradas las cuentas a cargo del señor De Brigard por orden de la Contraloría; y no ser posible certificar sobre la exacti­tud de ese saldo, por estar pendiente el juicio de dichas cuen­tas en la Contraloría.Designados los peritos, doctores José Antonio Rivas, por parte del demandante; Clodomiro Forero Vargas, por la Fiscalía, y Juan de Dios Barbosa, como tercero en discordia; posesionados ellos y hecho señalamiento de día para la ins­pección ocular, ésta se efectuó el 17 de septiembre en las ofi­cinas de la Sala de Negocios Generales y en las de la Contra­loría. levantándose el acta respectiva, que en lo pertinente se transcribirá en lugar oportuno.Como los peritos estimasen demasiado corto el término de ocho días para dictaminar acerca de varios de los puntos



52 ANALESdel memorial de pruebas, solicitaron prórroga, que les fue concedida.Con fecha 7 de octubre presentaron ese dictamen, den­tro del término concedido; dictamen que fue agregado a los autos y puesto en conocimiento de las partes por ei término legal. En auto de fecha 25 del mismo mes de octubre se seña­ló día para la audiencia pública.Verificada ésta el día y hora señalados, hicieron uso de la palabra el señor Fiscal y el doctor Alvaro de Brigard Silva, vocero del demandante, reconocido legalmente como tál, quien sostuvo la nulidad de los actos acusados como contra­rios a la Constitución y a las leyes y lesivos de derechos civi­les. El señor Fiscal fue de concepto que debía declararse la nulidad de las Resoluciones números 33 bis y 41, y negarse la de la Resolución número 45, de 20 de febrero. Los resúmenes escritos de las alegaciones orales fueron presentados dentro del término legal.Agotada, pues, la tramitación de regla en estos juicios, se procede a resolver como se estime legal, no sin la previa ad­vertencia de que el asunto, antes de competencia de la Sala de Negocios Generales, hoy lo es del Consejo de Estado P le ­no, por virtud de la disposición del artículo 2.° de la Ley  22 del corriente año.Para mayor claridad, véanse los términos de cada una de las Resoluciones acusadas. Dice así la número 33 bis de 1924 (7 de febrero):«R E S O L U C IO N  N U M E R O  33 B IS  D E 1 9 2 4« ( f e b r e r o  7)por la cual se declara un alcance definitivo contra el señor Camilo de Brigard, ex-Jefe de la Oficina Central de Giros Postales, y se dictan otras medidas.<El Contralor General de la República, en cumplimiento de sus obligaciones, yCONSIDERANDO:«1° Que entre los deberes que le señala la ley está el de propender, por cuantos medios legítimos estén a su alcance, a evitar el extravío de los bienes y caudales públicos y a pro­veer lo necesario a que sean reintegradas al Tesoro Nacional las cantidades que han salido de él de un modo indebido.«29 Que en vista del denuncio dado a este Despacho so­bre ciertas irregularidades acaecidas en la Oficina Central de



DEL CONSEJO DE ESTADO 53Giros Postales, después de practicada una visita escrupulosa, iniciada personalmente por el suscrito Contralor, y continua­da y terminada por expertos designados al efecto, se dedujo contra el señor De Brigard un alcance de veintitrés mil dos­cientos ochenta y ocho pesos con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66).«39 Que como resultado de tal visita, el Jefe de la Com i­sión que la continuó y terminó, señor Pedro León Torres Durán, Contador de la Sección 3?-, rindió el informe respecti­vo, suficientemente documentado, del cual aparece que des­pués de minucioso examen de los valores y documentos exis­tentes en la Oficina, así comcfde otros datos sobre movimien­to de caudales en ella, resulta contra el señor De Brigard el alcance de que se ha hecho mérito,«R ESU ELVE :«¿z) Elévase a alcance definitivo, a cargo del señor Cami­lo de Brigard y de sus fiadores, la cantidad de veintitrés mil doscientos ochenta y ocho pesos con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66).«¿) Cítese a dicho señor De Brigard y a sus fiadores, señores doctor Alberto Portocarrero y don Félix Restrepo Hernández, para notificarles en el Despacho del suscrito Con tralor el referido alcance y la obligación en que se hallan de reintegrar, dentro del menor tiempo posible, la expresada suma.«Comuniqúese.»La  diligencia de inspección ocular dice, en lo pertinen­te, así:« . . . .  Se procedió a la práctica de la diligencia en pre­sencia de los miembros de la Sala de Negocios Generales y del Secretario de ella sobre los documentos autenticados por 1a Contraloría y que constituyen los antecedentes de las R e­soluciones acusadas. Dichos documentos son: el acta de visi­ta o informe presentado por el señor Pedro León Torres Durán y la contestación del señor Camilo de Brigard. Dada la extensión de estos documentos y de conformidad con la enumeración del memorial de pruebas, se procedió así:«a ) N o  se ha encontrado como fundamento de la Reso-, lución número 33 bis otro que el informe rendido por el señor Pedro León Torres Durán que figura entre las piezas de este expediente.



54 ANALES«¿ ) Que en ese mismo informe consta que se prescindió del libro de cuentas de la Oficina Central de Giros Postales para la elaboración de él.«En  este estado, oídas algunas observaciones formuladas por el señor Fiscal, la Sala resolvió trasladarse al Departa­mento de Contraloría con los peritos, con el fin de examinar los antecedentes de la Resolución número 33 bis. Una vez en la Oficina del señor Contralor, éste dio algunas informacio­nes verbales sobre los motivos que originaron las Resoluciones de que se trata.«Examinados nuevamente los antecedentes de la Resolu­ción número 33 bis, los peritos hallaron que, como resulta de los documentos que obraron en el juicio, ella tuvo por base el informe rendido por el señor Pedro León Torres Durán úni- mente.«P o r  lo que hace al punto b) del cuestionario formulado en el memorial de prueba, los peritos encontraron que. según se expresa el propio informe rendido por el señor Torres Du­rán, “ el saldo que arroja esa cuenta en esta fecha, según los libros de la Oficina, es de $ 103,440- 03, pero este saldo al hacer la correspondiente descomposición para precisar exactamente las existencias en efectivo en las Oficinas Subalternas y en la Oficina Central en 30 de noviembre, resultó mayor en $ 10,745-03, lo cual demostraba claramente que las cuentas estaban erradas y había necesidad de prescindir de los libros y estudiar y reproducir las cuentas.”«En relación con este mismo punto fue interrogado el señor Torres Durán, que se hallaba presente en la diligencia, y éste manifestó que la prescindencia de los libros de que ha­bla el informe se refirió únicamente al libro general de cuenta y razón, cuyo estudio él no estimó necesario para los fines de la visita, y por estimar también que las operaciones descritas, como quedó después demostrado al terminarse la visita, no eran la expresión de la verdad del movimiento ocurrido men­sualmente. A  petición del actor en el juicio, se deja constan­cia en esta diligencia de que la anterior aseveración del señor Torres Durán ha quedado infirmada en la respuesta que al informe de éste dio el actor al formular los descargos.«Pun to  c) Encontraron los peritos en relación con este punto, que realmente no resulta de los antecedentes de la R e ­solución número 33 bis, que ella hubiera estado precedida de auto alguno de glosas.



DEL CONSEJO DE ESTADO 55«Pu n to  d) Que el informe se refiere a los años de 1917 a1923, inclusive, de conformidad con lo que aparece en el enca­bezamiento de la diligencia de visita que lleva fecha 29 de ene. ro de 1923, y el cual dice así:“ T engo  el honor de rendir a usted el informe correspon­diente a la visita que por orden suya ha sido practicada en la Oficina Central de Giros Postales de esta ciudad, y del resul­tado en ella obtenido, después de un mes de examen, estudio y reproducción de las cuentas desde el 1? de marzo de 1917 hasta la fecha.” »Resulta de autos que en virtud de avisos llegados pare­ce que anónima o al menos ocultamente al Contralor Gene­ral, éste se presentó de súbito el día 29 de diciembre de 1923 en la Oficina Central de Giros Postales a practicar, como practicó, un examen en la caja fuerte de esa Oficina, forman­do minucioso inventario de cuanto se hallaba en aquélla.El resultado del inventario, según palabras del deman­dante, fue el de que el saldo de la cuenta de caja de la Oficina Central de Giros Postales se hallaba representado en moneda legal y otros efectos convertibles en la misma moneda, como cheques, cédulas, etc., dentro de la caja fuerte de la Oficina.El Contralor nombró una comisión de expertos subalter­nos suyos, para que, continuando la visita iniciada por él en persona, examinara los libros de la dicha Oficina.Habiendo el especialmente encargado de la visita hallado, según él mismo dice, errores en el libro general de cuenta y razón respectivo, prescindió de ese libro y procedió a estudiar y reconstruir las cuentas de la Oficina desde el 19 de marzo de 1917 hasta el 29 de enero de 1924, deduciendo en contra del señor De Brigard un alcance por veintitrés mil docientos ochenta y ocho pesos sesenta y seis centavos (S 23,288-66); y rindió informe el día 29 de enero del año pasado, es decir, dentro del término de un mes.El señor De Brigard no fue citado a esas visitas ni con­currió a ellas.Sobre aquel informe del comisionado y sin otro funda­mento inmediato que él, como lo expusieron los peritos en la inspección ocular, dictó el Contralor la Resolución que se ha transcrito, y para la cual considera este funcionario que entre los deberes que le señala la ley está el de propender, por cuan­tos medios legítimos estén a su alcance, a evitar el extravío de los bienes y caudales públicos, y de proveer lo necesario



ANALESpara que sean reintegradas al Tesoro Nacional las cantidades que han salido de él de un modo indebido.E l 13 de marzo siguiente presentó el señor De Brigard un extenso alegato de descargos y un «cuadro demostrativo de la existencia en caja en 31 de diciembre y 8 de febrero» próximos anteriores.La  Resolución que se estudia no fue precedida de auto alguno de glosas.Según el dictamen acorde de los tres peritos de la citada inspección, no es posible que en el término de treinta días y por el número de empleados que intervinieron en la visita or­denada por el Contralor se examinasen, con la atención y cui. dado que se requerían, las 14,592 cuentas del señor De Bri­gard en la Oficina de que era responsable y los comprobantes que las forman; los cuales, al decir del demandante, son más de 6,000 para cada cuenta.En cuanto a esto y a la cuestión de si los cargos hechos al señor De Brigard «han quedado científicamente desvaneci­dos» con las explicaciones y documentos por él traídos al pro­ceso, conceptúan los mismos tres peritos:«Las  cuestiones propuestas en los numerales e) y / )  a que nos hemos referido versan sobre puntos de hecho cuya determinación no podía hacerse sino por medio de inspeccio­nes oculares y examen de los asuntos a los cuales ellas se re­fieren. En esa virtud, para poderlos precisar en forma clara y definitiva tuvimos necesidad de ver los expedientes de las cuentas de que se trata, los cuales nos fueron suministrados por la Oficina de Giros Postales, la que al propio tiempo nos dio todos los datos e informaciones que creimos adecuados y conducentes, y nos facilitó la práctica de la inspección ocular. En ésta, dada su naturaleza, el objeto que con ella se perse­guía y la posibilidad existente de que hubiera desacuerdo en­tre los peritos principales, se consideró conveniente y necesa­rio que interviniera desde un principio el perito tercero, a fin de que presenciara todos y cada uno de los puntos sobre que debía versar el dictamen, lo que se hizo, y en esa virtud, y ha­biendo estado todos de acuerdo en las conclusiones a que se llegó, firmamos la presente diligencia.«E l primero de los puntos, marcado con la letra e), está concebido en los siguientes términos:“ Que los peritos establezcan, si racionalmente es posible, que en el término de treinta días que duró la visita puedan estudiarse, una por una, las 14,592 cuentas de que se habla en



DEL CONSEJO DE ESTADO 57la página cuarta del informe, y examinarse con el detenimiento debido los comprobantes que las forman; debiendo tener en cuenta los peritos que cada cuenta mensual de la Oficina Cen­tral de Giros Postales que recopila la de las Subalternas consta de 6,000 y más comprobantes, y que el examen, según el infor­me, se refirió a ochenta y cuatro meses, o sea a un total de 504,000 fojas, pocomáso menos, y practicarse además los otros trabajos a que se refiere el informe.”«Kemos tenido a la vista los distintos elementos que constituyen cada una de estas cuentas, y consideramos que un examen de todos los comprobantes que las forman y en la cantidad de ellas que se expresa en este punto, no es posible llevarlo a cabo con la atención y cuidado que se requiere, en el término de treiuta días por el número de empleados que intervinieron en la visita; y es más difícil aún esto si quienes la practican han de atender a trabajos encaminados a con­densar el resultado en un acta o diligencia de visita.«E l pu n to/ ) se refiere a lo siguiente:“ Que los mismos peritos examinen los cargos y descar­gos que constan en los documentos que presento con este memorial a fin de que dictaminen si, científicamente, han que­dado desvanecidos los primeros.”«E l  dictamen sobre este punto, dada la complejidad de las cuestiones propuestas, exigió un estudio muy minucioso de las cuentas en sus distintos elementos para poder dar un concepto acertado que nos permitiera contestar si efectiva­mente los cargos deducidos en la visita se hallaban o nó des­virtuados. Para conseguir tal objeto hicimos primero un análisis de las observaciones hechas en el informe por el señor Pedro León Torres Durán y de las contestaciones que a ellas se dieron, a fin de desentrañar su alcance, y con el memorán­dum que al respecto se formó, entrámos a examinar las cuen­tas con sus comprobantes, los diversos libros llevados en la Oficina de Giros Postales, las contestaciones dadas y los de­más datos y elementos que consideramos indispensables para poder definir en cada caso particular los puntos objeto del dictamen. De ese examen, cuyos detalles no creemos necesa­rio dejar pormenorizados, ya que ello no es indispensable, hemos llegado a la conclusión de que no puede afirmarse que se hallen desvanecidos todos y cada uno de los cargos en una forma matemática, porque para ello se necesitaría el exa­men de todos los elementos de las cuentas por los tres peri-A. del C. de E.—S



58 ANALEStos, lo que requeriría, cuando menos, un año de trabajo. Pero sí es evidente, por el examen general que practicámos, que gran parte de los descargos y explicaciones que da en su con­testación el señor Camilo de Brigard tienen un fundamento sólido que desvirtúa las causas o razones que se tuvieron en cuenta al formular los cargos, conclusión a que llegámos des­pués de confrontar y hallar corrientes muchas de las partidas consignadas en la respuesta.»Resulta de aquí que en todo lo que examinaron los peri­tos, en cuanto confrontaron y verificaron, que fue mucho, según sus propias palabras («muchas de las partidas consig­nadas en la respuesta»), las explicaciones y descargos dados; por el señor De Brigard son perfectamente satisfactorioss que en ninguna de las partidas examinadas y confrontada por ellos encontraron motivo de cargo, y que si no afirman lo mismo respecto de todos y cada uno de los formulados al se­ñor De Brigard, si no declaran hallarse desvanecidos todos y cada uno de los cargos en una forma matemática, es sólo porque no pudieron examinar todos los elementos de las cuentas, «lo que requeriría, cuando menos, un año de trabajo.»Si pues, por un lado, fue imposible que los comisionados por la Contraloría para el examen de las cuentas y el infor­mante acerca de ellas, las examinaran en el angustioso térm i­no de treinta días con la atención y cuidado requeridos, su­puesto el volumen y complicación de sus elementos; y si, por otro, en todo lo examinado de los cargos y explicaciones del señor De Brigard aparecen «desvirtuadas las causas o razones que se tuvieron en cuenta al formular los cargos,» y si ade­más no se surtió juicio de revisión de las cuentas del mismo señor, ya fenecidas en su mayor parte por la extinguida C or­te de Cuentas, es recta conclusión que no puede deducirse de plano el alcance contenido en la Resolución que se analiza.Pero tampoco puede negarse, ante las disposiciones déla Ley 42 de 1923, especialmente las de sus artículos 6°, 15, 18, 19, 40 y 43, la facultad múltiple y suprema fiscalizadora del Contralor General, en cuya virtud puede él practicar visitas, examinar y revisar todas las deudas a favor de la República, de cualquier naturaleza que sean, derivadas de la administra­ción activa y pasiva del Tesoro Nacional, e intervenir, en suma, y no de cualquier modo, sino con «competencia exclu siva en todos los asuntos referentes al examen, glosa y fene­cimiento de cuentas de los funcionarios o empleados encarga­dos de recibir, pagar y custodiar fondos o bienes de la Nación,



DEL CONSEJO DE ESTADO 59la conservación de los comprobantes y el examen e inspección de los libros, registros y documentos referentes a dichas cuentas.»Observa el señor Fiscal del Consejo: que en aquella pri­mera visita practicada al señor De Brigard se efectuaron dos clases de operaciones, unas que reconstruyeron las cuentas de la Oficina, las que en su mayor parte se hallaban ya fenecidas por la extinguida Corte de Cuentas, y otras de verificación o arqueo de los fondos a cargo del responsable; que en carácter de supremo fiscalizador de los fondos nacionales pudo el Con­tralor estudiar en esa visita documentos1 relacionados con cuentas ya fenecidas y anotar las irregularidades de los fene­cimientos, pero que no podía modificar éstos sin haberse sur­tido nuevo juicio de revisión; y que como el alcance deducido en la Resolución que se califica, proviene conjuntamente del arqueo verificado en la Oficina Central de Giros Postales y de la reconstrucción de cuentas fenecidas sin que se hubiera surtido nuevo juicio de revisión, el acto acusado debe consi­derarse como contrario al artículo 26 de la Constitución, que preceptúa que en cada juicio es de rigor observar la plenitud de las formas que le son propias.Cumple también advertir que conforme al artículo 399 del Código Fiscal, «aun después de ejecutoriado un auto con alcance contra el responsable (del Erario) puede admitirse a éste la presentación de nuevos comprobantes, los que exami­nados por la Corte de Cuentas o el Tribunal Supremo de lo Contencioso Administrativo, en su caso, pueden dar lugar a un nuevo auto que destruya los efectos del primitivo»; dispo­sición que, aunque hoy derogada, ha de tomarse en cuenta para los efectos legales y reglamentarios que adelante se dirá.La  Resolución número 41, de 13 de febrero de 1924, es del tenor siguiente:«E l  Contralor General de la República, en cumplimiento desús obligaciones legales, y«C O N SID E R AN D O :«19 Que en la conferencia habida el 9 de los corrientes entre el suscrito Contralor y los señores Camilo de Brigard, responsable del alcance de veintitrés mil doscientos ochenta y ocho pesos con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66), que le fue deducido como Jefe que fue de la Oficina Centraíde Giros Postales, y los doctores Alberto Portocarrero y Félix Restrt-



60 ANALESpo Hernández, este Despacho otorgó al señor De Brigard el plazo de treinta días para que dentro de ellos contestara las glosas y adujera los comprobantes que lo favorecieran;«29 Que los expresados fiadores declararon de una ma­nera solemne que estaban dispuestos a pagar el alcance en caso de que el señor De Brigard no lo hiciera oportunamente;«3? Que por datos suministrados el día de ayer por el señor Guillermo Murillo, sabe este Despacho que el fiador Res- trepo Hernández está practicando diligencias con el fin deq u e d a r  en aparente insolvencia y librar así sus bienes délaacción que contra él habrá de dirigirse en caso de que el se­ñor De Brigard no pague el alcance que se le ha deducido, lo que de un lado desmiente la seriedad de la promesa hecha por el señor Restrepo Hernández en la conferencia aludida, y de otro implica 1a. convicción en que dicho fiador se halla de ser improbable la justificación del señor De Brigard;«49 Que dado el fin con que la ley creó la institución de la Contraloría, el Jefe de ella está en el deber ineludible de \ proveer por cuantos medios sean legítimos v eficaces a la se­gunda 1 y salvación de los bienes públicos cuya vigilancia y cuidado le han sido encomendados;«59 Que de la efectividad del alcance de veintitrés mil doscientos ochenta y ocho pesos con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66) deducidos a cargo del señor De Brigard por su manejo como Jefe de la Oficina Central de Giros Postales no cabe duda en esta Contraloría, por la cual es procedente al pago por los medios legales coercitivos más eficaces,«R E SU E LVE :«a )  Declárase sin valor nioguno el plazo de treinta días otorgado el 9 de los corrientes al señor Camilo de Brigard, para ¡os efectos de que ya se ha hecho mención.«¿) Requiérase, en consecuencia, a dicho señor De Brigard para que, dentro del respectivo término lega!, pague al T e ­soro de la Nación la cantidad de veintitrés mil doscientos ochenta y ocho pesos con sesenta y seis centavos ($23,288-66), monto del alcance que le ha sido deducido;«c) Requiérase asimismo a los doctores A lberto Portoca- rrero y Félix Restrepo Hernández para que hagan ellos el reintegro de dicha cantidad, en caso de que el señor De Bri gard no lo haga en tiempo oportuno, yd) Transcríbase lo conducente al señor Juez Nacional de Ejecuciones Fiscales para que, llegado el caso, ejercite la ac-



DEL CONSEJO DE ESTADO 61ción ejecutiva correspondiente y tome las providencias con - ducentes a la eficacia de la acción ejecutiva, tal como embar* go preventivo de bienes, etc.«Comuniqúese.»T a l  Resolución, que declara sin efecto el plazo de treinta días concedido antes por el Contralor al señor De Brigard y a sus fiadores para que contestaran las glosas del alcance de­ducido en la Resolución número 33 ya analizada y adujeran comprobantes en su defensa, es, en el fondo, según observa el señor Fiscal, una confirmación de la segunda. El demandan­te la compendia en este argumento, que califica de «absolu­tamente inmoral»: se concedió al responsable un plazo d e '  treinta días para presentar sus descargos; el Contralor tuvo conocimiento de que uno de los fiadores que aseguraban el manejo del responsable hacía maquinaciones para aparecer insolvente; luego es el caso de declarar sin valor el plazo con­cedido, y requerir al responsable o a sus fiadores para el pa­go de la suma a que se refieren las glosas, privando del dere­cho de defensa y prescindir de los trámites del juicio.Es sí de notarse que la Contraioría no debió de entender alcance definitivo el deducido en la Resolución número 33 bis, sino estimarlo como auto de glosas, puesto que concedió un plazo al responsable para que presentara descargos y com­probantes, y entonces no debió darle de pronto y retroacti ­vamente carácter de definitivo en la Resolución que se analiza, sólo por la noticia de la afectada insolvencia de uno de los fia­dores, porque haciéndolo así se violaban de modo abierto 1a garantía del ya citado artículo 26 de la Constitución y las disposiciones de los artículos 15 y 16 déla Ley42 de 1923. Así, pues, la Resolución número 41 de ningún modo es sostenibie.La  45 (20 de febrero de 1924) se halla concebida así:« E l Contralor General de la República, en uso de sus facultades legales, yCONSIDERANDO«Que como resultado de la visita extraordinaria que por disposición de este Departamento se practicó en la Oficina Central de Giros Postales, a cargo del señor Camilo de B r i­gard, visita a la cual se dio principio en los primeros días del mes de enero próximo pasado, se dedujo contra el señor De Brigard un alcance de veintitrés mil doscientos ochenta y



62 ANALESocho pesos con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66), compro’ bado por los diversos documentos que el empleado de este Departamento tuvo a la vista para efectuar una escrupulosa fiscalización de todas las operaciones realizadas en el manejo de esa Oficina, en una parte del tiempo de la responsabilidad del señor De Brigard;«Que tales hechos le imponen al suscrito, en cumplimien­to de los deberes que la Ley  42 de 1923 le señala, la obligación imprescindible de ordenar una nueva y completa revisión de todas las cuentas délas cuales es responsable el señor De Bri­gard, con tanto mayor razón cuanto de la revisión que en la Sección respectiva de este Departamento se ha hecho de al­gunas de tales cuentas aparece que ellas no fueron debida­mente estudiadas por la antigua Corte de Cuentas,R E S U E L V E :«A rtícu lo  1° Por  la Sección 7* de la Contraloría (A u d i­toría de la liquidación de cuentas anteriores a 1921) se abri­rá nuevo juicio de cuentas de todas las rendidas por el señor Camilo de Brigard, correspondientes al tiempo durante el cual éste ejerció el cargo de Jefe de la Oficina Central de G i­ros Postales.«Artícu lo 29 Las providencias de examen y fenecimiento que se dicten, como resultado de la presente Resolución, com­prenderán períodos anüales y serán notificadas al responsa­ble en la forma acostumbrada, a efecto de que dentro de los términos que la ley le señala pueda presentar sus descargos.«A rtícu lo  3° Comuniqúese al Jefe de la Sección 7^ y al señor De Brigard .»Sobre esta Resolución alega el demandante: que ella atenta contra la autoridad de la cosa juzgada, comoquiera que los fenecimientos efectuados por la Corte de Cuentas constituyen sentencias definitivas ejecutoriadas que en todo caso deben respetarse; que, derogada la disposición del ar­tículo 414 del Código Fiscal, no existe en la legislación de C o ­lombia disposición ninguna que autorice la apertura de nue­vos juicios sobre cuentas fenecidas definitivamente; que en el supuesto de que se. considere aplicable en la actualidad aquel artículo, ha de considerarse que él autorizaba la apertura de nuevos juicios en el único caso de que se descubriera que el responsable era deudor del Tesoro por razón de su manejo, pero no para intentar ese descubrimiento; que conforme al artículo 383 del Código Fiscal, la responsabilidad en el caso



DEL CONSEJO DE ESTADO 63de fenecimientos indebidos de cuentas, corresponde a los M a ­gistrados que las fenecieron, pero no al empleado que las rin­dió, y que el Contralor sólo tiene facultad para examinar las cuentas pendientes en la Corte del ramo del l 9 de septiembre de 1923, y no para revisar las ya fenecidas.Antes de analizar tales razonamientos conviene reprodu­cir lo pertinente de otra Resolución de la Contraloría, de fe­cha 5 de marzo de L924, de cuya demanda de nulidad desis­tió el demandante (siéndole admitido el desistimiento) y cuya existencia, según expresión del mismo, niega el Contralor, pero que por autos para mejor proveer se hizo venir al expe­diente, y dice:« . . . .  Dígase al señor Camilo de Brigard, en respuesta al anterior memorial, llegado ayer, que este Despacho resuelve los puntos de consulta en él contenidos, así:“ 19 ¿Tuvieron las diligencias practicadas en la Oficina que estuvo a mi cargo el carácter que dan a ciertas actuaciones del Contralor los artículos 15 y 16 de la Ley 42, y en ese caso puedo hacer uso de los noventa días de que habla la parte final del último de esos artículos?”«L a s  diligencias practicadas en la Oficina Central de G i­ros Postales de esta ciudad, a cargo del señor Camilo de B r i­gard, están autorizadas, no por los artículos 15 y 16 de la Ley 42, comoquiera que éstos se refieren al examen e inspección de documentos relativos a la contabilidad; a la revisión y fe ­necimiento de las cuentas de todas las personas que manejen caudales del Tesoro Público, y a los avisos que a intervalos convenientes deben pasarse a dichos empleados, como resul­tado de la revisión de sus cuentas, lo que en este Departa* mentó se verifica por medio de las Secciones 6^ y 7 ,̂ A u d ito ­rías de liquidaciones de cuentas, sino por lo dispuesto en los artículos 14, 19 y 60.de la misma Ley, según los cuales el Con­tralor debe exigir regularmente informes de todo empleado del Gobierno, los cuales pueden ser extraordinarios; debe exa­minar, contar y verificar el numerario y demás caudales en poder de cada uno de los empleados o agentes del Gobierno encargados del manejo de fondos públicos, cada vez que él lo juzgue necesario, y cuando un empleado de manejo no pre­sente cumplidamente cualesquiera fondos de que esté encar­gado, este hecho será grave presunción de que tales fondos han sido sustraídos por dicho empleado o agente para apli­carlos a fines personales.



64 ANALES«De acuerdo con lo anterior, la Contraloría dispuso veri­ficar el numerario que debía existir en la caja de la Oficina Central de Giros Postales de esta ciudad, y para llevar a cabo esa verificación tuvo naturalmente que examinar los libros de la Oficina y los demás documentos indispensables para formar juicio, diligencias que bajo la dirección de este Despacho prac‘ ticaron los Contadores designados al efecto, y de ellas resultó un desfalco de la caja por valor de veintitrés mil doscientos ochenta y ocho con sesenta y seis centavos ($ 23,288-66).“ 2° ¿El saldo que, según el Contador comisionado por us­ted existe en mi contra, es un saldo definitivo resultado del estudio de las cuentas atribuido a la Contraloría, no obstan­te que usted concedió un término de treinta días para pre­sentar mis descargos?”« A l  contestar el punto anterior se ha dicho ya en qué se fundó la Contraloría para practicar las diligencias que se lle­varon a cabo en la Oficina a cargo del señor Camilo de B r i ­gard, y la cantidad a que ascendió el desfalco de la caja fue elevada a alcance definitivo, en virtud de Resolución que bajo el número 33 bis, de 7 de febrero próximo pasado, dictó este Despacho, Resolución en la cual hubo de citarse a dicho se­ñor De Brigard y a sus fiadores, seño/es doctor Alberto P o r -  tocarrero y don Félix Restrepo Hernández para notificarles, en el Despacho del suscrito Contralor, el referido alcance y la obligación en que se hallan de reintegrar, dentro del menor tiempo posible, la expresada suma.“ 3° En el caso de que, como parece lo natural, desde el momento en que se me concedió término para presentar des­cargos, ese saldo no sea definitivo, ¿quién y cuándo debe sen­tenciar sobre el definitivo, para hacer uso del derecho de apelación que me confiere el artículo 79de la Ley 42, en el caso de que fuere necesario?”« L a  Resolución dictada por la Contraloría, de la cual se trata en el punto anterior, puede ser apelada por el que se crea agraviado con ella, en el término que fija el artículo 7° de la Ley 42 de 1923, para ante el Consejo de Estado, recurso que debe interponerse como lo prescribe el artículo 8® si­guiente.«E s  de advertir que, fuera de lo anterior, la Contraloría dictó, con fecha 20 de febrero último, la Resolución nú mero 45, por la cual dispuso que en la Sección 7  ̂ (Auditoría  de li­quidación de cuentas anteriores a 1924) se abriera un nuevo juicio de cuentas de todas las rendidas por el señor Camilo



DEL CONSEJO DE ESTADO 65de Brigard, correspondientes al tiempo durante el cual éste ejerció el cargo de Jefe de la Oficina Central de Giros Postales; que la providencia que se dictó, como resultado de dicho jui­cio, decidirá en este Departamento, de modo definitivo, de la responsabilidad del señor De Brigard, y que tal providencia bien puede confirmar, aumentar o disminuir el alcance hasta hoy declarado por el desfalco en la caja.»Para no desaprovechar medio ninguno de hacer luz en este asunto se ha tenido en cuenta un extenso escrito en que el Contralor, considerándose por sí como parte en el juicio, se dirige al Consejo y hace graves y concretos cargos al señor De Brigard, de los cuales dice haber levantado un informativo que consta de doscientas cuatro (204) fojas útiles, para pasar­lo a la autoridad judicial respectiva, en observancia de los ar­tículos 59 y 60 de la Ley 42 de 1923. N o  se considera como parte al Contralor, pero acerca de su escrito se dispone al fin lo que corresponde.Sostiene el demandante, como se ha visto, que los fene ­cimientos efectuados por la Corte de Cuentas constituyen sentencias ejecutoriadas, y que, por lo mismo, la Resolución que se analiza atenta contra la autoridad de la cosa juzgada.El texto del artículo 414 del Código Fiscal es el siguiente:«A u n  cuando un responsable haya obtenido un finiquito de sus cuentas y se le haya cancelado su caución, no por eso queda libre de responsabilidad, en el caso de que posterior­mente se descubra que él es deudor del Tesoro, por razón de su manejo. En este caso, se sigue contra él un nuevo jui­cio de cuentas.»Este artículo (que no dejaba al responsable cuyas cuen­tas habían sido fenecidas, quito y exento para con el Tesoro, sino sujeto a la revisión de las suyas llegado el caso) se halla entre los expresamente derogados por el 81 de la Ley 42 de 1923; en su virtud, la situación del responsable no quedaba definida sino en suspenso; y así, no puede fundarse en él cosa juzgada; no pueden derivarse de él derechos mayores que los que él confiera.¿Fue la intención del legislador, al expedir la Ley 42 y de­rogar esa parte del Código Fiscal, no sustituir esa disposición por ninguna otra sino dejar definitivamente libres a los anti­guos y a los futuros responsables del Erario, una vez dados los finiquitos? N o  lo indica así, sino todo lo contrario, la ex­posición de motivos déla Misión Financiera norteamericana



66 ANALESen el lugar que, refiriéndose a los artículos pertinentes del respectivo proyecto, dice:«Establece (el artículo. . . .  )  que tan pronto como el Con­tralor General quede nombrado y éntre a ejercer el cargo, expedirá las instrucciones y reglamentos necesarios para el examen y fenecimiento de cuentas, y para todos los asuntos relacionados cou esta materia.«Debe observarse que el artículo . . .  deroga todas las dis­posiciones del Código Fiscal referentes al examen y feneci­miento de cuentas, o a la ejecución del Presupuesto. Se de­rogan tales disposiciones no porque no sean necesarias, sino porque la misión cree que todo lo contenido en los artículos abrogados deberá ser materia de reglamentos más bien que de leyes.»Verdad es que la Ley 42 no entró a regir sino el 1° de septiembre de 1923, y que los fenecimientos de las cuentas del señor De Brigard son anteriores a esa vigencia; verdad, así- mismo, que el artículo 76 de aquélla, que ordena al Contralor reglamentar el examen y fenecimiento de cuentas, se refiere a las que estén en curso o cuyo examen esté pendiente en la Corte de Cuentas, al tiempo que esa Ley  éntre en vigencia; pero, por otro lado, son terminantes y no padecen menoscabo por la de este artículo las disposiciones délos que van a trans­cribirse en seguida, que dan al Contralor las más amplias y precisas facultades en cuanto a revisión de cuentas y satisfac­ción del Tesoro Público.«Artícu lo  6° El Contralor General tendrá competencia exclusiva en todos los asuntos referentes al examen, glosa y fenecimiento de cuentas de los funcionarios o empleados en­cargados de recibir, pagar y custodiar fondos o bienes de la Nación, en lo relativo al examen y revisión de todas las deu­das y reclamaciones, de cualquier naturaleza, a cargo o a fa­vor de la República, derivados de la administración activa y pasiva del Tesoro Nacional, y en todos los asuntos relaciona­dos con los métodos de contabilidad y con la manera de lle­var las cuentas de la Nación, la conservación de los compro­bantes y el examen e inspección de los libros, registros y do­cumentos referentes a dichas cuentas. L o  dispuesto en este artículo no obsta para que ios empleados administrativos puedan exigir a sus subalternos los informes y cuentas que a bien tengan y para hacerles las observaciones que estimen conducentes al buen servicio.



DEL CONSEJO DE ESTADO 67«A rtícu lo  15. Hará el examen e inspección de los libros, registros y documentos relativos a la contabilidad nacional; efectuará la revisión y fenecimiento de las cuentas de todas las personas que manejen caudales del Tesoro Público o bie­nes nacionales; examinará y revisará todas las deudas y recla­maciones de la clase que fueren, que el Gobierno de la Repú­blica deba satisfacer en cualquiera de sus ramos, lo mismo que los créditos existentes a favor de él.«A rtícu lo  16. Pasará, a intervalos convenientes, un aviso oficial por escrito a todo empleado o agente del Gobierno cu­yas cuentas hayan sido revisadas total o parcialmente, en el que expondrá todo saldo a cargo del responsable y las dife­rencias que resulten de la revisión, por razón de tal cargo, o de partidas aplazadas o rechazadas por el mismo Contralor. Cualquier cargo o partida aplazada que no fueren satisfacto­riamente explicados por el empleado responsable, dentro del plazo de noventa días, a contar de la fecha de la notificación personal o del depósito en el correo de dicho aviso, se consi­derará como una partida definitivamente desautorizada, a menos que el mismo Contralor prorrogue dicho plazo por es­crito.«A rtícu lo  18. Vigilará y procurará, por los medios ade­cuados, la recaudación y efectividad de todas las deudas y la restitución de todos los fondos y propiedades que resulten deberse al Gobierno en virtud de la revisión y liquidación de cuentas.»Existen además los artículos 40 y 43, que disponen:«Artícu lo  40. Las personas responsables de fondos del Gobierno deberán responder de todas las pérdidas que resul­ten del depósito, uso o empleo ilegales de los mismos y de to ­das las pérdidas provenientes de negligencia en la custodia de aquéllos.«Artícu lo 43. Ningún empleado o agente del Gobierno encargado del recibo, desembolso o administración de fondoso bienes nacionales quedará libre de responsabilidad por la pérdida, merma, hurto o depreciación de tales haberes, mien­tras el Contralor General no lo haya expresamente exonerado de dicho cargo.»Tan  amplias y terminantes diposiciones sobre examen, vigilancia, investigación, cuidado y revisión de cuentas y esta­do de los caudales públicos de cualquier condición y naturale­za, no permiten sostener (mayormente considerado el dere­cho no definitivo sino transitorio conferido por el artículo 414



68 ANALESdel Código Fiscal), que tratándose de cuentas, sean anterio res o posteriores a la vigencia de la Ley 42, no pueda inten­tarse la investigación o descubrimiento de quiénes son respon­sables del Tesoro.Respecto del caso presente observa el señor Fiscal que «según aparece del acta de visita practicada en la Oficina Central de Giros Postales y del dictamen pericial rendido por expertos en el presente juicio, en el fenecimiento de las cuen­tas del señor De Brigard por la Corte del ramo se incurrió en algunos errores que deben ser rectificados en un nuevo juicio de cuentas.»En cuanto a los funcionarios responsables en caso de fe­necimientos indebidos de cuentas, si es cierto que lo son los Magistrados que las fenecieron, conforme al artículo 383 del Código Fiscal, no por eso dejan de serlo con arreglo a las le­yes los empleados que las rindieron.En fuerza de las anteriores consideraciones, el Consejo de Estado, de acuerdo con su Fiscal, y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve:1° Son nulas las Resoluciones del Contralor General nú­meros 33 bis y 41, de fechas 7 y 13 de febrero de 1924, que declaran: la primera, un alcance definitivo contra el señor Camilo de Brigard, ex-Jefe de la Oficina Central de Giros Postales, y se dictan otras medidas, y la segunda, sin vigor la concesión de un plazo otorgado al mismo señor para pagar un alcance y se dictan otras disposiciones sobre ese asunto, y2° N o  hay lugar a declarar nula la Resolución número 45 de 20 de febrero de 1924, por la cual se dispone un nuevo examen y revisión de las cuentas en la Oficina Central de Gi ros Postales desde que la tomó a su cargo el señor Camilo de Brigard hasta el día en que se separó de ella.En observancia de lo dispuesto por el artículo 1511 del Código Judicial tómese copia del escrito del Contralor men­cionado en la parte expositiva, y remítase al señor Procurador General de la República, para lo de su cargo.Cópiese, notifíquese, comuniqúese y publíquese.Jo s é  Jo a q u í n  C a s a s — S i x t o  A. Z e r d a - - G o n z a l o  B e n a y i d e s  G u e r r e r o  —  S e r g i o  A . B u r b a n o — R a m ó n  C o r r e a — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — Jo s é  A n t o n i o  V a l -  v e r d e  R. —Angel M. Butirago M ., Secretario.



D E L  CONSEJO DE ESTADO 69IN F O R M Ede la Comisión que estudió el punto relativo a los nombramientos de Fiscales de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo creados por la Ley 77de 1926.(Ponente, doctor V a rg a s  Torres).Honorables Consejeros:El siguiente informe es el resultado de la comisión que me fue conferida por el señor Presidente de la corporación, sobre si el Consejo debe o nó solicitar del Poder Ejecutivo el nombramiento de Fiscales de los Tribunales Seccionales de lo Contencioso Administrativo de los Departamentos.Dice el artículo 8.° de la Ley 77 de 1926:«Cada Tribunal Seccional de lo Contencioso Adminis­trativo tendrá como colaborador desde el 1? de enero de 1927, un Fiscal con las funciones que al Ministerio Público se le asignan en la Ley 130 de 19L3 y demás disposiciones que la adicionan y reforman. El nombramiento de tales empleados corresponde al Poder Ejecutivo para un período igual al que les ha señalado la ley a los Magistrados de los Tribunales Administrativos, con la misma fecha inicial de éstos, y tendrá cada uno la asignación mensual de ciento cincuenta pesos ($ 150). >Esta Ley, que además de la disposición transcrita, con­tiene otras muchas de importancia, especialmente en lo rela­tivo a la división territorial judicial de la República, está en plena vigencia desde que fue sancionada y promulgada por el Presidente del honorable Senado, en virtud de la atribución conferida expresa y claramente por el artículo 89 de la Cons­titución Nacional. Desde ese momento aquella Ley quedó sobre el mismo pie de igualdad que todas las demás leyes de la República, sin que un ápice pueda diferenciarlas en cuanto a la fuerza de su cumplimiento, tanto por los encargados de las altas esferas oficiales como por los simples ciudadanos.(El artículo 22 dice: «Esta Ley regirá desde su sanción).»El hecho de haber sido demandada la L e y  ante la Corte Suprema para que esta alta corporación decida sobre su exe- quibilidad constitucional, o sea sobre su ordenación a la Car­ta Fundamental orgánica del Estado, que dicho sea de paso sólo puede referirse a la parte intrínseca, no le quita su ca­rácter ni eficacia. Y  digo que sólo puede referirse a la cons-



70 ANAL. EStitucionalidad intrínseca de la Ley, pues es doctrina sentada por la misma Corte en sentencias de 20 de abril de 1912, de 20 de octubre de 1913 y Acuerdo de 7 de marzo de 1918, que la inconstitucionalidad debe encontrarse en los textos de la mis­ma ley y no en las formalidades que precedan a su expedición, y que la Corte no tiene porqué rastrear la manera como fue discutida y aprobada. «Sus facultades son las de declarar inexequibles las leyes inconstitucionales, y las leyes no son sino el texto promulgado y obligatorio, no el procedimiento seguido para su expedición . . , »  «L a  facultad conferida a la Corte por el artículo 41 del Acto  legislativo número 3 de 1910 no puede extenderse hasta declarar que una ley no es ley, porque se hayan quebrantado en su formación algunas ritualidadades prescritas en la Constitución.» (Artículo 81, inciso 19 de la Constitución).Las demandas no pueden tener nunca el efecto suspen sivo de las apelaciones en el orden judicial; pues si un simple libelo, cualquiera que fuese su origen, pudiera desvirtuar en lo más mínimo los efectos de la ley demandada, se echaría por tierra la base misma de las instituciones y se acabaría con el concepto de República. Cualquier ciudadano podría evadir el cumplimiento de la ley con sólo presentar una demanda, y los Códigos estarían a merced de la voluntad individual.N o  se ve pues cuál pueda ser la causa o motivo por el cual el Poder Ejecutivo haya demorado el cumplimiento de la citada Ley; ni menos puede suponerse que se hayan tenido en cuenta las objeciones presentadas, pues los textos constitu* cionales son terminantes en cuanto a las ritualidades perti nentes. Desechadas las objeciones presentadas por el Ejecuti vo (artículo 88 de la Constitución Nacional), sancionada la Ley  por el Presidente del Senado (artículo 89 allí), promul­gada por el mismo Presidente del Congreso en conformidad con la última parte del mismo artículo 89 de la Constitución que le da esta facultad cuando la sanción ha sido dada por él mismo, no queda otro recurso que cumplirla, sin que puedan aducirse nuevas objeciones. Sobre este particular son conclu­yentes las razones aducidas por los doctores José Vicente Concha y Marcelino Uribe Arango en las exposiciones de mo­tivos para sancionar la L ty  65 de 1911 y la 77 del año próxi­mo pasado, respectivamente.N i puede aducirse que la Ley se halle comprendida en la excepción de que trata el artículo 90 de la Constitución N a ­cional, por dos razones: la primera, porque solamente el ar~



DEL CONSEJO DE ESTADO 71tículo 7° que se refiere al pago del impuesto sobre la renta fue tachado de inconstitucional, y no los demás puntos de que trata la Ley; y en segundo lugar, y esta es la razón de más peso, porque esta disposición se refiere a los proyectos que no han recibido en ninguna forma la sanción constitucional, sino que están esperando la decisión de la Corte para la sanción ejecutiva, no así a las que son ya leyes por haber recibido to ­das las formalidades. (Artícu lo 90 citado y 323 de la Ley 57 de 1887). En favor de éstas obra una presunción deconstitu- cionalidad que no la pierden hasta tanto que no haya sen­tencia ejecutoriada en contrario. La  suspensión provisional de ciertos actos oficiales sólo existe en la jurisdicción de lo contencioso administrativo.Ahora bien, si las leyes deben someterse a los preceptos constitucionales, no hay de dónde sacar el que tengan que con­formarse a normas legales preexistentes. Las leyes pueden ser inconstitucionales, pero nunca puede h iber leyes ilegales, pues una ley puede ser contraria a otra anterior y contener preceptos que sean abiertamente incompatibles; ahí está precisamente la derogatoria tácita de que trata el artículo 3? de la-Ley 153 de 1887: «Estímase insubsistente una disposi­ción legal . . . .  por incompatibilidad con disposiciones legales posteriores.» De donde se deduce que los requisitos estable­cidos por la Ley  73 de 1917 para la creación de nuevos T r i ­bunales de Distrito Judicial, Juzgados y plazas de Magistra­dos deben entenderse en el sentido de que las. solicitudes y la documentación en que éstas se apoyen vengan aparejadas de tal manera; pero nunca para poner pauta al legislador, pues ni se puede deducir esto del tenor literal de la disposición, ni se consignaron en un acto legislativo reformatorio de la Cons. titución, forma en que sí le obligaría. De otra manera, se establecería una confusión lamentable entre las disposiciones constitucionales y las simples leyes ordinarias.En resumen: la Ley  en cuestión no ha menester déla promulgación, desde luégo que según la misma Ley, que bien puede reformar las anteriores, ordena que rija desde su san­ción. Además, el Código Político y Municipal exceptúa de las leyes que no obligan sino en virtud de su promulgación el caso siguiente: «cuando la ley fije día en que deba princi­piar a regir.»Pero aun dando de barato que necesitase la formalidad de ser promulgada, ésta lo ha sido en debida forma, pues por disposición terminante de la Constitución, el Presidente del



72 ANALESSenado es quien debe promulgarla y no el Presidente déla República, desde luego que fue aquél y no éste quien la san­cionó. (Artículo 89 de la Constitución Nacional). El Presi­dente del Senado ha promulgado la Ley con la publicación que hizo en el periódico oficial de las Cámaras.Las anteriores consideraciones las he aducido como ne­cesarias para saber si la entidad a que se refieren los nom­bramientos que el Consejo trata de recabar tienen o nó existen* cia a la luz de las disposiciones vigentes. Determinada esta existencia, son los perjuicios y las dificultades para la buena administración de justicia las razones que deben mover a la corporación a tomar la iniciativa, desde luégo que serán fata­les las consecuencias que puede traer luégo la falta de inter­vención del Ministerio Público en los asuntos que le atanen.As í como con el ramo Judicial la incompetencia de juris­dicción vicia el procedimiento, de manera que si en el nuevo Distrito de Pereira, por ejemplo, siguiera actuando el T r ib u ­nal anterior, todas las actuaciones y fallos quedarían afecta­dos de nulidid, así en la jurisdicción de lo contencioso, la falta de la intervención de los Fiscales creados por la nueva Ley afectaría el procedimiento. Los Fiscales de Distrito Ju­dicial no son competentes desde el primero de los corrientes para seguir actuando, y ya puede calcularse el sinnúmero de pleitos que resultarán de este estado anormal en la adminis­tración de justicia, y el cúmulo de nulidades y juicios consi­guientes, la inseguridad de los asociados y la inestabilidad de la propiedad, pues como lo ha dicho el Excelentísimo señor Presidente de la República en reciente mensaje sobre el mis­mo asunto: «Mientras no se derogue la Ley, debe ser obede­cida, pues no hay orden posible, ni libertades públicas que no se funden en la ciega observancia de las leyes.»En virtud de lo expuesto, tengo el honor de proponeros el siguiente proyecto de resolución:«Atentamente solicítese del Poder Ejecutivo, por conduc­to del señor Ministro de Gobierno, que haga el nombra­miento de Fiscales de los Tribunales Seccionales de lo Con­tencioso Administrativo de que trata el artículo 8? de la Ley 77 de 1926.» Jo s é  A. V a r g a s  T o r r e sBogotá, enero 17 de 1927.



DEL CONSEJO DE ESTADO 73Consejo de Estado— Bogotá, enero 17 de 1927.En sesión de la fecha fue considerado y aprobado, por unanimidad, el proyecto de resolución con que termina el an­terior informe.El Presidente, José Jo a q u í n  C a s a s —E l Secretario, Angel AJ. Buitrago M . INFORMErendido por la Comisión que estudió el oficio número 130, de 28 de enero de 1927, del señor Ministro de Gobierno, relacionado con el nombramiento de Fiscales de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo (Ley 77 de 1927).(Ponente, doctor V a rg a s  Torres).Honorables Consejeros:El señor Presidente del honorable Consejo ha pasado al estudio del suscrito la contestación que el señor Ministro de Gobierno dio a la nota en que el honorable Consejo le trans­cribió al Poder Ejecutivo la proposición aprobada por esta corporación, en que de manera muy atenta solicitó el nom­bramiento de Fiscales de los Tribunales de lo Contencioso Administrativo, en cumplimiento de la Ley 77 del año próxi* mo pasado, expedida por el Congreso y sancionada por el Presidente del mismo.Como razones de esa proposición se transcribió a aquel alto funcionario el informe rendido por el suscrito, en virtud de la comisión conferida por el señor Presidente del Consejo para el estudio de si era el caso de solicitar del Poder Ejacu. tivo el nombramiento de Fiscales de los Tribunales Seccio­nales délo Contencioso Administrativo.La  contestación del señor Ministro dice así:«E l  Gobierno agradece debidamente a esa alta corpora­ción el concepto que se ha dignado transmitirle, contenido en el informe rendido por el Consejero doctor Vargas Torres y aprobado por unanimidad por el Consejo en su sesión del 17 del mes en curso.«E l Excelentísimo señor Presidente de la República con­sidera inconstitucional la sanción dada por el Presidente del Congreso al proyecto que ha sido materia del concepto aludi­do, y encontrándose actualmente al estudio de la Corte Su prema de Justicia, que es el .único Tribunal encargado deA. del C. de E .-6



7+ ANALESvelar por la guarda e integridad de la Constitución (sic), el Gobierno espera ese fallo para acatarlo plenamente.«Con sentimientos de alta consideración y aprecio me suscribo muy obsecuente y seguro servidor, «J o r g e  V é l e z »Por el texto de ella se deja ver que el señor Ministro tomó la proposición del Consejo como un concepto de éste sobre la exequibilidad o constitucionalidad de la Ley 77 de 1926; y de ahí quizás la manifestación terminante que hace de que la Corte Suprema de Justicia es el único Tribunal en­cargado de velar por la guarda e integridad de la Constitu­ción.An te  todo debe observarse que la proposición aprobada por el Consejo no tiene, hablando con propiedad, el carácter de concepto; que si allí se adujeron razones en pro de que la Ley estaba en vigor, se hizo por considerarlo necesario para justificar la existencia legal de la entidad y la convenien­cia de que se proveyera a su funcionamiento; poniendo ade­más de presente los graves perjuicios y las dificultades que para la administración de justicia podrá traer consigo la falta de intervención del Ministerio Público en los asuntos que le atañen.Nunca ha estado en la mente del Consejo invadir campo que no le corresponde; hizo uso del derecho de petición con­sagrado por la Constitución Nacional, que es ejercido en to ­das partes por los simples ciudadanos, y que menos que a ellos puede negársele a los funcionarios públicos; mucho más tratándose de amparar los intereses de la justicia y del de­recho.Dice el señor Ministro que la Corte Suprema de Justicia es el único Tribunal encargado de velar por la guarda y la integridad de la Constitución (sic); pero cabe observar que esta doctrina no puede tomarse de manera absoluta, sino sólo en cuanto a la jurisdicción que tiene para fallar en defi­nitiva los negocios que a este punto conciernen. En otro sen­tido no puede decirse que sea el único, ni jamás se ha enten­dido así.«E l Consejo de Estado— dice un eminente tratadista,— si ha de llenar su delicada misión, debe estudiar las necesidades públicas, acoger los fallos de la opinión, ver qué reformas conviene introducir en las leyes y en las disposiciones ejecuti­vas, investigar abusos para indicar su corrección, acoger las



DEL CONSEJO DE ESTADO 75advertencias de personas interesadas en la buena marcha de la Administración Pública, y en una palabra, ser una especie de vigía que dirija en torno suyo miradas observadoras y es­cudriñe necesidades y abusos para ver de remediar las unas y evitar los otros. Sólo así se concibe la alta importancia de esta corporación moderadora;y así lo han establecido en todo tiempo los países más adelantados. De otra manera, viene a ser una rueda inútil en el engranaje gubernativo.»Esto y no otra cosa fue lo que hizo el Consejo de Estado al aprobar la proposición de que se trata; no puede decirse que haya usurpado atribuciones, pues nótese que en ninguna parte- ha dicho que se hayan pretermitido o nó formalidades en la. expedición de la Ley, ni que haya sido sancionada o nó de acuerdo con las fórmulas constitucionales; tampoco que el P r e ­sidente del Senado haya obrado constitucional o ínconstitucio- nalmenteal sancionarla, ni menos ha hicho que sus disposi ­ciones violen o nó preceptos de la Carta Fundamental. Sólo estudió el Consejo el punto de que la prenombrada Ley 77es Ley, y que debe cumplirse mientras no pierda su fuerza  de tál en virtud de sentencia que se dicte por la única en­tidad que tiene facultad para decidir si es o nó incons­titucional. Una ley puede estar en vigor a pesar de su incons­titucionalidad; el aspecto constitucional de la ley, en cuanto a su forma, es lo que la hace obligatoria. En tal virtud el Conse jo admitió que la 77 es verdadera Ley, porque fue expedida por quien tiene facultad para hacerlo; el cómo fue expedida, no es el caso de investigarlo; y que fue sancionada por quien tiene facultad para hacerlo; el cómo fue sancionada tampoco es el caso de averiguarlo.El mismo exclusivismo que por la Constitución se ha dado a la Corte en este particular, hace que ni los ciudada­nos, ni el Gobierno, ni ninguna otra entidad pueda suspender el cumplimiento, desde luégo que es Ley; y tanto es Ley, que si no lo fuera no habría sido demandada, ni la Corte hubiera aceptado las demandas de algunos ciudadanos, ni las hubiera tramitado en la forma como lo hizo. Si no la hubiera conside­rado como ley, se hubiera declarado incompetente para cono­cer de las demandas presentadas para que se declare incons­titucional, por carecer de jurisdicción, pues la Corte sólo pue­de conocer de las relativas a las leyes. (Artículo 41 del A cto  legislativo número 3 de 1910, y parte final del artículo 154 del Código Judicial). Claro está que la Corte no podría sustanciar una demanda que se dirigiese a que se declarara que un regia--



76 ANALESmentó de policía, por ejemplo, contenía preceptos contrarios a ¡a Constitución. {Jurisprudencia de la Corte, número 1346; de los Tribunales, número 1492). N i aun los proyectos de ley- pueden ser demandados; éstos pueden ir a la Corte por en­vío de la Secretaría del Senado, y solamente en la forma pres­crita por el artículo 99 de la Constitución.La  sanción dada por el Presidente del Congreso tiene, en virtud del precepto constitucional, la misma fuerza que la sanción ejecutiva, y así como no es dado a nadie demorar el cumplimiento de la ley hasta inquirir si ella fue sancionada o lió por el Presidente de la República, en conformidad con las fórmulas preceptuadas por el artículo 86 de la Constitución, la' misma razón existe con relación a las leyes sancionadas por el Presidente del Congreso. Unas y otras son leyes, y deben cumplirse.En la misma forma que en mi anterior informe, aduje algu- nos razonamientos, no como concepto, repito, sino como moti­vos de una resolución; hoy me permito hacerlo también para apoyar el proyecto que tendré el honor de proponeros como final de este informe, pues creo necesario insistir, como insisto,' en que hoy tienen existencia legal lasFiscalías délos T r ibuna­les Seccionales de lo Contencioso Administrativo. Para este efecto, a las razones alegadas en mi anterior proyecto, que no hay para qué repetir, agrego los motivos que figuran en este informe.De acuerdo con el oficio del señor Ministro, no es ya pro­piamente la Ley sino la sanción dada por el Presidente del Se­nado lo que se tacha de inconstitucional, y es este punto, conforme a la nota del señor Ministro, lo que se halla ai estu dio de la honorable Corte Suprema de Justicia.N o  es lo mismo la sanción dada a una ley que la misma ley; aquélla es una formalidad para que ésta pueda conside­rarse como tál. El A cto  legislativo número 3 de 1910 dice tex­tualmente:« A  la Corte Suprema de Justicia se le confía la guar­da de la integridad de la Constitución. En consecuencia, además de las facultades que le confieren ésta y las leyes, ten­drá la siguiente: decidir definitivamente sobre la exequibili- dad de ios actos legislativos que hayan sido objetados como inconstitucionales por el Gobierno, o sobre todas las leyes o decretos acusados ante ella por cualquier ciudadano como in ­constitucionales, previa audiencia del Procurador General de la Nación.» (Artículo 41).



DEL CONSEJO DE ESTADO 77De manera que conforme a esta disposición, que es taxa* tiva, la Corte tiene solamente jurisdicción para fallar sobre los actos legislativos objetados por el Gobierno y sobre las leyes acusadas por cualquier ciudadano. ¿De dónde resulta la jurisdicción para conocer sobre si es o nó constitucional un hecho ejecutado en relación con la misma ley? Y  si la demanda versa sobre la ley, ¿cómo puede declararse que es inconstitu­cional en sus preceptos porque no es ley? ¿ Y  cómo podrá fa ­llarse que una ley viola la Constitución con hechos anteriores a su existencia constitucional? ¿Quién tiene facultad para pedir a la Corte que declare que el Presidente de la Repúbli­ca o el Presidente del Senado hizo bien o mal en sancionar una ley?L o  anterior cobra fuerza si se tiene en cuenta que la Corte no puede fallar sino sobre una cuestión de puro dere­cho: «si es o nó constitucional la ley acusada.» N o  hay allí he­chos qué probar; de ahí que no exista término probatorio en el procedimiento que sigue la Corte para fallar esta clase de negocios; de manera que no podrán nunca establecerse los hechos que le den o le quiten el carácter constitucional a la sanción del Presidente del Congreso. Si hubo error, sólo el mismo Congreso puede subsanarlo.P o r  estas mismas razones, creo yo, es por lo que la C or­te ha resuelto el punto en el sentido indicado, en multitud de fallos. De sus sentencias son los siguientes apartes:« . . .  . Entiende la Corte que la facultad a ella conferida por el artículo 41 citado no puede extenderse hasta declarar que una ley no es ley porque se hayan quebrantado en su for­mación algunas ritualidades prescritas por la Constitución Nacional, pues si de otro modo se entendiese aquella facultad, se daría a la Corte Suprema tal suma de poderes que invadi­ría el campo de acción del Cuerpo Legislativo, lo cual sin duda no ha sido la intención del constituyente de 1910, pues ello iría abiertamente contra el principio fundamental consig­nado en el artículo 57 de la Carta, según el cual todos los po­deres públicos son limitados y ejercen separadamente sus respectivas atribuciones, principio éste que informa nuestras instituciones y es piedra angular del sistema republicano, que ellas reconocen y consagran.«L a  atribución que el artículo 41 del A c to  reformatorio da a la Corte Suprema para declarar la inexequibilidad de las leyes, debe entenderse en sentido limitativo y no extensivo, porque las facultades de las autoridades y funcionarios públi-



78 ANALESeos no pueden ser otras sino las que expresamente les hayan sido dadas, según se deduce del artículo 20 de la Constitu­ción, y porque tratándose con especialidad del Poder Judi­cial, existe la prohibición terminante del artículo 195 de la Ley  147 de 1888, armónico con aquel precepto constitucional, según el cual es vedado al Poder Judicial ejercer atribuciones que expresa y claramente no les hayan sido conferidas por la Constitución o las leyes.« __ Las funciones de la Corte, en presencia de una leyacusada ante ella, se limitan a examinar si sus disposiciones como tales violan o nó preceptos constitucionales; mas no a decidir si la voluntad soberana del Cuerpo Legislativo, mani­festada en forma de ley, se ha ajustado, en cuanto a su expe­dición, a las disposiciones constitucionales. En efecto, el artículo 4*? del Código Civi! define la ley diciendo que es una declaración de la voluntad soberana manifestada en la forma prevenida en la Constitución Nacional, y que su carácter ge­neral es el mandar o prohibir, permitir o castigar. P o r  con- siguiente, acusada una ley ante la Corte, para que esta corpo­ración pueda entrar a decidir sobre su exequibilidad, debe proceder sobre la base de que el acto legislativo acusado reúne, en cuanto a su forma, las condiciones que la Constitu­ción establece; es decir, que se halla suscrito por los Presi­dentes y Secretarios de las Cámaras Legislativas, sancionado de acuerdo con la misma Carta Fundamental y promulgado, para que sus disposiciones sean obligatorias.«P o r  otra parte, como el carácter general de la ley es el que señala el artículo del Código Civil ya citado, su análisis en caso de acusación como ley en vigencia no puede referirse sino a disposiciones, porque es en ellas donde aparece claramente manifestada la voluntad soberana del legislador, y es con ellas con las que propiamente puede infringirse un precepto cons­titucional, ya atacando la estructura política de la Nación, ya violando los derechos de los ciudadanos.»Se ha querido también, honorables Consejeros, por quie­nes han iniciado la demanda, intentar la recusación de los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, y aunque creo que tal hecho pugna abiertamente con las disposiciones lega­les, pues prescindiendo, como es natural, de la insospechable probidad de los actuales Magistrados, el interés que ellos pu­dieran tener en el asunto, dado el caso, no sería un interés como particulares sino por su mismo carácter de Magistrados, no es interés de orden privado sino de orden público, y ya la



DEL CONSEJO DE ESTADO 7 9jurisprudencia ha resuelto el punto en multitud de casos. Anoto  este hecho únicamente para poneros de presente cómo puede venir a demorarse la decisión de este asunto, y cuántos males podrán resultar para la administración de justicia por todos los motivos de que os traté en mi anterior informe.Corresponden al Consejo de Estado atribuciones delica­das que atañen directamente a la excelsitud de la Administra, ción Pública y a la guarda de los intereses confiados a su cuidado; por lo mismo debe velar porque no sufran menosca­bo. A  la Corte Suprema se le ha confiado la guarda de la in tegridad de la Constitución, pero no quiere decir eso que sea la única que debe velar porque se cumplan sus preceptos. Es muy distinto, como ya lo dije, decir la guarda de la integridad como aparece en la Constitución, que la guarda, y  la integri­dad, como lo ha transcrito la comunicación del señor Minis­tro; por la guarda y defensa de la Constitución deben velar hasta los simples ciudadanos, y es imposible que el Consejo se cruce de brazos y guarde silencio ante la expectativa de una suspensión total de la administración de justicia en el ramo de lo Contencioso Administrativo de los Departamentos, por carecer de Ministerio Público.Para concluir, cabe observar que aun en el caso de que la sentencia de la Corte fuese favorable a la demanda, no po­dría tener efecto retroactivo en cuanto al cumplimiento de la misma ley. La Corte sólo puede decir: «la ley es inexequible por inconstitucional»; esto es, no tendrá cumplimiento en lo futuro, pues su fallo no se retrotrae a época anterior. Inexe­quible quiere decir que no se podrá hacer, conseguir o llevar a efecto. Para poder decir esto, tiene que partir del supuesto de que es ley, y es incontrovertible que una ley declarada in­exequible fue ley hasta el momento de la ejecutoria de la sen* tencia respectiva. De otra manera, se violarían terminante­mente derechos adquiridos, reconocidos expresamente en el T ítu lo  I I I  de nuestra Carta Fundamental.P o r  lo expuesto, tengo el honor de proponeros:«Atentamente dígase al señor Ministro de Gobierno que el Consejo, teniendo en cuenta que la falta del Ministerio P ú ­blico pueda determinar la suspensión del ramo Contencioso Administrativo en los Departamentos, reitera de modo respe­tuoso la solicitud hecha al Poder Ejecutivo, por el honorable conducto del señor Ministro, para que dicte las medidas con­ducentes a remediar este mal, ya que los Fiscales de los T r i ­bunales de Distrito Judicial carecen legalmente de faculta*



80 ANALESdes para intervenir en dicho ramo desde el primero de enero próximo pasado.»Honorables Consejeros. José A. V a r g a s  T o r r e sBogotá, febrero 3 de 1927.Consejo de Estado Pleno— Presidencia— Bogotá, febrero 3 de 1927.En sesión de la fecha fue discutido y aprobado por una­nimidad el anterior informe.El Presidente, Jo s é  Jo a q u í n  C a s a s — El Secretario, Angel María Buitrago M.INFORMEsobre tránsito de una escuadrilla de hidroaviones de los Estados Unidos de la América del Norte sobre aguas y tierras colombianas.(Ponente, doctor C asas).Consejo de Estado—Sala Plena— Bogotá, septiembre trece de mil novecientosveintiséis.Honorables Consejeros:Comunica el Ministerio de Guerra haber recibido del de Relaciones Exteriores solicitud de permiso para que cinco hidroaviones de guerra de los Estados Unidos de la América del Norte, que saldrán de Kelly  Field, en San Antonio de Texas, y que han de pasar por Sur América, hagan escala en los puertos de Buenaventura y Tumaco, y pide concepto de este honorable Consejo sobre tal so­licitud, a fin, dice, de «comunicar lo que sea del caso y legal, para que el Gobierno de los Estados Unidos deter­mine si la escuadrilla de hidroaviones puede efectuar el vuelo en la forma explicada en la nota de la Legación norteamericana, que adjunta se remite.» Esta dice así:«Traducción— Legación de los Estados Unidos— Número 581— Bogotá, 31 deagosto de t j2Ó.«Excelencia:«Tengo el honor de poner en conocimiento del G o­bierno de Vuestra Excelencia que el Departamento de Guerra de los Estados Unidos proyecta para el mes de



DEL CONSEJO DE ESTADO 81diciembre de este año un raid de cinco hidroaviones, que partirán de Kelly  Field, en San Antonio de Texas, y pasarán por Centro y Sur América, haciendo escala en Tumaco y Buenaventura. Los motivos de este raid , ex­puestos por el Departamento de Guerra, son: demostrar la practicabilidad del establecimiento de rutas aéreas comerciales a lo largo de Centro y Sur América; fomen­tar las relaciones amistosas entre los Estados Unidos y las naciones latinoamericanas, y probar suficientemente este tipo de aparatos del servicio aéreo.«Se ha resuelto que el raid  esté a cargo de diez Oficia­les pilotos, y que seis Oficiales formen el personal de pre­paración; estos últimos saldrán de los Estados Unidos con algunos meses de anticipación, con los siguientes objetos:« l 9 Establecer relaciones amistosas con las autorida­des locales.«2 9 Determinar los mejores sitios de aterrizaje (agua o tierra).«3 9 Demarcar los campos de aterrizaje.« 4? Preparar los medios para amarrar, en caso de que el descenso se haga sobre agua.« 5 9 Investigar si hay depósitos de gasolina, aceite y otras provisiones en cada punto de sus divisiones corres­pondientes.« 69 Arreglar la distribución local de las provisiones.«7 9 Enviar provisiones a los puntos en que se nece­siten.« 8? Hacer arreglos locales para la protección de po­licía militar del personal y propiedad estadounidense.«9<? Obtener toda la información posible sobre las po­sibilidades de aterrizaje entre un punto y otro.«10. Hacer los arreglos necesarios para facilitar a los pilotos toda clase de información meteorológica antes y durante el vuelo.« 11. Estudiar los Andes para determinar las posibi­lidades de navegación aérea entre Valparaíso (Chile) y Mendoza (Argentina).



82 ANALES«H e  recibido instrucciones de mi Gobierno para in­formar al Gobierno de Vuestra Excelencia sobre el plan arriba expuesto y para pedirle la licencia de pasaje para los aeroplanos por las ciudades mencionadas, así como para pedir licencia para que los Oficiales de preparación puedan viajar por el territorio que necesiten estudiar, con la seguridad de que se les garantizará la asistencia apropiada en el desempeño de su misión, asistencia que incluirá:« l 9 Protección militar y de policía para los aeroplanos, provisiones y personal, dondequiera que se encuentren.«2 °  Seguridad de transporte en caso de que éste sea necesario y no pueda obtenerse por medios particulares.«3 9 Asistencia a los Oficiales de preparación en los arreglos de aterrizaje, o amarraje, y en el transporte de provisiones a los sitios determinados para ello.«4 9 Dar a conocer el propósito perseguido en este vuelo y su valor para la aviación comercial de los países sobre los cuales se efectuará.«5 °  Permitir la entrada de provisiones libres de im­puestos a los países correspondientes.«Como tengo instrucciones para responder telegráfi­camente a mi Gobierno, me permito rogar a Vuestra Exce- , lencia se digne informarme lo más pronto posible si el vuelo, en la forma arriba explicada, y la visita de los Oficiales de preparación del Ejército délos Estados Uni­dos para arreglar las provisiones y su transporte, lo mis­mo que la entrada de provisiones libres de gravámenes, etc., encuentra la aprobación del Gobierno de Vuestra Excelencia.«M e valgo de esta oportunidad para expresar a Vues­tra Excelencia los sentimientos de mi más alta conside­ración. « S a m u e l  H. P i l e s«A  Su Excelencia el señor doctor don Antonio Gómez Restrepo, encargadodel Ministerio de Relaciones Exteriores— Bogotá.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 83El Ministerio de Guerra pide concepto del Consejo de Estado, bien sea porque, conforme a las disposiciones constitucionales y legales orgánicas de esta institución, especialmente la del artículo 6.°, ordinal 1.°, del Acto re­formatorio de 10 de septiembre de 1914 y la del artícu­lo 5.° de la Ley 60 del mismo año, el Gobierno puede consultar con el Consejo todos los asuntos administrati­vos que a bien tenga, bien porque halle analogía entre el caso de que hoy se trata y alguno de los previstos en los ordinales 1.° y 2.° del parágrafo de esta última disposi­ción legal.Si tal analogía existe, la consulta con el Consejo es de observancia obligatoria para el Gobierno; si no, es completamente voluntaria; en uno y otro supuesto corres­ponde al Consejo emitir concepto alguno.Conviene observar de paso que en los actos propios de la fraternidad y cortesía internacional (comitas gentium) y en todos aquellos que comprenda la atribución señala­da al Presidente de la República, como a suprema auto­ridad administrativa, por el numeral 9.° del artículo 120 de la Constitución, no obliga al Gobierno la consulta con el Consejo de Estado, comoquiera que es a ese alto funcionario a quien corresponde «d irig ir las relaciones diplomáticas y comerciales con las demás potencias o so­beranos, nombrar libremente y recibir los agentes res­pectivos y celebrar con potencias extranjeras tratados y convenios,» atribución ésta fundada en altas razones de orden y apoyada en la práctica general de las naciones.Es natural que la novedad de la navegación aérea, que tan profundamente altera y transforma ciertas insti­tuciones y costumbres, no halle sino escasa e imprecisa legislación que la reglamente. En las cuestiones que ella suscite es forzoso aplicar mientras tanto el criterio de analogía. Las naves del aire, en cuanto lo permita la con­dición de unas y otras, se equiparan con las del agua. En unas y en otras se prolonga y, por decirlo así, viaja la soberanía de las naciones propietarias, en lo que con­



84 ANALESsiste lo que se ha llamado hasta aquí extraterritorialidad.No están fuera de lugar las siguientes citas:«Cesa la jurisdicción de un Estado dentro de su pro­pio territorio:«3 .° Respecto de los ejércitos, escuadras o naves de guerra que transitan por nuestras tierras, o navegan o anclan en nuestras aguas. Para el tránsito de tropas por tierra se necesita el permiso expreso de la autoridad lo­cal; pero si no hay prohibición expresa, los puertos de una potencia se consideran abiertos a las naves de las otras con quienes la primera está en paz.« L a  territorialidad, o el territorio independiente que se atribuye a las naves de guerra y a los agentes diplo­máticos, expresa por medio de una ficción o metáfora esta independencia de la jurisdicción local.«En  alta mar los buques de toda potencia, sean públi­cos o particulares, permanecen sujetos a su jurisdicción. Si se comete un crimen a bordo de un buque en alta mar, sólo la nación a que pertenece el buque puede juzgar y castigar al reo.» Bello, Principios de Derecho Interna­cional, capítulo iv, Del dominio, el imperio y la jurisdic­ción, vn).«Las  naves de guerra, admitidas a permanecer en las aguas territoriales de otro Estado representan también a la nación a la cual pertenecen. Son la expresión de su potencia y de su soberanía, y con la condición de respe­tar las reglas de cada Estado relativas a medidas de sa­lubridad, de orden público y de navegación, gozan de una plena independencia y del privilegio de la extraterrito­rialidad. La existencia del privilegio es cierta, pero la ficción de la extraterritorialidad se considera como inútil y anfibológica. La inmunidad se explica suficientemente por la ventaja que de ahí resulta aun para la autoridad local, que evita de este modo los conflictos y las dificul­tades.» (Greorg. Bry, D ro it  International Public , chap. m. Des navires, n, 235).



DEL CONSEJO DE ESTADO 85La significación del ejercicio de la extraterritorialidad en aguas ajenas y la gravedad de circunstancias que pueden acompañar a tal ejercicio, aconsejan ciertas pre­cauciones constitucionales y legislativas, como la que para Colombia adoptaba la Constitución de 1886 en el numeral 13 del artículo citado, y ahora el 5.° de la Ley 60, tam­bién citada, que ordena al Gobierno oír al Consejo de Estado, reunido en pleno, «para permitir la estación de buques extranjeros de guerra en aguas de la Nación.»Incumbe pues al Consejo dar dictamen, tanto más cuanto, según su anuncia, la escuadrilla de hidroaviones norteamericanos ha de descender en aguas colombianas y practicar algunas observaciones y estudios en ciertos pun­tos del territorio ( « aterrizar»  y « acuatizar» )  contiguos a los del descenso.La legislación colombiana en materia de navegación aérea se reduce hasta hoy a la Ley 126 de 1919 (marzo 15), «por la cual se crea una Escuela Militar y se dictan medidas sobre aviación», y al Decreto ejecutivo número 599 de 1920, que reglamenta esa Ley.La novedad e importancia de la materia hacen de in­terés la cita textual de esas disposiciones. Dice la Ley:«Artículo 1.° Introdúcese en el Ejército la aviación, que constituirá la quinta arma.«Artículo 2° Autorízase al Poder Ejecutivo para re­glamentar el arma de aviación en todo lo relativo a do­taciones de personal, materiales, instrucción, grados, servicios que debe desempeñar, reclutamiento, moviliza­ción y demás disposiciones que deben caracterizar esta arma.«Artículo 3° Autorízase al Gobierno para adquirir las dotaciones necesarias de máquinas y demás elementos, cuyo valor se incluirá en el Presupuesto de rentas y gas­tos de la próxima vigencia.«Artículo 4° Créase la Escuela Militar de Aviación con el objeto de formar los pilotos que deban integrar la quinta arma del Ejército Nacional. A  juicio del Poder



86 ANALESEjecutivo, esta Escuela podrá funcionar, provisionalmen­te, como anexa a la Escuela Militar de Cadetes.«Artículo 59 La Escuela Militar de Aviación se cons­tituirá con el siguiente personal: un Piloto Jefe, un pro­fesor de Mecánica, los profesores civiles y militares que sean necesarios, veinte alumnos, dos Jefes de taller, ocho aprendices mecánicos, ocho obreros, el personal de asis­tentes indispensable para atender al servicio de máqui­nas, a razón de ocho por cada una.«Artículo 6° Como material de vuelo tendrá la Es­cuela una escuadrilla de cuatro aeroplanos, y como ma­terial de instrucción, uno o dos aparatos de segunda cla­se, y uno de gran vuelo de doble control.«Artículo 7.° El Poder Ejecutivo procederá a contra­tar el Piloto Jefe y el profesor de Mecánica; a comprar­los aparatos militares y el material necesario parala ins­talación de los hangares y talleres.«Artículo 9.° Facúltase al Poder Ejecutivo para que organice y reglamente la Escuela Militar de Aviación en la forma más conveniente para la Nación.«Artículo 11. Las empresas de aviación particulares quedan en la obligación de informar al Gobierno sobre las adquisiciones o introducciones que hagan al país de aparatos de vuelo, explicando sus características, mate­riales, obras que construyan, campos de vuelo y aterriza­je, personal de que dispongan y los pilotos que formen.«Artículo 12. La Nación podrá, en caso de guerra, tomar para su servicio todos los elementos de aviación, indemnizando a sus dueños sobre la base del costo de aquéllos, según facturas, presupuestos y estado.«Artículo 13. Queda prohibido efectuar vuelos o ma­niobras sobre las ciudades, edificios o puestos militares, sin previo permiso de las autoridades militares en donde haya tropas, y en los demás sin el de la primera autori­dad política.



DEL CONSEJO DE ESTADO 87«Artículo 14. Los aeródromos o campos de vuelo y aterrizaje deben ser elegidos fuera del perímetro de las ciudades.«Artículo 15. Los aviones o máquinas particulares deben ser pintados con colores distintos a los de las má­quinas militares, y tener indicativos que los diferencien absolutamente de éstas.«Artículo 16. Queda prohibido cruzar las fronteras por lugares distintos a las rutas que señalen y sin antes hacerse reconocer por las autoridades y obtener el per­miso respectivo.«Artículo 17. El Poder Ejecutivo reglamentará, por medio de decretos las disposiciones de la presente Ley, la cual comenzará a regir desde su sanción.»Dice en lo principal el Decreto reglamentario:«Artículo l 9 Con el nombre de aeronaves se compren­den todos los aparatos, cautivos o libres, destinados a sostenerse en la atmósfera, sea que para ello utilicen un gas* menos pesado que el aire, como los globos y cometas, o que tengan medios de propulsión, como los dirigibles; sea que pesen más que el aire y posean medios propios de propulsión, como los aviones, denominación esta últi­ma con la cual se designan los aeroplanos, hidroplanos deslizadores ( seciplanes), botes aéreos (fly ing boots).«Artículo 29 Las aeronaves de propiedad particular se clasifican, según los fines a que están destinadas, en aeronaves de turismo y aeronaves comerciales. Las aero­naves de propiedad del Estado son las que éste destina a fines militares, o a servicios de correos, de aduanas o de policía.«Artículo 39 Las empresas particulares de aviación establecidas o que se establezcan en el territorio de la República se consideran como nacionales, y asimismo toda aeronave de propiedad particular destinada al turis­mo o al comercio.«Artículo 49 La declaración que las empresas parti­culares de aeronaves están obligadas a hacer al Gobier­



88 ANALESno, se dirigirá por escrito al Ministerio de Guerra y ver­sará sobre los puntos siguientes:«a )  Razón comercial o denominación de la empresa; nombre de la persona o personas que la forman, nacio­nalidad de ellas y domicilio.« 6) Clase de servicios que presta o va a prestar la empresa.«c) Aeronaves que tiene o va a tener en uso, con ex ­presión del nombre del constructor y el modelo; tipo, nú­mero de serie y potencia del motor; régimen normal máximo; fecha de fabricación o fecha de entrada al servi­cio; nombre del fabricante; tipo de la hélice; número, peso y diámetro de ésta, y nombre del fabricante.« d) Radio de los vuelos o itinerarios que siguen o van a seguir las aeronaves.«e) Aeródromos o campos para el vuelo y campos o lugares de aterrizaje, con expresión de su ubicación.« f )  Talleres de reparación.« g )  Personal de pilotos, mecánicos y obreros, y na­cionalidad de cada uno.«Artículo 5.° Cualquier cambio verificado en el per­sonal o en el material de la empresa que implique au­mento, disminución o modificación de sus servicios, de­berá ponerse en conocimiento del Ministerio de Guerra antes de cumplirse treinta días de efectuado.«Artículo 6.° Antes de ser puesta en servicio toda aeronave de propiedad particular, deberá ser matriculada en la Gobernación del Departamento en cuya jurisdic­ción se halle el domicilio del propietario. La matrícula se extenderá en un libro destinado al efecto, según el si­guiente modelo, y de ella se expedirán dos copias, una de las cuales se entregará al propietario de la aeronave y la otra se remitirá al Ministerio de Guerra.« Matrícula .«Fecha de la matrícula; nombre de la aeronave; ser­vicio a que se la destina; nombre del constructor; número



DEL CONSEJO DE ESTADO 89de serie; descripción; propietario; domicilio del propieta­rio; nacionalidad del propietario; aeródromos o estación en que va a permanecer generalmente la aeronave; firma del propietario; firma y sello del Gobernador.«Artículo 7.° Es obligación de todo propietario de aeronaves destinadas a servicios públicos, comprobar ante la misma autoridad que firme la matrícula, las condicio­nes mínimas de gobierno y seguridad, lo mismo que las cualidades de construcción y de vuelo de la aeronave ma­triculada, para lo cual se deben presentar los documentos auténticos que las demuestren, expedidos por los respec­tivos fabricantes o por autoridades extranjeras compe­tentes, y en caso de duda, podrá la misma autoridad exigir tal comprobación mediante pruebas prácticas en presencia de expertos designados al efecto.«Artículo 8.“ Una vez efectuada la comprobación de que trata el artículo anterior, la Gobernación respectiva expedirá al propietario de la nave un certificado de sufi­ciencia. Sin este certificado y sin estar provista la aero­nave de los instrumentos necesarios para la seguridad de la navegación, no podrá darse al servicio público.«Artículo 9.° El comandante, los pilotos, los mecáni­cos y demás miembros del personal de conducción de una aeronave, deberán estar provistos de los respectivos certificados de aptitud, expedidos por autoridades idó­neas y refrendados por la Gobernación del Departamento, o en su defecto, por el Alcalde Municipal del vecindario a que pertenezca.^Artículo 10. Para obtener de las autoridades co­lombianas (Gobernador de Departamento, Alcalde con de­legación especial, Jefe de Estado Mayor General, Direc­tor de la Escuela de Aviación) diploma de idoneidad, se requiere: 1.° Que el candidato sea sometido al examen de aptitud física y mental, conforme a las condiciones esta­blecidas en el anexo e  de la Convención sobre navegación aérea internacional, practicado por dos médicos gradua-A . del C . de E .— 7



90 ANALESdos nombrados al efecto, quienes expedirán y autorizarán el certificado de sanidad respectivo; y 2.° Que el candi­dato sea aprobado en las pruebas prácticas y en los co­nocimientos teóricos, determinados para el cargo que va a desempeñar en el anexo e  de la Convención citada.«Artículo 11. Las aeronaves particulares no podrán llevar, sin licencia especial concedida por la autoridad c i­vil, aparatos de telegrafía inalámbrica ni hacer uso de aparatos fotográficos. Les es absolutamente prohibido transportar explosivos, armas y municiones.«Artículo 14. Toda persona a bordo de una aerona­ve debe conformarse a las leyes de seguridad general* disposiciones militares y fiscales y reglamentos sobre na­vegación aérea; en caso de infracción a alguna de ellas, el comandante de la aeronave está en la obligación de denunciar por escrito el hecho a la primera autoridad política o militar del lugar donde aterrice, y si fuere ne­cesario, poner a órdenes de ella al infractor.«Artículo 15. Las aeronaves que naveguen del Exte­rior hacia el territorio de la República no podrán entrar en ella sino por los puertos habilitados para el comercio de importación, y deberán aterrizar en el lugar designado en general para ese efecto por las autoridades militaras y la administración de la aduana respectiva, o el espe­cial que de antemano se hubiere convenido entre las mis­mas autoridades y los interesados.«Artículo 16. El comercio de importación que se haga por medio de aeronaves queda sujeto a las disposi­ciones de las Leyes 117 de 1913y 85 de 1915, y a las de­más disposiciones legislativas y ejecutivas referentes a dicho comercio, en cuanto sean aplicables; pero las aero­naves quedarán eximidas de pagar los derechos de puer­to, tonelaje, faro, sanidad, etc.«Artículo 17. La internación de mercancías extran­jeras nacionalizadas que se verifique por medio de aero­



DEL CONSEJO DE ESTADO 91’naves, estará sometida a las disposiciones legales que re­gulan esa operación.«Artículo 18. Las autoridades civiles y militares tie­nen el deber de obligar a aterrizar a las aeronaves que sin haber obtenido previamente permiso para ello, vuelen sobre las fronteras o sobre las aguas territoriales cerca de las costas.«Artículo 19. El Ministerio de Guerra se reserva la facultad de conceder permiso a las aeronaves extranje­ras para volar sobre el territorio de la República o sobre- las aguas territoriales.«Artículo 20. Los permisos para efectuar vuelos por encima de las poblaciones o lugares donde haya guarni­ciones del Ejército, edificios o puertos militares, deberán pedirse por escrito al Comandante de la guarnición, indi­cando el día y la hora en que se verificará el vuelo, la duración aproximada de él y el objeto propuesto. Si el Comandante de la guarniciono puesto militares de cate­goría inferior a la de Comandante de Cuerpo de tropas, necesita autorización por escrito o telegráfica de su supe­rior jerárquico para conceder, en cada caso, el permiso que se le pida.«Artículo 21. En los lugares en donde no haya guar­nición militar, corresponde a la primera autoridad políti­ca otorgar los permisos para efectuar vuelos sobre la» poblaciones o sobre los puertos, bahías o embarcaderos.«Artículo 22. Para el establecimiento de aeródromos o campos de vuelo y aterrizaje se requiere permiso de la primera autoridad política del Municipio en cuyo vecin­dario se establezcan, la cual cuidará de que no queden dentro del perímetro de la población.«Artículo 23. Los aviones oficiales irán pintados de color gris azulado. A los aviones particulares les es prohibido usar ese mismo color.«Artículo 24. Todos los aviones llevarán la letra A  mayúscula, con tipo romano y en color negro como mar­ca de nacionalidad.



92 ANALES«Artículo 25. La marca de nacionalidad, lo mismo que la de matrícula (si la hubiere), se pondrá sobre la superficie inferior de los planos inferiores y sobre la su­perficie superior de los planos superiores, sin repetirlas en el mismo plano. Las letras se colocarán dirigidas ha­cia el borde principal. Las mismas marcas se pintarán, además, a cada lado del aparato motor (fuselaje), entre las alas y los planos de la cola.«Artículo 26. La altura de las marcas sobre los pla­nos de las alas y sobre los planos de la cola, será igual a las cuatro quintas partes de la anchura de los planos respectivos. Sobre el timón de dirección será tan grande como sea posible. Sobre el aparato motor (fuselaje), o sobre la barquilla, será equivalente a las cuatro quintas partes del ancho de la zona más angosta donde las mar­cas han de ser pintadas.«Artículo 27. No obstante lo dispuesto en el artícu-^ lo anterior, la altura de ias marcas de nacionalidad y de matrícula podrá no pasar de dos metros cincuenta cen­tímetros.«Artículo 28. La anchura de los caracteres será igual a las dos terceras partes de su altura; su grosor será igual a la sexta parte de esta misma altura. Todas las letras serán de tipo claro, sencillo, uniforme y dé iguales dimensiones; entre ellas se dejará un espacio igual a la mitad de la anchura de las letras.«Artículo 29. La línea para subrayar será del mis­mo grosor de las letras y se colocará a una distancia igual al espacio de ese mismo grosor. Cuando las marcas de nacionalidad o de matrícula vayan juntas, deberán sepa­rarse por un guión, de longitud igual a la anchura de una letra.«Artículo 30. En general, las marcas de nacionali­dad y de matrícula se dispondrán de la mejor manera posible, teniendo en cuenta la forma de la aeronave. Es­tas marcas deben mantenerse constantemente limpias y visibles.



DEL CONSEJO DE ESTADO 93«Artículo 31. Toda aeronave de turismo o comer­cial debe llevar, además, en un lugar aparente de la bar- quilla o del aparato motor (fuselaje), una placa de metal en que vayan grabados el nombre completo del propieta­rio y su domicilio, y el nombre de la aeronave o su marca de matrícula.«Artículo 32. Cuando el Gobierno Nacional, en caso de guerra y usando de la facultad que le concede el ar­tículo 12 de la Ley 126 de 1919, tome para su servicio las aeronaves y demás elementos pertenecientes a alguna empresa particular de aviación, se extenderá por la auto­ridad política o militar que intervenga y el representante de la empresa, un acta en que conste la entrega y reci­bo, respectivamente, de los aparatos, accesorios y mate­riales, expresando el precio de -cada uno, para lo cual se tendrán a la vista los libros de a bordo, las facturas, pre­supuestos y cuentas originales, y el estado del servicio de cada aeronave y demás elementos. Si sobre esto último hubiere discrepancia, se someterá el punto a la decisión de peritos nombrados por una y otra parte. Del acta se extenderán dos ejemplares, firmados por las personas que intervinieron en la diligencia. Uno de los ejemplares será enviado al Ministerio de Guerra, y el otro se entregará al representante de la empresa, a fin de que sirva de fun­damento a los dueños de ella para reclamar del Gobier­no Nacional la indemnización pecuniaria a que tengan de­recho.«Artículo 33. Adóptanse con carácter provisional el Reglamento de luces y señales y el Código de Navegación Aérea de la Convención sobre navegación aérea interna­cional, presentados al Parlamento británico por el M i­nistro de Aviación de la Gran Bretaña.»Como se ve, el Ministerio de Guerra se ha reserva­do, con harta razón, la facultad de conceder permiso a las naves extranjeras para volar sobre el territorio de la República o sobre las aguas territoriales; reserva que, como las demás disposiciones preventivas del decreto, han



94 ANALESsurtido ya sus efectos, recibiendo señales de acatamiento de una nación extranjera; y es ese Ministerio el que hoy pide el concepto del Consejo de Estado.Tal concepto, en el punto de vista de la oportunidad y conveniencia, no puede ser negativo, atendidas las bue­nas y cordiales relaciones hoy existentes entre Colombia y los Estados Unidos, y visto que se trata de una doble e importantísima obra de amistad y mutuo beneficio in­ternacional y de progreso comercial, según se expresa con detalles en la nota de la Legación norteamericana; nobles intentos que Colombia, fiel a su carácter y tradi­ciones, lejos de mirar con indiferencia o con recelo, a pe­sar de acontecimientos anteriores, debe apoyar y favore­cer en toda la medida de sus capacidades.Por lo demás, la prudencia del Gobierno sabrá ha­cer que se precise con términos indubitables el uso de la licencia que se solicita, que se guarden fielmente las l e ­yes y los tratados existentes entre Colombia y los Esta­dos Ünido3, y que en todo queden completamente a salvo la soberanía y el decoro de la República. No dejará el Gobierno de lograr que se puntualice la significación y alcance de las cláusulas marcadas con los numerales 29, 39, 4P, 5° y 11, entre las que expresan los diversos pro­pósitos del viaje de exploración en la nota del Ministro norteamericano, y que, a ser posible, se remitan al Mi­nisterio de Relaciones Exteriores copias de los planos y estudios que se practiquen en cualquier punto de la cos­ta colombiana del Pacífico.Con tales antecedentes, vuestra Comisión se honra en proponeros: •«Dígase al Ministerio de Guerra, en contestación a su oficio número 2895 (Sección Central, Departamento número 1), de fecha 9 de los corrientes, que, en concep­to del Consejo de Estado, el Gobierno puede conceder, con las seguridades expresadas, la licencia que en nom­bre de su Gobierno solicita el señor Ministro de los Es­tados Unidos de Norte América, en su nota al Ministro



DEL CONSEJO DE ESTADOde Relaciones Exteriores, de fecha 31 de agosto del co­rriente año, para que una escuadrilla de hidroaviones del Departamento de Guerra vuele sobre aguas colombianas, en el Océano Pacífico, haciendo escala en los puertos de Tumaco y Buenaventura.»Honorables Consejeros, vuestra Comisión,J o s é  J o a q u í n  C a s a sConsejo de Estado— Sala Plena— B jgotá, septiembre 13 de 1926.En la fecha fue considerado y aprobado por unani­midad el anterior dictamen.El Presidente, J o s é  J o a q u í n  C a s a s — El Secretario, A . M. Buitrago M.SECCION  3  ̂ - SALA  DE LO  C O N T E N C IO S O  A D M IN IS T R A T IV OS E N T E N C IAen la consulta del Tribunal Secciona' de Popaván, que declara nulo el artículo 1.° de la Ordenanza 42 de 1924 de la Asamblea del Valle.(Ponente, doctor M anuel Jiménez López).Consejo de Estado —Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, julio veintitrés de mil novecientos veinticinco.Vistos: A l estudio del Consejo de Estado ha venido en consulta la sentencia proferida por el Tribunal Seccional A d ­ministrativo de Popayán, el 3 de mayo del año próximo pasa­do, por medio de la cual se declara nulo el artículo 1° de la Ordenanza número 42, expedida por la Asamblea del Depar­tamento del Valle en el año de 1924.La  demanda que ha dado lugar a la sentencia que queda citada fue incoada por el doctor Francisco José Chaux, en su carácter de apoderado del Municipio de Vijes, del Departa­mento del Valle.
/



96 ANALESEl hecho fundamental de la acción ejercitada por el actor está consignado en el artículo controvertido, que dice:«Artícu lo  1? Condónase al señor Gerardo Sánchez, en su carácter de Tesorero del Municipio de Vijes, la cantidad de ochocientos sesenta y siete pesos con ochenta y cuatro centa­vos ($ 867-84) oro, que le fue sustraída violentamente el día 4 de febrero de 1923, en las primeras horas de la noche, en mo­mentos en que estaba desempeñando el puesto de miembro del Jurado de Votación.»Esta disposición de la Asamblea del Departamento del Valle se ha reputado como violatoria de los artículos 145, 198 y 98, ordinal 2?, de la Ley 4  ̂de 1913, y del artículo l 9 de la Ley 71 de 1916. tanto por el demandante como por el T r ib u ­nal del conocimiento.Agotada ya la tramitación que corresponde observar en el Consejo, es llegado el caso de examinar si el asunto es o nó revisable en el fondo, y a ello ste procede.Como base de todo juicio debe estudiarse primordial­mente lo relativo a la jurisdicción. En el presente negocio hay que tener en cuenta que ninguna de las partes apeló oportu­namente del fallo, y que éste se dictó en virtud de la acción privada ejercida por el Municipio de Vijes, en defensa de sus derechos. Po r  tanto, es necesario dilucidar si la consulta or­denada por el Tribunal Administrativo sentenciador está fundada en la ley, porque de lo contrario el Consejo carecería de jurisdicción para revisar lo resuelto por dicha entidad.Los bienes de los Municipios pueden dividirse en bienes fiscales y en bienes de uso público. Dentro de la primera categoría se comprenden todos aquellos que constituyen lo que pudiera llamarse el patrimonio privado de los Distritos, y dentro de la segunda, aquellos cuyo goce pertenece a todos, como los caminos, las plazas, etc. Hecha esta distinción, es claro que si una ordenanza departamental, contra expresas disposiciones legales— como se ha sostenido en el presente caso, -  decreta la condonación de una suma debida al Tesoro de un Municipio, se menoscaba con dicho acto un derecho privado de éste, ya que los bienes y rentas de los Municipios, según el artículo 50 del Acto  legislativo número 3 de 1910, son propiedad exclusiva de ellos «y  gozan de las mismas ga­rantías que las propiedades y rentas de los particulares.»Es indudable pues que la acción ejercida por el Munici­pio de Vijes no es otra que la privada, lo cual se corrobora fijando la atención en el siguiente párrafo de la demandar



DEL, CONSEJO DE ESTADO 97« Y o  Francisco José Chaux, . . .  digo a usted muy res­petuosamente, hablando como apoderado del Municipio de Vijes, del Departamento del Valle . . . »Claramente se ve en este encabezamiento de la demanda, que el doctor Chaux no es más que un mandatario del expre­sado Distrito, y que no hace uso de acción popular.Ahora bien: demostrado, como era fácil demostrarlo, que en el presente caso no se trata sino de la acción privada, y teniendo en cuenta que las partes interesadas en el juicio no apelaron de la sentencia, el Tribunal Administrativo no ha debido ordenar la consulta del fallo, desde luégo que sobre el particular existe el artículo 71 de la Ley 130 de 1913, que de manera clara y expresa establece lo siguiente:«S i una ordenanza o una providencia cualquiera de una Asamblea Departamental se estima violatoria de la Constitu­ción o de la ley, en el concepto de ser lesiva de derechos civi­les, sólo la persona o personas que se crean agraviadas pueden entablar el juicio administrativo encaminado a obtener la de claración de nulidad. Por  tanto, en este juicio intervienen únicamente, como partes, tales personas y el Agente del Mi. nisterio Púb ’ico, y en él no hay lugar a la consulta de que trata el artículo 66.»Ante la disposición transcrita, debe concluirse que, ha­biéndose ejercitado la acción privada en el juicio seguido por el apoderado del Municipio de Yijes, y no habiendo apelado las partes, el Consejo de Estado carece de jurisdicción para revisar la sentencia materia de la consulta.Por  lo'expuesto, la Sala de lo Contencioso Administrati­vo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve inhibirse de revisar el fallo dictado por el Tribunal Seccional Adminis trativo de Popayán, el 18 de octubre del año de 1924.Cópiese, notifíquese, comuniqúese a quienes correspon­da, devuélvase el expediente al Tribunal de origen y pu- blíquese esta Resolución oportunamente en los Anales del Consejo.S i x t o  A . Z e r d a — M a n u e l  Ji m é n e z  L ó p e z — S e r g i o  A. B u r b a n o  - J o s é  A . V a l v e r d e  R .— Alberto Manzana- rez V., Secretario.



98 ANALESS E N T E N C IAen la demanda sobre nulidad y revisión de las Resoluciones números 43 y 442, de fechas 25 de enero y 3 de marzo de 1922; 72 de 14 de noviembre de 1923, y 52 de 30 de enero de 1925, del Ministerio de Agricultura y Comercio.(Consejero ponente, doctor Jiménez López).Consejo de Estado— Sala Trial de lo Contencioso Administrativo—Bogotá, sep­tiembre veinticinco de mil novecientos veinticinco.Vistos: El doctor Manuel Vicente Jiménez, en su propio nombre y como apoderado de la sociedad denominada The Colombia Railways &  Navigation Company, Limited, de­mandó el 27 de mayo último la nulidad y revisión de las si­guientes Resoluciones, pronunciadas por el Ministerio de Agricultura y Comercio y por el Ministerio de Industrias:« « )  La  Resolución número 43. fechada el 25 de enero de1922, por la cual se dispuso suspender definitivamente las adjudicaciones de baldíos solicitadas por The  Colombia Rail­ways &  Navigation Company, Limited, y por el señor Antonio Borda Carrizosa.«b) L a  Resolución número 442, fechada el 10 de marzo del mismo año, que negó la revocación de la precedente.«c )  La  Resolución número 72, de 14 de noviembre de1923, por la cual se negó el Ministerio a revocar o declarar nula la Resolución número 442.<cd) La Resolución número 52, de 30 de enero de 1925, que confirma las tres Resoluciones ya mencionadas.»Por  auto de 9 de junio del corriente año el señor Conse jero sustanciador admitió la demanda y reconoció al doctor Manuel Vicente Jiménez como apoderado de la sóciedad de­mandante.Como el señor Fiscal pidiese oportunamente revocación de tal auto, fundado en consideraciones que se examinarán adelante, hubo de reformarse del modo siguiente:«Adm ítese la demanda propuesta por el doctor Manuel Vicente Jiménez en su propio nombre, sobre revisión y nuli­dad de las Resoluciones núm eros....... y no se admite la de­manda en cuanto a la revisión y nulidad de la Resolución número 442, de 10 de marzo de Í922, del Ministerio de A g r i ­cultura y Comercio, por no haberse acompañado, como lo «x ige  la ley.»«N o  se admite la demanda propuesta por el doctor Jimé­nez en nombre de T h e  Colombia Railways &  Navigation



DEL CONSEJO DE ESTADO 99Company, Limited, porque no se ha acreditado la personería de tal sociedad, y por lo mismo tampoco puede reconocerse al doctor Jiménez como apoderado de ella.»De esta providencia apeló el interesado, y en 4 de julio se le concedió el recurso.Posteriormente, el doctor Jiménez sustituyó el poder es­pecial que le había conferido la sociedad demandante, en el doctor Rubén Jaramillo Arango, y al mismo tiempo le otor­go poder para que lo representase en el mismo juicio, en cuanto fue propuesto en su propio nombre.A l  memorial respectivo recayó auto en que se reconoce al doctor Jaramillo A rangocom o apoderado del doctor Jiménez, y respecto de la sustitución, se dispuso lo que en seguida se transcribe:«N o  puede reconocerse al doctor Jaramillo Arango como apoderado sustituto de T h e  Colombia Railways &  Navigatioo Company, Limited, por no haberse reconocido al doctor Ji­ménez como apoderado de dicha Compañía.»Contra este auto se interpuso también apelación.Cumple pues a la Sala resolver sobre las dos apelaciones aludidas, y para ello se considera:A  dos cuestiones pueden reducirse los puntos que son materia de este recurso de apelación:1* ¿Es necesario acreditar legalmente la personería de una sociedad demandante para que pueda dársele curso a la de­manda que inicie por la vía contencioso-administrativa?2  ̂¿Es indispensable, para admitir una demanda, acom­pañar el acto acusado, en alguna de las formas señaladas en el artículo 55 de la Ley 130 de 1913?Tan to  el señor Fiscal como el señor Consejero sustan- ciador han resuelto de manera afirmativa la primera cuestión, fundados en que el artículo 36 de la Ley 40 de 1907 enseña que «para el solo efecto de reconocer en juicio la personería jurídica de las sociedades y la representación de sus admi­nistradores, se admitirán también como prueba las copias de los extractos de las escrituras sociales expedidas por el Secre­tario del Juzgado en donde el extracto hubiere sido registra­do»;  y en que, de acuerdo con el artículo 6? de la Ley 20 de1923, sobre timbre y papel sellado, las copias de esos extrac­tos deben ir en el papel correspondiente, so pena de no ser admitidas para obrar en juicio, según lo preceptúa el artículo 8*? de la Ley citada.



100 ANALESEn el presente caso, el apoderado de la Sociedad deman­dante tan sólo acompañó unos números del Diario Oficial, en los cuales corren publicados los extractos de los Estatutos de la Compañía. Es verdad que después de concedidas las apelaciones se ha allegado a los autos el extracto de la escri­tura social de la Compañía, en la forma prescrita por el a r ­tículo 36 de la Ley 40 de 1907, pero para efectos del recurso, la Sala de Decisión debe situarse en las mismas circunstan­cias en que se pronunciaron las providencias apeladas; por tal razón, no es dable apreciar otros documentos que los que figuraban al tiempo de dictar los autos recurridos.Es principio consagrado por el artículo 466 del Código Judicial, que «la personería no necesita acreditarse cuando se demanda en causa propia.» Pero cuando se demanda a nom­bre de otra persona, sea ésta natural o jurídica, no puede procederse mientras el apoderado o representante no acredi­te previamente la legitimidad de su personería. Cuando se trata de un poder conferido por una persona natural, como ésta tiene existencia independientemente de la ley, bastará que el poder se haya otorgado y presentado en debida forma para que se acepte la personería del* apoderado. N o  sucede lo mis­mo cuando se demanda como representante o apoderado de una sociedad, porque é~ta, como persona jurídica que es, no tiene existencia sino en viitud de la ley, y por ta n to , es nece­sario establecer previamente esa existencia para qu i puedan admitirse las gestiones judiciales que se pretenda iniciar.Además, en los juicios contencioso-administrativos, des de luégo que no hay lugar a proponer excepciones, importa es­tablecer desde un principio la personería de las entidades ju r í­dicas, a fin de evitar la nulidad de las actuaciones, y a forliori, cuando en nuestra legislación procesal existe el principio de que la ilegitimidad de la personería es causa de nulidad en todos los juicios. (Artículo 123 de la Ley 105 de 1890).Y  no se diga— como lo dice el doctor Jaramillo Arangoen su alegato sustentatorio del recurso— que «no parece ló­gico, ni racional, ni jurídico, que desde el primer momento se deseche la demanda por no haberse llevado junto con ella el extracto social expedido por el funcionario que indica la ley, porque si a la demanda fuera necesario acompañar ese docu­mento, así como también las pruebas que constituyen el fun­damento del derecho incoado, entonces el término de prueba no tendría razón de ser ni fundamento filosófico alguno, ca­recería de sentido y de alcance práctico.» Esta manera de ar­gumentar se extiende demasiado, pues no se ha sostenido



DEL CONSEJO DE ESTADO 101ni se podría sostener que deban acompañarse con la deman­da todas las pruebas; es cosa muy distinta que por razones obvias y legales se pida que una sociedad demandante acre­dite desde un principio su personería, y el querer aplicar esta misma doctrina a toda clase de pruebas. Po r  consiguiente, el argumento del recurrente ha probado demasiado.Ahora, una vez sentado que la Sociedad demandante de­bía comprobar su existencia desde la iniciación de la deman­da, es fácil concluir que esa comprobación tiene que sujetar­se a las reglas consignadas en la ley, especialmente en la de timbre y papel sellado. Huelgan pues más observaciones so bre el particular.Resta analizar la segunda cuestión propuesta anterior­mente, o sea la de saber si se necesita acompañar los actos acusados, a la demanda, para poder darle curso a ésta.A  este respecto, la disposición contenida en el artículo 55 de la Ley 130 de 1913 es terminante; sólo en el caso de que el acto no haya sido publicado y que la autoridad o em­pleado que debió dar la copia, no haya querido expedirla, se puede dar curso a la demanda, pero siempre que el deman­dante exprese dicha circunstancia. Con toda razón ha sido por consiguiente no admitida la demanda contra la Resolu­ción número 442 de 10 de marzo de 1922, comoquiera que no fue adjuntada en ninguna de las formas señaladas en el ar­tículo citado, ni se expresó en el libelo la circunstancia única que puede suplir la no presentación del acto o actos que de­ben revisarse.Por  último, conviene observar que no habiéndose pro­bado la existencia de la Compañía que otorgó el mandato al doctor Jiménez, no podía reconocérsele el carácter de apode­rado de ella, y lógicamente, tampoco podía decretarse la sus­titución de dicho poder en la persona del doctor Jaramillo Arango.En virtud de las consideraciones precedentes, la Sala Tria l de lo Contencioso Administrativo, administrando justi­cia en nombre de ia República y por autoridad de la ley, confir ma los autos apelados y resuelve que se devuelvan al recurrente los documentos probatorios presentados después de concedida la última apelación, para que haga de ellos el uso que creyere conveniente, ante el respectivo Consejero sustanciador.Cópiese, notifíquese y publíquese en los Anales.M a n u e l  Ji m é n e z  L ó p e z — Jo s é  A . V a l v e r d e — S ólo autorizo con mi voto la parte del auto precedente en cuanto



102confirma la parte del auto de 23 de junio, que dejó de admr tir la demanda en cuanto a la Resolución número 442 de 10 de marzo de 1922; en todo lo demás estoy en desacuerdo con la mayoría de la Sala Trial, S lX T O  A. ZE R D A  —Alberto Manzanares K ,  Secretario en propiedad.S E N T E N C IA .que confirma la del Tribunal Seccional de Bogotá en la demanda del sefior Adolfo Espinosa, sobre varias exprqpiaciones.(Ponente, doctor José A. Valverde R.).Consejo de Estado—Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, catorce de octubre de mil novecientos veinticinco.Vistos: La  Ley 38 de 1918, «sobre la manera de hacer efectivo el derecho de indemnización por expropiaciones ejecu­tadas por autoridades administrativas,» ordena:«Artícu lo 1° De ias expropiaciones, así como de los daños en propiedad ajena, por órdenes o providencias administrati­vas nacionales, fuera del caso previsto en el artículo 33 de la Constitución, será responsable la Nación cuando haya redun­dado en provecho suyo.«A rtícu lo  2® El Consejo de Estado conocerá de las re­clamaciones que se intenten contra la Nación por los hecho» de que trata el artículo anterior.«A rtícu lo  7® Las disposiciones de la presente Ley se ha rán extensivas a los Departamentos y a los Municipios cuando- sean ellos los que se hayan aprovechado de la propiedad par­ticular. La  jurisdicción en estos casos corresponde en primera instancia a los Tribunales Seccionales de lo Contencioso A d .  ministrativo, y en segunda, al Consejo de Estado.»A l amparo de las disposiciones legales transcritas, el se­ñor Adolfo Espinosa, en libelo datado el día 24 de mayo del año pasado, ocurrió al Tribunal Seccional Administrativo de Bogotá, y dijo:«Primero. Que el Departamento de Cundinamárca está en la obligación legal de reconocerme y pagarme, dentro del término que fije la sentencia, el valor de noventa y  tres libras de esencia de anís (anetol) que me expropió por medio de re­soluciones administrativas y actos de sus agentes en Girar- dot, apoyado en ordenanzas, decretos y resoluciones expedidos por la entidad de derecho público denominada Departamen­



DEL CONSEJO DE ESTADO 103to de Cundinamarca. El valor de las citadas noventa y tres libras de esencia de anís será fijado en la sentencia de acuer­do con las pruebas que arojen los autos, especialmente el dictamen de peritos.«Segundo. Que el mismo Departamento de Cundinamar­ca debe pagarme el valor de los perjuicios, cuya cuantía será determinada durante el juicio por peritos, que me ha ocasio­nado con la expropiación arbitraria que rae hizo, por medio de sus agentes, de noventa y tres libras de esencia de anís (anetol), que retiene el citado Departamento de manera inde­bida, así como los perjuicios que rae ha ocasionado con la aplicación de la ordenanza, decretos y resoluciones que enu­meraré en las peticiones subsidiarias de esta d e m a n d a .«Tercero. Que en subsidio de las dos peticiones a n te n o  res, se declaren nulas, por el concepto de violar derechos ad quiridos, las siguientes disposiciones administrativas:«a )  La  Ordenanza número 28 de 1922, expedida por ¡a Asamblea de Cundinamarca.«¿ ) El Decreto número 227, de 26 de octubre último, dic­tado por la Gobernación del Departamento.«c ) La  Resolución de la Gobernación, de fecha 23 de fe­brero de 1923.<zd) La Resolución número 51, de 19 de diciembre de 1922, dictada por el Visitador de Rentas del Círculo de Girardot; y«e) El Decreto número 55 del corriente ano, dictado por la Gobernación de Cundinamarca y publicado en el número 3392 de la Gaceta de Cundinamarca.«Cuarto. Para el supuesto de que se decrete solamente la petición subsidiaria, pido que se disponga en la sentencia definitiva me sea devuelto el total de las noventa y tres libras de esencia de anís (anetol), y que se me permita disponer de ellas libremente.«A poyo  la presente demanda en los artículos 1° y 7° de la Ley 38 de 1918, y en la Ley  130 de 1913 y demás disposi­ciones concordantes, así como en las disposiciones constitu­cionales que garantizan la propiedad privada y los derechos adquiridos, y sus concordantes del Código Civil.»Y  como fundamentos de hecho preciso del anterior peti­torio, el señor Adolfo  Espinosa adujo los siguientes:«Primero. P o r  el vapor Tivives, procedente de Nueva York, y que llegó a Puerto Colombia el 8 de marzo de 1915, introduje ciento cincuenta y cuatro kilos de esencia de anís (anetol), de acuerdo cou ía factura consular expedida en



104 ANALESNueva Y o rk  el 23 de febrero de 1915, y cuyo despacho rae hicieron los señores George Lueders &  Company, introduc­ción que acredito en el manifiesto de aduana que original acompaño y con la factura de la Casa despachadora.«Segundo. Dicha esencia de anís (anetol) fue despacha­da a Girardot por los señores Pineda López &  Compañía en el vapor H. Montoya, según lo acredito con el conocimiento de embarque que acompaño y con las cartas de los señores Pineda López &  Compañía, remisores de los documentos res pectivos.«Tercero. Tan  pronto como el artículo llegó a Girardot, cumplí con las leyes sobre impuesto de consumo nacional, dando el correspondiente aviso al Administrador Subalterno de Hacienda Nacional de Girardot, pagando los impuestos.«Cuarto. De los ciento cincuenta y cuatro kilos de esen­cia de anís (anetol), a que se refieren los hechos anteriores, había dispuesto, hasta el día 19 de diciembre de 1922, decien­to cuatro kilos, quedándome una existencia en ese día de cin­cuenta kilos, o sean cien libras, las cuales tenía distribuidas así: en Girardot, diez y seis kilos, o sean treinta y dos libras, y en Honda, treinta y cuatro kilos, o sean sesenta y ocho li­bras, existencia que concuerda con la anotada en los libros de la Administración Subalterna de Hacienda Nacional de G i­rardot, de acuerdo con las disposiciones que regulan el im­puesto de consumo nacional.«Quinto. En el año de 1922 dictó la Asamblea de Cun- dinamarca la Ordenanza número 28, cuyo artículo único dice:“ La  Gobernación vigilará la venta de anís.”«Sexto. Con fecha 26 de octubre de 1922 dictó la G o ­bernación del Departamento de Cundinamarca el Decreto número 227, “ por el cual se reglamenta el expendio de anís, ”  Decreto en el cual el señor Gobernador usurpa funciones y viola la ley, como lo demostraré en la parte jurídica de esta demanda.«Séptimo. Con fecha 19 de diciembre de 1922 el señor Visitador de Rentas del Círculo de Girardot, ejnpleado de­partamental, dictó la Resolución número 51, por la cual apli­ca las disposiciones del Decreto citado en el hecho anterior a todas las existencias de esencia de anís que haya dentro del territorio de la jurisdicción de este Círculo.«Octavo. Ta l Resolución fue notificada por la Alcaldía de Girardot el día 23 de diciembre de 1922, y ante dicha en­tidad comprobé la procedencia legítima de la esencia de anís



DEL CONSEJO DE ESTADO 105(anetol) que conservaba en mi poder, tanto en Honda como en Girardot.«Noveno. El mismo 23 de diciembre de 1922 denuncié, en cumplimiento de la disposición citada en el puuto anterior, la cantidad de cien libras de anís (anetol), ante el señor C o ­lector de aquel Municipio, quien expidió la guía de amparo número 5, quedando comprendida en el denuncio la existen, cia que estaba en Honda.«Décimo. A  pesar del denuncio anterior, el señor Colec­tor de Girardot me decomisó, el día .. de enero del corriente año, la cantidad de sesenta y siete libras de esencia de anís (anetol), que estaban debidamente denunciadas y ampara* das, las cuales traje de Honda para reunirías a las que tenía en Girardot.«Undécimo. Para completar la expropiación que denun­cio, el señor Colector de Rentas de Girardot tuvo a bien exi­girme le entregara el resto del anetol y darme un recibo, diz­que en calidad de depósito, pero en razón de verdad lo que me hizo fue una expropiación.«Duodécimo. En asocio de otros tenedores de anetol, nos dirigimos ai señor Gobernador reclamando contra el he­cho de haber el señor Administrador del Círculo de Girardot aplicado el Decreto sobre anís a las existencias de anetol, cosa que hicimos por telegrama de fecha 20 de diciembre de 1922, del cual no recibimos respuesta.«Décimotercero. Mi apoderado general, señor Julio N a ­varro, se dirigió al señor Gobernador, en memorial de 18 de febrero, solicitando que se resolviera “ que el anetol introduci­do al país antes de entrar a regir la Ley  que prohibió tal in­troducción, no quedó comprendido entre las disposiciones de los decretos sobre anís, y que por lo tanto los tenedores de tal anetol pueden comerciar libremente con él, y asimismo debe ser devuelto a sus dueños el anetol que les haya sido de­comisado, siempre que prueben ante el Alcalde del respectivo Municipio, o ante la entidad que se designe, la procedencia legítima. En subsidio de la anterior petición, solicitó mi apo­derado se disponga por quien corresponda, se indemnice a los poseedores de anetol el valor de las existencias que tengan, respetando así los derechos adquiridos, garantizados por la Constitución Nacional.”«Décimocuarto. El memorial citado en el hecho anterior fue resuelto por la Gobernación, así: A, del C. de E.—8



106 ANALES‘ ‘Secretaría de Hacienda— Bogotá, 23 de febrero de 1923.“ Dígase al peticionario que por Decreto número 35, de fe cha 18 de los corrientes, quedó prohibida en el Departamento la introducción, consumo y venta de las sustancias denomina­das anetol y esencia de anís. Los individuos que tengan ac­tualmente existencias de tales artículos deben comprobar, ante el Colector del Municipio, que ellas fueron introducidas con anterioridad a la vigencia de las Leyes 78 de 1916 y 113 de 1919, y darán cuenta a la misma Colecturía de las ventas que verifiquen, expresando el nombre y dirección del comprador, la cantidad vendida y el uso a que se le destina, para que se le expida una licencia de consumo al comprador, si la sustan­cia estuviere destinada a usos distintos de la destilación de aguardientes. Los contraventores a dicho Decreto serán cas­tigados como defraudadores de la renta de licores, al tenor de las disposiciones vigentes sobre la materia.“ El Resguardo de las rentas queda autorizado para visi­tar diariamente los locales donde se guarden el anetol y las esencias de anís, confrontar las existencias y controlar la efec­tividad délas ventas.“ Las cantidades de esencia de anís empleadas por los farmacéuticos o boticarios en la preparación de fórmulas me­dicinales, no están sujetas a estas prescripciones.“ P o r  recargo de trabajo en la Imprenta Departamental y exceso de material para la Gaceta de Cundinamarca, no ha sido posible insertar en ella este Decreto: lo será en breve, y entretanto puede verse original en la Secretaría de Hacienda.“José Joaquín Guerra.’*«Décimoquinto. En el número 3392 de la Gaceta de Cun­dinamarca, correspondiente al 28 de febrero del corriente año, se publicó el Decreto número 25, por el cual se dictan al­gunas medidas relacionadas con el anetol y esencia de anís. Cuando este Decreto entró en vigencia, ya se me habían ex­propiado por el Colector de Rentas de Girardot 67 libras de esencia de anís (anetol), y yo había cumplido también con las obligaciones que el dicho Decreto impone al tenedor de esen­cia de anís (anetol).«Décimosexto. El Departamento se ha negado a pagar­me el valor de la esencia de anís (anetol) que me expropió.«Décimoséptimo. Las disposiciones que he dejado citadas y la expropiación de que he sido víctima me han causado per­juicios de que el Departamento es responsable.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 107El actor acompañó a su demanda los documentos que en seguida se enumeran:«a )  El manifiesto de aduana.«¿ ) El conocimiento de embarque.«cj La  correspondencia* de Pineda López &  Co., sobre el particular.«¿z) La  factura de la casa despachadora de la esencia de anís.«e ) L a  Gaceta de Cundinamarca que contiene la Orde­nanza número 28.« f )  Copia auténtica de la Resolución número 51.«g )  Copia auténtica de las notificaciones que se me hi~ cieron de tal Resolución.<h) Copia auténtica de las diligencias de denuncio de la esencia de anís (anetol), hechas ante la Alcaldía y ante el C o­lector de Girardot.<«) La constancia de haber probado ante el Alcalde de Girardot la procedencia legítima de la esencia de anís (ane­tol) que me ha sido expropiada.«/) La  constancia, o sea el recibo del Colector, de que el, 5 de enero me fueron expropiadas 67 libras de anetol.<k) La  constancia de que el 17 de marzo del corriente año me fueron expropiadas 25 libras de anetol.<í) L a  Gaceta de Cundinamarca que contiene el Decre­to número 227, dictado por la Gobernación de Cundina­marca« m) La  Gaceta de Cundinamarca que contiene el De­creto número 35 del corriente año, dictado por la Gobernación de Cundinamarca.« » )  Copia de la Resolución de 23 de febrero del corriente año, dictada por la Gobernación.»Admitida la demanda, se trajeron al debate, por parte del actor, varias pruebas.A  la audiencia pública no concurrieron las partes.Satisfechas las exigencias del procedimiento, el Tribunal a quo desató el pleito así:«Condénase al Departamento de Cundinamarca a pagar al señor Adolfo  Espinosa, vecino de Girardot, la cantidad de noventa y dos (92) libras de esencia de anís o anetol, a la pro­porción de ocho pesos treinta y cinco centavos la libra, sin computar una pequeña fracción, o sea la cantidad de sete­cientos setenta y ocho pesos cuarenta centavos. N o  hay lugar a estudiar las peticiones subsidiarias.»



108 ANALESA  virtud de apelación de las partes, el negocio ha subido al Consejo, y cumplidas todas y cada una de las formalidades del procedimiento, para resolver se considera:De autos aparece:«1° La Asamblea del Departamento de Cundinamarca expidió, con fecha 20 de mayo de 1922, la Ordenanza cuyo artículo único reza:“ La Gobernación del Departamento vigilará la venta de anís.”« Y  la Gobernación del Departamento de Cundinamarca, en desarrollo de la preinserta Ordenanza, dictó el Decreto número 227 de 26 de octubre de 1922, que dice:“ Artículo 1.° Repútanse expendedores de anís todos los individuos que dentro del Departamento comercien en tal ar­tículo.“ Artículo 29 T od o  expendedor de anís tiene el deber de denunciar ante el Colector de Rentas de licores, tabaco y de­güello del respectivo Municipio, las existencias de ese artículo que tenga en su expendio.“ Parágrafo. Con el dato de este denuncio, cuya exactitud se averiguará previamente por el Resguardo, el Colector abri­rá una cuenta al expendedor, cargándole la existencia y las cantidades que introduzca y abonándole las ventas que haga.“ Artículo 3° T od o  expendedor de anís está obligado a dar cuenta a la Colecturía respectiva de las ventas que veri­fique de tal artículo, expresando, en nota de aviso especial, el nombre y dirección del comprador, la cantidad vendida y el uso a que se la destina. En vista de cada nota, el Colector ex­pedirá al comprador una licencia de consumo, si el anís estu­viere destinado a usos medicinales o industriales distintos de la destilación de aguardiente no autorizado.“ Artículo 4? Todo  el que conduzca anís dentro del De­partamento deberá estar provisto de una guía de tránsito, que será expedida por el Colector de donde proceda el carga­mento.“ Parágrafo. Las guías a que se refiere este artículo y el anterior serán suministradas gratuitamente por la Compañía Administradora de las Rentas.“ Artículo 59 T od o  el que conduzca o venda anís sin lle­nar los requisitos de este Decreto, será considerado como de­fraudador de la renta de licores en el caso previsto por el artículo 12, ordinal 23, de la Ordenanza número 63 de 1916,



DEL CONSEJO DE ESTADO 109en concordancia con el ordinal 23 del artículo 13 de la misma Ordenanza, sin perjuicio de la aplicación de las penas señala­das a los cómplices y auxiliadores.“ Artículo 69 El Resguardo de Rentas queda autorizado para visitar diariamente los expendios de anís, confrontar las existencias y controlar la efectividad de las ventas. El expen­dedor que en alguna forma estorbare la inspección del Res­guardo incurrirá de hecho en una multa de veinte pesos oro, que el Alcalde impondrá a petición del Colector.“ Artículo 7.° E l presente Decreto será publicado por bando en todos los Municipios del Departamento, y en carte* Iones, que deberán fijarse en lugar visible de todos los expen­dios de anís, y principiará a regir quince días después de su inserción en la Gaceta de Cundinamarca.’’’«2 ° Luégo, en 9 de diciembre del mismo año (1922), la Visitaduría de Rentas del Círculo de Girardot, a cargo del señor Rafael de J. Díaz, dictó la Resolución 51, por medio de la cual se dispuso:“ Aplícase en todas sus partes el Decreto número 227 de 26 de octubre último, dictado por la Gobernación del Depar­tamento en desarrollo de la Ordenanza 28 de este año, a todos los expendios de anetol y de esencia de anís que haya dentro del territorio de la jurisdicción de este Círculo.“ En consecuencia, todos los tenedores del artículo men­cionado están en la obligación de denunciar sus existencias en las respectivas Colecturías, y quedan sometidos en un todo a las disposiciones del Decreto mencionado.“ Los señores Colectores del Círculo quedan en la obliga' ción de dar estricto cumplimiento a esta Resolución, la cual notificarán a los tenedores de los artículos de que ella trata, por medio de las respectivas Alcaldías, tan luégo como llegue a su conocimiento, procediendo en su ejecución de conformi­dad con las instrucciones que tienen recibidas para el control del expendio de anís.“ Póngase en ejercicio inmediatamente.”«3.° En 23 de diciembre del citado año de 1922 el señor Adolfo  Espinosa, de conformidad con la Resolución arriba ci­tada, denunció ante la Colecturía de Rentas de Girardot sus existencias de anetol.« L a  diligencia respectiva dice:“ 5. Adolfo  Espinosa. Hoy 23 de diciembre de 1922 se presentó ala Colecturía de Rentas de este Municipio el señor



110 ANALESAdolfo Espinosa con el fin de denunciar su existencia de ane­tol que posee en su establecimiento, situado en la carrera 4*, números 85 y 87, de esta ciudad, de conformidad con lo que dispone el artículo 2.° del Decreto número 227 de 26 de octu­bre, de la Gobernación del Departamento, y la Resolución 51, de 19 de diciembre de 1922, de la Visitaduría del Círculo. Confrontada la existencia por el empleado señor Emilio M ar­tínez, resultó la cantidad de cien libras, por la cual el Colector expidió la licencia de amparo número 5.«E l Colector, Emilio A . Trujillo— El denunciante, Adolfo Espinosa V .— Es copia, Emilio A . Trujillo.'"«41? An te  la Alcaldía Municipal de Girardot el señor Adolfo  Espinosa presentó los comprobantes que acreditan la lícita procedencia del anetol denunciado.«5° El señor Adolfo  Espinosa había pagado el impuesto de consumo correspondiente al anetol en cuestión. Dice así el comprobante respectivo:“ El suscrito Administrador Subalterno de Hacienda N a ­cional de Girardot, a petición verbal del señor Adolfo  E s ­pinosa, “ c e r t i f i c a :“ Primero. Que según guía expedida en la Aduana de B a ­rranquilla el 18 de febrero del año de 1917, le llegaron al ex­presado señor Espinosa cuatro cajas conteniendo esencia de anís con peso de 260 kilos brutos, en junto; y“ Segundo. Que según las órdenes números 119, 131 y 137, de fechas 8, 22 y 25 de mayo del mismo año; orden nú­mero 200, de 4 de agosto del mismo año, y orden número 24, de 28 de enero de 1918, pagó la suma de noventa y nueve pe­sos noventa centavos ($ 99-90) moneda legal, valor del im ­puesto de consumo correspondiente a dicha esencia.“ Guillermo E. Gamboa”«6? El día 5 de enero de 1923 el Colector de Rentas de Girardot, señor Emilio A . Trujillo, dos semanas después de haber expedido la licencia de amparo número 5 del anetol de­nunciado por Adolfo Espinosa, privó a éste del dominio de dicho anetol y le dio la siguiente constancia:“ Conste que en la oficina de la Colecturía de Rentas se encuentra detenida una caja con anetol, que contiene sesenta y siete (67) tarros de anetol, que son de propiedad del señor



DEL CONSEJO DE ESTADO 111Adolfo Espinosa, introducido por dicho señor sin previo avi­so ni formalidad alguna.“ Girardot, 5 de enero de 1923. " Emilio A . Trujillo”“ Recibí del señor Adolfo  Espinosa, en calidad de depósi­to, veinticinco tarros de anetol, en la siguiente forma:“ Catorce tarros (14), sin estampillas de ninguna clase; diez (10) tarros con estampillas de treinta centavos; y uno (1) con estampillas de diez]centavos. Un tarro con peso de cuatro­cientos gramos, sin estampilla.“ Girardot, 7 marzo de de 1923.”«79 Para privar al señor Adolfo Espinosa de sus derechos de dominio en el anetol en cuestión, el Colector de Rentas de Girardot obró en nombre del Departamento de Cundina­marca, con el apoyo del Alcalde del mismo Municipio de G i­rardot, y practicó un allanamiento o ronda en el estableci­miento del señor Espinosa, con olvido de las disposiciones legales pertinentes, según lo confiesa el propio señor Colector al pie de un memorial que le dirigiera el señor Espinosa. Dice así el Colector señor Trujillo:“ De las providencias que se dictan para las rondas y de la cual pide copia el solicitante por habérsele practicado una en su tienda de habitación que tiene en esta ciudad, el día 8 de los corrientes, no se hacen por escrito sino que esas órde­nes se dan verbales” ; y«8? Numerosos testigos, que no fueron tachados en fo r ­ma alguna, dan fe de que presenciaron el hecho o acto por medio del cual el Colector de Rentas de Girardot, señor Em i­lio A . Trujillo, privó al señor Adolfo Espinosa del dominio y posesión del anetol de que se viene hablando.»Así, da en los ojos que el Colector de Rentas de Girar* dot, señor Emilio A . Trujillo, le quitó al señor Adolfo  Espi­nosa la propiedad de un anetol de su exclusiva pertenencia, o lo que es lo mismo, le hizo una expropiación, a la cual ha que­rido convertir en el fenómeno jurídico llamado depósito.Ahora bien. Las cosas son lo que son y no lo que apa­rentan o parecen ser. E l depósito es un contrato que requiere, como todo contrato, acuerdo de voluntades. Para que haya depósito ha de haber, necesariamente, depositante y deposi­



112 ANALEStario, quienes, al contraer sus obligaciones respectivas, obran de su propio motivo. En el caso que se contempla (y no se trata del depósito necesario), el Colector de Rentas de Girar­dot, señor Emilio A . Trujillo, en su calidad de tál, dispuso del consentimiento del señor Adolfo  Espinosa, lo cual rebasa los límites de lo verosímil, y lo hizo depositante y se hizo él mismo depositario, lo cual rebasa también los límites de lo verosímil. N i la Ordenanza número 22 de 1922. de la Asamblea del Departamento de Cundinamarca, ni el Decreto número 227 de la Gobernación del mismo Departamento, reglamenta­rio de la Ordenanza dicha, ni la Resolución número 51 de la Visitaduría de Rentas del Círculo de Girardot, autorizan al Colector de Rentas de Girardot para recibir en depósito las existencias de anetol de los tenedores de tal artículo. De for-. ma que lo que hizo el nombrado Colector de Rentas de G i­rardot y llamó depósito es una expropiación monda y lironda.Viene de perlas reproducir, en su parte pertinente, el informe rendido a la Sala por la Gobernación del Departa­mento de Cundinamarca, a virtud del auto para mejor pro+ veer de fecha 30 de mayo del año en curso.Dice así: «Número 2628— Bogotá, septiembre 5 de 1925«Señor Gerente de la Compañía Administradora de Rentas de Cundinamarca.En su Despacho.«Acuso recibo de su nota de fecha 3 de los corrientes, de cuyo contenido me he impuesto, no sin suma extrañeza, por­que es muy raro que la persona que la suscribe, señor R am í­rez Villegas, quien desempeñó el cargo de Administrador General de las Rentas, ignore o pretenda ignorar la existen­cia de un Decreto dictado a solicitud de la Compañía que ma­nejó las rentas hasta el 16 de abril últimó, y afirme que no tie­ne conocimiento de actos que ejecutaron sus subalternos en el Círculo de Girardot, señores Rafael de J. Díaz y Emilio A . Trujillo, cuando decomisaron una existencia de anetol del señor Adolfo  Espinosa. P o r  mi parte, rotundamente afirmo que la Compañía Administradora de Rentas de Cundinamar­ca sí tuvo noticia del Decreto relacionado con el anetol y las esencias de anís; que el proyecto respectivo fue formulado por ella y sometido a estudio de la Gobernación; que los señores Díaz y Trujillo eran empleados de la Sociedad de que se tra­ta; que el decomiso fue hecho por ellos, a quienes se les co­municó el Decreto en cuestión; que obraron en su carácter de



DEL CONSEJO DE ESTADO 113Visitador y Colector de Rentas de Girardot, estando obliga­dos a obedecer las órdenes que les comunicaba la Gerencia y Administración General de la Compañía, y que ésta tuvo pie. no conocimiento de que el anetol del señor Adolfo  Espinosa había sido decomisado. Y  el suscrito hace estas afirmaciones, porque en ese entonces desempeñaba la Secretaría de Hacien­da de Cundinamarca y recuerda muy bien todas estas cosas. A s í  pues, para este Despacho ha sido causa de profunda sorpresa la manifestación de ignorancia completa y total des • conocimiento de los hechos que, en nombre de la Gerencia de la Compañía Administradora de Rentas de Cundinamarca, hace el señor Ramírez Villegas, pues tiene el convencimiento de que esa afirmación no está acorde con la realidad de los hechos, y se hizo de seguro y únicamente para evitarse posi­bles responsabilidades pecuniarias en lo futuro. Si allá se to ­man el trabajo de examinar los archivos, de seguro serán hallados todos los comprobantes de las afirmaciones que hago en la presente nota.«Soy  de usted atento, seguro servidor, el Administrador General de Rentas, «■Agustín Morales O.»Importa ahora absolver, por modo grato a la ley y a la gramática, una cuestión, a saber:¿La  expropiación hecha al señor Adolfo  Espinosa redun­dó en provecho del Departamento que la llevó a cabo?Claro que sí. Toda  expropiación entraña, de suyo, algún provecho para el que hace la expropiación.Provecho, en buen romance, significa:«Beneficio o utilidad que se consigue o se origina de una cosa o por algún medio.»De donde se viene en conocimiento, o se deduce, que el provecho puede ser material o inmaterial, directo o indirecto, mediato o inmediato.La  expropiación hecha por el Departamento de Cundina­marca al señor Adolfo  Espinosa de una cantidad de anetol, sea cual fuere el destino que le diera al mentado anetol, ha redundado en su provecho o beneficio, por la potísima razón de que el Departamento de Cundinamarca, al favor de seve ras disposiciones legales, vigilaba como un peligro, o como un estorbo para sus rentas, el expendio de anís y anetol, y retira­A. del C. de E.—9



114 ANALESdo o eliminado del comercio, por voluntad del Departamento, el anetol del señor Espinosa, desapareció el estorbo o peligro motivo de la vigilancia, hecho que por sí solo constituye o genera provecho o beneficio para el Departamento de Cundi­namarca.Hasta aquí la demanda del señor Espinosa está bien fundada.N o  puede decirse otro tanto respecto del reclamo de per­juicios que hace el demandante.La  Ley 38 de 1918 sólo permite el reconocimiento y pago del valor de las cosas u objetos expropiados. En cuanto al pago de perjuicios, guarda silencio, y mal puede el Consejo salirse de la órbita de sus atribuciones y fallar cuestiones so­bre las cuales la ley no le ha otorgado el mandato de conocer. Eso sí, queda a salvo el derecho del demandante para ejerci. tar ante la justicia ordinaria las acciones que estime proce­dentes.Resta sólo agregar que el Fiscal del Tribunal de Bogotá, doctor Roberto Garavito, con olvido del artículo 43 de la L ey  130 de 1913, no concurrió a la audiencia pública, que se surtió el día 23 de noviembre de Í923, no obstante haber sido noti­ficado oportunamente. Con lo cual ha dado pie a que se le sancione de conformidad con el inciso f ) del artículo 22 de la citada Ley  130.En fuerza de las consideraciones anteriores, el Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, confirma la sentencia recurrida e impone al señor Fiscal doctor Roberto Garavito la pena de apercibimiento por la omisión atrás apuntada.Notifíquese, cópiese, devuélvase y publíquese.S i x t o  A. Z e r d a — Jo s é  A. V a l v e r d e R .— M a n u e l  J i ­m é n e z  L ó p e z —  S e r g i o  A. B u r b a n o — Alberto Manza­nares V., Secretario en propiedad.
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AÑO X I | BOGOTÁ, 15 DE AGOSTO DE 1928 NÚMERO 153SECCION 1̂—CONSEJO PLENOS E N T E N C IA«n  la demanda del señor Aparicio Angel, sobre nulidad de los artículos i.°, - a.° y 3.0 de la Resolución número 123 de 6 de junio de 1924, proferida por el Contralor General de la República.(PoneDte, doctor M anuel Jiménez López).Consejo de Estado Pleno— Bogotá, septiembre primero de mil novecientosveinticinco.Vistos: P o r  escrito presentado el 4 de septiembre último, y en ejercicio del derecho concedido por el artículo 19 de la Ley 109 de 1923 en relación con el 78 y siguientes de la Ley. 130 de 1913, el señor Aparicio Angel demandó la revisión de los artículos l 9, 29 y 3*? de la Resolución número 120 de 6 de junio de 1924, emanada de la Contraloría General de la R e ­pública, y «por la cual se reglamentan las operaciones de re­caudo, inversión y rendición de cuentas de los fondos de laza­retos y se derogan algunas disposiciones de la Resolución número 82 de 14 de abril del mismo año.» Con la demanda se trajo, debidamente autenticado, un ejemplar del Diario Oficial número 19621 de fecha 2 de junio último, en el que se halla publicada dicha Resolución.Expone así el actor las bases de su demanda:« l 9 La  Ley  53 de 1921 creó, con destino al ensanche y mejoramiento de los lazaretos de la República, una renta es­pecial denominada impuesto de sanidad, con cuyos productos, por disposición expresa del artículo 1<? de la misma Ley, seA. dél C. de E .—10



116 ANALESformará un capital cuyos intereses serán aplicados a los fines- con los cuales se crea la renta.«2 ° El artículo 7? de la Ley 86 de 1923 cedió a los De. partamentos los productos de la renta creada por la Ley 53 de 1921, y ordenó que éstos se destinaran primariamente al mejoramiento y provisión de habitaciones para los leprosos de cada Departamento.«3° La  Ley 53 de 1921 y la 94 de 1922 dieron a la S in ­dicatura Central de Lazaretos el carácter de Tesorería Gene­ral del ramo y, consecuencialmente, el de recaudadora central de las rentas de sucesiones y donaciones y de sanidad, así como también el de receptora de todas las sumas que, oficial o particularmente, se destinan a leprosos o a los leprosorios, y en esa condición, las Sindicaturas Departamentales reciben y envían a la Central las donaciones y legados con destino a los lazaretos, y los proventos de los bienes raíces que de tiempo atrás han sido destinados al objeto de beneficencia de ayudar a los enfermos de lepra, o a los establecimientos en donde éstos se recluyen.«4? El aparte segundo del artículo 1? de la Ley 53 de1921 previene terminantemente que los Síndicos Departamen­tales envíen a la Sindicatura Central de Lazaretos los pro­ductos de la renta de sucesiones y donaciones, y que la última los remita a los leprosorios con destino exclusivo al pago de raciones de enfermos.«59 Por  medio de los artículos acusados de la Resolución número 120 del presente año, el señor Cóntralor Geneial de la República dispuso que los fondos existentes actualmente en la Sindicatura Central de Lazaretos, como producto del irru puesto de sanidad o de cualquiera renta de lazaretos, ya sea que se hallen en cuentas corrientes o en depósito en los ban­cos, se retiren de allí y se consignen en la Recaudación N a ­cional de Rentas; que de igual modo proceda la Sindicatura Central de Lazaretos con las rentas que recaude en lo suce­sivo; que las Sindicaturas Departamentales consignen lo que recauden por rentas de lazaretos en las respectivas Adm inis­traciones de Hacienda Nacionales, y que de tales fondos úni­camente se deduzcan las sumas a que por honorarios tengan derecho los Recaudadores y las destinadas a anticipos de gas* tos judiciales que hayan de hacerse para obtener el pago de los impuestos.»Las disposiciones constitucionales y legales violadas son, en concepto del demandante y en palabras suyas, las que se transcriben en seguida:



DEL CONSEJO DE ESTADO 117«E l artículo 36 de la Constitución Nacional, que dispuso que ni aun el mismo legislador puede variar el destino de las donaciones intervivos o testamentarias hechas conforme a las leyes para objetos de beneficencia, en cuanto por la Reso­lución número 120 se ordena, sin excepción alguna, que los fondos que recauden la Sindicatura Central de Lazaretos y las Departamentales, ingresen en el Erario Público. Como entre estos fondos se hallan las donaciones y los productos de bie* nes donados destinados por testamento o por acto entre vivo» para los enfermos de los leprosorios, parece evidente que los ar­tículos acusados van contra el precepto constitucional citado.«E l  artículo 1*? de la Ley 53 de 1921, por medio del cual dispuso el legislador que las sumas que se recauden en razón del impuesto sobre donaciones y sucesiones, ingresen a la Sin­dicatura Central de Lazaretos y sean destinadas exclusiva­mente al pago de raciones de enfermos.«E l artículo 99 de la misma Ley 53, que creó el impues­to de sanidad con el objeto de formar un capital cuyos intere ses, obtenidos como productos de depósitos bancarios, deben dedicarse al mejoramiento y ensanche de los lazaretos de la República.«E l artículo 7? de la Ley 86 de 1923, que tedió a los De partamentos la renta creada en la Ley 53 tántas veces citada, destinando exclusivamente sus productos al mejoramiento y a la provisión de habitaciones para los leprosos de cada De­partamento que se encuentran asilados en los lepro=orios. Relacionando el artículo citado anteriormente, 1.° de la Ley 53, con el 7.° de la Ley 86, se ve claramente que la cesión hecha a los Departamentos lo fue en concordancia con el primero de dichos artículos, y que, por lo mismo, quedó viva la disposición de crear con el producto de la renta desanidad un capital, cuyos intereses constituyeron la materia de la ce­sión hecha a los Departamentos.«L o s  dos artículos últimamente citados, por otro aspec­to: si se tiene en cuenta que el producto de la renta de sani.- dad, tanto el que se halla capitalizado y produciendo como el que ingrese en lo sucesivo a las Sindicaturas, se hace ingresar,, mediante los artículos que acuso en el Tesoro general, es decir, a fondos comunes del Erario, dejará de existir el obje to con que se creó el impuesto y el fin a que lo destinaron las- Leyes citadas, tanto más cuanto que la Tesorería de la Re pública no puede reconocer intereses por las sumas que por esta razón ingresen en sus cajas. Deja pues de ¡?er legal e'i cobro del impuesto.



118 ANALES«E l artículo 7<? de la Ley 86 de 1923, en el caso de que se llegue a juzgar que mediante él se hizo una cesión pura y simple de la renta de sanidad a los Departamentos, pues en este evento se contraría abiertamente tal disposición, ya que por las disposiciones acusadas se da a los fondos provenientes de la renta de saneamiento un destino diferente de aquel que le asignó el legislador.«Además, las disposiciones que comento van contra el espíritu que informa el artículo 20 de la Constitución y las leyes que de él emanan, puesto que la Ley  42 de 1923, orgá­nica del Departamento de Contraloría, no trae disposición alguna que: autorice al señor Contralor para determinar las personas o entidades que deben manejar los fondos naciona­les, y mucho menos para dictar disposiciones de carácter sus­tantivo, que, como la acusada, en desacuerdo con las leyes •vigentes, tengan por objeto esa determinación, pues el ar­tículo 52 de la citada Ley no dice relación sino a los fondos nacionales, .fuera de la capital de la República. . . . »L t  demanda fue admitida por auto de fecha 9 de sep­tiembre último, y fijado el negocio en lista por el término le­gal. En el mismo auto se decretóla suspensión provisional de las diligencias acusadas.Señalados día y hora para la audiencia pública, ésta se surtió con intervención del señor Fiscal, cuyo alegato en re­sumen escrito fue luégo presentado oportunamente en la Se­cretaría dé la Sala; En esta misma forma trajo el suyo el demandante. Agotada la tramitación del caso, y siendo an­tes el negocio de la competencia de la Sala de Negocios G e­nerales por disposición del artículo 19 de la Ley  109 de 1923, lioy  del conocimiento del Consejo Pleno en virtud de lo pres­crito por el artículo 2.° de la Ley 22 de 1925, para resolver se considera:Los preámbulos de la Resolución de la Contraloría, en lo pertinente, y los artículos acusados de 1a misma, son del tenor siguiente:«Que él impuesto de sanidad para lazaretos, creado por la L Qy 53 de 1921, fue cedido a los Departamentos por la Ley 86 de 1923, y  que el Gobierno, por medio de los Decretos nú­meros 448 y. 818,del corriente año, dictó las medidas condu­centes al cumplimiento de la Ley últimamente citada;«Que las disposiciones de la mencionada Ley  86 y los De­cretos que la.reglamentan, no pueden tener efecto mientras ¡no se incluya en el Presupuesto respectivo la partida nece­



DEL CONSEJO DE ESTADO 119saria para la inversión o entrega del producto del:rtferido- impuesto, de conformidad con la Ley 86; partida que no se voto­en la Ley 108 de 1923, de apropiaciones para la vigencia en curso, ni se incorporó en el Decreto número 92 de. enero últi­mo, que fijó los cómputos líquidos de dicha Ley ;«Que en tal virtud el producto del impuesto de sanidad para lazaretos, procedente de vigencias anteriores a la de 1924, debe considerarse como producto de una renta nacio­nal, y por consiguiente, ingresar a las cajas de las respectivas oficinas;«Que en cuanto a la presente vigencia, el producto de la misma renta debe continuar ingresando a las cajas naciona­les porque el artículo 14 de la Ley 34 de 1923, “ sobre forma­ción y fuerza restrictiva del Presupuesto Nacional,”  prohíbe destinar para determinados servicios el producto especial de cualquier renta o ingreso, y llevar cuenta especial separada del producto de un mismo ramo de ingreso;«Que han presentado inconvenientes, en cuanto a la des cripción de las operaciones de contabilidad en las oficinas res­pectivas, algunas disposiciones de la Resolución número 82 de 14 de abril último, y«Que corresponde al suscrito, en uso de las atribuciones que le confiere la Ley 42 de 1923, dictar las providencias re­glamentarias de estos puntos, resuelve:«A rtícu lo  1.° Los fondos .que existen en caja en la Sin­dicatura Central o consignados en cuenta corriente o en de­pósito a término en los bancos de la ciudad por el Síndico- Central de Lazareto?, como producto del impuesto de sani dad o de cualquiera renta de lazaretos, en la" presente vi­gencia y en las anteriores, serán entregados a la Recauda­ción Nacional de Rentas, retirándolos en seguida, con tal fin, de los bancos donde se hubieren consignado.«A rtícu lo  2° El producto de la renta de lazaretos será entregado en lo sucesivo, por los Síndicos Departamentales, a las Administraciones de Hacienda Nacional de su respectivo Departamento, y por el Síndico Central, a la Recaudación Nacional de Rentas, semanalmente.«Artícu lo 3° Del producto de la renta de lazaretos sólo se deducirá, para efectos de la entrega de que trata él artículo anterior, el valor de los honorarios de recaudación v los gas tos judiciales que tienen facultad para hacer los empleados del ramo, siempre que tales erogaciones se hallen debidamen­te comprobadas en la forma establecida por la ley. Estos gas­



120 ANALEStos se imputarán a los capítulos y artículos correspondientes a la Ley de Apropiaciones.»Es oportuno añadir a esta transcripción la del artículo4.° de la Resolución acusada, que dice:«Artícu lo  4° El Síndico Central solicitará, mensualmen­te, del Ministerio de Instrucción y Salubridad Públicas, ór­denes de pago de anticipo de fondos, en la cantidad suficiente para cubrir ios gastos presupuestados por la Dirección Gene- ueral de Lazaretos, para el sostenimiento de los leprosos de Agu a  de Dios y Contratación. Y  para el pago de los gastos en el Caño de Loro, el Ministerio mencionado formará una relación mensual de autorizaciones, de acuerdo con el corres­pondiente presupuesto de la Dirección General de Lazaretos, relación que. una vez aprobada, será enviada al Tesorero G e­neral de la República, para que éste ordene al Administrador de Aduana de Cartagena el respectivo traspaso de fondos al Cajero Pagador del leprosorio citado.»El señor Fiscal ha impugnado sin reservas la demanda, sosteniendo la validez del acto acusado en todas sus partes.Para el mejor esclarecimiento del asunto viene al caso una compendiosa relación de las principales leyes tocantes a im­puestos y donaciones en favor de los lazaretos, materia en la cual existe una minuciosa compilación formada en virtud de mandato legislativo por la Sala de Negocios Generales del Consejo de Estado.Fue la Ley 113 de 1890 la que creó el impuesto especial sobre las sucesiones y donaciones intervivos con destino a es­tos importantísimos establecimientos de beneficencia, y de­terminó la forma y proporción en que debía percibirse.La  Ley 28 de 1903 aumentó la renta, puntualizó la ma­nera de su recaudación y prohibió que «por motivo o en caso alguno se destinase el producto de ella a uso distinto, por apremiante que pareciera, de la construcción, conserva­ción y sostenimiento de ios lazaretos.»Ordenó la Ley 53 de 1921 que el impuesto creado por la primera de las dos últimamente citadas «no ingresara a los fondos comunes de la Tesorería, sino que se recaudara por se* parado, conforme a lo dispuesto porHa segunda; y reglamen­tó de nuevo, con especialidad la percepción, manejo y aplica­ción del mismo impuesto.La Ley 86 de 1923 cedió a los Departamentos las rentas creadas por la L>y 53 de 1921 en sus artículos 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16, destinando exclusivamente los productos de



DEL CONSEJO DE ESTADO 121ellas al mejoramiento y a la provisión de habitaciones para leprosos de las respectivas secciones.Ha sostenido la Contraloría, y alega el Agente del M i­nisterio Público, en contra de las pretensiones del deman. dante, y en esto estriba lo principal de la cuestión, que, aun­que la mencionada Ley 53 prescribe que el producto del impuesto sobre sucesiones y donaciones entre vivos no ingrese a los fondos comunes sino a la Sindicatura Central de Laza ­retos en su carácter de Tesorería General del ramo, con el fin de que sea destinado al pago de raciones de enfermos; tal dis­posición fue reformada por los artículos 14 y 42 de la Ley 34 de 1923, «sobre formación y fuerza restrictiva del Presupuesto Nacional,» los cuales preceptuaron la centralización de los fondos nacionales y prohibieron las destinaciones especiales. El primero de estos artículos es como sigue:«Para  los gastos de cada uno de los servicios administra­tivos se abrirán créditos sobre la masa de los fondos del T e ­soro. sin apropiar para el pago los productos de ciertos y determinados ramos de ingresos. En consecuencia, no se lle­varán cuentas parciales separadas de los productos de un mismo ramo.»El segundo de los dichos artículos deroga el T ítu lo  III del Libro n i del Código Fiscal; el artículo 194 del mismo; la Ley 7  ̂ de 1916, y las demás disposiciones contrarias a la misma Ley 34 de 1923.Podría dudarse si los artículos ahora transcritos derogan o reforman de modo tan sustancial la Ley 53 de 1921, en cuanto ella prohibe el ingreso del impuesto sobre sucesiones y donaciones en los fondos comunes, porque Ley posterior a la 34 de 1923, que contiene tales artículos, la 86 del mismo año, cede, en su artículo 7°, a los Departamentos las rentas creadas por la 53, y destina exclusivamente sus productos, como se ha visto, al mejoramiento y-provisión de las leproserías de cada Departamento, y a falta de éstas, a obras de beneficencia, y sólo a ellas; lo que hace pensar que el legislador entendió subsistentes y dejó tales, y aun parece que reafirmara, las dis­posiciones sobre destinación exclusiva y manejo separado del impuesto de que se trata.Pero, por otra parte, no puede desconocerse la tendencia de la legislación fiscal reciente a la unificación de fondos y de ■cuentas, unificación aconsejada por el sentido común y por el ejemplo de las naciones más diestras en la ciencia y el arte de Jas llamadas finanzas, y que favorece con máxima eficacia el



122 ANALESorden en la administración de los intereses públicos, sobre lo- cual, si fuera necesario, sería fácil extender consideraciones y traer testimonios de autoridades nacionales y extranjeras en materias económicas.Es de notarse que la Ley  34,'sobre formación del Presu­puesto, que derogó la 7  ̂ de 1916 acerca de la misma materia, no sin reproducir textualmente, entre otros, el numeral 89 del artículo 3° de ella, ya transcrito, que manda abrir para cada Ministerio créditos sobre la masa de los fondos del Tesoro, sin apropiar determinados ingresos y sin cuentas parciales separadas de un mismo ramo, no reprodujo el inciso segundo de ese numeral, que decía:«Cuando por leyó por contrato autorizado o aprobado por ley, se destinen a determinados pagos los productos tota, les o parciales de ciertos ramos de ingresos, se calcularán pru dencialmente tales productos, gon el fin de .presuponer las partidas necesarias para el cumplimiento de la respectiva ley o contrato.»Circunstancia que parece reforzar la tendencia unificado, ra o centralizadora de fondos y de cuentas de que se habló arriba.Sobre este particular se citan, con oportunidad, a modo de antecedente legal histórico, palabras como las que van a reproducirse de la Misión norteamericana de Hacienda:«E n  concepto de la Misión de Consejeros financieros, el Presupuesto Nacional, para que corresponda a las necesida­des de la economía de un país, debe llenar, entre otros re quisitos esenciales, los siguientes:«4° Que todas las rentas públicas constituyan un fondo común para los gastos del Gobierno, sin hacer distinción es­pecial de ciertos ingresos para erogaciones determinadas, pues con ello se rompen la armonía y unidad fiscales y se estable­cen con frecuencia prelaciones injustas e inconvenientes.«8 ° Que por medio de una contabilidad y una fiscaliza­ción muy exacta y ordenada, se ejecute el Presupuesto en forma tal que se conozcan con exactitud sus resultados, se pre­vengan y corrijan las irregularidades y fraudes, y se pongan en orden la recaudación de las rentas y la inversión de ellas.»La  historia fiscal del país podría suministrar argumen­tos en apoyo de tales observaciones de la Misión norteame-



DEL CONSEJO DE ESTADO 123ricana, sobre todo en lo relativo a aquellas preferencias o pre- laciones injustas; capítulo en que alguna vez ha sucedido hallarse ociosos y acumulados con superabundancia fondos especialmente destinados a ciertas obras, mientras era lamen table la escasez del Tesoro para gastos de suma urgencia. Situaciones de angustia creadas por esa clase de especialida­des han producido en naciones como Inglaterra, bien cono­cidas reacciones de efectos permanentes contra las destina­ciones especiales del Presupuesto. Reconózcase de buen grado y en justicia la honorabilidad y escrúpulo con que en Colom­bia han sido manejados los dineros de los lazaretos; decláre­se que estas instituciones de beneficencia son merecedoras de singulares cuidados, por razones de caridad, de humanidad y de conveniencia nacionales; pero reconózcase al propio tiem po que el principio económico de la unificación y centraliza­ción de fondos y de cuentas es una de las más sólidas bases del buen servicio público.Bueno es observar que la cesión del impuesto de sanidad hecha por la Ley 86 de 1923 a los Departamentos para los fines que ya se han dicho, constituye un crédito que no puede hacerse efectivo sino mediante las respectivas apropiaciones en la Ley de Presupuesto.De todos modos, y cualquiera que sea el sentido en que se tomen las Leyes citadas, es lo cierto que el legislador mis­mo no ha atendido, al menos rigurosamente, a sus propias disposiciones especiales sobre lazaretos en cuanto a la forma­ción de un capital aplicable en sus intereses a la mejora de ellos, ni en cuanto a la cesión del impuesto de sanidad a los Departamentos, con el mismo destino.Sobre lo cual expone el señor Agente del Ministerio P ú ­blico los siguientes conceptos, dignos de ser acogidos:«Se sostiene por el demandante que el artículo 9? déla Ley 53 de 1921 creó el impuesto de sanidad con el objeto de formar un capital cuyos intereses debían aplicarse al ensan­che y mejoramiento de los lazaretos de la República.«Pero  de conformidad con el artículo 22 de la misma Ley  53 de 1921, del producto del impuesto de sanidad en el pri1 mer año de la vigencia de dicha L ey—24 de junio de 1922 a junio de 1928— podía disponerse para gastos comunes de los leprosorios, cosa que así se hizo, como puede verse en las res­pectivas Leyes y Decretos sobre Presupuestos (Leyes 10 de1922 y 7* de 1923, y Decreto número 374 de 15 de marzo de 1923).



124 ANALES« Y  si bien es cierto que del 24 de junio de 1923 al 17 de noviembre del propio año, fecha en que se cedió el impuesto de sanidad a los Departamentos (artículos 79 y 8? de la Ley 86 de 1923), el producto de tal renta ha debido destinarse a formar el capital de que trata la Ley 53 de 1921, es lo cierto que el legislador siguió empleando el tributo para gastos co. muñes de los leprosorios, según puede verse de la Ley de P re ­supuestos de 1923.«De manera que no habiendo apropiado el legislador par­tida alguna en sus presupuestos para formar el capital des­tinado al mejoramiento y ensanche de los lazaretos, la Sindi­catura Central no debe tener en su poder fondos para tales efectos mientras la apropiación no se haga en debida forma, y por lo mismo no puede considerarse violado el artículo 9*? de la Ley 53 de 1921.«Se alega que de acuerdo con los artículos 7° y 89 de la Ley 86 de 1923, desde el 17 de noviembre del mismo año la renta de sanidad se cedió a los Departamentos, y por tanto su producto no tiene porqué entrar al Tesoro Nacional.« A  pesar de que el legislador cedió desde la sanción de la Ley  86 de 1923 el impuesto de sanidad en favor de los Depar­tamentos, es el caso que por otras leyes la Nación ha seguido incluyendo en sus Presupuestos tal renta y apropiando par. tidas para cubrir los gastos comunes de los leprosorios, entre los cuales están los de construcción de edificaciones para en­fermos (Leyes 7  ̂ y 108 de 1923 y Decreto 374 de 15 de marzo de 1923, originario del Ministerio del Tesoro, y 92 de 19 de enero de 1924, procedente del Ministerio de Hacienda y Cré­dito Público).« Y  si esto es así. los fondos derivados del impuesto de sanidad tienen que entrar al Tesoro Nacional y recibir allí la destinación que se les dé, y no pueden ser entregados a los Departamentos mientras por el legislador no se apropie la partida correspondiente para tales efectos, pues es principio constitucional y legal que ninguna erogación del Fisco puede cubrirse sin el cumplimiento de este requisito (artículos 206, 207 y 208 de la Constitución; 260 del Código Fiscal, en la ac­tualidad derogado, y 3°, 4°, 9°, 10, 13, 14 y 18 de la Ley de 1923).»Po r  lo demás, en la Resolución acusada quedan a salvo, por el artículo 49 antes transcrito, las funciones del Síndico Central, Dirección General y demás entidades creadas por la ley para la administración especial de los lazaretos.



DEL CONSEJO DE ESTADO 125Pero la Resolución acusada presenta otro aspecto, tam. bién objeto de la demanda, y es el de las donaciones hechas o que se hagan, conforme a las leyes, por testamento o por acto entre vivos para los lazaretos.En efecto, dice el demandante que se ha violado con la Resolucióu el artículo 36 de la Constitución Nacional, que dispone que ni aun el mismo legislador puede variar el desti­no de las donaciones intervivos y testamentarias hechas con­forme a las leyes para objetos de beneficencia, y en cuanto por la Resolución acusada se ordena, sin excepción, que los fondos que recauden la Sindicatura Central de Lazaretos y los Departamentales ingresen en el Erario Público, y que como entre estos fondos se hallan las donaciones y los productos de bienes donados, destinados por testamento o.por acto en­tre vivos para los enfermos de los leprosorios, parece eviden­te que los artículos acusados van contra el precepto constitu­cional citado.Conveniente es también sobre este punto reproducir la parte pertinente del importante estudio hecho por el señor Agente dél Ministerio Público, que el Consejo acoge:«E ! actor —dice el señor Fiscal— considera que las dispo­siciones impugnadas violan el artículo 36 de la Constitución, que dispone que ni aun el mismo legislador puede variar el destino de las donaciones intervivos o testamentarias hechas en favor de la beneficencia; pero tales disposiciones no tienen por objeto variar el fin de las donaciones hechas en favor de los leprosorios, sino únicamente disponer que los fondos que de ellas provengan se consignen en la caja común del Estado. Donde se hacen propiamente las destinaciones de esos fondos, es en el Presupuesto de rentas y gastos, en que se da entra­da y salida a las partidas depositadas en el Erario Público.« Y  no se alegue que las donaciones especiales no pueden considerarse como rentas de los lazaretos, porque el Decreto ejecutivo número 291, de 6 de marzo de 1922, originario del Ministerio de Agricultura y Comercio, establece todo lo con­trario, según puede verse en la siguiente transcripción:"Artícu lo  19 Corresponden a los lazaretos de la Repúbli­ca las rentas y contribuciones siguientes:.. .d) Las donaciones que a favor de los lazaretos hi cieren las personas naturales o jurídicas.”« L a  circunstancia de que las donaciones especiales entren al fondo común, no quiere decir que no se destinen al fin para



126 ANALESel cual fueron hechas, señalándose la partida correspondiente en la respectiva Ley de Apropiaciones.«Se  dice que las mismas disposiciones de la Resolución en examen contrarían el artículo 1° de la Ley 53 de 1921, que prescribe que el producto del impuesto sobre sucesiones y do* naciones entre vivos no ingrese a los fondos comunes sino a la Sindicatura Central de Lazaretos, en su carácter de Teso rería General del ramo, con el fin de que fuera destinado al pago de raciones de enfermos; mas tal disposición fue refor mada per los artículos 14 y 42 de la Ley 34 de 1923, que pre­ceptuaron la centralización de los fondos nacionales y prohi­bieron las destinaciones especiales.»A  lo hasta aquí transcrito es muy importante agregar lo siguiente, para mayor inteligencia y apreciación de las cosas:l 9 La  prohibición constitucional explícita y terminante de que el legislador no puede variar ni modificar el destino de ciertas donaciones intervivos y testamentarias, es una im­portante proclamación garantizadora de la libertad indi­vidual. A s í  lo entendieron los constituyentes de 1886, entre ellos el autor de esa disposición especial, que fue el doctor Jesús Casas Rojas, porque era necesario que las generales de­terminaciones de ciertas personas, encaminadas a favorecer ramos tan importantes como la beneficencia y la instrucción pública, no hallasen tropiezo para su estricto cumplimiento, y porque se hacía necesario, a la vez que estimular esos movi­mientos humanitarios, poner el correctivo sobre abusos que quizá más de una vez desnaturalizaron el verdadero carácter y fin de aquellas destinaciones.29 Esa disposición fundamental se encamina a que no se varíen ni modifiquen ciertas destinaciones, lo cual no peca contra el modo como ellas deben cumplirse, porque si la man da es gastada o empleada en aquello para que fue destinada, nadie podrá decir que el destino de ella no fue cumplido, por más que haya pasado por ésta o la otra caja, o por más que habiendo ido a las arcas del Tesoro Nacional se hallase, en ciertas circunstancias, confundida con fondos comunes. Quien en términos generales dona o lega, por ejemplo, una suma para el Lazareto de Agua de Dios, no podrá considerarse de­fraudado, aunque ese obsequio vaya a dar al Erario Nacional, si en definitiva sale de allí con otras sumas a beneficiar el ex. presado Lazareto.Otra cosa sería si habiendo hecho una donación, verbi­gracia, para la edificación de casas al servicio de enfermos de



DEL CONSEJO DE ESTADO 127Agua de Dios, esos fondos así destinados fueran al Erario Nacional y se empleasen luégo en gastos comunes del Laza ­reto, porque entonces el destino, el empleo, el objeto de la donación no se habría cumplido estrictamente, contra el pro­pósito o el fin que tuvo el donante, y contra el categórico mandato del artículo 36 de la Constitución. Esta clase de donaciones modales se cumplen ordinariamente por los inte- resados o sus representantes, pero sería de desearse que para todos estos casos, y en el propósito de su estricta efectividad, hubiese una oficina pública que supervigilase la materia.Por  otro aspecto, y en relación con el primer ejemplo de donación propuesto, precisa considerar que el Lazareto de Agua de Dios, como otros, es un establecimiento público na­cional. El Gobierno lo ha instituido, lo ha organizado y sos­tiene. Consiguientemente, las cosas y sumas que los particu. lares le destinen pura y simplemente, se tornan en públicas, y hace bien el Gobierno en tomarlas y llevarlas a la caja común para ayudar a acrecentar los fondos con que sostiene ese es­tablecimiento, sin que se pueda obejtar que por este hecho el Gobierno ha adulterado la voluntad del que dona o lega.Por  lo demás, en ninguna parte de la ley o en disposición del Gobierno aparece que los legados, herencias o donaciones modales, es decir, con destino especialísimo para objetos de beneficencia, se hayan querido confundir con los caudales pú­blicos ni que el destino de ellos se haya variado, o más con­cretamente, que de esas dádivas a los Lazaretos para empleos especiales se haya querido hacer un acervo para acrecentar la renta general de dichos Lazaretos. Si, pues, el Contralor G e ­neral, en virtud de su Resolución número 120 de 1924, ordena que los fondos que existen en la Sindicatura Central como producto del impuesto de sanidad o de cualquier renta de Lazaretos sean centralizados en su recaudación e inversión y pasen para tales efectos a la Recaudación Nacional de Rentas, debe colegirse que esa determinación no comprende las dona­ciones especiales de que se ha tratado, ni por tanto va en forma alguna contra lo dispuesto en el artículo 36 déla Cons titución Nacional.El legislador ha mostrado celo en el sentido de que los auxilios y subvenciones que la Nación concede a estableci­mientos de beneficencia y caridad no se distraigan para obje­tos distintos de los determinados por las leyes que los conce­den (artículo 18 Ley 36 de 1918). An te  esta disposición, mal podría colegirse que el mismo legislador quiera o consienta



128 ANALESque los fondos que los particulares destinan a esos mismos objetos sean destinados para otras cosas, y mal podría colé* girse también que porque se haya determinado abolir las ca­jas particulares de fondos públicos, se haya querido con ello ir contra la fiel destinación de las mandas de que habla el mencionado artículo 36 fundamental, ni que el Contralor G e­neral haya tenido siquiera ese inconstitucional pensamiento en la Resolución dictada por él.En mérito de las consideraciones que quedan hechas, y procediendo de acuerdo con el parecer fiscal, el Consejo de Estado, Sala Plena, administrando justicia y por autoridad de la ley, resuelve que no son nulos los artículos l?, 29 y 3? de la Resolución número 120 de 6 de junio de 1924, emanada de la Contraloría General de la República.Copíese, notifíquese, comuniqúese a la Contraloría y a todos los funcionarios a quienes se había ordenado la suspen­sión provisional de las Resoluciones demandadas, y publíquese.Firmo, salvando voto en la parte y términos que por se­parado expreso, José Jo a q u í n  C a s a s — M a m u e l  J i m é n e z  L ó p e z — Jo s é  A. V a l v e r d e  R. — S i x t o  A . Z e r d a — R a ­mó n  C o r r e a — G o n z a l o  B e n a v i d e s  G u e r r e r o  — S e r ­g i o  A. B u r b a n o — Angel M . Buitrago M ., Secretario en propiedad. S A L V A M E N T Ode voto de! honorable Consejero Presidente del Consejo de Estado, doctorJosé Joaquín Casas.En cuanto la Resolución acusada, materia de este fallo, se refiera o pueda referirse a las donaciones hechas o que se hagan conforme a las leyes, por testamento o por acto entre vivos, a los lazaretos, me aparto completamente, y no sin pena, del respetable concepto de mis honorables colegas, en fuerza de las siguientes razones:A  mi juicio, en este particular no cabe duda alguna: rige terminante y perentoria la disposición del artículo 36 de la Constitución, cuya letra es:«E l destino de las donaciones intervivos o testamenta­rias hechas conforme a las leyes para objetos de beneficencia o de instrucción pública no podrá ser variado ni modificado por el legislador.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 129T a l es la fórmula definitiva en que adoptó el constitu yente de 1886 el pensamiento del delegatario Casas Rojas, pensamiento que expresado en varias formas sucesivas fue sostenido en más de tres debates por su autor y por los dele­gatarios Caro y Ospina Camacho contra el delegatario Sam- per. Era preciso, según lo expresó el proponente, que ia Constitución declarase que los ciudadanos podían tener se­guridad de que si ellos quisieran destinar sus bienes o una parte de ellos a fomentar la instrucción o la beneficencia, su voluntad sería en todo caso respetada y cumplida; .. ne­cesidad tanto mayor, cuanto fácilmente se comprobaba, con ejemplos innegables, que en lo anterior la voluntad de los tes tadores o donadores que habían querido ceder parte de su fortuna en beneficio de establecimientos de instrucción o de beneficencia había sido frecuentemente conculcada por las le gislaturas. Había por tanto que restablecer la confianza per* dida . . .  De otro lado, no se podría esperar que en lo sucesi­vo hubiera personas que se resolviesen a favorecer con su apoyo establecimientos ae esta clase.Alegaba en contra el señor Samper que la disposición en examen era de materia extraña a la Constitución, por tra­tarse en aquélla de garantir la propiedad privada; de mera legislación civil; de relaciones puramente civiles.Observaba el señor Caro que el artículo era pertinente al título ya en mucha y principal parte discutido y votado, re­lativo a derechos civiles y garantías sociales; que la garantía general de la propiedad asentada en artículo anterior del pro pió título, no era obstáculo para que se garantizara luégo en términos especiales, porque la propiedad, que no es absoluta en todos sus aspectos y manifestaciones de posesión, usu fructo y dominio, está sujeta a la regulación y limitaciones del derecho civil; y si hay casos en que la propiedad en C o ­lombia no ha sido reconocida como ha sucedido con la inte­lectual o literaria, o que las emanaciones de aquel derecho han sido frecuentemente violadas, como ha sucedido con las donaciones y legados benéficos, no había inconveniente algu- no en que la Constitución, por medio de fórmulas concretas como las antes adoptadas en ese título y la propuesta por el señor Casas Rojas, impidiera la continuación del olvido o la repetición del abuso, y que la disposición controvertida podía obrar benéficos efectos morales sirviendo como de estímulo constitucional para que algunos particulares destinaran fon dos a objetos de educación y caridad.



130 ANALESSe encaminan estos antecedentes parlamentarios a de­terminar el propósito garantizador y estimulante que al adop­tar el artículo transcrito guió al constituyente, y a fijar el sentido y el alcance de la disposición en aquél contenida.Conforme a ella los bienes que los particulares destinan por testamento o por donación entre vivos a objetos de edu­cación y de beneficencia son también privados, patrimoniales, civiles, si puede decirse, y no pierden ese carácter por el hecho de la donación o del legado; pasan, sí, en virtud de éste, del dominio del testador o donante al de la institución favorecida, pero no entran ni tienen porqué entrar a ser bienes fiscales, propiedad del Estado, al cual sólo le toca, en obsequio del orden social y como supremo guardián del derecho, velar porque sea respetada la voluntad de quienes, ejerciendo el de propiedad, destinan sus bienes propios a objetos benéficos, y a amparar las instituciones destinatarias; cualquiera otra intervención del Estado en estos objetos sería intrusión usur­patoria de derechos civiles. Podía, en rigor, no haberse dicta­do la disposició i constitucional que se analiza, si no existieran los muy graves motivos que, como se ha visto, la inspiraron; y todavía quedara indiscutible el principio de que los bienes particulares y privados no dejan de serlo por el hecho de des­tinarlos sus dueños a objetos de educación o de beneficencia.La  Resolución demandada no hace expresa mención de tales donaciones o legados hechos en favor de los lazaretos para incluirlos en la orden de concentración de caudales en la Tesorería; pero como tampoco los excluye, y antes bien, la orden está concebida en términos generalísimos, y ha soste­nido la Contraloría—y apoya esa opinión el señor Fiscal— que los fondos provenientes de aquellos actos también deben en­trar en la caja común del Estado, es forzoso reformar dicha Resolución en orden a esos bienes, con la declaración expresa de que ellos no deben ingresar en la masa de los dineros del Tesoro Público, sino quedar bajo el cuidado y administración de las legítimas entidades a quienes corresponda la aplicación de los bienes donados o legados a sus particulares destina­ciones.Opina el señor Fiscal— de cuyo respetable concepto es penoso disentir— que las disposiciones impugnadas no violan el artículo 36 de la Constitución, «porque ellas no varían el fin de las donaciones hechas a las leproserías,» sino sólo man­dan que los fondos provenientes de ellas se consignen en la caja común del Estado, y que donde propiamente se hacen las



DEL CONSEJO DE ESTADO 131destinaciones de esos fondos es en el Presupuesto de rentas y gastos, en que se da entrada y salida a las partidas deposita­das en el Erario Público.Esto es reconocer ya paladinamente que con la inclusión o consignación de que se habla entran a confundirse cauda­les de particulares con caudales públicos, quedan éstos en la masa de fondos apropiables para gastos comunes del Estado, la voluntad de los testadores o donantes sometida a las even­tualidades de la vida pública y a las contingencias de la for­mación del Presupuesto, y el destino de las donaciones y legados gravemente expuesto, no sólo a ser modificado y va­riado, sino de todo en todo desconocido y contradicho. Con semejantes prácticas se haría frustránea la disposición cons­titucional del artículo 36, que, como se ha visto, fue inspirado por un doble propósito de garantía para siempre y de estí­mulo para lo futuro en orden a los grandes intereses de la educación y de la beneficencia. Nadie, en efecto, por mucho que abundara en claridad y patrióticas intenciones, se aven­turaría a ceder su fortuna o parte de ella para obras benéfi* cas, si supiera que sus bienes ib̂ an a quedar como confiscados, confundidos en la masa del Tesoro Público, en el cúmulo dis­ponible para gastos comunes.Pero el principal argumento contra la tesis de la Con­traloría en este punto nace de las disposiciones legales mis­mas en que se apoya, y que son las recientes sobre formación del Presupuesto.La  Ley 34 de 1923, en relación, especialmente en sus ar­tículos 29, 3° y 14, con el Código Fiscal en cuanto éste define la Hacienda Pública y determina los bienes que la forman, y con el artículo 76, inciso 11), de la Constitución, hace ver con toda claridad que la concentración de fondos y de cuen­tas de que trata se refiere a los bienes nacionales, públicos, no a los de carácter particular y privado, como son, según se acaba de ver, los que los particulares destinan libre y g e ­nerosamente a objetos benéficos.N i vale argüir que con señalarse en la respectiva Ley de Apropiaciones las partidas correspondientes a las donaciones especiales, quedan éstas a salvo y cumplida la disposición constitucional que las garantiza; porque hacer entrar en el Fisco, en la caja común de la Nación, los dineros que la cons­tituyen, es ya proceder contra la intención y el fin especial que tuvieron los legadores y donantes, y exponer a contingen­A. del C. de E . - l l



132 ANALEScias legislativas bienes que deben permanecer siempre aje­nos a ellas.Cierto es que el Decreto ejecutivo número 291. de 6 de marzo de 1922, originario del Ministerio de Agricultura y C o ­mercio, determina que «corresponden a los Lazaretos de la R e ­pública las rentas y contribuciones siguientes:... <s.d) Las  donaciones que a favor de los Lazaretos hicieren las perso­nas naturales o jurídicas» ;  cierto que el Decreto ejecutivo número 41, de 10 de enero de 1924, originario del Ministe­rio de Hacienda y Crédito Público, ordena en su artículo 12 que «los ingresos que haya en las oficinas de recauda­ción residentes en la capital, sean del ramo que fueren , sean entregados diariamente al Recaudador General, para los efectos de que trata el artículo 10 del mismo Decreto,» y en éste, que «todas las rentas en dinero que de acuerdo con las disposiciones vigentes deban hacerse en las oficinas residentes en la capital para atender a los gastos del servicio público, después de hechos los gastos ordenados por la Tesorería G e ­neral; remesas provenientes del producto de las rentas, las reciba el Recaudador General.para entregarlas a dicha T e so ­rería»; pero es palmario que tales actos gubernativos (cuya validez o invalidez en el punto de vista de la constitucionali- dad o legalidad no corresponde declarar al Consejo Pleno), en cuanto clasifiquen los fondos provenientes de legados o donaciones de particulares para objetos benéficos entre las rentas, contribuciones o caudales públicos y los confundan con éstos, van abiertamente contra la Constitución, que no permite ni al legislador mismo «variar ni modificar» el sentido de aquellos bienes. A l  Consejo sólo le incumbe calificar la v a ­lidez o invalidez de la Resolución de la Contraloría.P o r  las razones expuestas tengo la pena de apartarme de las opiniones de mis honorables colegas, en este salvamen­to de voto, el cual firmo.Bogotá, septiembre 1.° de 1925.Jo s é  Jo a q u í n  C a s a s —G o n z a l o  B e n a v i d e s  G u e r r e ­r o  — Prohijo los razonamientos del anterior salsamento y gus­toso lo suscribo, R a m ó n  C o r r e a — Ji m é n e z  L ó p e z —Z e r ­d a — V a l v e r d e  R. — B u r b a n o  —  Angel M . Buitrago M ., Secretario.



DEL CONSEJO DE ESTADO 133S E N T E N C IAen la demanda del señor Rafael Castello sobre nulidad de la Resolución nú­mero 9 de 7 de octubre de 1924, proferida por el Contralor General de la Re­pública.(Ponente, doctor Benavides Guerrero).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, septiembre veinte de mil novecien­tos veinticinco.Vistos: en escrito de 7 de noviembre el señor Rafael Castello, hablando en nombre y representación del señor LeoS. Kopp, Gerente de 1a Sociedad Handelen Industrie Maats- chappij Bogotá, demandó ante esta Superioridad la nulidad he la Resolución número 9 de 7 de octubre de 1924, dictada hor la Contraloría General de la República, fundándose en que la providencia mencionada viola los artículos 11 de la Ley 113 de 1919, 2313 y 2315 del Código Civil, y que además es lesiva de los derechos civiles de su mandante.Admitida la demanda, fijado el negocio en lista por el término legal, durante el cual el actor adujo las pruebas que consideró conducentes; verificada la audiencia y recogidas las alegaciones orales que tanto el demandante como el Agente del Ministerio Público hicieran en el referido acto, y no en - c< nt ándose, por otra parte, ninguna causal de nulidad que afee’ ;-- 'U^da la actuación, ha llegado el caso de resolver en deLoitiva, y a ello se procede, teniendo en cuenta las siguien­tes consideraciones:r  -opone el señor Fiscal en su alegato de conclusión, como punto 1e re olución previa, el relativo a la personería del de­mandante, pues considera, y con razón, que siendo causa de nulidad en todos los juicio* la ilegitimidad de la personería de una de las partes, como lo establece el artículo 123 de la Ley  105 de 1$90, en caso de existir la referida nulidad, debe de* cla'rarse ésta previa la tramitación detallada en los artículos ^134 y 135 de la premencionada Ley. El señor Agente del M i­nisterio Público considera que no está justificada la persone­ría del señor Rafael Castello, mandatario del señor Leo S. Kopp, por c ie n to  éste no ha acreditado en el juicio su carác­ter de Gerenl < de la Compañía en cuyo nombre habla. E m ­pero, esta observación no es suficiente para impugnar la per­sonería del antedicho señor Castello, por cuanto de autos consta que el señor Kopp  fue quien solicitó ante la Contraía-



134 AN ALES 'ría General de la República la modificación del aforo verifica­do por la Aduana de Barranquilla sobre las mercancías que él introdujo; y porque, además, tanto en la actuación de la Contraloría como la que se ha surtido ante este Consejo, no ha habido objeción ninguna respecto de la personería del se­ñor Leo S. Kopp. Respecto de la del señor Castello, aparece el poder conferido en legal forma según la escritura número 1476, otorgada ante el Notario 2° de este Circuito con fecha 23 de junio de 1923.Es pues incuestionable que el demandante reúne las con diciones que para todo mandatario judicial exigen las leyes de procedimientos, y por consiguiente no hay lugar a declarar la nulidad alegada. Hecha esta consideración necesaria, se ' reproduce en seguida, para proceder con orden, la Resolución/ de la Contraloría que ha sido objeto de la demanda que mo tiva el presente fallo:«República de Colombia—Departamento de Contraloría— Sección 7.a— Segun­da División— Bogotá, octubre siete de mil novecientos veinticuatro— Nú­mero 9— Jefatura de la Auditoría de liquidación de cuentas anteriores a«E l señor Leo R. Kopp  solicita, en memorial de fecha 26 de marzo último dirigido a la Contraloría, el pago de una consignación que hizo en la Tesorería General proveniente del valor de derechos de importación cobrados de mas por la Aduana de Barranquilla, cuya cuantía asciende a la cantidad de $ 3,759-39.«Dicho señor se presenta en su calidad de Gerente de la Handel en Industrie Maatschappij Bogotá, radicada en esta ciudad.«Funda su solicitud en la disposición consagrada en el artículo 11 de la Ley 113 de 1919, y en documentos auténti­cos que exhibe, los cuales hacen parte del expediente que se ha formado, a saber: / \«T res  libranzas números 269, 2798 y 2855, expedidas en "v/  Barranquilla a favor del Tesoro Nacional por derechos de aduana de mercancías introducidas al país, la primera por $ 1,082-07, de ciento cuarenta y un bultos traí/'os por el va­por Orange Nassau, febrero 17 de 1922; la segunda, por $ 1,082-09, de ciento cuarenta y un bultos importados por el mismo barco; y la tercera, por $ 2,032-21, de c iento treinta y un bultos importados por el vapor Stuyvessat.it, marzo 24 de

1924. (M. Vidal, Examinador)'



\ DEL CONSEJO DE ESTADO 1351923. Esas libranzas las canceló la Tesorería General de la República en noviembre del ano próximo pasado.«Dos manifiestos, los números 181 y 140, correspondien­tes a los vapores enunciados, ;uyo valor asciende aS 4,196-47, monto del precio de las lib cinzas. En esa cantidad está in­cluido el valor pagado de más, o sea la suma de $ 3,759-39,«Dos manifiestos, el número 67 del vapor Stuyvessant, octubre 2 de 1921, y el 163 del vapor Crynssen, abril 21 de 1923, que sirven de término de comparación cuanto al aforo de hierro estañado manufacturado en planchas y varillas para cajas o canastas de portar botellas, usadas en la cervecería Bavaria, de Bogotá. Sirven los manifiestos para justificar que las mismas mercancías, en los primeros se aforó en el nume­ral 948 de la Tarifa, que clasifica azafates o charoles esmal­tados o estañados, $ 0-17 el kilogramo, y en los segundos, en el numeral 1008, que clasifica hierro y  acero forjados, en lingotes, planchas o flejes, redondel, cuadrado, média caña, en escuadra y  en T, a $ 0-01 el kilogramo.« Y  una copia de la escritura pública número 315, de fe­cha 21 de febrero de 1924, otorgada en la Notaría 2^ del Circuito de Bogotá, de protocolización de dos cartas origina­les, dirigida la una por H. C. Bock al Cónsul General de C o­lombia en Hamburgo, fechada en esa ciudad el 29 de diciem­bre’de 1923, y la otra por el Secretario del Consulado General de Colombia en Hamburgo, señor Jaime de Greiff, dirigida al Administrador de la Aduana de Barranquilla en 6 de enero del año en curso; cartas que están debidamente autenticadas y son del tenor siguiente:“ Hamburgo, n  Dishstrrese 29, el 29 de diciembre de 1923. “ Al Cónsul General de Colombia— Hamburgo.“ Muy señores míos:“ Por  carta del 20 de noviembre de 1923 me comunica­ron mis amigos, la Handel en Industrie Maatschappij B o ­gotá, Fábrica de Cerveza Bavaria de Bogotá, que por un error fueron declarados por la An g lo  Colombiana de Comi­siones de Barranquilla las mercancías embarcadas en los va­pores Orange Nassau y Stuyvessant, respectivamente, y detalladas en las facturas de fechas 17 de enero y 21 de fe­brero de 1923, respectivamente, a saber:



136 ANA]'‘Vapor Orange Nassau, 17  de enero de 1923.‘H ierro  estañado manufacturado en planchas y varilla s  p a ra  ca jas de uso d ecervecería.‘Bavaria............Número 5196 a 5300............  105 huacales.‘H. C. B . . . .  Número 5301 a 5318............. 18 cajas.‘Barranquilla. Número 5319.........................  1 ]{0.‘Barranquilla. Número 5324 a 5325. . . . . . .  2 líos.‘Barranquilla. Número 5320 a 5323............  4 cajas.‘Suma ............. .............. 130 bultos.‘ Vapor Stuyvessant, febrero 21 de 1Q23.‘H ierro  estañado m anufacturado en planchas y varilla s  p a ra  cajas de uso decervecería.‘Bavaria........  Número 5738 a 5842............ 105 huacales.‘H. C. B . .  . Número 5845 a 5864. . . . .  22 cajas.‘Suma ................................  127 bultos’“ Como azafates, siendo así que en realidad se trataba de hierro estañado manufacturado en planchas y varillas para cajas de uso de cervecería, como en verdad han*%ido declara­das en la factura consular. Debido a la declaración errónea ha sido cargada la mercancía con derechos que corresponden a la clase mayor de azafates, lo que significa un aumento considerable que ha tenido que desembolsar la Fábrica de Cerveza Bavaria por el error aludido. Tratándose en este caso de una inadvertencia simplemente sin miras de beneficio, no desean mis amigos la Bavaria, dejar de dar los pasos necesa­rios para aclarar este error y para obtener así del Gobierno la devolución de los derechos pagados en exceso. A. este efecto se ha dirigido a mí para que, a mi vez, ruegue a ustedes se sir­van tener la bondad de extender un certificado que exprese:“ 19 Que los dos embarques contenían cajas de hierro, respectivamente; que el contenido declarado en mis facturas consulares, a saber: ‘hierro estañado manufacturado en planchas y varillas para cajas de uso de cervecería,’ es el ver­dadero contenido de los bultos embarcados.“ 29 Que los respectivos vapores no fueron portadores de azafates embarcados por mí y destinados para la Handel en industria Maatschappij Bogotá —  Fábrica de Cerveza



DEL CC?NSEJ°  üfS ESTADO 137Bdnaria de Bogotá— lo q r e hago p o r  la presente, y confío en que ustedes condescenderá? a I1Qi petición, poniéndose así en el caso rie servir a mis í migos'' y quedar deudor de ustedes de ese servicio. i“ Su muy atento seguro 5ervidor y amjigo.‘( F i l i a d o )  H. C Bock“ N o t a —Estas comunicaci&i£S=,de lá  Casa H, C. Bock, de esta ciudad, se refieren a las facturas consulares números 573 y 567 de los vapores Orange Nassau y Stuyvessant, que salieron de este puerto el 17 de enero de 1923 y el 21 de fe ­brero de 1923, respectivamente.“ Hamburgo, 31 de diciembre de 1923.“ P o r  el Cónsul, Luis Sudrez Castillo.“ (Firmado) doctor N. Torres \ ____“ Consulado General de Colombia— Hamburgo— Steintrasse— 14.7— Dirección cablegráfica: Consulvia— Teléfono Alster 9565 N . —Hamburgo, enero 6 de 1924.“ Señor Administrador de la Aduana de Barranquilla:“ Señor Administrador: con la presente le será antregada a usted, debidamente legalizada por este Consulado, una carta de aclaración del señor H. C. Bock, de esta ciudad, relativa a los despachos para la Fábrica de Cerveza Bavaria, de Bogo­tá, efectuados el 17 de enero y el de febrero de 1923, por va­pores Orange Nassau y Stuyvessant, respectivamente; aun cuando en las facturas consulares la declaración fue correcta, los consignatarios en Barranquilla por error declararon la mercancía como azafate, por lo cual han sufrido los destina­tarios graves perjuicios. N o  pudiendo yo dar un certificado en la forma solicitada por el señor Bock, me he limitado a le­galizar su carta, y ál mismo tiempo por la presente me com­plazco en manifestar a usted que la Casa H. C. Bock es co­nocida en Alemania, lo mismo que fuera de ella, como de la más alta honorabilidad. Este Consulado, que de años atrás está en constantes relaciones con la Casa H. C. Bock, tiene de ella y de todos y de cada uno de sus socios el más elevado •concepto.“ Soy de usted servidor muy atento.“ (Firmado) Jaime de Greiff, Secretario.”
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138 ANALES«E n  la forma y modo com *3asa exportadora ha din gidosu carta de aclaración del <je ]a mercancía, plo que en la misma carta se af • <je los documentos presen­tados y de los que /éxistm en C u a d e rn o s  de los vapores c chos, incorporados?en las cuenta^ de abr¡[ y mayGi se obse rva que la declaración está ea « o  t0(j 0 de acuerdo con la del ma nifiesto y de la facthgra co n su la r  g Ue (jjce;“ Hierro estañaido manuf¿ctura(j 0 en planchas, varilla para cajas de uso de cervecería. ”«E l  conocimiento de embarque trae esta otra declaración.‘  '‘Iron boxes fo r  beer bottles.  ’  ’«Traducción: “ cajas de hierro para portar botellas de cerveza.’ ’«P o r  consecuencia de la calificación de azafates que le ha dado la Aduana al artículo importado, y de la aplicación del numeral 948 de la Tarifa  a $ 0-17 el kilogramo, iniciaron el reclamo los interesados, primero ante la Aduana y luégo en la Contraloría.«L a  Aduana, por medio de la Resolución número 463, de fecha 26 de noviembre, negó lo pedido, porque los consignata­rios dejaron transcurrir el término que la ley señala para pro­testar contra la calificación, término que se ha limitado al acto del reconocimiento; y tampoco reclamaron en la oportu­nidad señalada por el artículo 84 de la Ley 85 de 1915; y dice, además, que en la liquidación se omitió imponer la multa que como pena se encuentra indicada en el artículo 66 de dicha Ley, por esa declaración inexacta, en su concepto, de un ar­tículo que paga mayor impuesto en la Tarifa. Y  al efecto, ordenó hacer efectiva la multa a los bultos de la importación de que se trata. La  primera parte de la providencia que se revisa está ajustada a la ley, pero la segunda no; pues el ar­tículo importado cuadra perfectamente con la declaración consular de ser canastas para portar botellas, que han veni­do desarmadas, con sus accesorios para armarlas en los talle­res de la empresa. La  declaración de azafates la hizo la Aduana, no el despachador ni el consignatario; por eso no se accede a penar con multa la declaración del manifiesto, ya que ella no es fraudulenta, desde luégo que el artículo importado no se halla mencionado en las denominaciones de la Tarifa.«Se recibió otro pedimento de los interesados en el sentido de enviar una muestra de la canasta al Jurado de Aduanas



DEL CONSEJO DE ESTADO 139del Ministerio de Hacienda y Crédito Público para que. pre­vio el concepto del señor Merciólogo, se le fijara el impuesto que debiera pagar, por haber tropezado con la dificultad de no encontrar en la Tarifa  de Aduanas numeral alguno adap­table al aforo de las canastas importadas por Bavaria. En verdad la calificación de la Aduana es impropia para un ar­tículo que no tiene las condiciones del azafate o charol, y que por otra parte no está destinado como elemento comercial y sólo sirve de auxiliar necesario en la fábrica para el transpor, te de las botellas.«Consentida la petición, la muestra fue enviada al M i­nisterio, y de allí ha sido devuelta con la nota número 3227 de fecha 19 de septiembre último, que contiene la transcrip­ción de lo resuelto por el Jurado en su sesión del 26 de sep­tiembre, que dice:“ El Jurado, haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 89 de la Ley 117 de 1913, asigna a las canastas arma­das o desarmadas de hierro galvanizado o estañado, barniza­do o nó, para transportar botellas, el gravamen de $ 0-05. por kilogramo. Se advierte que la imposición de este grava, men no tiene efecto retroactivo.”«P o r  último, los interesados, en su memorial de fecha pri­mero del corriente mes, piden la reforma de la liquidación, de acuerdo con el aforo que ha hecho el Jurado de Aduanas, y que se ordene devolver la cantidad a que hubiere lugar, apo­yando su reclamo en los siguientes razonamientos principales:“ Si bien es cierto que la importación se verificó con ante­rioridad a la decisión del Jurado de Aduanas, que motivó el oficio relacionado arriba, evidente es también que al Despacho de usted ocurrimos antes de que fuese estudiada la cuenta mensual de la Aduana de Barranquilla, correspondiente a la época en que se hizo y liquidó la importación aludida. Y  como el artículo 11 de la Ley 113 de 1919 faculta a la Corte para ordenar el pago o reintegro, según el caso, al estudiar la men­sual, cuando notare equivocación o error en las liquidaciones, y al despacho de usted és al que corresponden las funciones de la antigua Corte de Cuentas, esperamos, de conformidad con la equidad y la justicia, se digne reformar la liquidación, de acuerdo con el aforo que ha hecho el Jurado de Aduanas en la sesión del 26 de septiembre último, por haber sido una derivación de nuestro reclamo, y ordenar la devolución a que hubiere lugar.



140 ANALES“ N o  se podrá argüir que la liquidación está bien hecha, porque esté correcta la operación aritmética, pues no se pue­de llamar liquidación la que no es perfecta, y deja de serlo desde el momento en que se tomó por base un error, pues no se tenía siquiera ligera noción del aforo que correspondía al artículo importado.“ Tan  evidente es esto, que el Jurado de Aduanas ha te­nido que legislar sobre la materia y resolver cuál es el grava­men que debe aplicarse, debido a nuestro reclamo, y no te­niendo nosotros responsabilidad alguna en que la deficiencia del Arancel aduanero sea tal que un artículo como el que mo­tivó el reclamo que tratamos no tenga aforo, ni siquiera si­milar. ”«Según lo dispuesto en los artículos 72 y 159 de la Ley 85 de 1915, los reclamos sobre clasificación de mercancías en las aduanas deben hacerse en el acto del reconocimiento, ha­ciéndolo constar por escrito en el manifiesto respectivo. Los interesados no cumplieron con este requisito legal en el caso que se contempla, aceptaron la liquidación de los derechos que les fue formulada por la Aduana y cubrieron el valor de los mismos, por lo cual su solicitud de última hora es extem­poránea y carece de fundamento legal, como con toda razón lo ha declarado la Aduana. Pero los reclamantes invocan en su favor la disposición del artículo 11 de la Ley  113 de 1919, concebida en estos términos:“ La  Sección de la Corte de Cuentas que al examinar la mensual de alguna aduana encontrare que se ha incurrido en error en la liquidación de los derechos de importación, dis­pondrá que por la Tesorería General de la República o por el introductor de las mercancías, según el caso, se hagan los reintegros a que hubiere lugar.”«Com o esta disposición está vigente, y a la Corte de Cuentas la reemplaza hoy la Contraloría, en virtud de lo esta­blecido por la Ley 42 de 1923, corresponde a esta entidad co­nocer del negocio, y a ello procede, mediante las siguientes con­sideraciones:«L a  facultad concedida en el artículo transcrito se refiere sólo a los errores de liquidación de los derechos aduaneros y no a los de clasificación de las mercancías, pues para éstos ha establecido un procedimiento especial la Ley  85 de 1915, sobre aduanas, arriba citada; y aun cuando pudiera argüírse que uno de los elementos indispensables para la liquidación es la clasificación que corresponde alas mercancías importadas cu­



DEL CONSEJO DE ESTADO 141yos derechos se van a liquidar, este argumento puede acep­tarse en aquellos casos en que la clasificación no ofrezca la menor duda al consultar el Arancel, como por ejemplo, clasifi­car zapatos de caucho como calzado de cuero no especificado, y liquidar los derechos conforme al gravamen que correspon­de a este último, pues en ese caso concreto y sus similares no ofrecería duda el conocimiento del error cometido en la clasi­ficación y, por ende, en la liquidación correspondiente.«P o r  otra parte, en el asunto.en cuestión no aparece comprobado oficialmente, ni podría hacerse ahora, que las muestras presentadas por los reclamantes ante el Jurado de Aduanas sean los mismos artículos por cuya liquidación re­claman. Para ello deberían haber dejado las muestras en la Aduana, como lo dispone el artículo 72 de la Ley  85 citada.«Ahora  bien: como antes se dijo, la calificación de aza­fates o charoles que diola Aduana al artículo importado, no está ajustada a lo que comúnmente se entiende por tales efec­tos; pero como las expresadas canastas no se hallan compren­didas expresamente en el Arancel aduanero, la Sección de R e­conocimiento hubo de aplicar el numeral que más se asemeja a dichos objetos, a fin de determinar el gravamen respectivo, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley 117 de 1913, pues lo que constituye la parte principal de la mercan cía de que se trata es un recipiente en forma de bandeja, cha­rol o azafate, y ¡as demás partes son una reja con veinticuatro casillas para sostener las botellas, dos asas o agarradoras y los remaches correspondientes para armar el artefacto, todo d£ hierro galvanizado. También pudo la Aduana liquidar los derechos de importación, de conformidad con lo prevenido en el artículo 8*? de la misma Ley, o aplicar el numeral 941 del gravado con $ 0-20.«N o  es aceptable la pretensión de los interesados de que tales artefactos corresponden al numeral 1008 de la Tarifa, gravados con $ 0-01, pues dicho numeral se refiere claramente a “ hierro y acero forjados en lingotes, planchas o flejes re* dondos, cuadrados, planos, media caña, en escuadra y en T , "  es decir, hierro o acero no manufacturado. Tampoco puede aceptarse la tesis invocada por los mismos, de haber sentado doctrínala Aduana clasificando esos efectos en tal numeral en otras importaciones, pues aparte de no estar comprobado que en ellos se trata de igual mercancía, la misma Aduana varió esa clasificación errada, en lo cual procedió muy cuerda­mente, ya que no sería correcto ni honrado persistir en el



142 ANALESerror una vez conocido. Si errar es propio de la naturaleza humana, la corrección del yerro se impone como natural y justa consecuencia.«L a  Resolución transcrita del Jurado de Aduanas, a que en último terminóse acogen los reclamantes, es improcedente, pues a ella no puede dársele efecto retroactivo. Esa decisión, dictada en virtud de la facultad que al Jurado confiere el ar­tículo 8y de la Ley 117 de 1913, hará en lo sucesivo parte de la Tarifa, mientras el Congreso no legisle sobre el particular, según lo expresa la misma disposición.«E n  mérito de lo expuesto, se resuelve:«N o  se accede a ordenar la devolución de los derechos de importación que se solicita, porque ellos han sido ajustados de conformidad con las disposiciones legales pertinentes; porque no hay error en la liquidación de los mismos, y por­que la extemporánea reclamación está fuera de lugar, como queda demostrado. Tam  poco es el caso de disponer la apli­cación de la multa que insinúa el señor Administrador de la Aduana, porque la declaración de los importadores se halla de acuerdo con la nomenclatura de los artículos importados.«Cópiese, notifíquese y pásese copia al señor Adminis- . trador de la Aduana de Barranquilla para su conocimiento y fines consiguientes.«E l Contralor General, « L e a n d r o  M e d i n a«E l Secretario ad hoc,
«Juan Sicard  ¿7.»Aun cuando el libelo de demanda no establece con la de­bida separación los hechos en que ésta se funda y la causa o razón del derecho impetrado, aquéllos pueden sintetizar­se así:El señor Leo S. K opp  introdujo por la Aduana de B a ­rranquilla hierro estañado manufacturado en planchas y va­rillas para cajas de uso de cervecería, según aparece de la respectiva factura consular. La  Sección de Reconocimiento de la Aduana aforó los artículos introducidos en el numeral 948 de la Tarifa  de Aduanas (azafates o charoles esmaltados o estañados), gravados con $ 0-17 el kilo. Pretende el deman­dante que tal clasificación adolece de error, por cuanto el gra-



DEL CONSEJO DE ESTADO 143vamen que le corresponde al artículo introducido es el señala­do en el numeral 1008 de la Tarifa  (hierro y acero forjados en lingotes, planchas o flejes redondos, cuadrados, planos, media caña, en escuadra y en t ), gravado con $ 0-01 el kilo.Asevera además el demandante que contra la califica­ción hecha por la Aduana reclamó el consignatario de la mer­cancía en Barranquilla, y que aquella entidad negó lo pedido por Resolución de fecha 26 de noviembre, marcada con el nú mero 463, fundándose en que tal reclamación no fue hecha en el término señalado en la Ley 85 de 1915. Como consecuen­cia de esa negativa acurrió a la Contraloría General de la R e ­pública con el objeto de obtener la modificación del aforo en los términos antes expresados, y como consecuencia, la devo­lución de los derechos pagados de más en la referida Aduana, los cuales alcanzan, en concepto del demandante, a la suma de S 3,759-39. El señor Contralor General de la República dictó la Resolución número 9 de 7 de octubre de 1924, que queda transcrita, en la cual no accedió a lo pedido, dejando desde luégo en firme el aforo hecho por la Aduana.Son estos los hechos cardinales de la demanda, y en cuanto a los puntos de derecho, ellos se reducen a los si­guientes:El artículo 11 de la Ley 113 de 1919, que a la letra dice:«L a  Sección de la Corte de Cuentas que al examinar la mensualidad de alguna Aduana encontrare que se ha incurrí do en error en la liquidación de los derechos de importación, dispondrá por la Tesorería General de la República, o por el introductor de las mercancías, según el caso, se hagan los reintegros a que hubiere lugar.«Esta providencia, para que surta sus efectos, se consul­tará con la Sala de Decisión respectiva, y si fuere aprobada, se comunicará para su cumplimiento al Ministerio de H a ­cienda. »Los artículos 2313 y 2315 del Código Civil, que dicen así, por su orden:«S i el que por error ha hecho un pago, prueba que no lo debía, tiene derecho a repetir lo pagado. Sin embargo, cuan­do una persona, a consecuencia de un error suyo, ha pagado una deuda ajena, no tendrá derecho de repetición contra el que, a consecuencia del pago, ha suprimido o cancelado un título necesario para el cobro de su crédito, pero podrá inten­tar contra el deudor las acciones del acreedor.



144 ANALES«Se  podrá repetir aun lo que se ha pagado por error de derecho cuando el pago no tenía por fundamento ni aun una obligación puramente natural.»Como muy bien lo dice el señor Fiscal, toda la cuestión en el fondo se reduce a determinar si la Contraloría, a v i r ­tud de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley  113 de 1919, antes transcrito, puede corregir las liquidaciones de los A d ­ministradores de Aduana en la clasificación de las mercan­cías, o si solamente puede corregir errores en la liquidación del impuesto, que es la tesis sustentada en la Resolución cuya nulidad se pide.Situada la cuestión en este terreno, que es el verdadero, importa fijar la interpretación de la disposición últimamente mencionada, para deducir de allí si el Contralor General de la República procedió o nó dentro de los términos de ese pre­cepto legal.Establecía el artículo 88 de la Ley 85de 1915, que regla­mentó íntegramente la materia sobre régimen de aduanas, lo siguiente:«L a  Sección de la Corte de Cuentas que al examinar la mensualidad de alguna aduana encontrare que se ha incurri* do en error en la liquidación de los derechos de importación, al fenecerla provisionalmente dispondrá, previo acuerdo de la Sala, que por la Tesorería General o por el introductor de mercancías, según el caso, se hagan los reintegros a que hu­biere lugar.«Esta providencia se comunicará para su cumplimiento al Ministerio de Hacienda.»Como la redacción de este artículo comportase algunas dificultades para su aplicación, por cuanto habiéndose e x ­tinguido por virtud de la Ley  36 de 1918 los fenecimientos provisionales en las cuentas mensuales, y además fuese un tanto ambigua la locución «previo acuerdo de la Sala» usada en el artículo 88 últimamente transcrito, el legislador de 1918 creyó conveniente aclarar esta disposición, y al efecto dictó la contenida en el artículo 11 de la Ley 113 de 1919. La  simple lectura de las dos disposiciones demuestra bien a las claras la intención y espíritu de la reforma. Por  una parte se dispuso que las providencias dictadas por el Magistrado examinador de una cuenta y que tuviesen por objeto rectificar las liqui­daciones hechas por los Administradores de Aduanas, no pro*



DEL CONSEJO DE ESTADO 145dujesen efecto sino mediante el recurso de consulta que debía surtirse ante los Magistrados que integraban la res pectiva Sala, y por otra, el que tales providencias no fuesen dictadas en los autos de fenecimiento provisional, conforme al artículo 349 del Código Fiscal, porque tales fenecimientos desaparecieron, como antes se dijo, en fuerza de lo dispuesto en la Ley 36 de 1918; pero ambas disposiciones están acor­des en el principio fundamental de que para que la Corte pudiese ordenar reintegros provenientes de error en la liqui­dación de los derechos de aduana, era menester que tales errores apareciesen claramente en las mismas cuentas rendi* das ante esa entidad. Caso este muy distinto de los contem­plados en los artículos 59. 72, 73, 83 y 159 de la Ley 85 de 1915, conforme a los cuales las reclamaciones contra los aforos hechos por los Administradores de Aduanas o por las Seccio­nes respectivas de Reconocimiento pueden intentarse, dentro de los términos y en la forma allí establecidos, bien sea ante los mismos Administradores o ante el Jurado de Aduanas, ora se trate de errores provenientes de una mala clasificación, ora sea de errores aritméticos que reconocen por causa una mala liquidación.En las reclamaciones que provienen de cualquiera de los dos casos últimamente expresados, tanto los Administrado­res de Aduana como el Jurado de Aduanas tienen necesaria­mente que observar los trámites establecidos en las disposi­ciones de la Ley 85 de 1915, en las cuales se estatuye de manera terminante que la reclamación contra una clasifica­ción de mercancías debe hacerse en el acto del reconocimiento y en sujeción a las reglas establecidas en el artículo 72, con • cordante con el 84 de la propia Ley, cuando la reclamación se hace ante los respectivos Administradores, o bien a más tar­dar dentro de los seis días que el introductor de mercancías tiene para revisar el manifiesto en que consta la liquidación de los respectivos derechos arancelarios cuando se ocurre ante el Jurado de Aduanas.Como se ve, la garantía que en favor de los introducto* res consagran las disposiciones que se comentan debe ha­cerse efectiva mediante la observación de la ritualidad y de los términos allí establecidos, pues el derecho que no se ejerci­ta en conformidad con los procedimientos que la ley establece para cada caso, quedan necesariamente en desamparo, aun a pesar de que él se halle claramente definido en la ley sus. tantiva.



146 ANALESAparece de autos que la reclamación contra el aforo he­cho en la Aduana de Barranquilla, de mercancías introduci­das para la Empresa Bavaria de esta ciudad, no se hizo ante el Administrador de dicha Aduana ni ante el Jurado en la forma y términos de la ley. Por  consiguiente, es claro que dichas entidades no podrían variar dicho aforo sin incurrir en flagrante violación de la ley; y el hecho de que el Jurado de esta ciudad, haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 8.° de la Ley 117 de 1913. hubiese asignado a las ca­nastas armadas o desarmadas de hierro galvanizado, estaña­do, barnizado o nó para transportar botellas, el gravamen de $ 0-05 por kilogramo, por considerar que dicho artículo no se halla comprendido en la Tarifa  aduanera, en nada cambia la situación jurídica de los reclamantes, pues además de que el Jurado declaró expresamente en la última parte de su R e­solución que el gravamen no tiene efecto retroactivo, vale decir que. no pueden acogerse a ellos introductores de mer­cancías ya aforadas en las aduanas. El artículo 8°, que sirvió de fundamento a la Resolución del Jurado, hace ver claramen­te que las decisiones de éste, en quien reside algo así como la potestad legislativa, para el solo caso de gravar artículos que no se hallen expresamente especificados en la Tarifa, tienen necesariamente que mirar al futuro, y en manera alguna pue­den comprender introducciones hechas con anterioridad a ta­les decisiones.Establecidas pues las verdaderas funciones de los A dm i­nistradores de Aduana y de los Jurados de Aduana, en orden a la rectificación o corrección de errores provenientes de liqui­dación o clasificación de mercancías que se introduzcan por las aduanas de la República, resta solamente analizar el ver­dadero alcance del artículo 11 de la Ley  113 de 1919 invo­cado por el demandante, enfrente de las atribuciones que al Contralor General de la República confiere la Ley 42 de 1923.Como se dijo al principio, y como se deduce del tenor li­teral del premencionado artículo 11, él fue dictado con el fin de que se reintegrasen al Fisco Nacional las sumas que se hu­biesen dejado de pagar por los introductores en los casos que se hubiese cobrado menos de los derechos legalmente causados, o que se devolviesen a los mismos introductores cuando se les hubiese exigido una suma mayor de la que realmente debían pagar. Pero bien entendido que solamente pueden ocurrir tales reintegros cuando los errores de liquidación— cosa muy



*DEL CONSEJO DE ESTADO 147distinta de la clasificación— aparezcan de una manera palma­ria en las cuentas que antes se sometían al estudio o al análisis de la Corte del ramo y de que hoy conoce la Contraloría Ge­neral de la República, de acuerdo con la Ley 42 de 1923.Es un hecho innegable que la Corte de Cuentas, como entidad, desapareció coa la vigencia de !a prenombrada Ley  / 42; y si bien es verdad que muchas de las funciones que le estaban atribuidas por virtud de las disposiciones del Código Fiscal y de las leyes que lo adicionaban y reformaban sobre el particular, pasaron aumentadas, en la mayor parte de los ca­sos, y restringidas en muy pocos, a la Contraloría General de la República, no puede sostenerse en sana jurisprudencia que esta entidad puede hoy vindicar para sí, en la forma v térmi­nos legales señalados para la Corte de Cuentas, todas las atru buciones que esta última tenía conforme a la ley. Sin embargo, punto es éste que requiere especial estudio en los casos parti. culares de frecuente ocurrencia, y a los cuales pueden dar ori­gen los vacíos o incongruencias que a menudo se notan en la expresada Ley  42; y por consiguiente, limitando esos razona­mientos al caso que se contempla, cabe observar que no ha+ liándose expresamente derogado el artículo 11 de la Ley 113 de 1919, que forma parte del Código de Aduanas, pero que en todo caso confería una facultad a una entidad que hoy no existe, y deduciéndose solamente, por interpretación de la Ley 42, que el Contralor General de la República puede ordenar reintegros en favor o en contra del Tesoro, aun por esta sola consideración no parece de estricta aplicación el artículo que se comenta, pues estableciendo tal precepto que las provi­dencias dictadas por un Magistrado de la Corte de Cuentas, sobre reintegros por causa del cobro del Arancel aduanero, no pudiesen tener efectos sino mediante el recurso de consulta allí establecido, hoy sería imposible la aplicación estricta de esa disposición, por cuanto la Corte de Cuentas desapareció, como queda dicho, desde la vigencia de la Ley 42; y en parte alguna de esta Ley se atribuye a la Contraloría, ni expresa ni tácitamente, la totalidad de las funciones que a la Corte correspondían.P o r  último, debe observarse que tampoco son de aplica­ción al caso controvertido los artículos 2313 y 2315 del Códi­go  Civil, referentes al pago de lo no debido, porque en el pre­sente caso no se trata de la acción civil a que puede dar lugar el derecho consagrado en tales disposiciones. A. del C. de E.—12



148 ANALESPara terminar, el Consejo acoge en todas sus partes los siguientes conceptos del señor Fiscal, que corroboran la tesis que se viene sustentando:«L a s  leyes sobre aduanas distinguen claramente los erro­res de clasificación o aforo de las mercancías importadas, de los errores aritméticos en que puede incurrirse en las liquida­ciones de los derechos de aduana (artículos 72, 73, 84, 89* — actualmente derogado, — 159 de la Ley 85 de 1915; de la Ley 59 de 1917 y 10 de la Ley  64 de 1918).«Veamos, pues cómo pueden ser corregidos algunos de esos errores, a petición de los interesados, u oficiosamente por el Administrador de la Aduana, o por la Corte de Cuentas,, hoy la Contraloría.«AC C IÓ N  DE P A R T IC U LA R E S« L a  clasificación de las mercancías se hace en las aduanas en el momento del reconocimiento, y sólo en ese acto puede el introductor o sus agentes reclamar contra el aforo dado a los artículos importados. (Ley  85 de 1915, artículos 59, 72 y 159).«Concluido el examen y reconocimiento de las mercancías, se procede por la Aduana a la liquidación de los derechos de importación respectivos. De esa liquidación se le pasa copia al introductor, quien dispone de seis días para revisarla y ha­cer por escrito las observaciones que estime justas 'sobre las operaciones aritméticas (artículos 73, 84'y 159 de la Ley 85 de 1915).«Respecto de la clasificación de las mercancías de que se trata no se hizo reclamo alguno ante la Aduana por la Han- del ni por sus agentes en el acto del reconocimiento, y por tanto cualquiera petición que con posterioridad se hiciera era extemporánea, así como tampoco se reclamó de la liquida­ción del impuesto.«CORRECCIÓN PO R  E L  A D M IN IS TR A D O R  DE L A  AD U AN A«E l Administrador de la Aduana puede, antes de rendir la cuenta mensual correspondiente, corregir los errores en que se haya incurrido en el reconocimiento de las mercancías 0 en la liquidación de los derechos de importación, y ordenar que se cobre al importador el impuesto que ha dejado de pa* gar, o se le devuelva el exceso (artículos 87 de la Ley 85 de 1915 y 19 de la Ley 59 de 1917).



DEL CONSEJO DE ESTADO 149«E n  el presente caso el señor Administrador de la Adu a­na de Barranquilla, antes de rendir la cuenta mensual res­pectiva, no estimó que se hubiera incurrido en error en el re­conocimiento de las mercancías ni en la liquidación de los derechos aduaneros.«CORRECCIÓN DE L A  CORTE DE C U E N TAS, H O Y  L A  C O N TR A ­LO R ÍA«L a  Corte de Cuentas, hoy la Contraloría. al examinar la cuenta mensual de una aduana, solamente puede corregir los.errores en que se haya incurrido en la liquidación de los derechos de importación, y disponer que por la Tesorería Ge. neral o por el interesado se hagan los reintegros a que haya lugar (artículos 88 de la Ley 85 de 1915 y 11 de la Ley 113 de 1919).«Ahora bien: habiendo distinguido la ley claramente los errores dependientes de la- mala clasificación de las mercan­cías, de los errores que provienen de la liquidación de los derechos aduaneros, y habiendo atribuido a la Corte de Cuen­tas únicamente la corrección de estos últimos, es de rigor con­cluir que la Contraloría no puede subsanar defectos deriva, dos de errónea clasificación de los artículos importados, y que sus facultades tan sólo se extienden a corregir errores arit­méticos.«Teniendo en cuenta estos principios el señor Contralor General de la República, podrá corregir una liquidación adua­nera cuando se ha incurrido en errores en las operaciones ve­rificadas para deducir el monto del impuesto, como cuando un artículo se afora como azafates, y al multiplicar la tasa del impuesto por el número de kilos, se ha obtenido un total que no es el verdadero, o cuando hecha la clasificación de azafates, se aplica el gravamen correspondiente en la Tarifa  a otro ar­tículo, verbigracia, zapatos de cuero.«Lu ego  la Contraloría no podría variar la clasificación que hizo la Aduana de la mercancía que la Handel introdujo en el año de 1923, al tenor de lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley 113 de 1919, en el supuesto de que se hubiera incu­rrido en un verdadero error de aforo.«Se  dice que las canastas para portar botellas de cerveza no se hallan expresamente comprendidas en el Arancel adua­nero, y que por tanto no han debido clasificarse como azafa­tes; pero a ello se observa que la Sección de Reconocimiento,



150 ANALESen tales casos, debe aplicar el numeral de la tarifa que más se asemeje a los objetos introducidos, atendida la parte princi­pal del artículo, que fue !o que se hizo en la Aduana, sin que ios interesados hubieran reclamado oportunamente del aforo (artículo 6°, Ley 117 de 1913).«E l hecho de que los artefactos en cuestión se hubieran clasificado anteriormente como hierro no manufacturado, y se hubiera cobrado un impuesto menor, no es óbice para que con posterioridad se variara la clasificación por otra más apro­piada.«Finalmente, la resolución del Jurado de Aduanas no es aplicable a las importaciones de que se viene hablando, por, que esa resolución no se originó en un reclamo hecho por el introductor en el acto del reconocimiento de la mercancía y en virtud de apelación interpuesta contra la providencia del aforo del Administrador de la Aduana (artículo 72 de la Ley  85 de 1915), pues el proveído del Jurado de Aduanas se dictó con posterioridad a la introducción de la mercancía, no para el caso cuestionado sino para lo futuro, como categóricamen­te en él se dice al preceptuar que no tiene efecto retroactivo (artículo 8° de la Ley 117 de 1913).-« Y  en cuanto al argumento del señor vocero de la parte demandante de que la Contraloría, en otros casos, ha en­mendado liquidaciones mediante la variación de las clasifica­ciones, es de observar que en el supuesto de que ello hubiera sido así. tales decisiones no se opondrían a que se cambiara la doctrina que se había venido sosteniendo, por otra más acorde con el espíritu y con la letra de la ley.»Por las anteriores consideraciones, el Consejo de Estado en Sala Plena, y de acuerdo con el señor Fiscal, adminis­trando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve que no hay lugar a declarar la nulidad de­mandada.Ccpiese, notifíquese y publíqueseen los Anales del Con.sejo.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — G o n z a l o  B b n a v i d e s  G u e r r e  r o - M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — R a m ó n  C o r r e a — S i x t o  A . Z e r d a — S e r g i o  A. B u r b a n o — J o s é  A. V a l v e r d e  R. Angel M. Buitrago M ., Secretario en propiedad.



DEL CONSEJO DE ESTADO 151D IC T A M E Nsobre el contrato de empréstito celebrado por el Gobierno Nacional'con las Sociedades comerciales Hallgarten & Company y Kissel Kinnicütt & Company de Nueva York, por diez millones de pesos oro americano.(Ponente, doctor Barco).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, enero veinte de mil novecientosveintisiete.Señores Consejeros:El señor Ministro de Hacienda y Crédito Público ha re­mitido al Consejo, para que esta corporación emita el corres­pondiente dictamen, el contrato que con fecha 23 de diciem­bre último celebró dicho funcionario, en nombre del Gobierno, con las Sociedades comerciales Hallgarten &  Company y K is ­sel Kinnicutt &  Company, domiciliadas en Nueva Y o rk  y representadas por el señor J. C. Me. Donald, en calidad de apoderado, sobre préstamo a favor del Gobierno, por una suma cuyo máximo alcanza a diez millones de pesos en oro americano.Corresponde al Consejo dar su dictamen acerca del con­trato en mención, a virtud de la disposición contenida en el artículo 13 de la Ley 102 de 1922, disposición especial que prevalece sobre la general del artículo 79 de la Ley 61 de 1921, según el cual «los contratos de préstamos de dinero que cele- bre el Gobierno con entidades bancarias u otros estableci­mientos de crédito, quedan exceptuados de las formalidades establecidas en el artículo 37 del Código Fiscal, siempre que en dichos contratos no se estipule un interés mayor del doce por ciento (12 por 100) anual.»Atendido lo dispuesto en el artículo 3? de la Ley 77 de 1926, el Consejo debe limitarse a estudiar si la negociación se halla arreglada a las autorizaciones legales, pues ea lo relativo a la conveniencia o inconveniencia de ella, son otras las enti­dades a quienes toca el examen desde ese punto de vista.La  Ley invocada por las partes contratantes es la 102 de 1922, antes citada. A  ella se refieren al declarar, como se de* clara en la parte expositiva del pacto, que han celebrado éste de acuerdo con las autorizaciones allí concedidas al Gobierno «y  con destino de los dineros del empréstito a las obras pú blicas que el Gobierno se prepara a acometer de conformidad con la misma L ey . »



152 ANALESLos artículos 19 y 3  ̂ de esta Ley son del tenor siguiente:«A rtícu lo  1? Autorízase al Gobierno para que contrate dentro del país o fuera de él, con personas naturales o ju r í­dicas de derecho privado, un empréstito o empréstitos hasta por cien millones de dólares o veinte millones de libras ester­linas oro, destinados a la construcción y desarrollo de las vías férreas, al mejoramiento de los puertos y a las principales vías fluviales de la Nación.«Artícu lo 3*? El producto del empréstito se destinará ex­clusivamente a la construcción y desarrollo de las vías férreas del país, al mejoramiento de los puertos y de las principales vías fluviales de la República en las cuales esté establecido el impuesto fluvial.»Dentro de estas amplias autorizaciones está comprendido el préstamo de que se trata, destinado a impulsar las obras públicas de grande ipterés para la Nación. La  forma del prés­tamo, en cuantía, plazo e interés, se determina en la cláusula primera, así concebida:«Primera. Los Banqueros le compran al Gobierno, y éste les vende, las libranzas ( ireasury bilis) que emita hasta por la suma de diez millones ($ 10.000,000) en oro americano, en la forma siguiente:«o )  Las libranzas serán confeccionadas de acuerdo con el texto formulado por los Banqueros, ajustado al presente convenio, y serán legalmente emitidas por el Gobierno.«¿ ) Dichas libranzas tendrán un descuento de por 100 anual, incluyendo la rata de interés, comisiones y toda clase de gastos, cuyo descuento se hará de cada libranza al entregarlas a los Banqueros^? al recibir el Gobierno su precio, tomando en cuenta la anticipación con que se haga e! giro en relación con el plazo total; y*c) Las libranzas serán remitidas o libradas en los siguien. tes términos y cuantías: en 1° de febrero de 1927, $ 5.000,000, y sucesivamente en los días 1° de cada mes se harán los demás libramientos, avisando el Gobierno, con treinta días de antici­pación, la suma que necesite; pero todas estas libranzas ven­cerán en 1? de agosto de 1927, y su importe principal deberá pagarlo el Gobierno en oro de los Estados Unidos de A m é ­rica, contra entrega de las libranzas, en las oficinas de los señores Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt &  Com ­pany, en Nueva York. El Gobierno podrá limitar el monto de dichas libranzas a menos de $ 10.000,000.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 153Ninguna objeción de carácter legal cabe hacer a estas estipulaciones, que son las primordiales de la negociación. La  emisión sucesiva de las libranzas se ha acordado consultando la conveniencia de que su valor no ingrese al Tesoro sino a medida que lo exija el adelantamiento de las obras por cons­truir, como lo indica el artículo de la Ley.Por  las cláusulas 4  ̂y 5^ los prestamistas se obligan a no traspasar el contrato sin previo permiso del Gobierno, y re­nuncian de modo categórico a recurrir a la vía diplomática, •como lo exige el artículo 42 del Código Fiscal.Finalmente, el contrato queda sometido para su validez a los requisitos de su revisión y aprobación, previstos en los artículos 13 y 14 de la Ley  102.En tal virtud os propongo lo siguiente:Dígase al señor Ministro de Hacienda y Crédito Públi­co que el Consejo de Estado es de concepto que el contrato en referencia se halla arreglado a la ley.C o n s t a n t i n o  B a r c om Consejo de Estado Pleno— Bogotá, 20 de enero de 1927.En la fecha fue considerado y aprobado por unanimidad el anterior informe.El Presidente, José J o a q u ín  C a s a s  - E l  Vocal, N i c a -  s i o  A n z o l a — E l Vocal, E l i s i o  M e d i n a — E l Vocal, R a m ó n  C o r r e a — El Vocal, C o n s t a n t i n o  B a r c o — E l Vocal, L u is  H e r n á n d e z  G .— El Vocal, José A .  V a r g a s  T o r r e s — El Secretario, Angel María Buitrago M.O F IC IOnúmero 7 de 5 de enero de 1927, por el cual el sefior Ministro de Correos pide dictamen para la apertura de un crédito extraordinario por $ 89,524, solicitado por el Ministerio de Gobierno para pagar sueldos a varios Juzgados de Cú> cuito y a los técnicos para las penitenciarias.(Ponente, doctor Anzola).Honorables Consejeros:El señor Ministro de Correos y Telégrafos, a quien el honorable Consejo de Ministros comisionó para estudiar la solicitud hecha por el Gobierno sobre apertura de un crédito •extraordinario para el pago, en el presente año, de los sueldos •del personal de varios Juzgados de Circuito y del de la Comi*



154 ANALESsión de especialistas extranjeros contratados de acuerdo con las atribuciones conferidas al Gobierno por la Ley  69 de 1925, pide a esta Superioridad, en oficio número 1698 de fecha 4 de los corrientes, el dictamen a qué se refiere el artículo 33 de la Ley 34 de 1923.Esta Ley, que trata sobre formación y fuerza restrictiva del Presupuesto, faculta al Gobierno para que en receso del Congreso pueda autorizar apropiaciones adicionales, suple­mentales o extraordinarias al Presupuesto, siempre que el gasto que se pretenda hacer sea necesario, urgente e impres­cindible.Corresponde ahora al Consejo de Estado entrar a ejer­citar la facultad que sobre la materia le atribuyen la Consti­tución y la ley, anticipando las siguientes consideraciones:El artículo 76 de la Constitución Nacional se expresa así:«Corresponde al Congreso hacer las leyes.«P o r  medio de ellas ejerce las siguientes atribuciones:«11. Establecer las rentas nacionales y fijarlos gastos de la Administración.«En  cada legislatura se votará el Presupuesto general de unas y otras. En el Presupuesto no podrá incluirse partida ♦ alguna que no corresponda a un gasto decretado por ley an­terior o a un crédito judicialmente reconocido.»Según este texto constitucional, se exige que en materia de gastos se proceda con prudencia y rigurosa parsimonia; que no se hagan sino cuando haya partida apropiada en el Presupuesto, y que la apropiación se funde en disposición expresa de ley preexistente, o en fallo judicial ejecutoriado. T a l  es el principio constitucional de carácter general.Empero, como no podía ocultarse al constituyente que de la aplicación de principio tan riguroso y absoluto podía, en ciertos casos, poner al Gobierno en completa imposibili­dad para atender a la marcha regular y ordenada de la A d ­ministración Pública, sabiamente previo el caso de excepción de la regla general, cuando en el artículo 208 de la misma Constitución dijo lo siguiente:«A rtícu lo  208. Cuando haya necesidad de hacer un gas­to imprescindible, ajuicio del Gobierno, estando en receso las Cámaras, y no habiendo partida votada, o siendo ésta insufi­ciente, podrá abrirse al respectivo Ministerio un crédito su* plemental o extraordinario.



DEL CONSEJO DE ESTADO 155«Estos créditos se abrirán por el Consejo de Ministros, instruyendo para ello expediente y previo dictamen del Conse­jo de Estado.«Corresponde al Congreso legalizar estos créditos.«E l Gobierno puede solicitar del Congreso créditos adi­cionales al Presupuesto de gastos.»V ino luégo el Acto legislativo número 3 de 1910, y en su artículo 68 dijo lo siguiente:«E l Poder Ejecutivo no podrá abrir los créditos suple­mentales y extraordinarios de que trata el artículo 208 de la Constitución, ni hacer traslaciones dentro del Presupuesto, sino en las condiciones y por los trámites que la ley esta­blezca.»Las condiciones y trámites legales a que hace referencia el texto constitucional anterior, se encuentran consignados en la Ley 34 de 1923, la que en el inciso 4.° del artículo 26 dice:«L o s  créditos extraordinarios son los que abre el Gobier­no para la creación de un servicio nuevo no previsto en el Presupuesto, o para la exteusión de alguno de los inscritos en él.»Y  agrega en seguida:«Se  entiende que un gasto es imprescindible cuando no puede ser aplazado hasta la reunión del Congreso sin grave perjuicio de los intereses públicos.»En el artículo 32 de la misma Ley se dice:«Cuando se trate de obtener la apertura de un crédito extraordinario, el expediente que al efecto ha de formar el respectivo Ministro debe contener:«a )  Cuantía detallada del gasto de que se trata; y«¿ ) Razones justificativas de la necesidad y urgencia que hacen imprescindible el gasto, por los inconvenientes y perjui* cios que resultarían si se omitiere.»Por  consiguiente, para que el Gobierno pueda, de acuer­do con la Constitución y la ley, abrir un crédito'extraordina­rio, se necesita que concurran las circunstancias siguientes:a) Que haya necesidad y urgencia de hacer el gasto.b) Que ese gasto sea imprescindible.c) Que el Congreso esté en receso.d) Que no haya partida votada en el Presupuesto.



156 ANALESe) Que se instruya el expediente con determinadas con­diciones legales, yf )  Que se oiga al Consejo de Estado.Después de todo esto, y luégo de darle al asunto la tra ­mitación legal correspondiente, el Gobierno puede abrir el crédito extraordinario, porque él es quien debe hacerlo,Bien será entrar ahora a examinar estos requisitos, sin los cuales no puede abrirse un crédito extraordinario por el G o­bierno. NECESIDAD M A N IF IE S T A  D EL GASTOTres son las fuentes principales de donde emanan los gastos públicos, a saber:a) De los servicios que se prestan al país y que, confor­me a la ley, deben ser remunerados.b) De los objetos que se adquieran para el servicio público y que deben ser pagados con fondos de la Nación; yc) De las demás obligaciones pecuniarias a cargo del T e ­soro Público, contraídas con las formalidades legales.Se exige que la necesidad tenga el carácter de urgente, lo que ocurrirá cuando es preciso que se preste un servicio que debe ser remunerado, o que se adquiera un objeto para el servicio público, o que se contraiga alguna otra obligación pecuniaria de cualquier naturaleza, ose cumpla una ya con­traída.Pero no basta que el gasto sea necesario y urgente, sino que se requiere además que tenga el carácter de imprescindi­ble. Pero ¿qué es un gasto imprescindible a los ojos de la ley? A  esta pregunta responde el inciso 59 del artículo 26 de la Ley 34 de 1923, en estos precisos términos:«Se entiende que un gasto es imprescindible cuando no puede ser aplazado hasta la reunión del Congreso sin grave perjuicio de los intereses públicos.»Es decir, que un gasto es imprescindible cuando al no hacerlo se trastorna o se perturba seriamente, y por modo manifiesto, el funcionamiento regular y ordenado de la Adm i­nistración Pública.QUE E L  CONGRESO E STÉ  E N  RECESOPorque si no lo está y ocurre un gasto imprescindible, será a éste y no al Gobierno a quien corresponde abrir dicho crédito.



DEL CONSEJO DE ESTADO 157QUE NO H A Y A  P A R T ID A  E N  E L  PR E SU PU E STOEl no haber partida votada en el Presupuesto es una cuestión de hecho que se pone en claro con el examen del mismo.QUE SE IN S T R U Y A  E L  E X P E D IE N T E  R E SPE CTIVOEste expediente debe contener, según el artículo 32 de la citada Ley 34 de 1923:a) Cuantía detallada del gasto de que se trata.b) Razones justificativas de la necesidad y urgencia que hacen imprescindible el gasto, por los inconvenientes y per­juicios que resultarían si se omitiera.QUE SE OIGA A L  CONSEJO DE ESTADOEsto, para que dicha corporación decida definitivamente sobre si se hallan cumplidas todas las exigencias y formalida­des que para tales casos requieren la Constitución y la ley.Sentados estos principios generales, se pasa ahora al exa men concreto de los créditos extraordinarios solicitados al honorable Consejo de Ministros por el señor Ministro de G o­bierno en el expediente materia del presente estudio.Dos son las necesidades que se trata de satisfacer con el crédito extraordinario solicitado, a saber:Pagar en el presente año el sueldo que han de devengar los Jueces y empleados subalternos de algunos Juzgados de Circuito creados por la Ley 68 de 1925, yDar cumplimiento al contrato celebrado por la Nación con los profesores extranjeros Antonino Córdova, Rafael della Vecchia y A ldo  Ghedine, y que conviene estudiar separada­mente.CRÉDITO P A R A  PAG AR  E L  P E R S O N A L  DE JUZGADOS DE CIRCUITOComo aparece de la exposición presentada por el señor Ministro de Gobierno y que figura en el expediente, los Juz­gados de los Circuitos de Pacho, el Espinal, Villahermosa, Apía, Filadelfia, La  Ceja y Barrancabermeja fueron creados por la Ley 68 de 1925, sin que las sumas para los gastos por ellos demandados hubieran sido incluidas en la Ley  de A p r o ­piaciones de aquel año, por cuya razón el Gobierno se vio en la imprescindible necesidad de abrir, por Decreto número 277 de 13 de febrero de 1925, un crédito extraordinario por la



158 ANALESsuma de $ 34,022-67, para así poder pagar en once meses y diez días el personal de esos Juzgados. Ahora bien, como el Congreso del ano pasado no alcanzó a expedir la Ley de Apropiaciones para la vigencia en curso, se presenta hoy el mismo problema que sobre esta materia se presentó en 1925, lo que hace necesario volver a abrir el crédito extraordinario correspondiente, el cual habrá de fundamentarse necesaria­mente en las mismas razones que sirvieron de apoyo al Decre­to ejecutivo que abrió el anterior.De otro lado, si se considera que sin la debida remune­ración de los Jueces y subalternos de los mentados Juzgados no pueden continuar desempeñando las muy importantes y delicadísimas funciones que les asigna la ley. y como el cierre de los mismos por falta de partida en el Presupuesto para cubrir esos gastos vendría a acarrear un gravísimo perjuicio a los intereses públicos, comoquiera que grandes extensiones de territorio nacional quedarían de hecho fuera de la juris­dicción del Poder Judicial existente en la República, es incues­tionable que gastos de esta naturaleza no solamente son ne­cesarios y urgentes, sino completamente imprescindibles e inaplazables.Quizás será conveniente tener en cuenta que en el pre ­sente caso no se trata de gastos exigidos por el aumento de personal de ciertos Circuitos, que si así fuera, el gasto, si ne­cesario, no sería imprescindible, pues bien podía esperarse hasta la próxima reunión del Congreso para que éste prove­yese lo conveniente, y sin que esa espera causara un grave perjuicio a los intereses públicos. Pero muy otro es el caso que actualmente se contempla: se trata de Juzgados de C ir­cuito de reciente creación, en cuyo territorio no puede ya ejercer jurisdicción sino el Juez respectivo y no otro alguno, por lo cual, si tales Juzgados no funcionaran por falta de la apropiación de la partida correspondiente para el pago del personal, quedaría de hecho suspendida la administración de justicia en aquellos territorios, lo que no solamente trastorna­ría la marcha ordenada y regular de la República, sino que vendría a socavar los fundamentales principios sobre que des­cansa el orden social.CRÉDITOS P A R A  DAR C U M P L IM IE N T O  A L  C O N TR ATO  C E LE ­BRADO PO R  E L  GOBIERNO CON LOS TÉCNICO S EXTRAJERO SConsta en autos que el Gobierno, en ejercicio de las auto­rizaciones que le confirió la Ley 69 de 1925, celebró un contra­



DEL CONSEJO DE ESTADO 159to con los señores Antonino Córdova, Rafaele della Yecchia y Aldo Ghedine, súbditos italianos residentes en Roma, sobre prestación de sus servicios para la preparación de estudios de un plan general y completo de reforma penal y de establecí mientos penitenciarios, panópticos y cárceles, incluyendo las de menores; sobre régimen de las colonias penales, organiza­ción y funcionamiento de las mismas y de las secciones de presidio y colonización. P o r  la misma Ley se dispuso que el Gobierno debía contratar los servicios de un abogado y de un médico, que han de asesorar a los profesores extranjeros, y lo facultó para nombrar el personal subalterno de la Comisión.El contrato de que se hace memoria fue aprobado por el Consejo de Estado con fecha 3 del pasado diciembre, por ha­berlo encontrado arreglado a las autorizaciones legales, y se publicó en el Diario Oficial número 20363, correspondiente a la fecha citada.Prescindiendo de las manifiestas ventajas que para el adelanto moral y científico del país se derivan de los servi­cios de los profesores extranjeros en los muy importantes asuntos que de acuerdo con el contrato les van a ser someti­dos a su dirección y estudio, es el caso, por demás grave, que si por falta de recursos no se le puede dar cumplimiento, su­friría serio quebranto la palabra oficial, el buen nombre, y la dignidad de la Nación, comprometidos ya por medio de un pacto solemne celebrado con todas las formalidades legales.Por  el contrato en referencia el Gobierno se obligó, en nombre de la Nación, a pagar a los mentados profesores un sueldo mensual de mil peses ($ 1,000) el primero, y de ocho­cientos pesos ($ 800) a cada uno de los restantes, viáticos de venida y regreso, viáticos accidentales cuando tengan necesi­dad de viajar dentro de la República, y las primas de un se­guro de $ 5,000 para cada uno. La duración de este contrato es de un año, prorrogable por seis meses a voluntad del G o ­bierno, que principiará a contarse el día en que los profeso­res italianos se embarquen para Colombia, lo que, según lo insinúa el señor Ministro de Gobierno, han debido verificar en el presente mes. Además, y como consta en la exposición ministerial que figura en autos, este contrato ya principió a ejecutarse por parte del Gobierno, quien pagó anticipada­mente, conforme a cláusulas del mismo, el sueldo de un mes a los especialistas contratados.Este gasto tiene igualmente el carácter de imprescindi­ble, porque por su misma naturaleza y en el estado actual no



160 ANALESes posible aguardar a !a próxima reunión del Congreso para que éste haga la correspondiente apropiación, comoquiera que tal gasto va encaminado a dar cumplimiento a un con­trato por medio del cual la Nación se obligó a cumplir deter­minadas prestaciones dentro de plazos fijos que en manera alguna puede dilatar, porque, como lo dice el artículo 1602 del Código Civil:«T o d o  contrato legalmente celebrado es una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado por su consentimien­to mutuo o por causas legales.»Y  porque, de acuerdo con el artículo 1604 del mismo: «L o s  contratos deben ejecutarse de buena fe, por con­siguiente obligan no sólo a lo que en ellos se exprese, sino a todas las cosas qüe emanan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley pertenecen a ella.»Aparte de todo esto, conveniencias de un orden puramen­te económico exigen que el Gobierno cumpla religiosamente el contrato, porque si así no lo hace, vendrían muy serias y fuertes reclamaciones de la otra parte por indemnización de perjuicios, que para hacerlas efectivas seguramente contarían con el apoyo moral de su Gobierno, que de manera informal pero muy directa intervino en la celebración del precitado contrato.Aparece en el expediente la cuantía detallada del gasto proyectado, acompañada de una exposición justificativa de la necesidad y urgencia que lo hacen imprescindible por los in­convenientes y perjuicios que resultarían si no se hiciera. Consta igualmente que en la Ley de Apropiaciones de la ac­tual vigencia no se hizo la inclusión correspondiente, y que es un hecho evidente que el Congreso está en receso.Encontrándose, pues, reunidas todas las exigencias cons­titucionales y legales necesarias para la apertura de créditos extraordinarios, vuestra Comisión tiene el honor de propone­ros el siguiente proyecto de resolución:«E l  Consejo de Estado, en Sala Plena, es de concepto que el Gobierno puede proceder a la apertura de un crédito extraordinario aí Presupuesto de la actual vigencia, por la suma de ochenta y nueve mil quinientos veinticuatro pesos ($ 89,524), en esta forma: de treinta y seis mil veinticuatro pesos ($ 36,024) a que en el presente año asciende el valor de los sueldos del personal de los Juzgados de Circuito de Pacho,



DEL CONSEJO DE ESTADO 161el Espinal, Villaherraosa, Apía, Filadelfia, La  Ceja y Ba- rrancaberraeja; y de cincuenta y tres mil quinientos pesos ($ 53,500) para dar cumplimiento al contrato que, en cum­plimiento de la Ley 69 de 1925, celebró el Gobierno con los súbditos italianos señores Antonino Córdova, Rafaele della Vecchia y A ldo  Ghedine, y todos los demás gastos que esto demanda.»Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente a la ofici­na de su origen.Bogotá, enero 20 de 1927.Honorables Consejeros, vuestra Comisión.N i c a s i o  A n z o l aPresidencia del Consejo Pleno— Bogotá, enero 20 de 1927.En la fecha fue discutido y aprobado el anterior informe por unanimidad.El Presidente, J o s é  J o a q u í n  C a s a s — El Vocal, N i c a -  s i o  A n z o l a — El Vocal. C o n s t a n t i n o  B a r c o — El Vocal, E l i s i o  M e d i n a — E l Vocal, R a m ó n  C o r r e a  —El Vocal, Luis H e r n á n d e z  G .— El Vocal, J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s . Angel María Buitrago M ., Secretario en propiedad.S E N T E N C IAen el juicio promovido por el doctor Pedro Juan Navarro y otros, sobre nuli­dad del escrutinio de los votos dados para Representantes al Congreso Nacio­nal verificado por el Consejo Escrutador de Barranquilla el 24 de mayo de19 27.(Consejero ponente, doctor Nicasio Anzola).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, julio veintitrés de mil novecientosveintiocho.Vistos: Con motivo de las elecciones para Representantes al Congreso Nacional verificadas en el Departamento del A tlán ­tico el día 8 de mayo de 1927, los señores Pedro Juan Navarro, Aquileo Manotas y Julio A . Mendoza demandaron separada, mente ante el Tribunal Seccional Administrativo de Carta­gena la nulidad y rectificación del escrutinio verificado por el Consejo Escrutador de Barranquilla el día 24 de mayo del año citado. Las demandas se tramitaron separadamente en



162 ANALESarmonía con las disposiciones legales pertinentes, y cuando todas ellas se encontraban convenientemente preparadas y en estado de ser resueltas en el fondo, el Tribunal, con muy buen acuerdo, e interpretando correctamente el artículo 194 de la Ley 85 de 1916, decidió de ellas en una sola sentencia con fecha 11 de mayo del año en curso, en cuya parte resolu­tiva se lee lo siguiente:«Primero. N o  es el caso de decretar la nulidad de los es. crutinios verificados el 24 de mayo de 1927 por el Consejo Escrutador del Distrito Electoral de Barranquilla, en las pa­sadas elecciones para Representantes al Congreso Nacional, nulidad pedida por los doctores Pedro Juan Navarro y Julio A . Mendoza; y«Segundo. N o  es tampoco el caso de decretar la rectifi­cación de dichos escrutinios, rectificación demandada por el doctor Aquileo Manotas.»De los cinco Magistrados que integran el Tribunal Sen­tenciador, dos de ellos, los doctores Rodríguez Diago y G ar­cía, salvaron su voto en dicho fallo.Apelada la sentencia, al negocio se le hadado en el C on ­sejo de Estado la tramitación propia de la segunda instan­cia, y como ambas partes han alegado ya en conclusión, se procede a resolver lo que sea de lugar, previo examen que por separado se hace de cada una de las tres demandas p ro ­puestas.D EM AND A D EL DOCTOR PEDRO JU AN  N A V A R R OTres  son, en síntesis, las peticiones pertinentes hechas por este demandante, a saber:Que se declare nulo el registro del escrutinio practicado por el Consejo Escrutador del Distrito Electoral de Barran- quilla el 24 de mayo de 1927, por ser falsos o apócrifos a lgu­nos de los elementos que sirvieron para su formación;Que como consecuencia de esta declaración se ordene practicar un nuevo escrutinio, yQue se rectifique el mismo con el fin de computar los v o ­tos contenidos en el registro del Jurado Electoral de Tubará  y del cual prescindió el citado Consejo Electoral.Fundamentó su demanda en los hechos siguientes:*a) El día 24 del mes en curso se efectuó en esta ciudad, por el Consejo Escrutador respectivo, el escrutinio de los vo ­tos emitidos en todo el Distrito Electoral de Barranquilla



DEL CONSEJO DE ESTADO 163para Representantes al Congreso en las elecciones sucedidas el día 8 de este mismo mes de mayo.«¿ ) Del acta formada por el referido Consejo Escrutador en el acto mismo del escrutinio resulta que el candidato para principal, señor Paulo Emilio Bustamante, obtuvo tres mil ochocientos setenta votos (3,870); su primer suplente, señor Aquileo Manotas, tres mil ochocientos cincuenta y nueve {3,859), y su segundo suplente, señor Temístocles Delgado, tres mil ochocientos cincuenta y nueve votos (3,859).«c ) Consta igualmente en el mismo documento a que se refiere el hecho anterior, que el candidato para principal, se­ñor Pedro Juan Navarro D ., obtuvo tres mil ochocientos cin­cuenta votos (3,850); su primer suplente, señor doctor F ra n ­cisco de P. Manotas Sánchez, tres mil setecientos treinta votos (3,730), y su segundo suplente, señor Jorge A. Ruiz Quijano, tres mil setecientos veintinueve votos (3,729).« ú?) Del mismo citado documento aparece que el Consejo Escrutador mencionado, al dar principio al escrutinio, resol­vió no computar el registro electoral del Distrito de Guamal, que hace parte del Distrito Electoral de Barranquilla, porque dicha entidad tuvo dudas de la autenticidad de tal registro.«e ) A l finalizar el escrutinio, como el Consejo Escrutador prenombrado resolviera, cambiando de opinión, computar en el escrutinio el mentado registro de Guamal, uno de los con­currentes a cuyas manos fue a parar el registro, lo rompió pú blicamente antes de que fuese computado, en términos tales que hicieron imposible el hecho de la computación.« / )  N o  obstante la rotura del registro del Distrito de Guamal, de que trata el hecho anterior, el Consejo Escruta­dor decidió computar las boletas que fueron presentadas como sufragadas en el Distrito de Guamal el día de las elecciones.<tg) Po r  virtud de tal decisión del mentado Consejo Es crutador le fueron computados al señor Pablo Emilio Busta­mante y a sus suplentes respectivos, cuatrocientos ochenta y un votos (481), como sufragados en Guamal, computación que se hizo, como queda dicho, a pesar de haber sido destrui­do, antes de que fuera computado, el registro de dicho Dis­trito  dé Guamal.«A )  El registro de Guamal fue falsificado en esta ciudad de Barranquilla, pues como consta en el acta auténtica del escrutinio practicado por el Jurado Electoral de Guamal el d ía 12 del presente mes, acta que por el mandato de la ley
A. del C. de E .—13



164 A N A L E Sfue remitida a ese Tribunal, el candidato para principal, doc­tor Pedro Juan Navarro D., obtuvo ciento treinta y dos vo­tos (132), y el candidato para principal, señor Paulo Emilio- Bustamante, no obtuvo ninguno, siendo este el resultado le­gítimo de la elección.«z) En la misma acta de escrutinio levantada por el tántas veces nombrado Consejo Escrutador del Distrito Electoral de Barranquilla, consta que esta entidad se negó a computarlos votos del registro del Municipio de Tubará, alegando que h a ­bía otro pliego, no obstante de que oportunamente le fue pre­sentado un certificado del señor Alcalde del mencionado Dis­trito, en el cual aparece que allí no funcionó el día de las elecciones para Representantes sino un solo Jurado de V o ta ­ción, cuyo registro fue escrutado a la hora y en el día señala­dos por la ley, por el Jurado Electoral del propio Distrito de Tubará, integrado por los señores S. A . Bolívar L . , Presi­dente; Eusebio Cepeda, Vicepresidente, y Antonio Mauri, Vocal Secretario.»Como fundamentos de derecho invocó los artículos 190 de la Ley 85 de 1916, y el numeral 2° del artículo 14 de la Ley  96 de 1920.El actor acompañó a su demanda los siguientes docu­mentos oficiales, debidamente autenticados: acta del escruti» nio del Consejo Escrutador de Barranquilla, materia de su acusación; acta del escrutinio del Jurado Electoral de G u a­ma], remitida por el Alcalde de este Municipio al señor P r e ­fecto de la Provincia del Banco; acta del registro del Jurado Electoral de Tubará, en copia expedida por el señor Secre­tario del Consejo Escrutador de Barranquilla, y una certifica­ción del Alcalde de dicho Municipio, en relación con aquel documento. Durante el término probatorio y con citación y audiencia de la parte contraria, el actor hizo venir estos mis­mos documentos y algunos otros al juicio, por conducto del Tribunal del conocimiento.Entra el Consejo de Estado a estudiar separadamente los registros de los Municipios de Guamal y Tubará para darles, de acuerdo con las probanzas, el valor legal que le& corresponda.REGISTRO D EL M U N IC IP IO  DE G U A M A LEn el acta auténtica del Consejo Escrutador de Barran- quilla, entre otras cosas, se dice lo siguiente (folio 12, cuader* no número 1? bis):



DEL CONSEJO DE ESTADO 165«Se  hace constar que al tiempo de darle lectura al regis­tro del Distrito de Guamal por el señor Presidente del Con­sejo Escrutador, el señor doctor Pedro Juan Navarro, pre­sente en el acto, le arrebató de las manos al mencionado señor Presidente dicho registro o acta, y lo rompió, por lo cual el Consejo Escrutador resolvió hacer el escrutinio del expresado Distrito de acuerdo con las boletas de votación, y el resultado fue el siguiente: « Por la mayoría.«P rin c ip a le s . Votos.«César Insignares Cerra........  . ............ . . 101«Aníba.1 Campo González............................................  101«P rim eros suplentes.«José María Acosta Madiedo.....................................  101«V íc to r  M. Royero...................................................... 101«Segundos suplentes.«A rtu ro  F. Movilla.. . . . ......................................  101«Rafael Gerlein___  . ................................................  101« Por la minoría.«P r in c ip a l.«Pab lo  E. Bustamante................................................  481«P rim er suplente.«Aquileo M anotas......................................................  481 '«Segundo suplente.«Temístocles Delgado..........................................  .. 48L«Tam bién se deja constancia que el expresado registro de Guamal, al empezar el escrutinio fue leído, pero que el Consejo Escrutador resolvió dejarlo para darle lectura des pués que se hubieron computado los otros registros porque se había dudado de su autenticidad.»A l analizar este documento oficial, el Tribunal a quo, al folio 9 del cuaderno número 4, dice lo siguiente:«E l artículo 143 de la Ley de elecciones dispone que los Jurados Electorales acudan a las papeletas, para despejar al­guna duda que tuvieren sobre los escrutinios hechos por los Jurados de Votación. El Consejo Escrutador de Barranqui lia estuvo justamente en presencia de esa duda contemplada



A N A L E Spor el artículo 143, cuando le fue arrebatado por el doctor Navarro el registro de Guamal y destruido; frente a ese he­cho inusitado y violento, no previsto en la ley ¿qué debía hacer el Consejo Escrutador? Era imposible que se cruzara de brazos y permitiera que un particular, por medio de un acto de fuerza, sustrajera del resultado total de la elección para Representantes la voluntad de todo un Municipio.»Más adelante agrega la misma sentencia:«P o r  otra parte, el artículo 128 de la dicha Ley 85 or­dena que los Jurados de Votación mandarán a los Jurados Electorales, junto con el registro que hayan formado, “ el pa­quete de papeletas”  que hayan extraído de la urna; por mi­nisterio del artículo 142 ibídem, esa disposición debe ser cumplida también por los Jurados Electorales, lo que quiere decir que ellos a su vez enviarán a los Consejos Escrutado­res, en su caso, el paquete de las papeletas que hayan servido en la elección respectiva. Además, el artículo 141 dispone que los Jurados Electorales remitirán "al Presidente de la corpo­ración que deba hacer el escrutinio (Consejo Escrutador en el caso de autos) los documentos, papeletas, etc., que el Jura­do haya tenido presentes,”  y dice que esa remisión debe ha­cerse, no de cualquier modo, sino con todas las seguridades del caso, es decir, “ bajo cubierta, firmada por todos los miem­bros de la corporación y el Secretario.” »El Consejo de Estado no encuentra observación alguna que hacer a la doctrina jurídica expuesta por el Tribunal sen­tenciador en la última parte transcrita, pero estima que erró al darle aplicación al caso concreto en estudio.Bien está transcribir aquí lo que al respecto dice el señor Fiscal del Consejo de Estado en su vista de veintisiete del pasado junio. (Folio 30, cuaderno número 9):«S i el Consejo Escrutador prescindió, después de abierto y leído el registro de Guamal, de computarlo a continuación en el acta de escrutinio porque dudaba de su autenticidad, debió tener avisos o cuando menos sospechas muy fundadas para temer de su incorporación en el mismo; e iguales sospe­chas debió inspirarle el cómputo de los votos al recurrir a las boletas cuando, como era de presumirlo, pudo advertir que los candidatos favorecidos en el registro .despedazado debían ser los mismos que en aquéllas resultaban beneficiados en las elecciones del Municipio de que se viene hablando. Y  enton­ces, ¿porqué no se abstuvo de computar éstas como lo había



D E L CONSEJO DE ESTADO 167hecho con el registro después de su lectura, y con razón tan­to mayor cuanto que la conformidad de éste con las boletas hacía presumir que tampoco eran auténticas y que un cam­bio o suplantación había tenido lugar en el arca del Jurado Electoral o a tiempo de remesar los pliegos?»Es verdaderamente de extrañar que este procedimiento del Consejo Escrutador hubiera pasado inadvertido para el Tribunal de primera instancia al pronunciar su fallo, máxime cuando en los autos existen pruebas irrecusables con fuerza suficiente para llevar al ánimo más prevenido la completa cer­tidumbre de la ilegalidad con que se procedió por la corpora­ción citada en orden al registro del Municipio de Guamal.Y  verdaderamente, al folio 16 del cuaderno número 19" bis, aparece copia auténtica del acta de escrutinio extendida por el Jurado Electoral del Municipio de Guamal el día 12 de mayo de 1927, en la que se lee lo siguiente:«Reunido en esta fecha el Jurado Electoral con la concu rrencia de tres miembros principales, señores Juan P. R odr í­guez A ., Simón Ranjel A ., Alfredo N. Rodríguez y un su píente, señor Uriel Trespalacios, con el objeto de hacer eí escrutinio de los votos que se han emitido en el Municipio ante los Jurados de Votación. Fueron nombrados por mayo­ría relativa de votos, tres escrutadores, los señores Juan P. Rodríguez A .,  Uriel Trespalacios y Angel Bagarozza, éste último de fuera de la corporación es persona de buena repu. tación y sabe leer y escribir.«A c to  seguido se procedió a abrir los registros de las vo­taciones y darles lectura en la forma y términos dispuestos por los artículos 134, 135 y 136 de la Ley 85 de 1916.«Hecho el escrutinio y computados los votos, se obtuvo el siguiente resultado:
«Para Representantes prin cipa les a l  Congreso N acional.«Cuatrocientos cincuenta votos por el señor César In- signares C erra .................................................................. 450«Cuatrocientos cincuenta votos por el señor A n í ­bal Campo G o n z á le z ........................................................  450«P rim eros suplentes.«Cuatrocientos cincuenta votos por el señor J. M.Acosta Madiedo ............ ............................................... 450«Trescientos noventa y nueve votos por el señor V íc tor  M. Royero .. ...................................................... 399



168 A N A LE S«Cincuenta y un votos por el señor Nicolás Fuen­tes Jiménez, primer suplente del principal Aníbal Cam po González......................................................................... 51«Segundos suplentes.«Cuatrocientos cincuenta votos por el señor A r tu ­ro F . M o v i l l a .............................. ...................................... 450«Cuatrocientos cincuenta votos por el señor Ra­fael Gerlein y V .................... .............................................  450«P rin c ipa les  (por la  m inoría).«C iento treinta y dos votos por el señor Pedro Juan Navarro D ................................................ .................  132«P r im e r suplente.«Ciento treinta y dos votos por el señor Francisco de P. Manotas Sánchez................................. .................. 132«Segundo suplente.«C iento treinta y dos votos por el señor Jorge A.Ruiz Quijano........................................................ ..............  132»Como se ve, no aparece en este documento oficial el que para Representante por la minoría se hubiera dado un solo voto a favor de personas distintas del doctor Pedro Juan Navarro y sus respectivos suplentes. Estos obtuvieron un número de votos (ciento treinta y dos) bastante inferior at ob ­tenido por los candidatos déla mayoría (cuatrocientos cincue- ta). Este mismo registro reposaba en el Tribunal sentencia­dor, lo mismo que en la Gobernación del Atlántico, en cuyo local actuó el Consejo Escrutador en el día del escrutinio, y a quienes el Jurado de Guamal lo remitió en cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 139 de la Ley 85 de 1916, como así consta en dicho documento.A l folio 2 del mismo cuaderno número 1° bis figuran las notas del señor Alcalde de Guamal, en las que se anuncia el envío del acta de escrutinio del citado Municipio, con las co­rrespondientes autenticaciones.Tenía pues a la mano el Tribunal al tiempo de dictar su fallo documentos auténticos que hubieran podido llevarlo a la conclusión de que el escrutinio ante él demandado estaba herido de nulidad al tenor del ordinal 2° del artículo 14 de la Ley 96 de 1920, porque habiéndose verificado el escrutinio del Municipio de Guamal.sobre las boletas de votación únicamente, y resul-



D E L CONSEJO DE ESTADO 169lando de éste favorecidos con !a elección individuos que no habían obtenido un solo voto según el registro del citado Mu* nicipio, y no estando autenticadas las citadas boletas, tenían ellas que ser falsas o apócrifas por fuerza de la lógica. Pasó inadvertida para el Tribunal la circunstancia, muy diciente por cierto, de que apareciendo el doctor Navarro con ciento treinta y dos (132) votos en el registro auténtico del Munici­pio de Guamal, éstos se convirtieron, por virtud única del escrutinio sobre las boletas no autenticadas, en cuatrocientos ochenta y un votos a favor del General Bustamante y ningu­no a favor del doctor Navarro, así como también que la ma­yoría se trocó en minoría.Cabe aquí transcribir el muy discreto concepto de los señores Magistrados Rodríguez Diago y García en su sal­vamento de voto. (Folio 22 del cuaderno número 4). Di­cen así:«E l Tribunal sabe que el acta cuya copia obra en los au­tos emana directamente del Jurado Electoral de Guamal, en tanto que no sabe con el mismo grado de certeza si las bole­tas de que se sirvió el Consejo fueron las mismas de que se sirvieron los electores, por no haberse hecho constar en el acta respectiva que el paquete enviado por el Jurado no daba muestras de haber sido violado o de haberse operado en él cambio alguno. En presencia, pues, de la dificultad anotada, natural es atenerse al documento que revista mayor grado de autenticidad y de certeza.»Justifica la sentencia el proceder del Consejo Escrutador de Barranquilla en lo dispuesto en el artículo 143 de la Ley 85 de 1916. Dice que en presencia del hecho punible cometido por el doctor Pedro Juan Navarro, al romper el registro de Guamal, era de rigurosa aplicación la doctrina de este ar­tículo.Dice así este texto legal:«A rtícu lo  143. En todos los casos en que el Jurado Elec­toral tuviere dudas sobre la exactitud de los cómputos hechos por los Jurados de Votación o noticia de otras irregularida­des cometidas en los escrutinios, se verificará lo hecho abrien­do el paquete de papeletas y haciendo el escrutinio de los votos como está dispuesto para los Jurados de Votación.«P e ro  el paquete de papeletas será de nuevo formado y firmado por los miembros del Jurado Electoral para los efec. to s  ya expresados.»



170 A N A L E SY  al referirse la ley al escrutinio de los Jurados de V o ta ­ción, a quienes autoriza para anular ciertos votos en los casos en ella previstos, dice en su artículo 126:«A rtícu lo  126. Terminado el escrutinio, se lee su resul­tado en voz alta y se permite tomar nota de él a quien quiera hacerlo.«E n  seguida se encerrarán en un paquete las papeletas que hayan servido para la votación; pero antes se formarán paquetes especiales de las que hubieren sido declaradas votos en blanco o nulos, que se incluirán en el paquete general.«E n  el sobre o cubierta de este paquete se escribirá una nota certificada de su contenido, que será firmada por todos los miembros del Jurado y rotulada al Presidente del Jurado Electoral del Distrito.»Salta a la vista que la ley quiere por medio de todas estas precauciones purificar el sufragio desde sus primeras opera­ciones, con el fin de que las últimas y definitivas, en las reali­zadas por corporaciones de la más alta categoría, se proceda sobre elementos o bases irrecusables a fin de que sus declara­ciones lleven el sello de la verdad del sufragio. Caso de que estas corporaciones encuentren «dudas sobre la exactitud de los cómputos,» como dice la ley, permite ésta que se apele a abrir el paquete de boletas respectivas para hacer la corres - pondiente confrontación o verificación. Pero es claro que no se trata aquí de cualquier clase de boletas, sino únicamente de aquellas que han sido enviadas con las formalidades y con todos los requisitos de la ley para evitar suplantaciones.Y  siguiendo el espíritu de la misma, es de toda necesidad hacer constar en el acta de escrutinio sobre qué puntos con­tenidos en el registro que se escruta, surgió para los miem­bros de la corporación que verifica el acto la duda legal, para que les sea dable proceder a verificar la confrontación con las- boletas correspondientes. N o  autoriza nunca la ley, ni autori­zar podría, prescindir del registro para hacer el escrutinio sobre cualquier clase de boletas como lo admite la sentencia recurrida, porque esto, aparte de.que sería expedir patente al fraude, convertiría en letra muerta las disposiciones lega­les arriba transcritas, y que hablan precisamente de las fo r­malidades que deben cumplirse en la formación de los paque­tes que las corporaciones electorales de inferior categoría deben remitir a las superiores.Solamente a los Jurados de Votación les es dable hacer el escrutinio directamente sobre las boletas de votación, y las



D E L CONSEJO DE ESTADO 171actas y los registros respectivos que de ello extiendan, vienen a ser como la autenticación legal de los votos verdaderamente emitidos en la elección. Son ellos quienes hacen la liquidación del sufragio de cuantos ciudadanos concurrieron a votar, yes  sobre esta liquidación, autenticada por todos los miembros del Jurado, sobre la que las corporaciones de superior catego* ría proceden a verificar el escrutinio general. Cada corpora­ción electoral tiene funciones precisas, clasificadas con absolu­ta claridad y distinción por la ley, y las superiores no pueden prescindir o asumir las que corresponden a las inferiores, cuyo concurso en el proceso electoral es indispensable, so pena de nulidad del acto, como sucede en el caso en examen.REG ISTRO  DEL M U N IC IP IO  DE T U B A R ÁEn orden a este registro, se expresa así el Consejo Es­crutador de Barranquilla en el acta correspondiente (folio 4, cuaderno número 19):«Com o igualmente hubieran aparecido dos registros o pliegos diferentes del Jurado Electoral del Municipio de T a -  bará, firmados en sus cubiertas por personas diferentes que daban a entender que habían funcionado en dicho Municipio dos Jurados Electorales, en vez de uno, se decidió prescindir de uno y otro pliego o registro y considerar los restantes con mayor razón cuanto que el certificado que se adujo suscrito por el señor Alcalde del Municipio de Tubará, no se refería sino a la legitimidad de uno de los Jurados de Votación, que debieron actuar en dicho Municipio.»Aparte de que no se cita el texto legal que autorizara este proceder del Consejo Escrutador, comoquiera que las autoridades y funcionarios públicos no pueden hacer sino lo que les está indicado por la ley, no deja de llamar la atención la razón invocada para prescindir del registro del Municipio en referencia, cuando el deber legal del Consejo era el de ave­riguar cuál de los dos era el legítimo para apreciar éste y des* echar el otro.A l  estudiar este punto la sentencia en examen, y par­tiendo del hecho de que el apoderado del doctor Navarro hubo manifestado ante el Tribunal que adhería en un todo a la vista del señor Fiscal del Tribunal, quien había solicitado que se sostuviera al respecto lo resuelto por el Consejo Es­crutador de Barranquilla, dice así al folio 12 del cuaderno número 4:



1 7 2 A N A L E S«De modo que están de acuerdo el Fiscal y el apoderado del demandante en la apreciación de que el certificado del señor Alcalde de Tubará no prueba suficientemente la legitimidad del registro que dejó de computar el Consejo Escrutador y que el actor pide que se compute por serle favorable. El T r i ­bunal comparte ese criterio del Fiscal y el demandante, y se considera, por lo tanto, dispensado de entrar en más conside­raciones sobre el particular.»Erró visiblemente el Tribunal al pensar que se estaba ventilando ante él un juicio entre particulares, y no-una deli­cadísima cuestión de supremo interés social, que dice relación nada menos que a la legítima formación de uno de los más altos poderes públicos de la Nación. En esta clase de juicios, como lo tn  dicho esta Superioridad en sentencia reciente:«L o s  juicios electorales tienen por objeto hacer eficaces las leyes relativas al sufragio, al modo como debe ejercerse esta función pública y a las condiciones de elegibilidad reque­ridas por la Constitución. Ellos no constituyen o no debieran constituir una controversia entre partes, el reclamante y los elegidos, a quienes por lo mismo no se da traslado de la de­manda o reclamo. Vale esto decir que no se siguen en contra de determinadas persooas, sino en contra del acto electoral acusado. Atendidos tales fines, el procedimiento no puede asimilarse al de los juicios civiles, y participa o debe particL par más bien de los caracteres del procedimiento inquisitivo, seguido por acción pública confiada a los cuidados y al Minis­terio Púplico. A  lo cual se agrega que, siendo temporal el cargo que por la elección se confiere, si se han de observar para llegar a una decisión definitiva trámites, requisitos y formalidades como los prescritos para las controversias de orden civil, la acción para el efecto de corregir los resulta­dos de una elección ilegal o fraudulenta, vendría a ser las más veces nugatoria.»P o r  tanto, el derecho, la acción pública que se otoirga por la ley a todo ciudadano para demandar la nulidad de una elección, no es materia de transacciones privadas, porque esta clase de derechos en cuyo ejercicio está interesado el orden público, no pueden resolverse en vista de acuerdos habidos entre las partes. El Tribunal ha debido entrar a fallar la cuestión propuesta en su fondo, máxime cuando para ello te­nía en el proceso elementos suficientes, como se verá en se­guida.



D E L CONSEJO DE ESTADO 173En efecto, al folio l 9 del cuaderno número 2 bis seencuen» tra un documento auténtico en el que consta que el Consejo Electoral del Departamento del Atlántico nombró, en sesión del 26 de octubre de 1926, para constituir el Jurado Electo­ral del Municipio de Tubará, a los siguientes individuos:
Principales. Suplentes.P or la  m ayoría.Pedro Viloria. Antonio Maury.Manuel Bolívar A . Rafael Antonio Palacio.Simón Bolívar L. Angel María Viloria.Por la  m inoría.Eusebio V .  Cepeda. Miguel A .  Santiago.Luis R. López. Miguel A .  Maury.A  folios 14 a 17 vuelto del citado cuaderno número 2 bis, consta que estos señores tomaron todos posesión de sus em­pleos ante el señor A'calde Municipal de Tubará. A l  folio 3 existe el certificado del Presidente del Consejo Electoral refe­rente a que esta corporación no hizo otros nombramientos distintos de los anteriores para miembros del Jurado Electo­ral de Tubará, y al folio 6 certifica el Gobernador del A t lán ­tico que desde el l 1? de noviembre de 1926, fecha en que se instalaron los Jurados Electorales de los Municipios de aquel Departamento, la Gobernación no hizo luégo nombramiento alguno de suplentes interinos de miembros del mentado Ju­rado Electoral. De manera pues que no existe la menor duda de que en el día de las elecciones los miembros legítimos de dicho Jurado de Tabará  lo eran las personas arriba nombra­das. Estos señores, por razones que se ignoran, pues de ellos no hay constancia en autos, se dividieron en dos grupos, constituyéndose cada uno en Jurado Electoral. Uno de ellos fue integrado por los principales Simón Bolívar L. y Euse­bio V . Cepeda y el señor Antonio Maury, suplente del prin­cipal Pedro Viloria. N o  hay constancia alguna en autos de que este Jurado así constituido hubiera hecho nombramien­tos de Jurados de Votación, ni de que éstos hubieran tomado posesión del cargo. Aparece únicamente un certificado del señor Alcalde de Tubará  (folio 8, cuaderno número 1*?), en el que se dice que el único Jurado Electoral que funcionó el día de las elecciones fue el integrado por los individuos



174 A N A L E Sarriba nombrados, siendo él quien hizo los escrutinios del M u­nicipio,cuya acta sí aparece en autos (folio 7 del cuaderno nú­mero 1?).El otro Jurado quedó constituido por los principales Pedro Viloria y Luis R. López, y los suplentes Rafael A n to ­nio Palacio, Angel María Viloria y Miguel A . Santiago. N ó ­tese que Palacio era suplente de Manuel Bolívar A ., quien no concurrió a la formación de ninguno de estos Jurados, por cuya razón el d eque se trata bien puede considerarse como integrado por tres principales, cosa que no puede decir­se del anterior, comoquiera que el suplente Antonio Maury actuaba al mismo tiempo que lo hacía su principal Pedro V i ­loria en Jurado distinto. N o hay constancia de que este Ju­rado hubiera nombrado el de Votación; pero es lo cierto que los señores Campo Elias Coll, Luis A . Vargas, José Antonio Maury, Francisco Bolívar A. y Pedro A . Galofre se presen­taron ante el mismo a tomar posesión, como evidentemente lo hicieron en presencia de dos testigos, según documentos visi­bles al folio 20 del cuaderno número 2 bis.A l  folio 22 del mismo cuaderno se encuentra el acta de instalación de este Jurado de Votación, y al 23 la del escruti­nio por él verificado, la que sirvió al Electoral del Municipio para verificar el que le correspondía. Este documento se en­contró dentro del arca triclave custodiada por el Consejo Es» crutador de Barranquilla, según lo certifica el Secretario de esta corporación al folio 5 del cuaderno número 2, sin enmen daduras, raspaduras ni adulteración alguna, y se agrega allí que las firmas de quienes autorizan dicha acta, son las mis­mas que aparecen en la cubierta remisoria. Nada se dice en orden al acta a que alude el certificado del señor Alcalde de Tubará, y en el expediente no se encuentra documento algu­no que demuestre la actuación del otro Jurado de Votación el día de la elección en dicho Municipio.Enfrente pues de estas comprobaciones oficiales, el Con­sejo Electoral de Barranquilla ha debido estimar como válido este registro, o el Tribunal declararlo así en su sentencia, comoquiera que la circunstancia de haber aparecido otro dis­tinto, del que no se dice cómo fuera ni por quienes estaba firmado, no autorizaba para prescindir de él y anularlo, por­que tal circunstancia no está comprendida dentro de las cau­sales de nulidad^señaladas en los artículos 179, 181 y 183 de la Ley  85 de 1916, y en el 14 de la 96 de 1920.



D EL CONSEJO DE ESTADO 175D EM AN D A D E L DOCTOR AQ U ILE O  M A N O T A SEn su libelo pidió este demandante que se rectificara el escrutinio verificado por el Consejo Electoral del Atlántico llevado a cabo el día 24 de mayo de 1927 en la ciudad de Ba­rranquilla, a fin de que se declare:<a) Que no deben computarse a favor del señor Pedro Juan Navarro, como principal, y de los señores Francisco M a­notas Sánchez y Jorge Ruiz Quijano, como suplentes, primero y segundo, en su orden, los votos contenidos en el acta del escrutinio parcial del Jurado Electoral del Municipio de Santo Tomás, verificado el día 12 del mes de mayo en curso.«¿ ) Que tampoco deben computarse en favor del referido doctor Pedro Juan Navarro ni de sus nombrados suplentes los votos que aparecen en el registro que contiene el escrutinio parcial verificado por el Jurado Electoral de Sabanagrande el mismo día 12 de mayo corriente.«c) Que deben computarse a favor del señor General P a ­blo Emilio Bustamante, como principal, y de lo§ señores Aquileo Manotas, suscrito, y Temístocles Delgado, como su­plentes, primero y segundo, en su orden, los votos que con­tiene el escrutinio parcial verificado el día 12 del presente por el Jurado Electoral de Tubará, cuya acta está firmada por el señor Rafael Arturo Palma, como Presidente, y P. Viloria P., como Secretario.»REGISTRO DE S A N TO  TO M ÁSSe dice de este registro que no habiendo funcionado en dicho Municipio sino dos Jurados de Votación, la lista de su­fragantes en cada mesa no podía exceder de doscientos cin­cuenta nombres de ciudadanos inscritos en el censo electoral, que es el número fijado por el artículo 71 de la Ley 85 de 1916, y como de tal registro apareceu quinientos votos a fa­vor del doctor Pedro Juan Navarro y sus respectivos suplen­tes, y doscientos cincuenta votos por los doctores César In- signares Cerra, Aníbal Campo González y sus suplentes respectivos, es claro que se cometió un error numérico al com­putar a un candidato quinientos votos y a los otros doscien. tos cincuenta, por cuanto el total de ciudadanos inscritos en los dos Jurados de Votación no podía exceder de quinientos.Observa el Consejo de Estado:Si realmente hubiera aparecido un número de votos su­perior al de los ciudadanos inscritos en las listas del censo



176 A N A LE Selectoral, ello acarrearía como sanción la nulidad del acto, al tenor del artículo 179 de la Ley 85 citada. Si lo sucedido con- sisteen haber contenido las listas de los dos Jurados de V o t a ­ción un número mayor de doscientos cincuenta ciudadanos cada uno de ellos, tal cosa constituiría, a lo sumo, una irregulari­dad que no está sancionada en la ley. Con todo, como sobre tales hechos no se adujo por el actor prueba alguna, no ha lugar a decretar lo pedido sobre el particular por el deman­dante. REGISTRO DE SAB AN AG R AN D ESe acusa este registro por estar adulterado en su conte­nido. T a l  documento se encuentra al folio 5 del cuaderno número 3 bis, y en él se ve que los cómputos que indicau los votos obtenidos en la elección por cada candidato, escritos en letras y números, están adulterados. A l reverso de este registro aparece una certificación del señor Presidente del Consejo Escrutador de Barranquilla, en la que se afirma que dicho documento, así adulterado, fue el que sirvió para veri­ficar el escrutinio general el día 24 de mayo de 1927, materia del presente juicio.Sobre este particular dice la sentencia:«Se  acusa el registro de Sabanagrande de haber sido “ sustancialmente alterado en lo escrito después de firmado por los miembros de la corporación.”  Ninguna prueba se ha traído a los autos para demostrar esta afirmación; sólo el re­gistro original que obró en el escrutinio general vino al expe­diente con la respectiva constancia del señor Presidente del Consejo Escrutador. Examinando cuidadosamente ese regis­tro se le observan algunas modificaciones en las cantidades numéricas, no en los nombres, modificaciones que son bien insignificantes y que consisten en haberse corregido, a la mano, algunos números escritos con máquina, para aumen­tarlos o disminuirlos en pocas unidades.»El Consejo de Estado observa:N o  era necesario traer a los autos prueba alguna para demostrar que el registro de que se trata había sido alterado, desde luégo que éste mismo lo pone de manifiesto. Y  que esto es sustancial, se demuestra con la sola consideración de que la alteración se refiere o se verificó sobre lo que verdaderamente decide del resultado de una elección, o sea sobre el monto de los votos que el escrutinio arroja a favor de cada candidato,



D E L CONSEJO DE ESTADO 177cosa ésta que no puede ser calificada de «superficial e insigni­ficante,» corno lo hace la sentencia.Sobre esto dice el señor Fiscal del Consejo:« . . .  Debe presumirse que se verificó (la alteración) des­pués de firmado (el registro) por quienes lo suscribieron, dado que si éstos fueron los autores de la alteración, habrían adop­tado uno de dos procederes: o reponer el acta para escudarla contra la consiguiente sanción de nulidad, o salvar a continua­ción de la misma las enmendaduras para hacerlas válidas.»Esto último era precisamente lo que ha debido hacerse, agrega esta Sala, por ser ello lo ordenado para casos tales por la ley. Se olvidó por el Tribunal que el artículo 710 del Códu go Judicial dispone que no serán estimados como prueba las escrituras y los documentos rotos, enmendados o suplantados en parte sustancial de su contenido, y que el 643 de la misma obra dispone que toda enmendadura o entrerrenglonadura se salvarán al fin de cada diligencia.Se ha incurrido pues, en el caso presente, en la nulidad contemplada en el artículo 14 de la Ley 96 de 1920, y así debe declararse.En lo referente al registro de Tubará, cuya exclusión del escrutinio fue también demandada.por el doctor Manotas, ya ese punto quedó resuelto al estudiar la demanda del doctor Navarro, y a ello debe estarse.DEM AND A D E L DOCTOR JU LIO  A. M ENDOZAEste demandante acusó los registros de Sabanagrande, Santo Tom ás y Soledad.En orden a los dos primeros se reproducen las conclusio­nes a que respecto a ellos llegó la Sala al estudiar las dos de­mandas anteriores.En cuanto al registro del Municipio de Soledad, se ob ­serva :Este fue tachado por el actor do. falso y apócrifo en vista de que, afirma el demandante, habiendo sufragado va­rios ciudadanos de aquel Distrito por los señores Paulo Em i­lio Bustamante, Aquileo Manotas y Temístocles Delgado, para principal el primero y para suplentes los dos últimos, en el mencionado registro no aparece un solo sufragio a favor de estos candidatos.Sobre el particular no se encuentra prueba de ningún género en los autos. Aparece de ellos únicamente que durante



178 A N A L E Sel término probatorio el apoderado del actor pidió (folio 1.°, cuaderno número 3 bis) se recibieran las declaraciones de va­rios individuos por él designados. Para ello se comisionó al señor Juez 2° del Circuito de Barranquilla, según despacho número 139 de 25 de octubre de 1927 (folio 2 id.), pero a este funcionario no le fue posible cumplir la comisión, por no ser los declarantes vecinos de dicha ciudad. Lo  afirmado por el demandante quedó pues desprovisto de toda probanza.A  mérito de todo lo anteriormente expuesto, la Sala P le ­na del Consejo de Estado, de acuerdo con la opinión del se­ñor Fiscal de la corporación y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, revoca la sentencia apelada, y en su lugar dispone:Primero. Es nulo el escrutinio verificado por el Consejo Escrutador del Departamento del Atlántico el día 24 de mayo de 1927, para Representantes al Congreso Nacional por esa Circunscripción, en la parte afectada por las nulidades e irre­gularidades de que se hace mérito en el presente fallo.En consecuencia, se practicará un nuevo escrutinio en la forma siguiente:a) Se computará en este nuevo escrutinio el registro del Municipio de Guamal, autorizado por el Jurado Electoral de allí, compuesto por los señores Simón Ranjel A ., Alfredo N. Rodríguez, Juan P, Rodríguez, Uriel Trespalacios A ., del escrutador José Angel Bagarozza, y cuyo Secretario lo fue el señor Gregorio Pineda V . Este registro aparece a los f o ­lios 2 vuelto y 3 del cuaderno número l 9 bis, que constituye las pruebas del doctor Pedro Juan Navarro. N o  se computa­rán las boletas que computó el Consejo Escrutador, como vo­tos emitidos en el referido Municipio, las cuales boletas care­cen de autenticidad.b) Se computará también el registro del Jurado Electo­ral del Municipio de Tubará  suscrito por los señores Rafael A rturo  Palacio, Luis R. López, Angel María Viloria, Miguel A . Santiago B. y Pedro Viloria P., registro que aparece al folio 4 del cuaderno número 2 bis, que constituye las pruebas del doctor Aquileo Manotas; yc) Se prescindirá del registro de escrutinio del Jurado Electoral del Municipio de Sabanagrande, documento que se declara nulo por el presente fallo. (Folio  5, cuaderno número 3 bis. Pruebas del doctor Mendoza).



D E L CONSEJO DE ESTADO 179Este nuevo escrutinio se practicará por el Tribunal Sec­cional Administrativo de la primera instancia, de conformi­dad con lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley  96 de 1920, inmediatamente que lleguen estos autos al citado Tribunal.Segundo. N o  hay lugar a decretar las demás rectificado, nes y nulidades pedidas en las demandas acumuladas.El Consejo de Estado dispone además que se saque copia de lo conducente por el Tribunal Seccional de primera instan­cia, y se pase a la autoridad competente para que se ave­rigüe la responsabilidad penal en que se haya podido incurrir por la comisión de los siguientes hechos, a saber:1° P o r  la ruptura de un pliego electoral en el momento del escrutinio general practicado por el Consejo Escrutador del Atlántico en la ciudad de Barranquilla, el día 24 de mayo de 1927, según se afirma en el acta respectiva.2° P o r  la reunión o funcionamiento ilegal de las perso­nas que se constituyeron indebidamente en Jurado Electoral del Municipio de Tubará, según lo expuesto en la parte mo­tiva de este fallo; y39 P o r  la alteración que aparece en el registro de escru­tinio del Jurado Electoral del Municipio de Sabanagrande.Notifíquese, cópiese, comuniqúese a la honorable Cáma­ra de Representantes y al señor Ministro de Gobierno, y de­vuélvase el expediente a la oficina de su origen. Esta senten­cia se publicará en los Anales del Consejo de Estado.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o ­r r e a — J o s é  A .  V a l v e r d e  R .— C o n s t a n t i n o  B a r c o — A r - c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — Angel María  Buitrago M ., Secretario en propiedad.
A U T O

sobre 1& aclaración y corrección que se p ide de la sentencia anterior.(Consejero ponente, doctor N icasio  Anzola).
Consejo de E stado—Sala P lena— Bogotá, agosto seis de mil novecientos vein­

t io c h o .Vistos: Solicita el doctor Aquileo Manotas,- en su carác­ter de demandante, que se aclare y corrija el fallo de segunda instancia proferido por el Consejo de Estado con fecha 25 de julio último en el presente juicio electoral, en ejercicio del de­A. del C. de E.-14



180 A N A LE Srecho que para ello le otorga el artículo 100 de la Ley  105 de 1890.Arguye el peticionario que el fallo se extiende a resolver sobre puntos que en su sentir no están comprendidos en la demanda inicial, y'seSala como tales el hecho, dice, de que en la sentencia en referencia, en su parte motiva, declara nulas las boletas de votación, de donde puede concluirse que al tiem­po de verificar la rectificación por el Tribunal competente, podría creerse que no podía tener en cuenta el pliego res­pectivo de las boletas para cualquiera verificación que fuere necesaria.Si la petición de corrección de la sentencia se toma como equivalente a la de reforma de la misma, no es posible acce­der a ello por tener el carácter de definitiva, comoquiera que puso fin en última instancia al juicio electoral, y las sentencias de esa clase no pueden ser reformadas ni revocadas, conforme al artículo 17 de la Ley 169 de 1896, que sólo permite, cuando en ellas se ha guardado silencio sobre determinados puntos accesorios, o cuando sobre esos puntos se ha condenado en más o en menos de lo que se debía, decidir posteriormente so­bre ellos, siempre que así se le pida oportunamente por parte legítima. Paro es el caso de que no se trata de un fallo ultra petite, según los propios conceptos del señor reclamante, quien luégo de afirmar que en la parte motiva de la sentencia se declaran nulas las boletas de las votaciones, concluye su exposición así:«Eso dice la parte motiva, aunque la resolutiva no dice ni puede decir nada, por la razón de que eso no se pidió en nin­guna demanda.»Verdad que en la parte expositiva del fallo en referencia se hicieron varias consideraciones en orden a la falta de au­tenticidad de las boletas de votación que sirvieron al Consejo Electoral para hacer el escrutinio de las elecciones verificadas en el Municipio del Guamal. Esas consideraciones o apre­ciaciones pueden ser, si lo quiere el peticionario, hasta con­tradictorias, pero los errores que ellas contengan no son causa para modificar un fallo, porque, como muy bien lo ha dicho la Corte Suprema de Justicia en casación del 16 de noviembre de 1911:« L a  sentencia de toda clase no tiene fuerza sino en la parte resolutiva; la parte motiva del fallo sólo contiene consi­deraciones que pueden ser tan sólidas y valiosas como se



D E L  CONSEJO DE ESTADO 181quiera, pero que no engendran nunca derechos y obligaciones. Es en la parte resolutiva donde se expresa el modo como se decídela controversia, dando su derecho a cada uno de los liti­gantes. De esta parte sí nacen derechos y obligaciones; toda la fuerza del fallo está pues en la parte resolutiva, y sólo en ella.»Si pues el peticionario declara que en la parte resolutiva de la sentencia nada se dice sobre nulidad de boletas de vota­ción, nada hay pues que aclarar sobre este asunto.N o  hay, por otra parte, y como lo exige el artículo 100 de la Ley  105 de 1890, invocado por el peticionario, frases oscu­ras o de doble sentido en la parte resolutiva de la citada sen­tencia que ofrezcan un verdadero motivo de duda y que exijan una aclaración, como bien puede comprobarse con lá simple lectura de aquélla.P o r  tanto, y en mérito de las anteriores consideraciones, se niega  la solicitud en referencia.Notifíquese, cópiese y publíquese.José  J o a q u ín  C a s a s — N i c a s i o  A n z o l a — C o n s t a n ­t i n o  B a r c o — R a m ó n  C o r r e a — A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R .—  J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — A n g e l M a­
r ía  B uitrago M .,  Secretario en propiedad.En Bogotá, a 6 de agosto de 1928 notifiqué al señor Fis- cas el auto que precede. (Firma). M artín ez.

A n g e l M. B u itrago  M .,  Secretario en propiedad.Certifico (jue para notificar a las partes el auto que pre­cede se fija edicto en un lugar público de la Secretaría Gene­ral del Consejo de Estado, hoy nueve de agosto de mil nove­cientos veintiocho, a las ocho de la mañana.
A n gel M aría  B u itrago M .,  Secretario en propiedad.Ejecutoriada como se halla la sentencia que precede, pase este pegocio al despacho del honorable Consejero sustancia- dor en cumplimiento de lo dispuesto en proposición aprobada el 6 de los corrientes.Bogotá, agosto 9 de 1928.
A n gel M aría  B u itrago  M .,  Secretario en propiedad.



182 A N A L E SPRO PO SIC IÓ N  ,Una vez ejecutoriada la sentencia proferida en el juicio electoral relativo a los escrutinios‘ verificados por el Consejo Escrutador del Atlántico, pásese por la Secretaría el expedien­te al Consejero sustanciador, para que proponga lo procedente en lo que respecta al cumplimiento déla  referida sentencia, de conformidad con la ley. . yConsejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, nueve de agosto de mil novecientosveintiocho.La  .sentencia pronunciada por el Consejo de Estado en el presente juicio electoral, con fecha veintitrés de julio último, se encuentra ya ejecutoriada, como aparece del precedente in­forme del señor Secretario de la corporación. En acatamiento a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley 96 de 1920, se declaró en ella que el Tribunal de primera instancia debía-verificar el nuevo escrutinio decretado en la misma; pero como el artículo 15 de la Ley  25 del año en curso, que está ya en vigencia, ordena que el nuevo escrutinio se haga por el Consejo de E s ­tado, se resuelve:Señálanse las horas de las tres de la tarde en adelante, del viernes diez de los corrientes, para verificar el nuevo escru. tinio a que se refiere la mencionada sentencia. Hecho éste, y comunicado el resultado, remítase el expediente al Tribunal de primera instancia para lo de su cargo.Cúmplase.José J o a q u ín  C a s a s — C o n s t a n t i n o  B a r c o — N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o r r e a — A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R . — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — Angel María  Buitrago M ., Secretario en propiedad.Consejo de Estado-Sala Plena— Bogotá, agosto diez de mil novecientos vein­tiocho.Reunido en esta fecha el Consejo de Estado, con la con­currencia de los Consejeros principales doctores Constantino Barco, quien presidió el acto; Nicasio Anzola, Arcadio Charry, José A . Valverde y José A . Vargas Torres, con el fin de rec­tificar el escrutinio verificado por el Consejo Escrutador del Departamento del Atlántico el día 24 de mayo de 1927, para



D E L CONSEJO DE ESTADO 183Representantes al Congreso Nacional por esa Circunscrip­ción, de conformidad con la sentencia pronunciada por el Consejo con fecha 23 de julio del año en curso, en el juicio electoral seguido por los doctores Pedro Juan Navarro, Julio A . Mendoza y Aquileo Manotas. Fueron nombrados escru­tadores los Consejeros doctores Nicasio Anzola, José A . V a r ­gas Torres y José A. Valverde. Se procedió en seguida a verificar el escrutinio, en la forma y términos indicados en la sentencia de que se ha hecho mérito, previa lectura de los documentos respectivos que constan en el expediente, y se ob­tuvo el siguiente resultado, a saber:Para Representantes principales al Congreso de la R e­pública:P o r  el señor César Insignares Cerra, once mil seiscien­tos ochenta y tres votos (11,683).P o r  el señor Aníbal Campo González, once mil seiscien­tos ochenta y tres votos (11,683).P o r  el señor Pedro Juan Navarro, tres mil ochocientos cincuenta y cinco votos (3,855).Para Representantes primeros suplentes al Congreso de la República:P o r  el señor José María Acosta Madiedo, diez mil nove­cientos setenta y cuatro votos (10,974).P o r  el señor V íctor M. Royero, diez mil cuatrocientos setenta y tres votos (10,473).P o r  el señor Francisco de P . Manotas S., tres mil sete­cientos treinta y cinco votos (3,735).Para Representantes segundos suplentes al Congreso de la República:P o r  el señor Arturo Movilla, once mil ciento ochenta y cinco votos (11,185).P o r  el señor Rafael Gerlein, once mil ciento ochenta y cinco votos (11,185).P o r  el señor Jorge A .  Ruiz Quijano, tres mil setecientos treinta y cuatro votos (3,734).P o r  haber obtenido la mayoría de los votos los señores César Insignares Cerra, Aníbal Campo González y Pedro Juan Navarro, el Consejo los declaró elegidos Representantes principales al Congreso de la República en el período en curso.Por  haber obtenido la mayoría de los votos los señores José María Acosta Madiedo, V íc tor  M. Royero y Francisco



184 A N A L E Sde P . Manotas S., para Representantes primeros suplentes, en su orden, de los principales arriba nombrados, el Consejo los declaró elegidos en tal carácter para el período en curso.Por  haber obtenido la mayoría de los votos los señores Arturo  Movilla, Rafael Gerlein y Jorge A . Ruiz Quijano, para Representantes segundos suplentes, respectivamente, de los mencionados principales, el Consejo los declaró elegidos en tal carácter.También obtuvieron votos para principales el señor P a ­blo Emilio Bustamante, tres mil quinientos cuatro (3,504); el señor Rafael Angel Donado, un voto (1 );  el señor Luis M. Bolívar, treinta y siete votos (37); para primer suplente, el señor Aquileo Manotas, tres mil cuatrocientos noventa y tres votos (3,493); para segundo suplente, el señor Temístocles Delgado, tres mil cuatrocientos noventa y tres votos (3,493).Se hace constar que el acto se verificó en sesión pública, en el salón de audiencias del Consejo, y se dio principio a él a las tres y media de la tarde.Concluido el escrutinio a las cinco y cuarto de la tarde, se extiende la presente acta, por duplicado, de las cuales una se agrega al expediente y la otra queda en el archivo de la corporación. Antes de levantar la sesión se han extendido las comunicaciones correspondientes.Para constancia se firma.C o n s t a n t i n o  B a r c o — N i c a s i o  A n z o l a  —  A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A . V a r g a s  T o r r e s — J o s é  A .  Y a l v e r d e  R Angel M . Buitrago M ., Secretario en propiedad.
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A S O  X I | BOGOTÁ, 30 DE AGOSTO DE 1928 j>  NÚM ERO 154SECCION 1̂ —CONSEJO PLENOC O N T R A T Ocelebrado por el señor Ministro de Industrias con los señores Diego Martínez & Compañía, sobre exploración y explotación d^rbidrocarburos en terrenos de Lorica4 Departamento efe Bolívar.(Ponente, doctor Anzola)..Consejo de Estado—Sala Plena— Bogotá, marzo catorce de mil novecientosveintisiete.Habiendo remitido a esta corporación el señor Ministro de Industrias el expediente relativo a los contratos celebrados por el Municipio de Lorica con la Casa comercial de Diego Martínez &  Compañía, sobre exploración y explotación de hidrocarburos en terrenos de propiedad de dicho Municipio, el Consejo, en Resolución que lleva fecha 20 del pasado octu­bre, declaró que correspondía al señor Ministro, en primer término, revisar los mentados contratos de conformidad con el artículo 6.° de la Ley 72 de 1925, y en consecuencia ordenó, para tal efecto, devolverle el expediente.Con nota número 787, de fecha 11 del último noviembre, aquel Ministerio, luégo de refutar en ella las razones en que el Consejo fundó su resolución, le hace nuevo envío del expe­diente y recaba de él se allane a dar dictamen sobre los tales contratos con antelación al que corresponde al mismo M i­nisterio. A, del C. de E.-1S



186 ANALESPara.resolver el punto se considera previamente:En apoyo de su tesis se expresa así el señor Ministro: «E s  verdad que el artículo 6.° de la Ley 72 de 1925 ha* bla del concepto previo y favorable del Ministerio de Indus. trias y del Consejo de Estado, pero no parece que esa dispo sición sea contraria al decreto en que el Gobierno, en ejercicio de la potestad reglamentaria délas leyes, que sólo a él com­pete por mandato expreso de la Constitución—ordinal 39 del artículo 120,— dispuso que el Ministerio emitiera dictamen fa ­vorable o desfavorable respecto de esta clase de contratos municipales, después de que ellos hayan sido estudiados por el Consejo de Estado. En efecto: por una parte se advierte claramente que la disposición legal citada se limita de manera exclusiva a señalar como requisito esencial para la validez de esos contratos, el de que el Ministerio de Industrias y el C on­sejo de Estado los aprueben, pues no otro alcance pueden te­ner y tienen en realidad los conceptos previos y favorables que estas dos entidades han de emitir. Pero tal disposición legal no señala el procedimiento, o mejor dicho, la tramitación que ha de seguirse cuamjo el Municipio respectivo ha celebra­do ya el contrato. Y  ese proc&di'míñr/to.o tramitación, que es de pura forma, es lo quftel-Gobierno ha determinado en el De creto aludido (de 19 de diciembre de 1926, número 1242).»A  todo esto, el Consejo observa muy respetuosamente: En su sentir, no se trata en el caso presente de una cuestión de mero procedimiento o de simple formalidad, como lo considera el señor Ministro, sino de algo muy sustantivo y trascendental que dice orden a cuestiones de suyo graves, cu yas proyecciones quizá puedan más tarde venir a lesionar o a comprometer vitales intereses de la República, comoquiera que corresponderá a ésta, en último término, responder d i­rectamente de todas aquellas obligaciones que los Municipios o los Departamentos contraigan a causa de los contratos de la naturaleza y condiciones de los que son materia del presente estudio. N o  en balde el legislador de 1925, en el artículo 6.° de la Ley 72, se expresó en estos términos:«L o s  contratos que celebren los Departamentos y los Municipios, sobre exploración y explotación de los yacimientos de hidrocarburos situados en terrenos adquiridos con ante- terioridad al 28 de octubre de 1873, necesitan, para su valw dez, del concepto previo y favorable del Ministro de Indus­trias y del Consejo de Estado. Estas entidades estudiarán la



DEL CONSEJO DE ESTADO 187conveniencia respectiva desde el punto de vista de la legalidad de los títulos de propiedad de los terrenos que son objeto del contrato, de las conveniencias nacionales y de la seguridad del Estado.»Para el Consejo, el orden en que deben ser rendidos los; conceptos por parte de las entidades indicadas en el texto transcrito, no es indiferente ni caprichoso. ¿Porqué habla la Ley primero del Ministro de Industrias y luégo del Consejo de Estado? Seguramente en consideración a que en tratán­dose de una cuestión en que muy fácilmente pueden compro­meterse, como lo dice el texto legal, «las conveniencias na­cionales y la seguridad del Estado,» es natural que quien primero deba estudiar esa clase de contratos sea el señor Mi nistro, en cuyo despacho reposan todos los antecedentes de la negociación, o al menos dispone de mayor cúmulo de ele­mentos informativos que lo capaciten para poder llagar a más- exactas conclusiones sobre la naturaleza y condiciones déla misma, y consecuencialmente ilustrar con su dictamen el que en último término debe rendir el Consejo de Estado; cosa que, de otro lado, armoniza más con la índole y naturaleza de las delicadas funciones que a esta corporación le competen conforme a la Constitución y a las leyes.La  tesis que se viene sosteniendo cobra mayor fuerza si se verifica la legislación nacional sobre hidrocarburos, en la que se observa completa uniformidad en lo rtferente a la cues tión de que se trata. En efecto, en el capítulo II, Contratos de arrendamientos, de la L^y 120 de 19L9, artículo 23, se dice lo siguiente:«Artícu lo 23. En el contrato se hará constar:«10. La declaración de que el contrato necesita para su validez la aprobación del Presidente de la República, previo concepto favorable de la Junta de Hacienda y del Consejo de Ministros, y la revisión del Consejo de E-tado, de conformidad con el artículo 37 del Código Fiscal.»Esta misma gradación en orden a la enumeración de las entidades que deban emitir conceptos sobre los referidos con» tratos, se ha conservado inalterable en todas las posteriores leyes sobre hidrocarburos. Así aparece en el artículo 11 de la Ley 14 de 1923 y en el 6.° de la Ley 72 de 1925.De otro lado, ha sido práctica constante y uniform j la de que el Consejo de Estado emita su concepto una vez surtidas todas las formalidades legales requeridas en los contratos que



188 ANALESse celebren en nombre del Estado, o en los que de alguna manera interesen a éste, y el procedimiento que para ello el señor Ministro echa de menos, lo fija el artículo 37 del C ó ­digo Fiscal, y al que por modo tan preciso se refiere el nu­meral ¡0 del artículo 23 de la Ley 120 de 1919, referente a contrato sobre explotación y exploración de hidrocarburos, transcritos arriba. En el caso presente, no aparece por parte alguna nada que justifique una excepción a todos los princi­pios legales que rigen la materia.En mérito de lo que se deja expuesto, el Consejo de Es­tado, en Sala Plena, declara que aún no ha llegado el caso de emitir concepto alguno sobre los contratos celebrados por el Municipio de Lorica. Departamento de Bolívar, con la Casa comercial de Diego Martínez &  Compañía, mientras así no lo haya hecho el ¡señor Ministro de Industrias, de conformidad con el artículo 6.° de la Ley 72 de 1925 y demás disposiciones legales sobre el particular.Notifíquese, cópiese, publíquese y devuélvase el expe diente.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — N i c a s i o  A n z o l a — C o n s t a n  - t i n o  B a r c o — J o s é  A. V a l v e r d e  R .— J o s é  A. V a r g a s  T o r r e s — A  r c a d i o  C h a r r y — R a m ó n  C o r r e a — Angel Ma  ría Buitrago M ., Secretario en propiedad.D E M A N D Apropuesta por et señor José Antonio Concha sobre nulidad de la elección he­cha por la Asamblea de Cuudinamarca en el señor Emilio González Ospina para Contador Examinador de Cuentas en la Contaduría del Departamento, creada por la Ordenanza número 4 7  de I925-(Ponente, doctor C h arry ).Consejo de Estado Pleno— Bogotá, junio primero de mil novecientos veinti­siete.Vistos: El señor José Antonio Concha, fundándose en el derecho que reconoce el artículo 52 de la Ley 130 de 1913, demandó ante el Tribunal Seccional de Bogotá la nulidad del acto de la Asamblea de Cundinamarca por medio del cual se eligió al señor Emilio González Ospina Contador Examinador de Cuentas del Departamento; y solicitó igualmente la nuli­d a d  de la declaratoria de elección hecha por la Asamblea en favor del señor González Ospina, así como la elección hecha <en los señores Fernando Caro y Pedro José Piñeros, suplen­



DEL CONSEJO DE ESTADO 189tes, y la nulidad déla declaratoria de la Asamblea en favor de dichas personas.El demandante pidió que como consecuencia del Decreto de nulidad se le declarara electo Contador Examinador a él mismo, y electos como sus suplentes a los señores Fernando Caro y Pedro José Pineros.Los hechos de la demanda son éstos:« l 9 La  Asamblea de Cundinamarca expidió una Or* denanza sobre contaduría general y fiscalización departa­mentales.«2° Los Contadores Examinadores que señala la Orde­nanza son nueve.«39 La  Asamblea hizo la elección de Contadores Exami­nadores el sábado 16 de mayo de 1925, en su sesión matinal.«49 Esa elección, en lo que se refiere al candidato Emilio González Ospina, fue hecha en forma irregular y nula, coa violación de las disposiciones constitucionales y legales citadas en estademanda.«59 El lunes 18 de mayo de 1925 hizo la Asamblea la elección de suplentes, en la misma forma irregular y nula, declarando la elección en favor de dos suplentes psrsonales de Emilio González Ospina, cuando ha debido hacerse en favor de suplentes personales de José Antonio Concha.« 69 Varios Diputados protestaron contra la elección de clarada en favor de Emilio González Ospina, por ser ilegal, y dejaron constancia en el acta, de su protesta.«79 Los actos acusados no han sido publicados, y aun­que se solicitó copia legal del acta en que consta la elección acusada, ésta todavía no se ha entregado, pero oportuna mente se acompañará a esta demanda.»L a  demanda se fundó en las disposiciones de los artículos 45 del Acto  legislativo número 3 de 1910, 111 de la Ley 85 de 1916 y 12 de la Ley 96 de 1920.El Tribunal, en sentencia de 24 de agosto último, que ha venido en apelación, negó la nulidad demandada.El asunto se repartió en esta Sala el 13 de octubre de 1925, y fue sustanciada la instancia. La  audiencia tuvo lugar el 20 del pasado marzo, y a ella concurrió el señor Fiscal, pero no el apoderado constituido por el demandante, cuyo poder fue decretado. Dice el primero en el resumen escrito de su ale gato oral, lo que se verá en seguida:« L a  primera cuestión que debe dilucidarse en el presente asunto es la siguiente: x



190 ANALES«¿E l acto acusado puede considerarse como un acto co­mún de la Asamblea de Cundinamarca, o debe estimarse como un acto especial de elección, emanado de dicha entidad y so­metido por lo tanto a las leyes eleccionarias?«Que el acto denunciado constituya una elección propia­mente dicha, es cosa tan palmaria, que no necesita demos­tración, máxime si se atiende a que así lo reconoce el deman­dante en su libelo, y a que las disposiciones citadas como infringidas forman parte del Código Electoral.«Tales disposiciones establecen:«Artícu lo  45 del Acto  legislativo número 3 de 1910:“ En toda elección en que se vote por más de dos icdivi dúos, aquélla se hará por el sistema del voto incompleto, o del cuociente electoral, o del voto acumulativo, u otro cual­quiera que asegure la representación proporcional de los par­tidos. La ley determinará la manera de hacer efectivo este derecho .^«A rtícu lo  111 de la Ley  85 de 1916:“ En toda elección popular o hecha por corporación pú­blica, en que haya de votarse por más de dos individuos, cuando el número de éstos sea exactamente divisible por tres, se votará por las dos terceras partes, y se declararán elegidos en el escrutinio los candidatos que hayan obtenido más votos, hasta completar el número total de individuos que se trate de elegir.“ Parágrafo 1.° Cuando el número de individuos que han de ser elegidos no sea exactamente divisible por tres, tal nú­mero se elevará a la cifra inmediatamente superior que sea divisible por tres, y las dos terceras partes de esta cifra, menos uno, será el número de candidatos por que se vote.“ Parágrafo 29 La votación se hará separadamente por principales y suplentes, en una misma papeleta, como se dis­pone en el capítulo V I I . ”«A rtícu lo  12 de la Ley 96 de 1920:“ Esta Ley y la 85 de 1916 serán interpretadas y ejecuta­das por las autoridades y corporaciones que deban darle cum. plimiento o intervenir en su ejecución, en el sentido de acatar, en todo caso, la letra y el espíritu del artículo 45 del A cto  legislativo número 3 de 1910, que establece la representación proporcional de los partidos en la elección de más de dos in ­dividuos, de acuerdo con el sistema del voto incompleto, que



DEL, CONSEJO DE ESTADO 191es el adoptado por la ley. En consecuencia se escrutarán los candidatos que hayan obtenido el mayor número de votos, hasta completar el número legal, dando estricto cumplimien to al citado artículo constitucional.“ Queda en estos términos aclarado el artículo 111 de la Ley 85 de 1916. ” ,«Esto  supuesto, se pregunta:«¿Contra un acto de elección de una Asamblea Departa mental es pertinente hoy día la acción de nulidad contencio­so administrativa de que trata la Ley 130 de 1913, que es la ejercitada, o tan sólo es procedente la acción de nulidad esta­blecida por el Código de Elecciones?«E l artículo 52 de la Ley 130 de 1913 dice:"T o d o  ciudadano tiene derecho a pedir al respectivo Tribunal Seccional Administrativo que se declare la nulidad de una ordenanza u otro acto de la Asamblea Departamental, que considere contrario a la Constitución o a la ley.”«Según esta disposición, aparece que contra todo acto de las Asambleas Departamentales es procedente la acción con­tencioso administrativa; pero con posterioridad a ella se ex­pidió la Ley 85 de 1916, especial sobre elecciones, donde se hallan consagrados los principios siguientes:“ Artículo 181. Es nula toda elección de tres o más in­dividuos hecha por una corporación pública, cuando los votos emitidos en ella se hayan computado con violación del siste­ma adoptado por el artículo 111 de esta Ley, o de cualquiera otro que se adopte, de acuerdo con el Acto  legislativo número3 de 1910, artículo 45.”“ Artículo 189. Los Tribunales Seccionales de lo Conten­cioso Administrativo conocerán privativamente y en una sola instancia de las demandas sobre nulidad de las votaciones y de los registros de escrutinio a que se refiere el capítulo 11 de esta Ley.“ N o  obstante, si se tratare de la elección de Senadores, de Representantes o de Consejeros Electorales, la sentencia es apelable para ante el Consejo de Estado, en Sala Plena, por el demandante, el Agente del Ministerio Público, los Senado- res, Representantes o Consejeros de cuya elección se trate, por sí o por medio de apoderado. L a  sentencia de primera instancia no producirá ningún efecto contra la elección o re. gistro acusado de nulidad, mientras no sea confirmada por el superior. ”



192 ANALES«D e estas disposiciones se deduce que si bien la Ley  130 de 1913 consagró de una manera general la acción contencio­so administrativa contra todos los actos de las Asambleas Departamentales, más tarde el legislador de 1916 reformó aquella Ley  estableciendo una acción especial contra los actos de tales entidades, cuando ellos constituyen una elección.«E n  otros términos, contra los actos electorales de las Asambleas no existe en la actualidad la acción contencioso administrativa de que trata el artículo 52 de la Ley 130 de 1913, sino la consagrada por el artículo 189 de la Lev 85 de 1916.« Y  no existe la acción del artículo 52 de la citada Ley 130 contra los actos electorales de las Asambleas, porque esta disposición es incompatible con otras especiales posteriores^ contenidas en una Ley que reglamenta íntegramente la mate­ria de elecciones, como es la 85 de 1916, y porque la Ley 130 tiene carácter general, y la 85 se refiere a un asunto especial.«Corrobora lo expuesto la sentencia dictada por el C on­sejo Pleno con fecha 16 de agosto de 1922, publicada en el tomo X l l l  de los Anales de la corporación, números L16 a 118, páginas 594 y siguientes.«Com o el demandante ha ejercitado en el presente caso, no la acción eleccionaria sino la de la Ley 130, debe revocarse la sentencia del Tribunal de primera instancia, que entró a fallar el asunto en el fondo, yen  su lugar declarar la impro­cedencia de la acción.»Si bien los razonamientos del señor Fiscal son perfecta­mente jurídicos, la conclusión que deduce es inaceptable.En efecto, todo acto de las Asambleas es revisable por la vía contencioso administrativa, de acuerdo con las disposi­ciones de la Ley 130 de 1913; y de esos juicios conoce en pri­mera instancia el respectivo Tribunal Seccional, yen segunda, por apelación o consulta, según el caso, el Consejo de Esta­do; pero tratándose de los actos de las Asambleas que se re^ fieren a elecciones, la ley posterior y especial que reglamenta íntegramente la materia ha establecido que sólo son revisables en única instancia, y de manera privativa por los Tribunales Seccionales de lo Contencioso Administrativo, artículo 189 de la Ley  85 de 1916, con excepción de las elecciones de los R e ­presentantes, Senadores o Consejeros Electorales, de las cua­les decide en definitiva el Consejo de Estado por apelación o consulta (artículos 189 de la Ley  85 de 1916 y 23 de la Ley 96 de 1920).



DEL CONSEJO DE ESTADO 193P a ite  pues de estas excepciones, ]a revisión y nulidad de los actos de las Asambleas relativos a elecciones, son de la competencia exclusiva de los Tribunales Seccionales, puesto que ellos conocen privativamente y en una sola instancia de esos asuntos, y por lo mismo el Consejo de Estado no tie­ne jurisdicción para revisar las sentencias dictadas al respec ' to por los Tribunales Seccionales. Y  si no tiene jurisdiccióQ para revisar esas sentencias, no puede entrar a revocarlas para decidir algo en el fondo, como lo pretende el señor Fiscal-La  sentencia que dicho funcionario cita en su apoyo sostiene precisamente lo contrario, es decir, establece que dada la competencia privativa de los Tribunales Seccionales en los asuntos indicados, el Consejo de Estado no tiene atri­bución para conocer de esos asuntos, y así lo decidió, de acuer­do con el concepto del señor Fiscal, en estos términos:«L a  citada Ley 85 de 1916, en su artículo 189, atribuye a los Tribunales Seccionales de lo Contencioso Administrativo el conocimiento privativo, en una sola instancia, de las de­mandas sobre nulidad de las votaciones y de los registros de escrutinios, con excepción de los casos en que se trate de la elección de Senadores, de Representantes o de Consejeros Electorales, en los que la sentencia es apelable por ante esta corporación plena, excepción que amplió el artículo 23 de la Ley  96 de 1920, estableciendo la consulta de esos fallos en el caso de que no fueren apelados.«Fuera de estas demandas, las demás sobre nulidades o irregularidades de las votaciones o de los registros de escruti­nio a que se refiere el capítulo 11 de la Ley 85, quedaron del conocimiento privativo de los respectivos Tribunales de lo Contencioso Administrativo, en virtud de lo cual el Consejo de Estado, de acuerdo con el concepto emitido por el señor Fiscal, y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara que no tiene atribución legal para conocer de este negocio.»No  habiendo segunda instancia en este negocio, según queda visto, no ha debido sustanciarse; pero una vez sustan­ciado, lo procedente no es la ffevocatoria de la sentencia del Tribunal a quo, como lo pide el señor Fiscal del Consejo, por­que con ello avocaría el conocimiento del negocio en el fondo, careciendo de jurisdicción; de suerte que lo procedente es la inhibitoria, exactamente como procedió el Consejo Pleno en 1922.



194 ANALESA  virtud de lo expuesto, el Consejo de Estado Pleno, administrando justicia en nombre de la República y por au­toridad de la ley, se abstiene de conocer de este asunto, por falta de jurisdicción.Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente.Oportunamente publíquese en los Anales del Consejo.José J o a q u ín  C a s a s — C o n s t a n t i n o  B a r c o  — N i c a s i o  A n z o l a  — A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R . —  R a ­m ó n  C o r r e a — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — Angel María  Buitrago M ., Secretario en propiedad.C O N T R A T Ocelebrado por el Departamento de Antioquia con las casas bancarias Interna* tional Acceptance Bank Inc. y Guaranty Trust Company, de Nueva York, so ­bre empréstito de 12.350,000 dólares —  Afio de 1927.(Ponente, doctor C asas).Consejo de Estado—Sala P lena—Bogotá, junio ocho de mil novecientosveintisiete.En calidad de Agente Fiscal del Departamento de A n ­tioquia, y de orden del p-obernador del mismo, el doctor V íc ­tor Cock ha presentado al estudio del Ministerio de Hacienda y Crédito Público y del Consejo de Estado, para los efectos del artículo 3° de la Ley 71 de 1916, el contrato celebrado entre el Gobernador de Antioquia y las casas bancarias denomina­das International Acceptance Bank Inc. y Guaranty T ru st Company, of New  York, sobre un empréstito destinado a carreteras (sobre todo la que se dirige al mar) y caminos en dicho Departamento.Presentó el mencionado Agente:Un ejemplar, en lengua castellana, de aquel contrato;Un ejemplar del mismo, en lengua inglesa;Una exposición sobre el empréstito oficialmente suscrita, en calidad de miembros de la Junta Asesora de Empréstitos de aquella sección colombiaq*, por los doctores Carlos E. Restrepo, Jorge Rodríguez, Gabriel Posada Villa y A lberto Angel, yLa  escritura número 619 de 23 de abril de 1927, otorga­da en la Notaría 3^ de Bogotá, escritura registrada de que aparece estar hoy libre la renta de licores, dada en garantía del empréstito referido.



DEL CONSEJO DE ESTADO 195T ra jo  también el Agente ejemplares autenticados de los números de la Gaceta del Departamento de Antioquia que contienen las Ordenanzas citadas en el contrato respectivo.Enviado éste por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público al Consejo de Estado, cumple al mismo emitir sobre la negociación el dictamen de precepto por la disposición cita­da, cuyo texto es:«Facúltase a las Asambleas Departamentales para que puedan (sic) autorizar a los Gobernadores para la contrata­ción de empréstitos, dentro y fuera del país, con destino a obras de reconocido interés público del respectivo Departa­mento.«Parágra fo  1° Los respectivos contratos de empréstitos necesitan para su validez la aprobación del Poder Ejecutivo, previo dictamen favorable del Consejo de Estado.«Parágra fo  2° Quedan igualmente facultadas las Asam ­bleas para decidir cuáles obras deban considerarse como de interés público, para los efectos de la presente Ley.«Parágra fo  3 J Los contratos de empréstito que se auto­ricen y que deban celebrarse en el Exterior, deben serlo de acuerdo con el Gobierno Nacional.»Las Ordenanzas citadas en el contrato que se estudia figuran como se dijo en el expediente, y en lo pertinente d i­cen así:Ordenanza número 36, de 8 de mayo de 1925:«Artícu lo 1° La  Gobernación procederá, de acuerdo con el concepto de la Comisión Técnica creada por la Ordenanza 24 de este año, a dar solución al problema de la región del sur del Departamento, para el transporte de su carga de expor­tación e importación en la forma que indique dicha Junta, tomando del empréstito interno de que se hablará más ade­lante la partida que fuere necesaria para impulsar la obra, mientras la Asamblea le señala los recursos para su completa construcción.«Artícu lo 3° Autorízase al Gobernador del Departamen­to para lanzar al mercado, en las mejores condiciones posibles y en la primera oportunidad favorable, un empréstito inter­no hasta de dos millones de pesos ($ 2.000,000) oro legal co­lombiano, dando como garantía las rentas de degüello y de licores extranjeros, en lo que corresponda al Departamento.



196 ANALES«A rtícu lo  10. Si hubiere facilidades para obtener un em préstito bancario con una casa nacional o del exterior, por todo o parte de la cantidad por la cual se autoriza para lan­zar el empréstito interno, queda igualmente autorizado el Gobernador para contratarlo en las mejores condiciones p o ­sibles dando las mismas garantías, sin que el contrato que al efecto celebre necesite posterior aprobación de la Asamblea.«Artícu lo 11. Autorízase igualmente al Gobernador para contratar un empréstito hasta de cincuenta mil pesos oro ($ 50,000), que se invertirá en el desvío de La Cabaña, en el camino que del puente de La  Iglesia conduce a Jericó. Como garantía de este empréstito se podrán dar los productos del mencionado puente, una vez que éste sea de propiedad del Departamento, y además las partidas que se destinen para esa misma vía, de la global de caminos o del empréstito in­terno.»Ordenanza número 8 de 1926 (22 de marzo):«A rtícu lo  1° Decrétanse el estudio y la construcción de una carretera, con su correspondiente puerto terminal, de Medellín al punto que los estudios indiquen como más con­veniente en el golfo de Urabá o sus cercanías. Declárase la obra de utilidad pública para los efectos legales consiguientes.«A rtícu lo  6° Facúltase al Gobernador para que, de acuerdo con la Junta, consiga un empréstito interno o exter- no hasta por la cantidad de ocho millones de pesos oro (S 8.000,000), con destino a los estudios y construcción de la carretera en la forma prevista en el artículo 3°«Parágra fo  1° El empréstito anterior se garantizará con el cincuenta por ciento (50 por 100) de los remanentes de la renta de licores, y con el cincuenta por ciento (50 por 100) de la misma renta, una vez cancelada la caución que hoy pesa sobre ella.«Parágra fo  2° Los porcientajes de que trata este artícu­lo se entienden de la parte que pertenece al Departamento, hecha deducción de lo que corresponde a los Municipios.»Ordenanza número 58 de 1926 (mayo 12):«A rtícu lo  36. Autorízase al Gobernador del Departa­mento para lanzar al mercado, en las mejores condiciones posibles, un nuevo empréstito interno de cuatro millones de pesos ($ 4.000,000) oro legal colombiano, dando como garan­tía la mitad de los remanentes en la renta de licores mientras



198 ANALESde Antioquia con las respetables casas bancarias Internatio­nal Acceptance Bank y Guaranty T ru st Company of N ew  York, representadas en Medellín por los señores R. W . He bard &  Company Inc., destinado a la construcción de la ca­rretera al mar y de otras carreteras departamentales y al pago de deudas contraídas anteriormente con el mismo ob je­to. Esta negociación está ya convenida en todos sus detalles, y para su legalización definitiva sólo le falta la aprobación del Gobierno Nacional en la forma determinada por las leyes.«Vam os a examinar este contrato desde los siguientes puntos de vista:«i. Conveniencia y necesidad.« I I .  Condiciones; y« I I I .  Capacidad económica del Departamento en relación con las obligaciones que el contrato le impone.« I .  NECESIDAD Y  C O N V E N IE N C IA«En  tesis general, los empréstitos son justificables cuan, do se destinan a la defensa de la Patria o a la construcción de obras públicas, directa o indirectamente reproductivas. Estamos en el segundo de estos casos: Antioquia necesita, para su desarrollo económico, dar un impulso vigoroso a sus vías de comunicación, pues el Departamento debe afrontar decidida y valerosamente el problema de aumentar su pro­ducción, facilitando y abaratando los transportes. Continua remos estancados en la vía del progreso si hemos de seguir rutinariamente construyendo caminds con los recursos ordi narios del Presupuesto. Estos recursos no pueden crecerse en la medida necesaria, porque eso equivaldría a aumentar los impuestos, ya muy altos en el Departamento; luego necesita­mos acudir al poderoso auxiliar de los empréstitos. Es, por otra parte, equitativo que la carga délas obras públicas que van a beneficiar las generaciones futuras no gravite íntegra­mente sobre la actual. Apenas ahora, que Colombia ha lo . grado su estabilidad política y el saneamiento de sus finanzas, se le abren las puertas del crédito exterior. Sepamos aprove­char con juicio, pero sin temores pueriles, la oportunidad que se nos presenta de enriquecernos, como se han enriquecido antes las naciones que han hecho debido uso de su crédito.« L a  conveniencia y la necesidad del empréstito se derivan de los fines a que se destina:



DEL CONSEJO DE ESTADO 199« a )  Carretera al mar. Antioquia está empeñada en la construcción de esta obra de grande aliento y vastas proyec­ciones futuras, y no debe omitir esfuerzo alguno para llevar­la a buen término en condiciones económicas y científicas que sean satisfactorias. La  construcción hasta Debeiba está ya contratada con la Casa R. W . Hebard &  Company Inc., y en vía de ejecución. Una de las cláusulas del contrato obliga al Departamento a suministrar oportunamente los dineros ne­cesarios, y como no puede obtenerlos sino por medio de un empréstito, la negociación que analizamos es no «ólo convenien te sino de necesidad imperiosa para dar cumplimiento a un contrato en el que está comprometida la fe del Departamento.«¿ )  Otras carreteras. La conveniencia de la construc­ción de carreteras departamentales que alimenten la produc­ción por el abaratamiento de los fletes es también indiscuti­ble, siempre que los fondos que se van a conseguir se empleen eficientemente, concentrando los trabajos en ias vías más importantes, ya que los recursos no son ilimitados. Una bue na red de carreteras desarrollará el Departamento en grado incalculable, y justifica cualquier esfuerzo y sacrificio para eje» cutarla.«c )  Pago de deuda de caminos. El Departamento ha emitido empréstitos internos y contraído deudas bancarias, todo en su mayor parte al 10 por 100 de interés anual y al­gunos a corto plazo. Es evidente la conveniencia de tomar dinero que sale a una rata de interés próximo del 8 por 100 anual y pagadero con facilidad en un plazo amplio, para can­celar deudas del 10 por 100 y a corto plazo.« I I .  CONDICIONES D EL E M P R É S T IT O«a )  La cuantía dei empréstito es de $ 12.350,000, pero se prevé su aumento hasta $ 16.000,000 en iguales condiciones, si la Asamblea Departamental lo autoriza posteriormente. La  autorización actual, según ordenanzas vigentes, es por $ 14.000,000, pero el Departamento ha emitido ya $ l.60L,000 para la carretera al mar, y aunque probablemente esa emisión se recogerá con el producto del empréstito que se contrata, se ha limitado la cuantía efectiva de éste a $ 12.350,000.«¿) Interés anual, siete por ciento (7 por 100).«c) Plazo, treinta años, que equivale al 1 por 100 anual de amortización acumulativa.<id) Garantía, el 75 por 100 de la renta de licores.



200 ANALES« e )  Descuento inicial para la primera emisión de cuatro millones ($ 4.000,000), el 7,95 por 100.«L a s  demás condiciones son secundarias y usuales en contratos de esta naturaleza.«Según datos publicados recientemente, las indicadas condiciones son más favorables que las de cualquier otro em­préstito de carácter departamental o municipal en Colombia, como se deduce claramente del siguiente cuadro:Em isión au- Inte- Plazo, Emisiones Descuen-torizada. rés. años. hechas. to inicial.% %Antioquia ( fe r ro c a r r i l ) . . . . .  20.000,000 7 20 3.000,000 17A ntioquia (fe rro carril).......  . . .  ......... ...... .. .. 3.000,000 15Antioqu ia (fe rro carril).......  ................ ...... .. .. 6.000,000 14|íAntioquia (fe rro carril).......  ...................... .. .. 2.500,000 8M e d e ll ín ................................  3.000,000 8 25 3.000,000 10M edellín ..............................  3.000,000 7 25 3.000,000 15B a r ra n q u illa .........................  4.000,000 8 10 500,000 14B a r ra n q u il la .......  ............... ......................... 15 500,000 12B a rra n q u illa .........................  .............. ...... .. 20 500,000 12C a ld a s ................................... 10.000,000 7 % 20 6.000,000 16JÍC a ld a s ............................................... ......................... .. 4.000,000 15C un d in am arca ...................... 5 000,000 7 20 3.000,000 12Bogotá ...................................  10.000,000 8 22 6.000,000 12JáV a l l e ......................................  4.000,000 7 20 2.500,000 15¿áAntioquia............ . . . .  12.350,000 7 30% 4,000,000 7,95« L a  sola lectura de las cifras de la última línea, corres­pondientes al empréstito de que se trata, muestran que sus condiciones son mucho más favorables que las de los otros empréstitos anotados.«Siendo la rata del interés 7 por 100— como las más ba- jas—es el único empréstito con plazo de treinta años y medio, y a pesar de esto, se ha colocado la primera emisión con un descuento inicial menor que cualquiera otro.«E l  plazo más amplio no sólo facilita el pago sino que d i­luye el mayor tiempo lo que se pierde por descuento inicial, y por consiguiente, hace que el interés real sobre la suma neta recibida sea menor. E l descuento inicial más pequeño hace que se reciba mayor suma efectiva por igual deuda nominal, lo que también significa menor rata del interés efectivo equi­valente.«Antioquia va a pagar el 7 por 100 de interés y el 1 por 100 de amortización anual, en junto el 8 por 100, sobre el va ­lor nominal de la emisión, lo que equivale al 8,7 por 100 sobre la suma efectiva que va a recibir, y a los treinta años y medio quedará automáticamente cancelado el empréstito. Hoy está pagando el 10 por 100 anual, y la deuda queda siempre viva.



DEL CONSEJO DE ESTADO 201«Esto respecto a la primera emisión de $ 4.000,000. Para las emisiones futuras, como el crédito del Departamento au­menta continuamente por el estricto cumplimiento de sus 'compromisos, es muy probable que obtendrá descuento ini­cial todavía más pequeño.«Además, el empréstito puede redimirse en la segunda década de su vida al ciento dos por ciento (102 por 100) y a la par pasados veinte años, condición que permitirá al Depar­tamento hacer una conversión de deuda en condiciones segu­ramente todavía más favorables que las actuales.« I I I .  CAPACIDAD ECONÓM ICA D EL D E PA R T A M E N T O« A  pesar de la conveniencia indiscutible del empréstito y de las condiciones excepcionalmente favorables en que ha sido contratado, la negociación sería censurable si impusiera al Departamento compromisos difíciles o de imposible cum­plimiento. Conviene analizar este punto detenidamente, ya que la prensa de la capital se muestra tan alarmada por los compromisos que con los empréstitos exteriores están contra­yendo los Departamentos y Municipios de Colombia. Falta de fe en el porvenir de la Nación, falta de confianza en su vitali­dad económica, temores femeninos que, en lo que respecta a Antioquia, trataremos de desvanecer.«Con la negociación en que nos ocupamos quedará el Departamento con dos empréstitos exteriores: uno por $ 20.000,000, contratado antes para el ferrocarril de A n t io ­quia, y el que ahora analizamos.«E l empréstito de $ 20.000,000, destinado exclusivamente al ferrocarril, es servido con los productos de esta Empresa. Aunque de propiedad del Departamento, esta Empresa se ad­ministra independientemente, y sus productos no se incluyen en el presupuesto departamental. Tales productos netos, en los últimos diez años, han sido los siguientes:«En  1917........ $ 366,460 En 1 9 2 2 . . . . .$  796,506«En  1918.......... ... 337,118 En 1923 .........  1.089,850«En  1919 ........ ... 652,137 En 1924...........  1.122,780«E n  1920............. 753,490 En 1925.. .. 1.279,432«E n  1921 ........ ... 885,074 En 1926 .........  1.579,625«Com o se ve, los productos netos del ferrocarril se han más que cuadruplicado en el decenio y se han duplicado en losA. del C. de E.—16



202 ANALESúltimos cinco anos. Y  esto sin elevaciones de tarifa; únicamen­te por el mayor tráfico a causa del desarrollo del Departa­mento. Antes de un año llegará la construcción de la vía fé ­rrea al Cauca, y es natural que sus productos aumenten con la mayor longitud de la línea de explotación.«Con estos productos atiende el Ferrocarril al servicio de su empréstito, y si éstos vienen aumentando en continua p ro ­gresión creciente, no hay porqué temer que pueda fallar en el cumplimiento de sus compromisos. Menos aún si se tiene en cuenta que no puede hacer nuevas emisiones sino cuando las productos del ferrocarril basten ampliamente al servicio del empréstito.«Sentado lo anterior, puede prescindirse en este análisis del empréstito del Ferrocarril y estudiar si el Departamento estará en capacidad de atender al servicio del empréstito que ahora contrata.«L o s  dineros necesarios para el servicio del empréstito deben tomarse del producto de las rentas comunes del Depar. tamento. Los productos efectivos de la recaudación de tales rentas comunes (es decir, excluyendo el ferrocarril) han sido los siguientes en las últimas vigencias económicas ya liqui­dadas :
« A  estos datos podemos agregar el producto calculado para las rentas de la vigencia actual, de acuerdo con la recau­dación de los primeros nueve meses y el presupuesto que aca­ba de expedir la Asamblea Departamental para la vigencia próxima, que se considera prudente:
«Com o se ve, el producto de las rentas comunes de A n ­tioquia viene aumentando rápidamente, y es natural esperar que ese aumento continuará, aunque sólo fuera con el creci­miento de la población y el desarrollo normal del Departa­mento, y tanto más si se tiene en cuenta el aumento de la riqueza pública que traerá la construcción de las vías de co­municación a que el nuevo empréstito se destina.

«1921-1922. «1922-1923. «1923-1924. «1924-1925. «1925-1926.
$ 2.864,4633.361,8223.463,1344.394,1395.404,035

«1926 -1927..., «1927-1928.... $ 6.476,020 7.246,660



DEL CONSEJO DE ESTADO 203«Este empréstito requerirá, para su servicio anual, una suma de $ 1.000,000, en números redondos. Si las rentas de­partamentales están produciendo actualmente $ 6.476,020, el servicio del empréstito va a requerir un 15 por 100 del presu­puesto departamental. Y  si se supone que la Asamblea pos­teriormente autorice la ampliación del empréstito hasta S 16.000,000, el servicio exigirá entonces $ 1.300,000 en nú meros redondos, es decir, el 20 por 100 de las actuales entra­das del Departamento.«Estos porcientajes son bajos; muy superiores eran loS de casi todas las naciones deudoras en la época normal anterior a la guerra, y uno de los expertos de la Misión financiera ma nifestó a uno de los suscritos que Antioquia podía compro­meter en el servicio de sus empréstitos exteriores el 20 por 100 del producto de sus rentas, sin salirse de una sana política financiera.«Además, estos datos numéricos son los actuales, y es evidente que se modificarán favorablemente para el Departa­mento en el largo plazo de treinta años y medio de vida del empréstito.«Además, la suma de $ 1.000,000 o de $ 1.300,000, se re fiere al servicio de la totalidad del empréstito, la que no será emitida hasta dentro de algunos años. Como la garantía del empréstito es el 75 por 100 del producto de la renta de lico­res, en una de las cláusulas del contrato se estipula que no podrá hacerse ninguna nueva emisión sino en el caso de que tal garantía haya producido en los dos años anteriores una suma por lo menos igual al doble de la necesaria para el ser*- vicio de los bonos en circulación y de los que pretendan emi­tirse. De suerte que los prestamistas nos han ceñido a no aumentar la deuda con nuevas emisiones sino cuando el pro­ducto de la renta nos capacite ampliamente para atender a su servicio.« Y  es una consideración q'ue debe tranquilizara los más pesimistas. Si los prestamistas, que conocen mejor que nos­otros mismos la situación económica del Departamento y sus posibilidades futuras, comprometen en una negociación de esta clase su dinero y su crédito, es porque, hasta donde aU canza la previsión humana, tienen la seguridad de que A n t io ­quia podrá cumplir y cumplirá las obligaciones que ese con­trato le impone.«Para  terminar, insistimos en lo indispensable del estu­dio de la inversión del empréstito. Serían inútiles su necesi*



204 ANALESdad y conveniencia, inoficiosas sus buenas condiciones, y baldía la capacidad económica que el prestatario tuviera para cumplirla, si no se le hubiera de dar una inversión acertada en cuanto a la economía y a la técnica.«N os  permitimos advertir que debe ser extraordinario el cuidado que a este respecto deben poner las entidades encar­gadas de invertir el empréstito, y no iniciar ni adelantar obras de ningún género, sin previos estudios que permitan apreciar su costo aproximado y sus buenas condiciones científicas.«P o r  fortuna, tenemos fe en el actual encargado de la Gobernación de Antioquia, y sabemos que no sólo está muy bien animado en el sentido que indicamos, sino que ha toma­do ya medidas eficaces para que la inversión del empréstito se haga en forma correcta y eficiente.«C . E. R  e s t r e p o  — J o r g e  R o d r í g u e z — G a b r i e l  P o ­s a d a — A l b e r t o  A n g e l . »D ■ tal exposición aparecen perfectamente claras las ven­tajas vle la negociación pendiente respecto de cualesquiera otras de su índole hechas en el país, la capacidad del Depar­tamento de Antioquia para hacer frente a los compromisos que ella impone y las utilidades que para sí se derivarán de la misma.Ante esas circunstancias, ante el anhelo vivamente ma­nifestado por Antioquia de conseguir este empréstito para obras suyas de inmenso alcance, y en  vista de los honrosos antecedentes de laboriosidad, inteligencia y buen sentido práctico de tan importante sección colombiana, huelgan como lugares comunes, consideraciones sobre las grandes convenien­cias del uso y los no menores peligros del abuso del crédito, mayormente en el caso en que se hallan las naciones hispa­noamericanas respecto de los Estados Unidos del Norte; so­bre la posibilidad de cambios en el valor de la moneda en be­neficio de los acreedores y aumento de los gravámenes de los deudores con ocasión de empréstitos; sobre la urgente nece­sidad de desarrollar la producción agrícola e industrial expor table al mismo paso y medida, cuando menos, de las vías de comunicación que con los empréstitos van a favorecerse, y sobre otros aspectos de esta clase de negociaciones. El uso del crédito y la aplicación de los dineros emprestados queda a la previsión, experiencia y buen juicio de los gobernantes y administradores.



DEfL, c o n s e j o  d e  e s t a d o 205N o  está fuera de lugar la transcripción de un fragmento del discurso que el Ministro en los Estados Unidos de N o r ­te América, doctor Enrique Olaya Herrera, pronunció en la tercera Conferencia Panamericana hace pocos días, y que dice:«E l  crédito que en los Estados Unidos han encontrado abierto los Gobiernos, Municipalidades y corporaciones priva, das de Centro y Sur América en los últimos diez años ha sido como la ola fecundante para la prosperidad general que hoy puede señalarse en nuestro Continente.«Suceso de tal importancia no podía dejar de ser mate­ria de reflexiones y juicios sobre sus posibles consecuencias, así por su aspecto económico como desde el punto de v i 'ta  político.«H a  habido quienes afirmen que existe un peligro para los países que están asumiendo en magnitud tal la categoría de deudores. Y  hay quienes agreguen además que tal movi­miento de capital representa una forma de imperialismo eco­nómico, con forzosas consecuencias en el terreno político.«Respondiendo a una de estas objeciones, el Presidente de la República de Colombia consignó hace poco los siguien tes conceptos que, me atrevo a opinar, presentan en forma exacta el aspecto ético de la cuestión en lo que a los países deudores toca:“ Una nación que vive en paz, regida por instituciones que consagran el respeto de los más preciosos derechos de na­cionales y extranjeros, con Gobierno prudente y respetuoso de su mandato, con administración de justicia integérrima, no tiene porqué abrigar temores respecto de su soberanía e in­dependencia sino cuando los que están obligados a velar por ellas las comprometen en pactos o tratados, o cuando al contratarse empréstitos se estipulan garantías o condiciones que puedan afectarlas llegado el caso, aun cuando sea muy remoto, de no poder satisfacer los compromisos contraídos.”« E g  cuanto al punto de vista de los Estados Unidos, séame permitido citar las palabras que en reciente ocasión pro­nunció en la Universidad de George Washington el Subsecre­tario de Estado, señor Grew, al combatir las apreciaciones sobre un imperialismo financiero o económico de los Estados Unidos:“ T a l  política, dijo el señor Grew, o medidas tomadas en desarrollo de ella, estarían en desacuerdo con los principios fundamentales del Gobierno americano, y no podría recibir



206 ANALESaprobación ni apoyo. El Gobierno americano no busca explo­tar o extender control sobre otras naciones por medio del comercio exterior o de las inversiones de los ciudadanos ame­ricanos en países extranjeros. Suministrará y protegerá una correcta e igual oportunidad para las empresas e inversiones americanas en el Exterior, pero no apadrinará intereses priva­dos ni los inducirá a comprometerse en especiales empresas en determinados países.”«Estas palabras son recibidas con un sentimiento de con­fianza, porque ellas representan una sana y justa orientación.«Sin duda incurriríamos en exagerada ingenuidad si pensáramos que en la vida internacional no existen todavía situaciones que implican un imperfecto reconocimiento del de­recho y a veces una clara violación de él. Pero no habría razón justa para negar que la conciencia jurídica de la humanidad ha realizado en los últimos tiempos ^quizás bajo el peso de dolorosas enseñanzas— magnos progresos, y que ese ambien­te de equidad y respeto mutuo va siendo cada día más p o ­deroso en nuestro Continente.»El Consejo de Estado hace las siguientes observaciones, encaminadas a acomodar la negociación, en todo lo que co­rresponda al caso, a la nomenclatura y terminología de las leyes de Colombia, y asegurar los derechos del Departamento- contratante y de la Nación.Se habla a menudo y promiscuamente en el contrato, de hipoteca y aprenda  y pignoración de rentas para garan. tía del empiéstito; y como, según expresamente lo establece el artículo 2432 del Código Civil, conforme con la tradición legal y jurídica, «la hipoteca es un derecho de prenda cons­tituido sobre inmuebles. . .  y según los artículos 2409 y 2414 del mismo. Código, «por el contrato de empeño apren­da se entrega una cosa mueble a un acreedor para la seguri­dad de su crédito,» «pudiéndose dar en prenda un crédito, entregando el título . . . , »  sería de desear que se usara siem­pre en este contrato, para la conveniente propiedad de los términos, de las palabras prenda y pignoración, y no de la palabra hipoteca, por versar la garantía sobre productos de rentas, que deben clasificarse entre las cosas muebles, según se establece en los Capítulos I y II del T ítu lo  I, L ibro 2° del mismo Código.En la sección 8  ̂ del artículo IX del contrato se dice que «éste . . . .  se considerará ser un contrato neoyorquino, y será interpretado como tál>; y aunque en la sección siguiente in ­



DEL CONSEJO DE ESTADO 207mediata se expresa que «las partes en este contrato convienen y consienten y estipulan que toda diferencia y toda reclama­ción contra el Departamento de Antioquia será decidida por los Tribunales colombianos y de acuerdo con las leyes de C o ­lombia, y que no habrá reclamación diplomática con respecto al cumplimiento de este contrato, excepto en caso de dene­gación de justicia,» es necesario que se precise el sentido de la expresión contrato neoyorquino y se determine su alcance de modo que sea respetada y cumplida estrictamente y en todo caso la disposición del artículo 1519 del Código Civil.Es asimismo necesario que, como es de uso en todos los contratos de la índole del presente, se incluya textualmente la definición legal de lo que constituye la denegación de jus ­ticia.Por último, importa que, al hacerse por los banqueros la reserva final de posible desistimiento del contrato, esa re­serva no sea indefinida, sino que se señale el tiempo preciso dentro del cual pueda llevarse a efecto el desistimiento.Mediando lo expuesto, y con las observaciones que aca­ban de hacerse, el Consejo de Estado emite dictamen favora­ble al contrato celebrado por el Departamento de Antioquia con las casas bancarias denominadas International Acceptan- ce Bank Inc. y Guaranty T ru st  Company of New  York , sobre un empréstito destinado a carreteras (sobre todo la que «e  dirige al mar) y caminos en dicho Departamento.Cópiese, comuniqúese y devuélvase el expediente al M i­nisterio de su procedencia.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — C o n s t a n t i n o  B a r c o — N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o r r e a — A r c a d i o  C h a r r y — José A. V a l v e r d e  R . — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s —Angel María  Buitrago M ., Secretario en propiedad.R E S O L U C IO Nacerca de ¡as modificaciones introducidas al contrato sobre empréstito celebra­do entre el Departamento de Antioquia y las casas bancarias denominadas International Acceptance Bank Inc. y Guaranty Trust Company o f New York.(Ponente, doctor Correa).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, junio veintiocho de mil novecientosveintisiete.Visto el telegrama extraordinario, fecha de hoy, dirigido por el señor Gobernador de Antioquia al Consejo de Estado,



2 0 8 ANALESpor el cual somete a la revisión de este Cuerpo varias modifi caciones introducidas por las partes al contrato sobre emprés­tito celebrado por el expresado Departamento y las Casas bancarias denominadas International Acceptance Bank Inc. y Guaranty T ru s t  Company of N ew  York , y considerando: Que el Consejo dio ya dictamen favorable acerca de la negociación en referencia y que las modificaciones que ahora se le someten, las cuales han sido examinadas una a una, te­niendo a la vista el contrato primitivo, son en parte simple­mente aclaratorias y en parte contienen alteraciones que en nada afectan la legalidad del pacto, se resuelve:El Consejo de Estado, reunido en Sala Plena, emite con­cepto favorable acerca de tales modificaciones.Cópiese oportunamente y comuniqúese telegráficamente al señor Gobernador de Antioquia, y publíquese.José  J o a q u í n  C a s a s  — C o n s t a n t i n o  B a r c o  — N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o r r e a  — A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — J o s é  A .  V a l v e r d e  R .—Angel María  Builrago M Secretario en propiedad.
C O N C E P T Orespecto de los contratos celebrados por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público el 30 de junio de 1927 cortil doctor Pedro María Carreño, como apo­derado de Hallgarten & Company y Kissel Kinnicutt & Company de Nueva York, sobre compra de bonos por $ 25.000,000 y agencia fiscal.(Consejero ponente, doctor V a rg a s  Torres).Consejo de Estado— Sala Plena—Bogotá, julio catorce de mil novecientosveintisiete.El señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, por oficio número 605 de 30 del pasado, remitió al Consejo de E s ­tado los contratos de venta de bonos y agencia fiscal celebra­dos entre el Gobierno Nacional y Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt &  Company de Nueva York , con el objeto de llenar la formalidad de que trata el artículo 13 de la Ley 102 de 1922.El Consejo, mediante el estudio detenido del asunto, pro­cede a dar el dictamen de que trata la disposición citada, pre vias las siguientes observaciones:



DEL CONSEJO DE ESTADO 209
ILa  facultad que tiene el Consejo para intervenir en este negocio se desprende de la disposición citada en el oficio del señor Ministro, según la cual el contrato o contratos que se celebren en virtud de las autorizaciones de la presente Ley, requieren para su validez: 1°, el dictamen favorable del Con. sejo de Estado y de la Junta Nacional de Empréstitos .. . Disposición ésta que por especial prefiere a la contenida en el artículo 7° de la Ley 61 de 1921, según la cual «los con­tratos de préstamo de dinero que celebre el Gobierno con en. tidades bancarias u otros establecimientos de crédito, quedan exceptuados de las formalidades establecidas en el artículo 37 del Código Fiscal, siempre que en dichos contratos no se es­tipule un interés mayor del 12 por 100 anual.»Los detalles principales de los contratos en cuestión es­tán estipulados así:El primer contrato, que trata de la compra de bonos, ce­lebrado entre el Secretario de Hacienda y Crédito Público, autorizado debidamente por el señor Presidente de la Repú. blica y por el señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, en nombre de la República de Colombia, por una parte, y Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt &  Company, So­ciedades colectivas con firma principal y domiciliadas en N ue­va York, Estados Unidos de América, representados por el doctor Pedro M. Carreño, contienen las siguientes bases prin­cipales:La  República conviene en crear y vender a los Banqueros americanos bonos por un valor de veinticinco millones de dó­lares al precio de 91,18 por 100 centésimos del valor nominal de dichos bonos; pero se estipula que si los Banqueros hicie­ren la primera oferta pública de los bonos a más del 95Y* por 100 de su valor nominal, más los intereses devengados, el pre ció de compra será aumentado por la mitad de tal exceso. Se fija la fecha en que los Banqueros pagan los bonos y el lugar en donde deben hacerlo; se determina la forma de refrendarlos, y se estipulan las sumas que deben destinarse al grabado, impresión, etc. de los mismos. Se señala el 3 por 100 de in­terés anual a los bonos que la República quiera dejar en po­der de los Banqueros en calidad de depósito, y se dan varias autorizaciones a los agentes fiscales.La  República se compromete además a no emitir ni a ofrecer en venta, empréstito ni obligación (sic) simultánea con



210 ANALESeste contrato, ni cuatro meses después de la fecha de la pri­mera entrega de bonos, y a suministrar a los Banqueros to­dos los datos financieros d?l país que éstos necesiten para la oferta y colocación de los bonos. Se estipula que la obligación de los Banqueros de comprar los bonos queda sometida a que se establezca la legalidad de la emisión, y la República queda sujeta (sic) a que no haya evento político, financiero o econó­mico que pueda hacer irrealizable la colocación de los bonos antes de haberse efectuado su entrega.Los banqueros no tendrán responsabilidad por la inver­sión que del producto de los bonos se haga, y todo aviso que se les dé debe estar de acuerdo con el contrato de agencia fiscal. Se reconoce un derecho preferencial a los Banqueros para efecto de la venta en iguales condiciones, en el caso de que la Re')úb!ica resuelva, de acuerdo con la Ley  102 de 1922, hacer una nueva emisión de bonos hasta por sesenta millones de pesos, incluyendo la primera. Se provee la manera de auten­ticar estos bonos adicionales y el modo de entregarlos. Se estipula también que el monto de cada emisión adicional no puede ser menor de cinco millones. Se dispone que el contrato, una vez aprobado, sea elevado a escritura pública y registra­do, siendo de cargo de la Nación todos los gastos que esto ocasione y los impuestos a que pueda estar sujeto este con­trato y el de agencia fiscal.Los Banqueros se comprometen a no entablar reclama­ción diplomática, salvo el caso de denegación de justicia, con­forme al artículo 42 de la Ley 110 de 1912. Por  último, se establecen los requisitos que conforme a la ley colombiana debe llenar este contrato para su validez.El segundo contrato, o sea el de agencia fiscal, está com­prendido en seis capítulos, en la forma siguiente:El primero trata de la autorización y  objeto de la emi­sión de bonos, y contiene un solo artículo, en el cual la Repú­blica hace declaraciones sobre las facultades que la Ley 102 de 1922 le concede para contratar el empréstito, y declara que los agentes fiscales no incurrirán en responsabilidad por razón del destino que se le dé al producto de los bonos.El capítulo segundo trata de los bonos', está dividido en diez artículos, yen ellos se conviene: en la denominación de los bonos; en la fecha de su emisión; en el interés que deven­gan, y en el fondo de amortización acumulativo que deben tener. Se fija el máximum del monto total principal de los



DEL CONSEJO DE ESTADO 211bonos en veinticinco millones.. Se trata de la moneda en que deben hacerse los pagos del interés y el capital y el lugar en donde han de verificarse.La República se compromete a pagar el capital, intereses y fondo de amortización tanto en tiempo de guerra como de paz, sin consideración a la nacionalidad del tenedor délos bo­nos y sin deducción alguna por razón de cualquiera clase de impuestos o contribución existentes o que se establezcan en la Nación. Se estipula que todos los bonos que no hubieren sido retirados por medio del fondo de amortización vencerán y se pagarán el 1? de enero de 1961. Se dice cuál debe ser el valor escrito de cada bono definitivo, y que éstos serán bonos con cupones al portador; y la manera de transferirlos. Se pre vé el caso de mutilación o pérdida de un bono y el modo de reemplazarlo, y se dispone que el texto de los bonos y cupones será en idioma inglés. Se trata de la manera de emitir los provisionales; cómo deben cambiarse por los definitivos, y qué firmas deben llevar. Se dispone, la autenticación por agentes fiscales, y que ésta será prueba única de que el bono ha sido emitido debidamente, y, por último, que a solicitud de los agentes fiscales la República solicite una cotización de los bonos en las Bolsas de Nueva Y o rk  y pague los respecti­vos gastos.El capítulo tercero trata de las garantías, y está dividido en- tres artículos: en ellos se estipula que los bonos y sus cu- pones anexos constituirán obligaciones directas de la Repú­blica, para lo cual se comprometen su buena fe y crédito. La  República declara que de acuerdo con la Ley 102 de 1922, se­gún se dice en el contrato, el empréstito se destinará: al pago de diez millones de dólares que ésta adeuda a Hallgar* ten &  Company y Kissel Kínnicutt &  Company, conforme al contrato de 23 de diciembre de 1926; a la terminación del ferro carril central del Norte; a la terminación del ferrocarril del Pacífico; a la continuación del ferrocarril troncal de Occidente, y a la mejora del río Magdalena y Bocas de Ceniza y puertos. La  Nación se compromete a garantizar el presente emprésti­to con las obras mencionadas, y en caso de que por cualquiera autorización adquiera nuevas deudas que afecten estos bie­nes, los gravámenes, cargas o afecciones garantizan también la presente obligación. Si por cualquier motivo no cumpliere la República sus obligaciones, a requerimiento de los tene­dores de la mayoría del valor nominal de los bonos, pagará inmediatamente todo el principal de los intereses devenga­dos (sic).



2 1 2 AMALESEl capítulo cuarto trata del servicio de los bonos, y se divide en once artículos, en los cuales se estipula lo siguiente: la cantidad requerida para el servicio semestral de los bonos que se emitan será de ochocientos setenta y cinco mil pesos, que comprende la cuota semestral de fondo de amortización y la de intereses. La  República pondrá en poder de los agen­tes fiscales de Nueva York , por lo menos treinta días antes de cada.fecha semestral de pago de intereses, la cantidad re­querida para el próximo servicio semestral de bonos, y todas las remesas se harán a los agentes fiscales. Se compromete a hacer depósitos mensuales en el Banco de la República por cuenta del servicio de empréstito, y equivaldrán a la duodéci­ma parte delimporte total del servicio anual. Se obliga, en caso de dificultades delaHacienda Pública, a dar preferencia al pago de este servicio y a hacer incluir este gasto en todo presu­puesto anual. El Gobierno, en lugar de pagar cualquiera cuota semestral del fondo de amortización, podrá entregar cuales­quiera de los bonos con todos sus cupones no vencidos, a precio que no exceda del valor nominal, y serán aceptados en lugar de la correspondiente cantidad en efectivo igual al pre­cio de compra. A l recibir cada semestre del fondo de amorti­zación, los agentes fiscales aplicarán la parte que reciban en efectivo al rescate de bonos. Los bonos retirados por medio del fondo de amortización y sus respectivos cupones, se can­celarán y devolverán a la República. Esta queda con el derecho de aumentar el fondo de amortización, y los agentes fiscales podrán aplicar el dinero efectivo destinado para el fondo de amortización a la compra de bonos por cuenta de la Repúbli­ca. Finalmente, trata este capítulo de que los agentes fiscales no están en la obligación de rescatar bonos con otros dineros fuera de los destinados al fondo de amortización. Por  último, se establece que pasados veinte años de la fecha del venci miento de los mismos sin haberse cobrado, los tenedores no tendrán derecho a reclamación alguna.El capítulo quinto trata de los agentes fiscales, y está dividido en quince artículos. En ellos se estipula lo siguiente: el Gobierno nombra a los Banqueros ya mencionados sus agentes fiscales, y éstos aceptan dicha agencia. Los agentes fiscales podrán celebrar entre ellos los arreglos que esti men convenientes para el intercambio de fondos, y éstos pueden nombrar subagentes en los Estados Unidos. Pu e ­den representar a los tenedores de bonos para todo asunto, pero no quedan obligados en favor de éstos. N o  están en la



DEL CONSEJO DE ESTADO 213obligación de hacer gestiones ante la República en favor de los tenedores de bonos, a menos que sean requeridos por escrito por quienes tengan el 25 por 100 del valor principal de los bonos. Se fija en un cuarto del 1 por 100 sobre las cantida­des pagadas a cuenta de intereses de los bonos; y en un cuar­to del 1 por 100 sobre el valor nominal escrito de todos los bonos restantes con el fondo de amortización, el valor de ho­norarios de los agentes fiscales. La  República pagará además el costo de anuncios y otros gastos, sin que esto se exceda deS 2,250 anuales. Si los agentes fiscales hicieren gastos por cuenta de la República, ésta les abonará un 6 por 100 anual. El Gobierno se obliga asimismo a indemnizar y proteger en todo tiempo a los agentes y subagentes fiscales, por razón de todo reclamo, demanda o acción de los tenedores de bonos con relación a los fondos que por el contrato estén en poder de aquéllos, quienes a su vez son responsables ante la Repú­blica o ante los tenedores de los bonos por no obrar de buena fe o por grave negligencia.El artículo décimo de este capítulo dice:«L os  agentes fiscales o cualquiera de ellos pueden con­sultar abogados respecto de sus deberes por razón de este contrato, y estarán ampliamente resguardados al confiar y actuar de acuerdo con la opinión de abogados de reconoci­da reputación, elegidos por todos o por cualquiera de ellos.»Se estipula también que los agentes fiscales no incurri rán en responsabilidad por obrar de acuerdo con instrucciones recibidas por cable o de cualquiera otra manera, procedentes del Ministerio de Hacienda y Crédito Público, o del Ministro o Encargado de Negocios y del Cónsul General de Colombia en los Estados Unidos. En caso de renuncia de los agentes fiscales, se establece la manera de reemplazarlos. El pago por el servicio de bonos puede hacerse conjuntamente a los agen tes fiscales o a cualquiera de ellos, y se estipula que no será so­lidaria su responsabilidad. No  incurren, según el contrato, en responsabilidad alguna, al actuar en la confianza de que cual quier bono o cupón parezca genuino. Los fondos recibidos por ellos serán conservados en depósito, y los agentes pagan inte reses por esos fondos, menos los que se refieran al pago de bonos ya vencidos; además, podrán negociar con los bonos como si no fueran agentes fiscales.El capítulo sexto se titula Disposiciones varias y con­tiene cinco artículos sobre avisos, instrucciones, entrega de



214 ANALESvalores, informaciones sobre rentas, gastos financieros y con­diciones generales de la República, y renuncia de los agentes fiscales a intentar reclamaciones diplomáticas.I ILos contratos (que han debido redactarse en el idioma nacional) se ve que están tomados casi literalmente del inglés: de ahí que contengan expresiones propias de este idioma, que no son aceptables en manera a'guna en castellano; por ejem pío, en el uso de preposiciones diferentes con términos idénti­cos, callando el término con la primera y expresándolo con la segunda, son varios los casos, verbigracia: «Artícu lo 11. En caso de que cualquier bono o cupón se mutilare. . . .  etc., los agentes fiscales harán que se autentique y entregue un bono o cupón de igual tenor y denominación en reemplazo y susti~ tución de y contra entrega y cancelación del bono, etc.» Esta observación no es ajena a este concepto, pues si la gramática es la base para la exacta comprensión de lo que se quiere decir y para fijar con exactitud su sentido, es claro que no debe descuidarse en la redacción y traducción de los contratos, pues su falta afecta la genuina interpretación de ellos, de la misma manera que en tratándose de las leyes.I I IEn los conceptos anteriores a la Ley 77 de 1926, el C on­sejo de Estado intervenía de manera directa en lo tocante a la conveniencia para el Estado de las estipulaciones en los con­tratos; la Ley citada limitó el estudio que corresponde hacer a esta corporación a los puntos puramente legales, o sea, al concepto de si la negociación se halla o nó arreglada a las autorizaciones de la ley.Puede, empero, el Consejo, en virtud de lo dispuesto en el artículo 3? de la citada Ley, hacer conocer en la parte moti­va sus apreciaciones sobre conveniencia o inconveniencia de lo pactado; y a mérito de esto, el Consejo declara que bajo este aspecto no encuentra nada objetable en el presente contrato. Esto no tiene nada de extraño o singu'ar si se toma en cuenta la alta competencia que en estas materias tienen las personas que por parte del Estado intervinieron directamente en la con • vención.L a  disposición de la Ley citada está, por lo mismo, muy fundada en la naturaleza de las cosas, pues es lógico pensar que está en mejores condiciones para contratar quien se halla



DEL CONSEJO DE ESTADO 215íntimamente ligado al negocio, estuvo en sus antecedentes y pesó las diferencias de apreciación entre las partes contratan­tes. El Consejo de Estado no puede asumir el papel de parte, ni señalar estipulaciones que no pueden resultar sino del con­venio mutuo de las voluntades. Es claro que lo ^cordado no viene a ser otra cosa que el resultado final del esfuerzo hecho por las partes para obtener lo que mejor favorezca a sus in­tereses; pretender agregar algo es exponerse a revivir lo que ha sido rechazado, y quizás hacer fracasar la negociación, como ha sucedido en ocasiones.Es al Presidente de la República, como suprema autoridad administrativn, a quien corresponde decidir en última instancia estas cuestiones de conveniencia.Además de lo dicho, y antes de entrar al punto legal, que por otra partees lo que corresponde a la índole de su ins­titución, el Consejo agrega que el contrato tiene ventajas apreciables sobre otros anteriormente celt-brados, ya por ra­zón de la disminución del descuento inicial, de la reducción de intereses, de la supresión de garantías determinadas; sin pig­noración directa de bienes o rentas, y sobre todo, por la inver­sión de los dineros sin intervención de los prestamistas que, sea retribuida en cualquiera forma o no retribuida, no deja de ser lesiva para los intereses nacionales. As í se ha conside­rado por órganos autorizados de la prensa, y vale decir que no dejan de tener fundamento sus apreciaciones.I VLa  Ley fundamental de esta negociación es la 102 de 1922, que autoriza al Poder Ejecutivo para la contratación del em­préstito, en los términos siguientes:«Artícu lo 1? Autorízase al Gobierno para que contrate dentro del país, o fuera de él, con personas naturales o ju r í ­dicas de derecho privado, un empréstito o empréstitos hasta por cien millones de dólares o veinte millones de libras esterli­nas oro, destinados a la construcción o desarrollo de las vías férreas, al mejoramiento de los puertos y a las principales vías fluviales de la Nación.«Artícu lo 29 Créase una Junta compuesta de cinco miem­bros, elegidos así: tres por la Cámara de Representantes y dos por la del Senado. Esta elección la verificará el Senado votando por un miembro principal y escrutando a quienes hayan obtenido mayor número de votos en su orden y con aplicación al artículo 12 de la Ley 96 de 1920. Cada princi­



2 1 6 ANALESpal tendrá un suplente; éstos serán personales y se elegirán en la misma forma que los principales.«Esta  Junta se denominará Junta Nacional de Em prés­titos; tendrá sesiones cada vez que la convoque el Ministro del Tesoro 9 el de Obras Públicas, para tratar asuntos de los que le corresponden, según la presente Ley. Cada uno de estos miembros devengará una asignación de diez pesos por cada sesión a que concurra.«Artícu lo 3° El producto del empréstito se destinará ex­clusivamente a la construcción y desarrollo de las vías férreas del país, al mejoramiento de Iqs puertos y de las principales vías fluviales de la República en las cuales esté establecido el impuesto fluvial.«A rtícu lo  4° Entre las vías férreas a que se refiere el artículo anterior se dará preferencia a las siguientes:«a )  La que comunique a Bogotá con el Bajo Magdale­na o con el Océano Atlántico, a través de los Departamentos de Cundinamarca, Boyacá, Santander y Magdalena, bifur­cada por las hoyas de los ríos Chicamocha y Suárez, y con ramales del Corare a Tun ja  y de Bucaramanga a Puerto Wilches.«¿ ) L a  que comunique a Cúcuta con el río Magdalena, «c) L a  que comunique a Bogotá con los Departamentos de lTo lim a y Huila, hasta Garzón.<td) L a  que empálmelos ferrocarriles de Ibagué y el P a ­cífico.«é) La  que se extienda entre Popayán y Cartagena a través de los Departamentos del Cauca, Valle, Caldas, An* tioquia y Bolívar.«/ )  La  de Tumaco a Ipiales, y de allí a Popayán, pasan­do por la ciudad de Pasto; y<g) L a  que comunique el Chocó con la línea troncal de Popayán a Cartagena.« L a  anterior enumeración no implica prelación de ningu­na de las vías mencionadas, y en tal virtud, el Gobierno, de acuerdo con la Junta, =f>odrá disponer la construcción o fo ­mento de cualquiera o cualesquiera de las obras expresadas.«Artícu lo  5° El empréstito o empréstitos se contratarán bajo la responsabilidad de la República de Colombia, y po­drán tener como garantías específicas las siguientes:ta) Hipoteca constituida sobre el todo o parte de las vías férreas construidas o por construir a que se destina el producto del empréstito.



DEL CONSEJO DE ESTADO 217«¿ ) Garantía prendaria sobre el producto líquido de la explotación de tales vías o de alguna de ellas.«c ) Garantía prendaria sobre el producto líquido del impuesto fluvial o de canalización de los ríos navegables.«ú?) E l destino a fondo de amortización o a fondo de garantía de todo o de una parte del 80 por 100 del producto de la indemnización debida a Colombia por los Estados U n i­dos de Norte América.«A rtícu lo  6° El servicio del empréstito o de los emprés­titos por razón de intereses y amortización de capital se hará en la forma y términos que se estipulen en los respectivos contratos, destinando para ello, en primer término, los ren dimientos líquidos de la explotación de las vías arriba men­cionadas, el producto del impuesto fluvial o de canalización de los ríos navegables, y los intereses que produzcan los veinte millones de pesos de la garantía mencionada en el ordinal d) del artículo anterior.«Parágrafo. Además de las garantías específicas que se dejan enumeradas, podrá el Gobierno aplicar a servicio de in­tereses y de amortización de capital cualesquiera otros pro­ductos de bienes y de rentas nacionales no afectadas al ser* vicio ordinario del Presupuesto Nacional.«A rtícu lo  7° Las emisiones de bonQs que hayan de ha­cerse en virtud del contrato de empréstito, se efectuarán su* cesivamente en los períodos y cuantías que exijan las obras por construir, según el cálculo que se haga entre el Gobierno y los respectivos prestamistas, si ellos lo exigieren.«Artícu lo  89 Los fondos provenientes del empréstito o empréstitos deberán ser consignados por los prestamistas a la disposición del Gobierno, pero éste no podrá girar sobre ellos sino por determinación dada por la Junta Nacional de Empréstitos. Dicha Junta determinará, por mayoría absoluta de votos, la cantidad que en cada caso debe girarse sobre los fondos de los empréstitos y la suma que a cada obra se des­tina. «Artícu lo  11. En el contrato o contratos de empréstitos que.se celebren no se consignará cláusula alguna que cohiba al Gobierno para la compra de materiales en libre compe­tencia. A. del C. de E.—17



218 A N A L E S«A rt ícu lo  13. E l contrato o contratos que se celebren en virtud de las autorizaciones de la presente Ley  requieren para su validez:« 1? El dictamen favorable del Consejo de Estado y de la Junta Nacional de Empréstitos. En este caso, la Junta será presidida por un miembro de su seno. Cuando no se reúna para dictaminar sobre el contrato o contratos de em­préstito que se sometan a su consideración, la presidirá el Ministro respectivo, quien tendrá voz y voto en sus delibe­raciones.«29 De la aprobación del Poder Ejecutivo.«Llenados estos requisitos, dichos contrato o contratos no requieren ulterior aprobación del Congreso.«A rtícu lo  15. Si en el curso de un ano, a contar de la sanción de la presente Ley, no hubiere sido posible ninguna negociación sobre empréstito y construcción de vías públicas en las formas previstas en los artículos anteriores, queda el Gobierno autorizado para impulsarlas, haciendo aplicación de los fondos provenientes de la indemnización americana.«A rtícu lo  16. El Gobierno procurará, en desarrollo de esta Ley, que los intereses extranjeros que se vinculen al país pertenezcan a diversas nacionalidades.«Artícu lo 19. Los gastos que demande el cumplimiento de esta Ley  se considerarán incluidos en el Presupuesto de la respectiva vigencia.»
vN o se trajeron al expediente todos los antecedentes ne­cesarios para que el Consejo pudiera saber si se llenaron al­gunas ritualidades previas de carácter legal. La  autorización al Secretario del Ministro de Hacienda para contratar a nom­bre del Gobierno, y la personería del doctor Pedro M. Carre- ño para hacerlo a nombre de la Casa Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt &  Company, solamente se han acreditado por varios telegramas. Estos documentos se toleran mientras se llega al perfeccionamiento del contrato.Sobre la participación que la Junta de Empréstitos crea­da por la Ley  102 de 1922 hubiera tenido en el contrato, el Consejero sustanciador, por conducto del señor Presidente de la corporación, solicitó del señor Ministro algunos datos, y este funcionario contestó en la forma siguiente:



DEL CONSEJO DE ESTADO 219«Pa ra  su conocimiento y el de la honorable corporación . que usted dignamente preside, tengo el honor de comunicar­le que, en relación con el contrato de empréstito, celebrado con los señores Hallgarten y otros, contrato que está al estu­dio de ese honorable Consejo, la Junta Nacional de Emprés­titos, en su sesión del 22 de julio último, aprobó por unani­midad, con asistencia de cuatro de sus miembros, la siguiente constancia:“ Como resultado de la licitación que se abrió para la venta de bonos de la República de Colombia, hasta por la suma de sesenta millones de pesos, con destino a determina­das obras públicas, el Gobierno, de acuerdo con el concepto unánime de la Junta Nacional de Empréstitos, integrada por cuatro de sus miembros, ha procedido a entenderse con los señores Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt & Com ­pany para llevar a cabo dicha negociación, por haber sido la propuesta presentada por dichos señores la que reúne me­jores condiciones para la Nación. Si los proponentes aceptan algunas estipulaciones adicionales acordadas por la Junta,, se les venderán $ 25.000,000 en bonos de las siguientes con­diciones: interés, 6 por 100 anual; fondo de amortización, 1 por 100 también anual; plazo, treinta años; precio de los bonos, 91,18 por 100, lo que da como interés neto a cargo de la Nación el 6,70 por 100, etc., de suerte que el servicio del empréstito con intereses y fondo de amortización, impon* drá al Estado una carga del 7,70 por 100. Para las emisiones futuras de bonos se dará a los Banqueros una opción por un término muy limitado, pero si el precio que ofrezcan por d i­chos bonos no fuere satisfactorio para el Gobierno, podrá éste venderlos a otras entidades.”«L a s  condiciones exigidas por la Junta y aceptadas ínte­gramente por los Banqueros fueron las siguientes, según consta del acta de 21 del mismo mes: que los Banqueros re­conozcan un interés razonable sobre las sumas provenientes • de la venta de bonos y que el Gobierno no necesite girar in­mediatamente (reconocieron el 3 por 100); que se fije con precisión la suma máxima a que puedan ascender todos los gastos adicionales del empréstito, fuera de la comisión de los agentes fiscales (se fijó en $ 2,250); división, si fuere posible, entre el Gobierno y los Banqueros, del mayor precio que ob~ tengan los bonos en el mercado a partir o le  cierto límite (se aceptó la división del por 100 para arriba). Todas estas adiciones constan en el coptrato.



220 ANALES«E l Gobierno tuvo a bien, por razones obvias, hacer in­tervenir la Junta Nacional de Empréstitos en todas las dili. . gencias anteriores del contrato, desde la apertura de las propuestas; pero sería necesario siempre, como lo manda la Ley 102 de 1922, el concepto favorable de dicha Junta, des­pués de emitido el del honorable Consejo de Estado, para la validez del contrato.»Como nada se dijere en esta comunicación sobre el punto principal que es la participación de la Junta en la selección de las obras a que se debiera destinar el empréstito, se solici tó del Ministerio una adición en este sentido; el señor Minis­tro contestó lo siguiente:«Com o respuesta a su atento oficio, fecha de hoy, trans­cribo a usted la proposición aprobada por la Junta Nacional de Empréstitos en su sesión del 21 de junio último, sobre destinación de los fondos del empréstito:“  ........ La  Junta se ratifica una vez más en su opi­nión de que el producto de este empréstito debe desti­narse exclusivamente a las siguientes obras: terminación del ferrocarril central del Norte  en sus dos secciones; termi­nación del ferrocarril del Pacífico; continuación del ferroca­rril troncal de Occidente; mejora del río Magdalena, Bocas de Ceniza y puertos, y que así debe estipularse en los res' pectivos contratos con los prestamistas.“ También conceptúa la Junta que aquellas obras deben ponerse bajo la dirección administrativa y técnica de perso­nas naturales o jurídicas altamente calificadas para realizar empresa de esta clase, y que garanticen la ejecución correcta de ellas en el menor tiempo y con las mejores condiciones posibles. N o  es aconsejable que se grave el país durante treinta años con el servicio de un empréstito de esta magni­tud, si el sacrificio que se le impone no queda ampliamente compensado con la realización científica y económica de aque­llas obras que están llamadas a cambiar la faz industrial y comercial de la República. Preferiría la Junta ver suspendi­das alguna de esas obras, a contemplar la dispersión de fondos prestados, en forma desordenada y desprovista de técnica. ” »En la sesión de fecha 22 de junio la misma Junta apro­bó lo siguiente:«  . . .  L o  resuelto por la Junta no implica en manera alguna que las demás obras no hayan de continuarse con



DEL CONSEJO DE ESTADO 221bastante intensidad, pues para ello se cuenta en este año con fondos comunes y con los provenientes del empréstito ban- cario de $ 10.000,000, y para el año entrante, con una apro­piación en el Presupuesto de gastos de $ 14.000,000, fuera de lo que pueda destinárseles proveniente del exceso en el rendimiento de las rentas.» v iAunque la intervención previa de la Junta de Emprés­titos no era necesaria en las respectivas negociaciones, pues precisamente en tal sentido se modificó en la Cámara de R e ­presentantes el proyecto primitivo del Senado, sí la consideró el legislador necesaria para la selección de las obras a que el empréstito se destinara, de manera que no fuera obra exclu siva del Gobierno, sino que en ello tomara parte de manera directa y esencial la Junta creada por el artículo 1.°, pues es esta su principal función, como que el legislador delegó a esta Ju nta sus atribuciones, poniendo su confianza en que le reem­plazaría en la importantísima misión de designar las obras de mayor importancia nacional en que vendrían a ser invertidos esos cuantiosos caudales que tántos sacrificios vendrían a cos­tar a la República. As í se desprende de la historia fidedigna de la ley que concedió la autorización, y de órganos de la prensa que siguieron de cerca el curso de los debates.Por  eso el legislador, después de disponer que el producto del empréstito se destinara exclusivamente a la construcción y desarrolo de las vías férreas del país, al mejoramiento de los puertos y de las vías fluviales; después que indicó a cuáles se debía dar preferencia y puso en primer término la que co­munica a Bogotá con el Bajo Magdalena, pasando por San­tander y Boyacá, ordenó que no fuera por el Gobierno solo, sino de acuerdo con la Junta, como podía disponerse la cons trucción o fomento de cualquiera o cualesquiera de las obras expresadas.Empero, este acuerdo entre el Gobierno y la Junta de Empréstitos, si es esencial para el cumplimiento de la ley, y si se llevó a cabo, según el acta que transcribe el señor Minis­tro, no es materia contractual entre el Gobierno y la Casa prestamista. Desde el momento en que en el contrato se se­ñalen por el Gobierno las obras de construcción, con exclu­sión de otras señaladas en la ley, no podrá la Junta en ade­lante llenar la función para que fue creada, con respecto, por



222 ANALESejemplo, en el caso presente, al ramal del Carare a Tunja, obra de la cual no se puede prescindir en absoluto al tenor del artículo 3.°En efecto, destinado por la ley el empréstito a la cons­trucción y desarrollo de las vías férreas del país, no puede excluirse ninguna en el contrato. Si la disposición se inter­preta conforme a la lógica y a la gramática, la frase las vías férreas del país indica que son todas las existentes las que pueden desarrollarse, pues el artículo toma la expresión vías férreas en toda la extensión de su significado. « A  diferen­cia de la lengua inglesa sirve el artículo, en castellano’, dice el señor Bello, para indicar que se trata de toda una clase de objetos.»La  preferencia que da la ley a algunas de las obras no excluye de manera absoluta las demás, y es contrario a la ley de autorizaciones y exótico señalar en el contrato unas obras con exclusión de las demás. Se ve claramente que la intención del legislador fue dejar esa prelación E X T R A C O N T R A TO  al Ge- bierno, de acuerdo con la Junta, como delegataria del Con­greso; la que naturalmente podrá en esta parte modificarlo adoptado, medida que no podría tomar si la estipulación figurara en el contrato.Además, en ninguna parte de la ley se faculta al G o­bierno para señalar como garantía específica el que los fondos se destinen a obras determinadas; es ésta una extralimita- ción que el Consejo debe objetar para cumplir con la misión que le confiaron la Constitución y la ley. N o  se confunda la garantía hipotecaria sobre las vías que se construyan y que sí está autorizada, con la inversión del capital en tal o cual sentido, hecho que el legislador ha dejado, como se ha dicho, a la opción que el Gobierno tome de acuerdo con la Junta.En resumen, el Gobierno no puede dar otras garantías en el contrato que las estipuladas en el artículo 5.°, a saber:«a )  Hipoteca constituida sobre el todo o .parte de las vías férreas construidas o por construir a que se destine el producto del empréstito.<b) Garantía prendaria sobre el producto líquido de la explotación de tales vías o de algunas de ellas.«c) Garantía prendaria sobre el producto líquido del im puesto fluvial o de canalización de los ríos navegables.«ú?) El destino a fondo de amortización o a fondo de ga ­rantía, de todo o de una parte del 80 por 100 del producto



DEL CONSEJO DE ESTADO 223de la indemnización debida a Colombia por los Estados U n i­dos de Norte Am érica.»Esta enumeración e.s limitativa, y cualquiera otra garan' tía extralimita las facultades de que está investido el G o ­bierno a este respecto. N o  vale decir que el presente contrato no se hace por la totalidad de la suma autorizada sino por una parte de ella, que bien puede destinarse a una parte de las obras; porque las disposiciones de la Ley  tienen carácter definitivo, es decir, que toda la ley debe ser cumplida en cada contrato parcial. De otra manera violándola sucesiva­mente en cada uno, puede ser violada en su totalidad.Estipular en el contrato que se prescindirá de ciertas obras a que la ley destina el empréstito de manera categó­rica, aunque éstas no sean de las señaladas en el artículo so­bre prelación, es tan violatorio de la ley, que le es perfecta­mente contrario. Contra legem facit quidfacit quod lex prohibet.P o r  último, la cláusula en cuestión quita al Congreso, como ya se dijo, facultades que la Constitución le concede y de las que no ha podido desprenderse de manera absoluta. La  delegación de facultades que hizo en la Junta, fue únicamente para la selección de las obras; y si es verdad que el contrato no necesita de posterior aprobación, nada hay que impida que el Congreso revise la distribución que el Gobierno haga de acuerdo con la Junta, sin salirse, como ya se dijo, de la órbita trazada por la ley. De otra manera equivaldría, como lo dijo algún Representante, al debatirse este proyecto, a decapitar al Congreso, «subvertir el régimen constitucional y anular la in­tervención del Parlamento en la Administración Pública del futuro.»«E n  este sitio, agregaba el mismo Representante, que se ha convenido en llamar el templo de la República, se reuni­rán los legítimos representantes de los pueblos a deliberar so­bre leyes de honores y sobre auxilios a empresas parroquiales, y no sobre los intereses nacionales . . . »Esta interpretación sobre que el contrato de empréstito no debe hacer exclusión de obras señaladas en la ley, guarda íntima relación con la historia de su expedición: «el proyecto que está sobre la mesa, decía el Representante Caballero, será, pues, una halagadora réalidad tanto por las razones de con­veniencia que en su favor militan, como porque es fidelísima encarnación de un supremo anhelo nacional: darle impulso,



224 ANALESdesarrollo y vida a los ferrocarriles. El pensamiento nacional, instintivamente, en esta forma, busca el progreso general del país y el desarrollo armónico de las secciones. Si el Con­greso, con una lamentable imprevisión, se hubiera preocupado únicamente por darle impulso a las vías férreas de Occidente, dejando a los Departamentos de la banda derecha del río Magdalena en el olvido y abandono en que han vivido hasta hoy, hubiera cometido una gravísima injusticia y hubiera preparado para el porvenir al lado de la riqueza y prosperi­dad que fomentaba en un lugar, la miseria y la ignorancia que estimulaba en otros con innegables perjuicios para la causa del progreso y la libertad.»vilPudiera dudarse si la disposición del artículo 5.° de la Ley, según la cual si en el curso de un año a contar desde su sanción no hubiere sido posible ninguna negociación sobre empréstito, puede el Gobierno impulsar las obras destinando para ello los fondos provenientes de la indemnización ameri cana, envuelve una especie de condición resolutoria a la facul­tad para contratar el empréstito, sobre todo si se tiene en cuenta que para el servicio del mismo se destinan por ella los intereses de los veinte millones de aquella indemnización. P a ­rece que este artículo pudiera envolver un desistimiento tá­cito por parte del legislador; quizá faltó aclaración en ese punto, pero el Consejo, habiendo estudiado la historia de la la Ley, estima que no fue tal la intención del Congreso, y que el artículo tuvo en mira solamente impedir que por la falta del empréstito se paralizaran las obras. Relacionando esta disposición con el parágrafo d) del artículo 5.°, debe llegarse a la conclusión de que lo que se quiso fue separar del capítulo de garantía, al cabo del año, los fondos provenientes de la indemnización americana para destinarlos a las vías públicas en defecto de los fondos del empréstito.V II IEl parágrafo 2.° del artículo 6.° prohíbe dar como garantía específica del empréstito cualquiera renta nacio­nal afectada al servicio del Presupuesto. El artículo 2° del capítulo 39 del segundo contrato hace la siguiente declaración:« L a  República conviene en que si, mientras cualquiera de los bonos del presente empréstito quedare en circulación, la República constituyere en garantía de cualesquiera obli­



DEL CONSEJO DE ESTADO 225gaciones actuales o futuras bajo la Ley 102 de 1922 o bajo otra autorización, gravamen, cargo o afectación sobre cual­quiera de los ferrocarriles u obras fluviales o puertos o sobre cualquiera parte de ellos, o sobre cualesquiera rendimientos, productos o ingresos en dichos ferrocarriles u obras, o sobre cualesquiera impuestos o contribuciones en relación con los mismos, o sobre cualesquiera productos de bienes o rentas o ingresos nacionales, en todos estos casos los bonos del pre­sente empréstito quedarán garantizados por dichos gravá­menes, cargas o afectaciones, de igual manera y en proporción con tales obligaciones.»Convendría agregarle a esta estipulación la de que «en todo caso, con observancia de lo dispuesto en la parte final del artículo 6? de la Ley  102 de 1922.» De otra manera, aunque el gravamen seaven forma condicional, siempre se viola el parágrafo citado en cuanto se da como garantía fu ­tura el producto de las rentas nacionales afectadas al servi ció ordinario del Presupuesto. [Quod directo fieriprohibetur, etiam dicitur prohibitum per indirectum).IXPor  el artículo 10 del capítulo 59 del contrato de agen­cia fiscal se establece:«L o s  agentes fiscales o cualquiera de ellos pueden con­sultar abogados respecto de sus deberes por razón de este contrato, y estarán ampliamente resguardados al confiar y actuar de acuerdo con la opinión de abogados de reconocida reputación, elegidos por todos o por cualquiera de ellos.»Este artículo equivale a la constitución de un tribunal de jurisdicción extraordinaria sin ritualidades de procedi­miento definidas. Cualquier agente fiscal puede nombrar un abogado, y la opinión de éste será fallo definitivo e inapelable que obliga a la Nación con relación a los agentes fiscales. La  Constitución y la ley prohiben esta clase de estipulaciones. El artículo 42 del Código Fiscal es terminante a este respec­to: «L o s  contratos celebrados en Colombia con personas ex ­tranjeras se sujetan a la ley colombiana y a la jurisdicción de los tribunales nacionales.» El peligro que envuelve esta estipulación está íntimamente relacionado con las contenidas en el artículo 15 del capítulo 29, y 13 y 15 del capítulo 59 del mismo contrato. P o r  el primero, la autenticación de los bonos



226 ANALESque hagan los agentes fiscales será prueba concluyente y única de que los bonos han sido emitidos debidamente; por el segundo, los agentes no incurren en responsabilidad algu­na al actuar en la confianza de que cualquier bono, cupón u otro instrumento les parezca genuino, y por el tercero estos agentes pueden negociar con los bonos como si no fueran tales. P o r  lo mismo que esta estipulación es contraria al ar­tículo final del contrato, debe entenderse que no le obliga a la República, y por esto no es el caso de hacerlo constar.xEl artículo 39 del capítulo 6° de! contrato sobre agencia fiscal, lo mismo que el 13 del contrato de compra de bonos, habla de los sucesores en negocios. Debe recordarse que el artículo 43 de la Ley 110 de 1912 prohibe al Gobierno acep­tar el traspaso de los contratos o de las concesiones a perso­nas extranjeras, si éstas no manifiestan expresamente que se someten a las disposiciones del artículo 42.XIA  pesar de que la Ley  limita la destinación del emprés­tito, no considera objetable el Consejo la que se hace de parte de él para cancelar el empréstito anterior. S í lo sería si este primero hubiera sido destinado a cosas distintas de las señaladas en la Ley 102 tántas veces citada.Fuera de estas observaciones, el Consejo estima que el contrato está ajustado a las autorizaciones legales pertinen­tes, y en tal virtud resuelve:El Consejo de Estado aprueba el contrato celebrado entre la República de Colombia y Hallgarten &  Company y Kissel Kinnicutt &  Company, con las modificaciones que a continuación se expresan:a) En el artículo 29 del capítulo 3° del contrato sobre agencia fiscal, después de donde dice: «Bocas de Ceniza y puertos,» agregar: «el Gobierno, de acuerdo con la Junta de Empréstitos, podrá variar esta destinación, pero siempre de acuerdo con lo dispuesto en la Ley  102 de 1922.»b) A l  final del mismo artículo 29 del capítulo 3?, agre­gar: «Con observancia de lo dispuesto en la parte final del artículo 69 de la Ley  102 de 1922.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 227c) A l  artículo 59 del capítulo 69 del contrato de agencia fiscal, agregar: «T o d o s  los sucesores en la agencia fiscal harán la misma declaración de que trata este artículo.»Cópiese y comuniqúese.José  J o a q u ín  C a s a s — José  A .  V a r g a s  T o r r e s — N i  - c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o r r e a — A r c a  d io  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R .—  C o n s t a n t i n o  B a r c o — Angel M. Bui- trago M ., Secretario en propiedad.R E S O L U C IO Npor la cual se sustituye y aclara lo expuesto en el ordinal vm  de la parte mo­tiva del concepto de 14 de julio corriente, referente al contrato de empréstito nacional con los señores Hallgarten & Company y Kissel Kinnicutt & Company.(Consejero ponente, doctor N icasio  Anzola).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, julio diez y ocho de mil novecientosveintisiete.Ante  el Consejo reunido en Sala Plena se presentó en esta fecha el señor Ministro de Hacienda y Crédito Público, con el objeto de pedir la reconsideración del ordinal b) de la parte resolutiva del concepto emitido por el Consejo de Es­tado con fecha 14 de los corrientes, en relación con el emprés­tito nacional celebrado con los señores Hallgarten &  Compa­ny y Kissel Kinnicutt &  Company. Expuso el señor Ministro la necesidad que había de modificar el ordinal expresado, debido a que la adición propuesta por el Consejo al artículo 2.9 del capítulo 3.° del contrato sobre agencia fiscal no la aceptaban los Banqueros, quienes habían declarado que en esa forma era absolutamente imposible vender los bonos del empréstito.Después de una detenida deliberación sobre este asunto, el Consejo aprobó la fórmula siguiente para reemplazar el mencionado ordinal b) de la parte resolutiva citada:«¿ ) La  parte final del artículo 29, capítulo 39, del con­trato de agencia fiscal quedará así:«Teniendo en cuenta: I 9 Que el artículo 59 de la Ley 102 de 1922 autoriza el otorgamiento de garantías específicas en favor de los empréstitos de que trata esa Ley; 29, que el ar tículo 6.° de la Ley  102 de 1922 y su parágrafo indican la manera como se hará el servicio de los empréstitos que se contraten en virtud de la misma Ley, y se faculta al Gobier



228 ANALESno para asignar otros recursos a dicho servicio; 3°, que a los bonos del empréstito materia de este contrato no se ha asignado garantía específica alguna, y 4° que si se asignaran en lo futuro garantías en favor de otros empréstitos, los bo nos materia de este contrato quedarían en inferioridad de condiciones, lo que pugna contra elemental principio de equi­dad. P o r  las anteriores consideraciones la República conviene en que si, mientras cualquiera de los bonos del presente em­préstito quedare en circulación, la República constituyere en garantía de cualesquiera obligaciones, actuales o futuras, bajo la Ley  102 de 1922, o bajo otra autorización, gravamen, carga o afectación sobre cualquiera de los ferrocarriles u obras fluviales o puertos, o sobre cualquier parte de, ellos, o sobre cualesquiera rendimientos, productos o ingresos de dichos ferrocarriles u obras, o sobre cualesquiera impuestos o con* tribuciones en relación con los mismos, o sobre cualesquiera productos de bienes o rentas o ingresos nacionales, en todos estos casos los bonos del presente empréstito quedarán ga ­rantizados por dichos gravámenes, cargos o afectaciones, de igual manera y en proporción con tales obligaciones, a cuyo efecto la República se obliga a que los bonos materia de este contrato tendrán las mismas garantías que se asig­naren en lo futuro a cualquier bono o empréstito.»En vista de que la fórmula transcrita no guardaba ar monía con lo expuesto en el ordinal V II I  de la parte motiva del concepto de 14 de julio, el Consejo negó dicho ordinal VIII, y dispuso que se reemplazara con una exposición justi­ficativa de lo resuelto, de acuerdo con las ideas emitidas en la misma sesión. En tal virtud el ordinal V IH  ya nombrado quedará así:« v i i i . En el artículo 29 del capítulo 3? del contrato sobre agencia fiscal se hace la siguiente declaración:«L a  República conviene en que si, mientras cualquiera de los bonos del presente empréstito quedare en circulación, la República constituyere en garantía de cualesquiera obliga­ciones actuales o futuras bajo la Ley 102 de 1922 o bajo otra autorización, gravamen, cargo o afectación sobre cualquiera de los ferrocarriles u obras fluviales o puertos, o sobre cual quiera parte de ellos, o sobre cualesquiera rendimientos, pro ductos o ingresos en dichos ferrocarriles u obras, o sobre cualesquiera impuestos o contribuciones en relación con los mismos, o sobre cualesquiera productos de bienes o rentas o



DEL CONSEJO DE ESTADO 229ingresos nacionales, en todos estos casos los bonos del pre sente empréstito quedarán garantizados por dichos gravá menes, cargas o afectaciones de igual manera y en proporción con tales obligaciones.»Como queda dicho, el Consejo adoptó, para reemplazar la primitiva declaración, la fórmula y explicación que se dejan transcritas. Para tomar esta determinación se ha tenido en cuenta, no solamente la razón de eq udad y de conveniencia nacional que hay para que los bonos de la actual emisión no queden en condición de inferioridad respecto de los que se emitan posteriormente a cargo de la Nación, sino también el que esa fórmula guarda perfecta armonía con el texto y el es píritu de la Ley 102 de 1922. L o  que esa fórmula quiere decir es, en síntesis, lo siguiente:El Gobierno no constituye g¿irantía específica alguna para asegurar los bonos de este empréstito, pero si se diere en lo futuro esa garantía para otros empréstitos, aquélla beneficiará proporcionalmente los actuales. Es verdad que el Gobierno no podría hoy garantizar el empréstito con deter­minados ingresos fiscales, pero si en cualquier tiempo se expidiere una ley que lo autorizare para pignorar esos ingre­sos, y en virtud de esa autorización contratare un nuevo empréstito con esas garantías, los bonos que ahora emite quedarían beneficiados con aquélla y en igualdad de condr ciones con los de las emisiones futuras. Es una garantía con­dicional sujeta al evento de que se dicte una ley que autorice al Gobierno para dar en caución determinadas rentas. Hoy, por ejemplo, la ley no permite dar en garantía los fondos desti­nados al servicio ordinario del Presupuesto, porque los con sidera indispensables para la vida de la Administración P ú ­blica; pero si mañana el legislador autoriza esa garantía, es porque no considera que esos fondos sean indispensables para el fin expresado. Aun en el supuesto de que hubiere alguna duda respecto de la interpretación de la ley en este sentido, sería de acuerdo con las reglas de una sana hermenéutica interpretarla en este caso de acuerdo con la equidad y las conveniencias nacionales, ya que parece evidente que sin la adopción de la fórmula aprobada por el CQnsejo de Estado es imposible colocar los bonos del empréstito.J o s é  J o a q u í n  C a s a s  —  N i c a s i o  A n z o l a - A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a l v e r d e  R . —  C o n s t a n t i n o  B a r c o . R a m ó n  C o r r e a — Con mi voto negativo en cuanto se'gravan,



230 ANALESaunque bajo condición, las rentas comunes del Presupuesto, por las razones expuestas en el proyecto de que soy ponente. Con tal modificación el contrato debe ser sometido a la apro­bación del Congreso, conforme a la última parte del numeral 14 del artículo 76 de la Constitución Nacional, JOSÉ A . V A R ­GAS T o r r e s  —Angel María Buitrago M ., Secretario en propiedad. D E M A N D Apropuesta por el doctor Víctor Cock, como apoderado de los señores Ramón y Juan B. Peláez & Compañía, sobre nulidad de la Resolución número z i  de 
23 de septiembre de 1926, dictada por el señor Contralor General de la Re­pública.(Ponente, doctor Correa).Consejo de Estado—Sala Plena— Bogotá, agosto tres de mil novecientosveintisiete.Vistos: E l señor doctor V íc tor  Cock, en su carácter de apoderado legal de los señores Ramón y Juan B. Peláez &  Compañía, Sociedad colectiva domiciliada en Medellín, mani­festó que en aviso oficial número 195, de 5 marzo de 1925, de la Contraloría General de la República, dictada en el juicio de cuentas de la Aduana de Barranquilla, correspondiente al mes de abril de 1924, se declaró que había sido indebidamente liquidada la suma de $ 1,181-13 como derechos de impprtación en relación con el manifiesto número 111 del vapor Metapán, de 8 marzo de 1924, presentado por cuenta de la Casa Ramón, Juan B . Peláez &  Compañía, de Medellín, ya que de acuerdo con resolución del Jurado de Aduanas, dictada en virtud de consulta hecha por el Administrador de la Aduana de Barran- quilla, y «haciendo uso de la facultad conferida en el artículo 8.° de la Ley  117 de 1913,» sólo podía liquidarse sobre los objetos introducidos la cantidad de $ 118-12, existiendo por tanto un exceso en la liquidación de $ 1,063-01.Posteriormente, la Contraloría, por aviso oficial de fene­cimiento, de fecha 9 de marzo de 1926, dictada en el referido juicio de cuentas, consideró que la liquidación de que se habló antes, y que fue por ella objetada, era aceptable por cuanto estimaba entonces que, aun cuando la resolución del Jurado de Aduanas estaba vigente, dicha resolución no era legal.Del mencionado aviso de fenecimiento apeló el represen­tante d'e la Casa interesada, mas la Contraloría lo consideró



DEL CONSEJO DE ESTADO 231extraño al juicio de cuentas, y en tal virtud le negó la persone­ría para la apelación y para la revocatoria también solicitada.P o r  su parte, la Casa introductora mencionada había con­signado, desde el tiempo de la introducción, en la Adminis­tración de la Hacienda Nacional de Medellín, con carácter de depósito provisional, la cantidad íntegra de $ 1,181-13, hasta que se resolviera la reclamación pendiente sobre el monto de la liquidación, lo cual consta en la certificación de la Contra- loria de 22 de marzo de este año, que dice:«República de Colombia— Administración de Hacienda Nacional—Núme­ro 1220— Medellín, septiembre i.° de 1924.«Señor Administrador de la Aduana de Barranquilla.«L o s  señores Ramón y Juan B. Peláez &  Compañía con­signaron en esta Administración la cantidad de mil ciento ochenta y un'pesos trece centavos ($ 1,181-13), valor de la li­branza de aduana número cinco mil doscientos diez y ocho (5218), liquidada sobre cinco (5) bultos de mercancías por el vapor Metapdn, de 8 de marzo de 1924, según manifiesto nú­mero 111 y girada de ésa por los señores Mantínez Llanos &  Compañía. Dicha consignación la hacen en calidad de depó* sito mientras les resuelven una reclamación.
%«D e usted atento y seguro servidor,« Inocencio O campo*Dicha reclamación, hecha por los señores Martínez L la ­no &  Compañía como representantes en Barranquilla de la Casa introductora, fue enviada a la Contraloría y consta en el expediente número 27, sobre reclamaciones por derechos de aduana. De dicho expediente se trajo copia íntegra al pro ceso que hoy se resuelve, y es naturalmente distinto del juicio de cuentas de Barranquilla.En la copia del expresado expediente aparece el recibo sobre depósito provisional hecho por la casa introductora, y además una constancia de que la reclamación había sido re­suelta favorablemente al reclamante. Dicha constancia se puso con motivo del aviso oficial número 195, de 5 de marzo de 1925, citado ya.N o  habiendo sido oída en el juicio de cuentas la Casa in­troductora, reiteró su solicitud de correcta liquidación y de devolución en el expediente número 27, y tal solicitud fue fa ­llada por la Contraloría desfavorablemente, al solicitante, con fundamento de no reconocerse valor a lo resuelto por el Ju­



232 ANALESrado de Aduanas sobre la materia. Dicha Resolución de la Contraloría, que lleva fecha 28 de septiembre de 1926, está marcada con el número 21 y es la acusada ante el Consejo de Estado.En la Resolución acusada se reconoce la justicia de la re­clamación, pero se niega, por no considerarse legal la resolu­ción del Jurado de Aduanas que éste hubo dictado invocando lo dispuesto en el artículo 8.° de la Ley 117 de 1913.Notificada esta demanda al señor Agen te  del Ministerio Público, y fijada en lista por cinco días, las partes hicieron uso de presentar pruebas, y es llegado el caso de dictar la sentencia respectiva, y a ello se procede.«E l  doctor V íc tor  Cock, en su carácter de apoderado de los señores Juan B. Peláez &  Compañía de Medellín, pide a este Despacho, en memorial fechado el 30 de julio del año próximo pasado, que se ordene la devolución de la suma de mil ciento ochenta y un pesos trece centavos ($ 1,181-13), depo­sitada en la Administración de Hacienda Nacional de M e­dellín por los expresados señores, como valor de la libranza de aduana, girada a cargo de los mismos, por los derechos de cinco cajas del manifiesto número 111, de 8 de marzo de 1924, y mientras se definía la reclamación intentada por su apode­rado para que fuera reformada la clasificación hecha por la Aduana. En vista de tal petición y considerando:<1.° Que al efectuar la Contraloría el examen de la cuen­ta de abril de 1924,en la cual quedó incorporado el manifiesto en cuestión, se ocupó en este asunto en virtud de igual so­licitud que hizo el doctor Cock en la debida oportunidad, y que al decidir allí el punto por el aspecto de si existía o nó fundamento para ordenar por la Contraloría la devolución solicitada, fue preciso resolverlo de modo adverso en el fene­cimiento dictado bajo el número 263, de fecha 9 de marzo de 1926, porque estimó el suscrito que regía el impuesto fijado en la Ley  102 de 1923 para el numeral 263, “ envases no mencionados,”  a razón de $ 1-50 el kilogramo, numeral que comprende los tarros lisos de vidrio ópalo, importados en las cinco cajas materia de la reclamación, pues en concepto de este Despacho, la clasificación hecha por el Jurado de Adua­nas el 4 de junio de 1924, que aparece en el acta 499, publi­cada en el Diario Oficial número 19678, de 19 de agosto de aquel año, no podía modificar la clasificación hecha por el le­gislador, primeramente en la Ley 117 de 1913, y modificada luégo por la número 102 de 1923, de que se ha hecho mención.



DEL CONSEJO DE ESTADO 233«2.° Que no obstante la forma dicha en que la Contra­loría decidió la petición de los importadores, estima el sus­crito que en vista del memorial que se estudia, debe dictar una nueva resolución que les permita a los interesados hacer uso del recurso de defensa que estimen pertinente, ya que las razones que expone el apoderado, a la luz de la equidad, bastarían para acoger sus puntos de vista, si disposiciones legales tan claras y precisas como las que tuvo en cuenta la Contraloría al dictar el fallo adverso de que ha hecho men­ción, no se lo impidiera al suscrito.«E s  indudable que al modificar el Congreso, por medio de la Ley 102 de 1923, el impuesto de los artículos comprendí' dos en el numeral 256 de la Tarifa, excluyendo de él las bote­llas vacías ordinarias como para vino, a efecto de que queda­ra u comprendidas en la denominación general de envases no mencionados, del numeral 264, cuyo impuesto elevó a $ 1-50 el kilogramo, con el objeto de evitar el fraude que se venía haciendo a la renta de aduanas con la importación de vinos, perdió de vista que gravaba, de un modo inconsiderado y casi prohibitivo, envases cuya importación al país es indispensable para diferentes usos, como acontece con los tarros lisos de vidrio ópalo importados por los señores Peláez &  Compañía, de Medellín, con destino a pomadas y otros artículos medicr nales. Mas como queda dicho, corresponde al legislador corre­gir el error y subsanar así los perjuicios que éste puede oca­sionar, a menos que otra entidad pueda reformar la situación de que se ha hablado.«3.° Que siendo los motivos expresados en los dos consi­derandos que preceden las razones de mayor peso, de orden legal, que la Contraloría ha tenido en cuenta para no resolver favorablemente la petición que se estudia, prescinde de hacer mención de otras omisiones de menor importancia en que se ha incurrido en la tramitación de este negocio,«R E S U E L V E :«N o  es el caso de ordenar por la Contraloría la devolu­ción de los $ 1,063-01 solicitada por el apoderado de los se­ñores Ramón, Juan B. Peláez &  Compañía, del comercio de Medellín.«Cópiese y notifíquese.«E l  Contralor, A l f o n s o  P a l á u . »A. del C. de E.—18



234 ANALESComo se ve, el Contralor declara que no es el caso de de­volver a los interesados, señores Peláez &  Compañía, la canti­dad de $ 1,063-01 que ellos habían depositado en la Adm inis­tración de Hacienda de Medellín, en calidad tan sólo de depósi­to y mientras se decidía la reclamación que habían intentado contra la resolución de la Contraloría, tomada en la cuenta de abril de 1924 de la Aduana de Barranquilla. Fúndase el car­go en la Ley  102, que dice: «los objetos comprendidos en los numerales de la Tarifa  de Aduanas (Ley  117 de 1913) que en seguida se mencionan, pagarán por derechos de importa­ción las cuotas que a continuación se expresan: 264. E n ­vases no mencionados, $ 1-50 el kilogramo.» Y  cree el sefior Contralor que ese numeral comprende los tarros lisos de v i­drio ópalo, que fue lo introducido por Ramón, Juan B . Peláez &  Compañía y lo que produjo el cargo hecho a los mismos.El numeral 256 de la Tarifa  de Aduanas, fijada por la Ley  117 de 1913, trata de botellas vacías como para kola, bebidas gaseosas, cerveza, etc.,que deben pagar $ 0-02. Y  es evidente que estas botellas ni los envases no mencionados, comprenden los tarros (que no son otra cosa que vasos de tie­rra, altos, anchos de boca, y vidriados, según el Diccionario de la Lengua) lisos de vidrio ópalo. Esta confusión dio lugar a que el Administrador de la Aduana de Barranquilla, para aclarar el asunto, ocurriera al Jurado de Aduanas, y que éste dijera: «E l Jurado, haciendo uso de las facultades que le con­cede el artículo 8.° de la la Ley  117 de 1913, asigna a los fras­cos, o envases de vidrio con tapa de celuloide, madera o metal ordinario para usos de farmacia y para dulces, un gravamen de 15 centavos por kilo.»Y a  se dijo que el punto que debe decidirse en este juicio es el relacionado con la determinación del Jurado de A d u a ­nas, de 4 de junio de 1924, acta número 499 (.Diario Ofi. cial número 19678), que al decir de la Contraloría no podía modificar la clasificación hecha por el legislador en la Ley 117 de 1913, y modificada luégo por la 102 de 1923. La  diligencia del Jurado de Aduanas dice así:« . . . .  Se leyó y aprobó el acta de la sesión anterior.«L u égo  se trataron los siguientes puntos, que fueron resueltos como se expresa a continuación: corresponde a los envases para preparaciones farmacéuticas. Se resolvió: el Ju­rado, haciendo uso de la facultad que le concede el artículo 8^



DEL CONSEJO DE ESTADO 235de la Ley 117 de 1913, asigna a los frascos o envases de v i­drio con tapa de celuloide, madera o metal ordinario para usos de farmacia y para dulces, el gravamen de $0-15 el kilo. , »Y  la Cámara de Comercio de Barranquilla dijo a este respecto:« Informe—Hemos estudiado la consulta que se sirvió hacer el señor Administrador de la Aduana a la Cámara respecto a la clasificación que debe darse a una importación ex-vapor Baracoa, de 27 de febrero último. Examinada la muestra, podemos establecer que se trata de pequeños fras­cos de vidrio de los usados para el envase de glóbulos homeo­páticos, esencias y extractos medicinales, inadaptables por suexcesiva pequeñez a cualquier otro uso..........Estimamos quees el caso de aplicar a esta importación el numeral 269 de la Tarifa, que habla de “ frasquitos”  propios para tapas de vi­drio, o el numeral 270, que habla de frasquitos propios para tapas de corcho o de caucho, atendiendo particularmente a la forma y tamaño del objeto y a su aplicación. El numeral 264, Ley  102 de 1923, que se refiefe a envases no menciona­dos, tiene un gravamen de $ 1-50 el kilogramo, gravamen que consideramos excesixo y aun injusto, porque la denomi­nación “ no mencionada”  parece referirse a lo que está fuera de lo usual o corriente; y si los frasquitos propios para tapas de vidrio (numeral 269), de corcho o caucho (270) pagan $ 0-15 y $ 0-03, no vemos la razón para que los que llevan tapa de metal ordinario paguen 30, 8 y 5 veces más, respectiva­mente, cuando lo esencial, que es el frasco en sí mismo, no se sale de la denominación de la Tar ifa  para considerarlo “ no mencionado........Y  menos debe clasificarse en dicho nu­meral si se atiende a que las tapas o tapones de corcho pagan $ 0-08 y las de caucho pagan $ 0- 10.«E n  consecuencia proponemos:«Dígase al señor Administrador de la Aduana que los fras­quitos sobre cuya clasificación se consulta deben aforarse en el numeral 269 o en el 270, pero no en el 264 (Ley  102 de 1923).«Cámara de Comerc’o: / osé Ramón Ver gara, Secre­tario.«Barranquilla, 7 de mayo de 1924.»Ante todo, procede decir que la institución del Jurado de Aduanas reviste marcada importancia dentro de los sis­temas aduaneros nacionales, porque sus funciones vienen a ser como el último poder en relación con los conflictos que



236 ANALESpuedan surgir entre los aduaneros y los comerciantes. Y  es del caso declarar que sus decisiones tienen fuerza obligatoria, pues de lo contrario sería por demás esa institución. El ar­tículo 163 de la Ley  85 de 1923, en su inciso 1?, dice:«19 Resolver, verdad sabida y buena f  'e guardada, sobre las apelaciones de las multas impuestas por los Administra­dores de Aduana a los importadores o exportadores de mer t cancías y a los Capitanes de los buques mercantes.»Los artículos 165 y 166 de la misma Ley  dicen:«A rtícu lo  165. Las devoluciones que de conformidad con esta Ley  deban hacerse a los interesados se efectuarán así: por la Aduana respectiva y en virtud de orden del Ministerio de Hacienda, fundada en la decisión del Jurado, cuando se trate de sumas cobradas a los interesados en la vigencia que esté en curso y por la Tesorería General de la República, sobre orden expedida por el Ministerio del Tesoro, en virtud de reconocimiento hecho por el de Hacienda, si las sumas proceden de vigencia anterior.«A rtícu lo  166. Ninguna entidad, fuera del Jurado de Aduanas, tiene facultad para conocer de reclamos sobre las decisiones de que trata esta Ley, dictadas por los Adminis­tradores de Aduanas.»Toca al Jurado fijar las reglas interpretativas de los aranceles aduaneros, como una garantía para los introduc­tores y para las entidades públicas encargadas del ramo de aduanas. Y  le corresponde asimismo conocer de las apelacio­nes intentadas en los Jurados locales, debiendo resolver verdad sabida y buena fe guardada, deesas apelaciones, como decidir de los reclamos que se intenten ante las Oficinas de Enco­miendas Postales del Exterior. L e  corresponde asimismo al Jurado de Aduanas fijar, en receso del Congreso, el impuesto que deben pagar los artículos de importación que no figuren en la Tarifa, impuesto que rige y debe regir mientras aquella corporación no legisle algo distinto sobre la materia, y las que le señala el artículo 179 del Código Fiscal.Pero es asimismo cierto que no corresponde al señor Contralor echar por tierra las decisiones del Jurado ni decla­rar nada en su contra, porque él estime que lo resuelto es ilegal. Cada empleado tiene en la ley algún superior que debe enmendar sus resoluciones, cuando así esté expresamente determinado, pero en manera alguna corresponde esa función a la Contraloría, tratándose del Jurado de Aduanas.



DEL CONSEJO DE ESTADO 237Quiere decir todo lo expuesto que la resolución dictada por el Jurado de Aduanas el 4 de junio de 1924, en que ex­puso: «E l Jurado, haciendo uso de la facultad que le confiere el artículo 8.° de la Ley 117 de 1913, asigna a los frascos o envases de vidrio con tapa de celuloide, madera o metal or­dinario, para usos de farmacia y para dulces, el gravamen de $ 0 15 el kilo,» es intocable por la Contraloría, y esto es tan cierto, que así lo reconoció esta misma entidad en su Resolu­ción de 5 de marzo de 1925, cuando dijo en relación con el punto tratado en estas diligencias: « L a  presente reclamación se resolvió favorablemente a los interesados por aviso oficial número 1230 de 26 de agosto posterior, dictado en la cuenta de la Aduana de Barranquilla referente al mes de abril de 1924. La  suma ordenada devolver es la de mil sesenta y tres pesos un centavo ($ 1,063-01).»P o r  estas consideraciones, el Consejo de Estado, en Sala Plena, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara nula la Resolución de la Con­traloría marcada con el número 21, de fecha 28 de septiembre de 1926. N o  corresponde al Consejo ordenar la devolución de la suma demandada, porque esta función es de otra entidad.Notifíquese, cópiese y publíquese en los Anales del Consejo.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — N i c a s i o  A n z o l a — R a m ó n  C o ­r r e a —  A r c a d i o  C h a r r y — J o s é  A .  V a r g a s  T o r r e s — J o s é  A .  V a l v e r d e  R . — C o n s t a n t i n o  B a r c o — Angel M. Bui- trago M ., Secretario en propiedad.S E N T E N C IAdictada en la demanda de nulidad de dos resoluciones de la Contraloría, pro­puesta por el señor Juan A. Duque para que se le paguen unas pensiones em­bargadas por el Pagador del Ejército.(Ponente, doctor Jiménez López).Consejo de Estado—Sala Plena— Bogotá, octubre dos de mil novecientosveinticinco.Vistos: L a  demanda que ahora se pasa a estudiar ha sido promovida por el individuo y con el propósito que se indican en el encabezamiento de ella, y que dice:«Señor Presidente del Consejo de Estado— En su Despacho.« Y o  Juan A . Duque, varón mayor de edad y vecino de esta ciudad, a usted muy atenta y respetuosamente expongo



238 ANALESlo siguiente: presento copia de una providencia dictada por el señor Contralor General de la República, de fechas 2 y 16 de abril último, con que acredito que en mi carácter de pen­sionado militar se me retiene por el señor Comisario Pagador del Ejército el pago de la suma de cuarenta pesos ($ 40) moneda legal, como parte de la pensión que me corresponde de los cuatro (4) primeros meses del corriente año, y que tal retención ha sido aprobada y ordenada, en último término, por dicho señor Contralor General de la República. Con tales documentos vengo a pedir ante esa honorable corporación la nulidad o revisión de tal retención, porque este procedi­miento está reñido con la Constitución y la ley, y porque viola de manera manifiesta la doctrina sentada por esa cor­poración al respecto por sentencias que llevan fechas de 30 de octubre de 1924 y 3 de febrero del corriente año.»Sustenta el peticionario su pretensión manifestando que ni el Comisario Pagador del Ejército ni el Contralor General pueden atribuirse funciones judiciales, como son la de retener y embargar esa pensión, sin que pueda argüírse que en ese procedimiento ha habido únicamente la anotación de una cesión; que las pensiones anotadas y retenidas lo fueron ya en otra ocasión por orden del Contralor en oficio de 12 de junio de 1924, número 1158, el cual fue anulado por el Con­sejo de Estado, y por tanto no podían anotarse nuevamente, como se hizo; que al decir el Contralor en su Resolución que el Poder Judicial debe señalar el sujeto a quien debe hacerse el pago de las pensiones cuestionadas, no cae en la cuenta de que el peticionario no ha pedido la nulidad de. los contratos en la parte sustantiva, sino que ha reclamado de la parte adjetiva y procedimental, cosa resuelta por la misma Contra­loría en mayo l p de 1924, por Resolución número 94, en que se dice que el pago se hará personalmente al agraciado, la cual Resolución está confirmada por el Consejo de Estado, y dice, en fin, que necesita cobrar esas pensiones para reinte­grarse de mayor suma que le debe al señor Julio Tobón, de lo cual está tan convencido el Comisario Pagador, que no se ha aventurado a pagar las pensiones a dicho individuo. Menciona en su apoyo los artículos 16 de la Ley 60 de 1914 (la cual cita es impertinente, por no venir al caso), el 78 de la Ley  130 de 1913 y el 19 de la Ley 109 de 1923.Además acompañó en copia las resoluciones acusadas. L a  primera de esas resoluciones le fue notificada al interesado Duque en 3 de abril del corriente año, y de la segunda



DEL CONSEJO DE ESTADO 239se declara notificado en memorial del 17 del mismo mes, y fueron acusadas a los sesenta y cuarenta y seis días des­pués de la notificación, sin que conste que hayan sido publi­cadas en el Diario Oficial. Esas dos resoluciones, comple mentaria la segunda de la primera, y que se refieren la una a no acceder a dar la orden al Comisario Pagador del E jé r ­cito para que pague a Duque las pensiones de los cuatro primeros meses del año en curso, y la otra a corroborar lo resuelto y a negar la revocatoria, ponen fin a la situación promovida en el particular ante la Contraloría por el intere­sado Duque, y dicen así:«Departamento de Contraloría—Sección 2.* (Jurídica)— Bogotá, abril dos de mil novecientos veinticinco.«E l  señor Juan A .  Duque, militar inválido, pensionado, en memorial de 9 de los corrientes pide a este Despacho que ordene al Comisario Pagador del Ejército le pague íntegra­mente la pensión correspondiente a los cuatro últimos meses del año próximo pasado y a los cuatro primeros meses del presente año. Dice el peticionario que dicho Pagador, en cumplimiento de la Resolución número 944, de 10 de mayo último, no aceptó en un principio la cesión hecha por Duque al señor Julio Tobón, de parte de la pensión devengada por aquél en el tiempo antes expresado, y que en virtud de aque­lla no aceptación, le fueron pagados al peticionario los cuatro primeros meses del año pasado, íntegramente, pero que no ha ocurrido lo propio con los cuatro primeros meses vencidos del presente año, debido a que el Pagador se ha negado a cubrirlos íntegramente a Duque, por haberlos anotado inte* gramente en favor de Tobón, el día 5 de enero último.«A n tes  de resolver la solicitud de que se trata, se le pidió informe al Comisario Pagador del Ejército, quien manifiesta que estando en vigor la Resolución nombrada al principio, le fue presentado para su anotación en los libros de la Comisa­ría, un documento de cesión de las pensiones de enero a abril de 1925, del inválido Duque a favor del señor Tobón, a razón de diez pesos mensuales, cesión que no aceptó la Comisaría por prohibírselo la mentada Resolución, y que posteriormente, cuando ésta fue suspendida, no habiendo ya impedimento legal ninguno para hacer la referida anotación, la verificó el Pagador, a solicitud de Tobón, con fecha 5 de enero último. A g rega  el Comisario Pagador del Ejército que aun cuando en dicha fecha se hallaban suspendidos los términos judicia­



240 ANALESles, hizo la anotación de la venta, por haber estimado que para tales casos no es indispensable la anotación judicial de la cesión, sino que ésta pueden anotarla los Pagadores en vista del documento de venta, y termina sosteniendo la legalidad de la anotación hecha en su Oficina, y que las diferencias que puedan existir entre Tobón  y Duque debe decidirlas el Poder judicial.«E n  un nuevo memorial dirigido a este Despacho por el señor Duque, manifiesta éste, entre otras cosas, replicando al informe del Pagador, que tal empleado rechazó una notifi­cación que se le hizo, de parte de la pensión de aquél, con posterioridad al 10 de mayo de 1924; que además de las dis­posiciones constitucionales que no le dan a dicho empleado investidura judicial, existe la Ley  68 de 1922, artículo y demás disposiciones de la misma, que prohíben el embargo y denuncio, aun voluntario, de las pensiones civiles y militares, y este procedimiento equivale en la práctica a un embargo.«A h ora  bien: descartando en este asunto todo lo que no es de competencia de la Contraloría, y teniendo en cuenta que la Resolución número 94 de 10 de mayo de 1924, sólo tuvo como fin principal fijar normas a los Pagadores de pen­siones, este Despacho estima legal el procedimiento del P a g a ­dor al no pagar en un principio la cesión de pensiones no de­vengadas, y en cuanto a la anotación que hizo el 5 de enero último a favor del señor Julio Tobón  de las correspondientes al pensionado Duque por los meses de enero a abril último, inclusive, del presente año, la cesión no era obligatoria para el Pagador aunque estuviera suspendida la Resolución nú­mero 94 de 10 de mayo último de este Despacho, por las mismas razones que invoca el peticionario, sea que no siendo embargables ni denunciables las pensiones por ministerio de la Ley 68 de 1922, tampoco son cesibles sino cuando ya están devengadas, al tenor de lo establecido en el artículo 426 del Código Civil. Pero como el Comisario Pagador del E jé r ­cito aceptó voluntariamente la cesión de que se trata, estése a lo resuelto por dicho funcionario y páguense las pensiones controvertidas a quien decida el Poder Judicial que deben pagarse.«Notifíquese al peticionario y comuniqúese al Comisario Pagador del Ejército. « A l f o n s o  P a l á u »



DEL CONSEJO DE ESTADO 241
«Departamento de Contraloría— Bogotá, abril diez y seis de mil novecientosveinticinco.«E l  señor Juan A , Duque, militar inválido pensionado, en un memorial fechado el 2 de los corrientes pide reconsidera­ción de la providencia dictada en este mismo día, por razón de un memorial fechado el 9 de marzo último, providencia en la cual dispuso este Despacho estar a lo resuelto por el C o­misario Pagador del Ejército respecto de las pensiones del peticionario correspondientes a los cuatro primeros meses del corriente año, es decir, que dichas pensiones, por hallarse controvertidas, deben cubrirse a quien decida el Poder Judi­cial que tiene derecho al pago de las mismas.«E l pedimento de reconsideración se funda en que la providencia de este Despacho está de acuerdo con lo resuelto por la Contraloría en el oficio número 1158 de 12 de junio del año próximo pasado, Resolución que fue declarada nula por el Consejo de Estado; en que no es el caso de que el P o ­der Judicial intervenga en una providencia dictada por el Comisario Pagador del Ejército, y por último, en que lo re­suelto por la Contraloría coloca al peticionario en una situa­ción anómala, según él lo afirma, porque bien puede suceder que no pueda ocurrir pronto al Poder Judicial.«Para  resolver esta nueva solicitud basta tener en cuenta que la providencia anulada por el Consejo de Estado, y de la cual ya se ha hecho mención anteriormente, no tiene relación alguna con el caso que se contempla; que no es que el Poder Judicial vaya a decidir una providencia emanada del Comisa­rio Pagador del Ejército, sino que como el peticionario y el señor Julio Tobón  alegan, a un mismo tiempo, tener derecho a las partes de las pensiones que reclama íntegramente el pri­mero, la controversia en este particular no puede decidirla sino la autoridad llamada por la Constitución y la ley a fijar el derecho del sujeto controvertido, autoridad que lo es el P o ­der Judicial, y que este Despacho no puede tener en cuenta, para decidir esta nueva solicitud, la situación personal en que se halla actualmente el peticionario.«P o r  lo tanto, no es el caso de atender a la reconsidera­ción que se solicita.«Notifíquese y comuniqúese a quien corresponda.

« A l f o n s o  P a l á u »Admitida la demanda, fijada en lista y luégo notificada al señor Agente  del Ministerio Público, éste y el interesado pidieron en tiempo y exhibieron pruebas en el particular.



242 ANALESDuque presentó un certificado del Comisario Pagador del Ejército, en que se certifica «que los cuarenta'pesos que en calidad de depósito hay en la caja de esta Comisaría por cuenta de parte de la pensión del inválido Juan A . Duque, ya habían sido anotados en los libros de la Comisaría en vir­tud de la orden recibida de la Contraloría General en nota número 1158, de fecha de junio del año de 1924. T a l  depósito o retención se hace en virtud de anotación hecha el 5 de ene­ro de este año a favor del señor Julio Tobón  M., y correspon­diente a una parte de la pensión del pensionado inválido Juan A . Duque.»El señor Agente del Ministerio Público exhibió:a) Un informe del Secretario de la Sala de Negocios G e ­nerales del Consejo de Estado, sobre que el señor Juan C. Dávila entabló demanda sobre nulidad de la Resolución nú­mero 94 de 10 de mayo de 1924, del Contralor General, «por la cual se dictan algunas disposiciones en el ramo de P en ­siones»;b)  Copia del auto sobre admisión y fijado en lista, sus­pensión del acto acusado y notificación;c) Certificado sobre el desistimiento decretado en la de­manda, y la remisión de copia de ese auto a los señores Con­tralor y Ministro de Guerra, yd) Certificado sobre que el señor Ernesto Herrera C ha­cón acusó ante la Sala de Negocios Generales del Consejo la Resolución número 158, de 12 de junio de 1924, la cual fue suspendida en 14 de julio siguiente y anulada por sentencia de 30 de octubre de tal año, la que fue notificada en 11 de noviembre.Surtida audiencia en 25 de julio del corriente año, el señor Fiscal conceptuó que no había motivo legal para resol ver favorablemente la demanda, y su escrito-resumen de la exposición que hizo, después de citar doctrina del Consejo, concluye:«N o  habiendo el demandante demostrado que los actos impugnados le causan agravio en sus propios intereses, re­quisito indispensable en los juicios en que se ejercita la acción privada para que ésta pueda prosperar, es de rigor concluir que deben negarse las pretensiones del libelo, de conformidad on a doctrina que sobre el particular ha sustentado en nu­merosos fallos la Sala de lo Contencioso Administrativo, entre



DEL CONSEJO DE ESTADO 243otros, el que corre publicado en los Anales del Consejo de Estado, tomo IX, números 92 a 97, páginas 711 y 712.»Aunque el actor no concurrió a la audiencia, presentó también, inmediatamente después de ésta y el mismo día, un escrito corroborando su pretensión y haciendo nueva argu­mentación en favor de ella.El asunto sufrió alguna demora en su devolución al M a ­gistrado sustanciador, por no haberse suministrado papel sellado.En resumen, dé la  exposición que se ha hecho, aparece que existiendo una cesión de las pensiones correspondientes al señor Juan A . Duque, militar inválido, relativa a los cua­tro primeros meses del corriente año, y a favor del señor Ju’ lio Tobón, el Comisario Pagador del Ejército anotó esa cesión en el libro correspondiente; que no obstante ésta, el pensio­nado Duque, en vista de que dicho Comisario Pagador no le pagó a él personalmente, sino que retuvo el valor de esas pen­siones, que ascienden a la suma de cuarenta pesos ($ 40), se quejó al Contralor General para que dispusiese se le pa­garan a él, o sea a Duque, esos valores, y el Contralor, por R e ­solución de 2 de abril del corriente año, que es una de las acusadas, determinó, hechas varias consideraciones, que se estuviese a lo resuelto por el Comisario Pagador y se le pa­gasen las pensiones controvertidas a quien decidiere el Poder Judicial que deben pagarse; que pedida por el interesado re' vocatoria de esta Resolución, no accedió a ello la Contraloría, en nueva Resolución motivada, de fecha 16 de abril del co~ rriente año, que es el otro acto acusado, y que así resueltos los pedimentos de Duque, éste ha demandado ante este Con­sejo las dos indicadas Resoluciones, y ha pedido la nulidad o revisión de la retención.Lo  resuelto por la Contraloría General de la República, que es lo que se ha demandado por el peticionario Duque, y sobre la validez o nulidad, de lo cual puede conocer el Consejo en Sala Plena, según la reciente prescripción del artículo 2.° de la Ley 22 de 1925, publicada en el Diario Oficial número 19826, de 14 de febrero último, proviene de lo resuelto a su vez por el Comisario Pagador del Ejército, y aun cuando lo determinado por este empleado no es ni puede ser motivo de la demanda ante el Consejo, ni éste puede avocar el conoci­miento de tal determinación, en el presente estudio no se pue­



244 ANALESde prescindir de hacer alusión a lo resuelto por el Pagador de Ejército, porque discriminando los antecedentes, se llega a esclarecerlos puntos controvertidos.El hecho principal es que el señor Contralor General de la República no corrigió en sus Resoluciones, hoy acusadas, el proceder del Comisario Pagador de anotar la cesión de unas pensiones, sino que, por el contrario, expresó que ello era co­rrecto, así como la determinación de remitir al cedente y ce­sionario en sus recíprocos reparos a la autoridad judicial, para que ella decidiese a quién de los dos debían pagarse esos créditos contra la Nación.La  Ley  42 de 1923, que define los deberes y funciones del Contralor General, dice que él tendrá competencia exclusiva en todos los asuntos relacionados con los métodos de contabi­lidad y con la manera de llevar las cuentas de la Nación, la conservación de los comprobantes y el examen e inspección de los libros, registros y documentos referentes a dichas cuen­tas (artículo 6.°); tendrá la facultad de prescribir los métodos de contabilidad y manera de rendir todos los informes finan­cieros de cualquier Ministerio, división, servicio, oficina, sección u otra entidad administrativa del Gobierno (a r ­tículo 11); prescribirá los procedimientos sobre el manejo de fondos o propiedades de la Nación (artículo 12); prescribirá también la forma que deben tener los libros de contabilidad, recibos, comprobantes y todos los documentos sobre recibo y desembolso de fondos (artículo 13); exigirá informes, regu­lar o extraordinariamente, de todo empleado del Gobierno (artículo 14); llamará la atención del funcionario administrati­vo correspondiente hacia cualquier gasto de fondos públicos o uso de propiedades públicas que, a su juicio, sea irregular, innecesario, excesivo o superfluo (artículo 23).De manera que en el caso especial que se dilucida, el Con tralor General tiene amplia autorización para revisar, apro­bar, improbar o corregir el procedimiento adoptado por el Comisario Pagador del Ejército en el cumplimiento de sus funciones, y existe el deber de que toda decisión tomada por él dentro de sus respectivas facultades, sea obligatoria para todos los empleados y funcionarios a que ella se refiera, sin perjuicio de poderse apelar por el que se crea agraviado ( a r ­tículo 7.° de la citada Ley).Y  aquí llega el caso de examinar si en los puntos espciales a que se refiere la acusación de las Resoluciones del C on­tralor, éste procedió dentro de sus respectivas facultades o



DEL CONSEJO DE ESTADO 245causó el agravio alegado, por haber contravenido a disposicio* nes que estaba en la obligación de observar.El Contralor dijo que el Comisario había obrado bien, anotando la cesión del crédito y remitiendo a los que se lo dis­putan a la decisión déla autoridad judicial. ¿Es un deber, es potestativo o se halla prohibido dictar esas providencias de parte del Comisario Pagador del Ejército? Examen nece* sario, porque de ahí resultará sin duda la calificación que debe darse al procedimiento del Contralor General.El artículo 3° de la Ley  68 de 1922, adicional al 48 de la L ey  149 de 1896, invocado por las partes militantes en el juicio, y que es la más reciente disposición sobre la materia, prohíbe el embargo judicial de las pensiones civiles y militares, y el de­nuncio voluntario que puedan hacer los pensionados del valor de la pensión para pagar créditos a su cargo en las demandas que judicialmente se intenten contra aquéllos. N o  hay otra prohibición en el particular, ni podría quizá haberla en lo to. cante a cesión o venta de pensiones, porque ello iría sin duda reñido con noción moderna del derecho de propiedad.Además, la cesión de que se habla dice relaciona pensio­nes no devengadas, es decir, a algo que esperaba devengar el . agraciado Duque como pensionado del Gobierno, a tiempo de la cesión y la venta de cosas que no existen y se espera que existan, es válida, según así se expresa en los artículos 1867 y 1869 del Código Civil.N o  está pues en lo cierto la Contraloría General al ase­gurar en su primera Resolución que las pensiones no son ce­sibles sino cuando están devengadas, invocando para ello la disposición del artículo 426 del Codigo Civil, cita en manera alguna pertinente, pues ese artículo, como los anteriores de todo el T ítu lo  21, se refieren exclusivamente a alimentos debi­dos por personas particulares a individuos particulares tam ­bién, y no a las pensiones que concede el Gobierno, aunque muchas de ellas sean de hecho alimenticias, es decir, calcula­das como para que el agraciado provea meramente a su alimentación.P o r  tanto, no siendo un acto ilegal la cesión de pen.sio nes que hizo Duque a Tobón, el Comisario Pagador no po día hacer otra cosa que respetar ese acto, y notificado de él no podía menos tampoco que, por prudencia, previsión y sal­vaguardia de su propia responsabilidad, anotar esa cesión para comprobar el pago hecho al cesionario, si llegaba el caso.



246 ANALESPor  la misma razón, el Contralor General no podía, al resolver el reclamo que se le hizo, censurar o improbar la ano­tación; y lo determinado por él en esta expresión sobre el par­ticular: «Com o el Comisario Pagador del Ejército aceptó vo­luntariamente la cesión de que se trata, estése a lo resuelto por dicho funcionario.. . . »  nova contra la ley, y sucedió después de la cesión y anotación que se promovió discusión por ante el Comisario Pagador entre Duque cedente y Tobón  cesiona­rio, sobre el derecho de recibir esas pensiones, a las cuales se refiere la cesión y anotación, llegando Duque a alegar como razón de orden moral que necesita cobrar esas pensiones para reintegrarse de algo de mayor suma que le adeuda Tobón, procedente de trabajo que le debe éste. Promovida esta con­troversia personal, indudablemente sobre la validez de la ce sión, el Contralor General tampoco obró contra justicia y ley, sino con la debida prudencia, aprobando lo decidido por el Comisario Pagador, sobre que las pensiones se pagarían a quien decidiese el Poder Judicial que deben pagarse, negando, es verdad, el pago a Duque, pero no infiriéndole agravio, pues no es tal el facilitarle el medio para que haga valer sus derechos por las vías legales.Remitido así el asunto a la decisión del Poder Judicial y negado por lo pronto el pago de las pensiones discutidas tan­to al que se cree cesionario como al que se considera cedente, ha habido de hecho una retención de las pensiones, que la han hecho necesaria las ocurrencias surgidas y las pretensio­nes encontradas, retención que, salta a la vista, no puede considerarse como un embargo, pues esa retención o ese apla­zamiento, para usar una expresión que cuadra mejor a la definición del acto, no se ha adoptado con el fin directo de negar el pago o de secuestrar el valor de las pensiones, sino tan sólo para esperar que el Juez decida a quién debe pa­garse.Se alega además por el demandante:l 9 Que el procedimiento del Contralor viola de manera raa nifiesta doctrina sentada por el Consejo en sentencias del 30 de octubre de 1924 y 3 de febrero del corriente año. Pero no presentó como pruebas esas sentencias para ver de tener en cuenta esos antecedentes. Po r  su parte, el señor Fiscal, refi­riéndose a esos mismos actos de doctrina anterior, hizo eva­cuar, como ya atrás queda expresado, informe, copias y certificado, de la Sala de Negocios Generales de este Consejo, pero tampoco esas pruebas, que versan sobre muy reducida



DEL CONSEJO DE ESTADO 247parte de las sentencias, da material para tenerlas como doc­trina aplicable. En efecto, el informe aludido sólo dice que el señor Juan C. Dávila entabló demanda ante el Consejo, Sala de Negocios Generales, sobre nulidad de la Resolución nú­mero 94 de 10 de mayo de 1924, proferida por el Contralor General, por la cual se dictan algunas disposiciones relativas al ramo de Pensiones. L a  copia transcrita es sólo del auto de admisión de la demanda y orden de que se notifique al Agen* te del Ministerio Público y se fije en lista, y la declaratoria de suspensión del acto acusado, así como de haberse cumplido la correspondiente notificación. En cuanto al certificado, dice también solamente que esa demanda del señor Dávila terminó por desistimiento tácito; que notificada se comunicó al Con­tralor General y al Ministerio de Guerra.L o  demás de esas pruebas se refiere a certificar dicho señor Secretario del Consejo sobre que en la demanda del señor Ernesto Herrera Chacón contra la Resolución número 1158, de 12 de junio de 1924, del señor Contralor General de la República, se acusó tal acto ante la Sala de Negocios Generales, la cual fue primero suspendida y luégo anulada por sentencia de 30 de octubre de 1924, la cual quedó no­tificada.Si el demandante se proponía hacer patente que esos juicios han versado sobre temas análogos, ha debido exhibir íntegras las sentenciasen sus partes expositivas y resolutivas, no obstante que los datos aducidos en relación con la primera, o sea con la demanda del señor Dávila, dejan ver que ella ter* minó por desistimiento, y no se alcanza a comprender qué relación pueda tener como doctrina aplicable con los hechos que en este juicio se ventilan.29 Que según el certificado del Comisario Pagador del Ejército, de fecha 19 de julio del corriente año, las pensiones que se le retienen al expresado demandante Duque ya ha­bían sido anotadas en otra ocasión por la Comisaría por o r ­den del Contralor, providencia que fue anulada por el Conse­jo de Estado. De ahí deduce el demandante que existe la excepción de cosa juzgada. Es preciso examinar si se ha pro­bado dicha excepción. Es verdad que por el certificado del Comisario Pagador aparece que las pensiones reclamadas por Duque habían sido anotadas en virtud de la orden núme­ro 1158 de 12 de junio de 1924, del Contralor General, y es cierto también que según el certificado del señor Secretario de la Sala de Negocios Generales de esta corporación, tal



248 ANALESorden o Resolución número 1158 fue anulada por sentencia del 30 de octubre del mismo año de 1924. Pero en relación con esto, debe tenerse en cuenta también que esa sentencia versa sobre una resolución distinta a las que hoy se han acu­sado, las cuales llevan fechas 2 de abril y 16 de abril de 1925, y se refieren, por tanto, a actos o determinaciones diferentes de la Contraloría; que lo que se ha acusado es la aprobación que dio la Coutraloría a un acto posterior de anotación y de aplazamiento de pago del Comisario del Ejército, de donde también se deduce que la sentencia de antaño versa sobre un acto diferente al que hoy se estudia; que aunque puede ar- güírse que para casos iguales deben mediar razones iguales, el actor no comprobó que se trata de casos iguales, puesto que no exhibió la sentencia primitiva, ni se sabe o se patentizó que la segunda anotación y el aplazamiento del pago que hoy se acusan como aprobados por el Contralor, hayan sido llevados a cabo precisamente con mediación de las mismas circunstancias ocurrentes cuando la primera anotación. De consiguiente, no se puede decir que media una sentencia eje­cutoriada sobre el mismo asunto, para que se produzca la excepción de cosa juzgada, según el artículo 831 del Código Judicial.3.° Que la razón alegada y que se dice de orden moral sobre que Duque necesita cobrar esas pensiones para reinte­grarse de mayor suma que le adeuda Tobón, es confesión implícita de que hubo cesión de su parte a Tobón dicho, y de que éste es verdadero cesionario, puesto que quiere com ­pensar lo que le debe a Tobón  por otros aspectos, con las sumas que por la cesión corresponden a Tobón. Este, pues, es deudor de trabajo y es acreedor de las pensiones. Pero esta aspiración manifestada por el demandante, puede ser co­rrecta en’sí, no es para el Consejo argumento de valor, por ser completamente extraño al caso de que se trata, porque si la compensación no la celebran privadamente Duque y Tobón, el asunto tiene que llevarlo el primero a los Tribunales com­petentes y no al Consejo de Estado.49 Que la alegación que se hace por Duque invocando el artículo 33 de la Ley 37 de 1887 en relación con el valor de la cesión, la cual debe notificarse con la exhibición del respectivo documento, es también del resorte de la justicia ordinaria.P o r  lo demás, el señor Agente  del Ministerio Público, para llegar a la conclusión de que el demandante no ha de­mostrado, en esta su acción privada, que se le ha causado



DEL, CONSEJO DE ESTADO 249agravio con las resoluciones acusadas, y refiriéndose a los casos de enajenación o cesión de pensiones y de embargo, transcribe apartes de dos sentencias, una de la Sala de lo Con­tencioso y otra de la Sala de Negocios Generales. Los apartes de esta última, que es la misma dictada en la demanda del señor Ernesto Herrera Chacón, son los siguientes:« . . .  .el acto en examen no viola el artículo 39 de la Ley 68 de 1922, única disposición legal que se considera infringida por el actor, pues ese precepto prohíbe el embargo judicial de las pensiones civiles y militares, aun a virtud de denuncio vo ­luntario hecho por los pensionados para pagar créditos a su cargo en las demandas que judicialmente se les promue­van, y la Resolución del señor Contralor en manera alguna se refiere a embargo judicial, ya que solamente alude al modo como deben pagarse las pensiones cuando hayan sido cedi­das por los agraciados.«Pretenden los demandantes que el artículo 3.° de la ci- tada Ley 68 prohibe a los pensionados la venta o traspaso de sus pensiones a terceros, fuera de juicio, pero ello no se indu­ce ni del contexto ni del espíritu de dicha disposición.»Por  las reflexiones que detenidamente quedan hechas, el actor Duque no ha comprobado que las Resoluciones acu­sadas vayan contra disposición legal o contra la Constitu­ción, ni que le hayan inferido el agravio que él pretende.En mérito de lo dicho, procediendo de acuerdo con el dictamen fiscal y administrando justicia en nombre de la R e ­pública y por autoridad de la ley, el Consejo de Estado, en Sala Plena, R E S U E L V E :N o son nulas las Resoluciones de 2 y de 16 de abril del corriente año, dictadas por el Contralor General de la Re­pública.Notifíquese, cópiese, comuniqúese a la Contraloría G e­neral y publíquese en los Anales del Consejo de Estado.J o s é  Jo a q u í n  C a s a s — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — J o s é  A . V a l v e r d e  R . — S i x t o  A. Z e r d a — R a m ó n  C o r r e a . G o n z a l o  B e n a v i d e s  G u e r r e r o — S e r g i o  A. B u r b a n o . Angel M . Buitrago M ., Secretario en propiedad.A. del C. de E.—l9



250 ANALES
S E N T E N C IAen ¡a cuenta de la Administración de Hacienda Nacional del Territorio de San Andrés y Providencia, año de 1917 a 1918, a cargo del señor Héctor R.Brid.(Consejero ponente, doctor Restrepo Briceño).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, siete de diciembre de mil novecien­tos veinticinco.P o r  auto de 2 de enero de 1924, marcado con el núme­ro 1.°, la Jefatura de la Auditoría de Liquidación de Cuen­tas, Sección 4 ,̂ del Departamento de’ Contraloría, feneciólas cuentas de la Administración de Hacienda Nacional del T e ­rritorio de San Andrés y Providencia, correspondientes a la vigencia de 1917 a 1918, con alcance de cinco mil cuarenta y cuatro pesos treinta un centavos y multa de mil seiscientos setenta y nueve pesos, a cargo del señor Héctor R. Brid, res­ponsable de ellas, y ya fallecido en la fecha mencionada. Los  fiadores de éste, señores Luis Rubinstein y Milcíades P. M ar ­tínez, apelaron de tal providencia en el acto de la notifica* ción.En ejercicio de la facultad que confiere el artículo_345 del Código Judicial, y con el fin de evitar que a los referidos fiadores se les venciera el término que para intentar la ape­lación en la forma y con los documentos allí indicados señala el artículo 8.° de la Ley  42 de 1923, el señor Roberto Delga­do A . se dirigió al Contralor General para corroborar la apelación interpuesta por los interesados, ofreciendo al propio tiempo, como fiador, para los efectos del artículo legal invo­cado, al señor Calixto Andrade.L a  Sección 7  ̂ de la Contraloría. antes de resolver sobre el recurso intentado por el señor Delgado, dispuso, en auto del 26 de febrero de 1924, que éste diese la fianza legal de que trata el artículo citado del Código Judicial, con las condicio­nes y requisitos prescritos en el Código Civil (artículo 2375), y que acompañara, además, la documentación que para la concesión del recurso exige el artículo expresado de la Ley  42 de 1923.Nada de esto se verificó por entonces, y la misma Sec­ción de la Contraloría, manifestando que la apelación había sido interpuesta en tiempo hábil, afirmación que no concuer­da con lo prescrito en la Ley  últimamente citada, que exige que



DEL CONSEJO DE ESTADO 251las apelaciones se harán por escrito, y en ellas se expresarán la resolución apelada y las razones legales y de otro orden en que se apoye el recurso, al que deben acompañarse al mismo tiempo todos los documentos del caso, resolvió, en auto del 20 de mayo del propio año, distinguido con el número 898, no darle curso «a causa de lo resuelto por el honorable Con­sejo de Estado, quien se abstiene de conocer de esta clase de negocios cuando las providencias respectivas las suscribe esta Jefatura.» Ordenó, en tal virtud, mantener en suspenso has, ta nueva orden el juicio correspondiente.El ya mencionado señor Roberto Delgado A . dice ai señor Contralor, en memorial de 4 de abril de 1924:«Señor Contralor de la República.«E n  una foja útil presento el poder escriturado que me han concedido los señores Milcíades P. Martínez y Luis Ru- binstein, en su condición de fiadores del señor Héctor R. Brid, ex-Administrador de Hacienda de la Intendencia de San A n ­drés y Providencia, para que los represente en los juicios de cuentas que ante su Despacho se adelantan contra ellos, y en uso de tal poder pido lo siguiente:« 1.° Que se declare que han sido bien interpuestas, y en tiempo debido, las apelaciones que yo a su nombre interpuse contra los autos de fechas 1.° de diciembre de 1923 y 2 de enero de 1924, y que ellos también apelaron en el acto de no­tificárseles personalmente.« 2° Que habiendo ratificado los interesados, por medio del poder que acompaño, mis actuaciones oficiosas en cuanto a la apelación que a su nombre interpuse, no es ya el caso de llenarlas formalidades de la fianza ofrecida por mí para g a ­rantizar que los señores Martínez y Rubinstein darían por bien hechas tales apelaciones.«3.° Que se acumulen de plano los dos expedientes que por separado se encuentran en ese Despacho, relativos uno a las cuentas de 1916 a 1917, y otro a las de 1917 a 1918, para el efecto de conceder las apelaciones contra los autos de 1.° de diciembre y 2 de enero últimos, que fueron dictados, res­pectivamente, en los dos juicios, y para que en el Consejo de Estado se fallen ambos recursos en un solo auto,porque de continuarse por separados y ser resueltos en la misma forma, se dividiría la continencia de la causa, ya que en ambos ju i­cios son unas mismas las partes litigantes (si así puede decir­se), una misma la acción y una misma la cosa que se persigue.



252 A N A L E S«Fu n do  la petición de acumulación en lo dispuesto en los artículos 785, 786 y 787 del Código Judicial.«Presento también sendos poderes de los responsables, para que sean agregados a los dos expedientes y por sus tér­minos surtan los efectos legales.»Se reconoció al señor Delgado como apoderado de los mentados fiadores, y sin que la apelación se hubiera concedi. do y sin que el apoderado hubiei a llenado los requisitos legales de que se ha hecho mérito anteriormente, se dictó por el Aud itor General de la Contraloría la siguiente providencia:«República de Colombia—Departamento de Contraloría—Sección 7.*— Núme­ro 427— Bogotá, octubre 3 de 1925.«Administración de Hacienda Nacional de San Andrés y Providencia— Cuen­tas de la vigencia fiscal de 1917 a 1918.(Responsable, seBor Héctor R. Brid—Examinador, Edmundo Collazos Parra).«Con  fecha 2 de enero de 1924 la Sección 4*, Auditoría de liquidación de cuentas anteriores a 1924, dictó el auto nú­mero L° de fenecimiento definitivo de las cuentas de la A d ­ministración de Hacienda Nacional de San Andrés y P rov i­dencia, referentes a la vigencia fiscal de 1917 a 1918, con alcan­ce de $ 5,044-31 y multa de$ 1,779, a cargo del señor Héctor R  Brid, responsable de ellas.«P a r te  del alcance provenía del valor de las estampillas que el Administrador había omitido adherir a las facturas y sobordos de las mercancías despachadas del Archipiélago, por valor de $ 710-84.«P o r  haber desaparecido el responsable, se hizo la notifi­cación de esta providencia a sus fiadores, señores Milcíades P . Martínez y Luis Rubinstein, quienes interpusieron contra ella, en el acto de la diligencia, el recurso de apelación que la ley concede.«Posteriormente, los nombrados señores dieron poder al señor doctor Roberto Delgado A . para que los representara en el juicio de cuentas del señor Brid, y este Departamento reconoció la personería del doctor Delgado A .,  quien también interpuso el recurso de alzada contra la providencia de que se viene hablando.«P o r  haberse abstenido el honorable Consejo de Estado de conocer de las apelaciones de los fallos dictados por la Con-



DEL CONSEJO DE ESTADO 253traloría, mientras éstas no fueran suscritas por el misrao- Contralor, se dictó por la Sección 7^ el auto número 898 de 20 de mayo de 1924, por medio del cual se ordenaba- mantener el juicio de dichas cuentas en suspenso hasta nueva orden,«Con respecto al alcance deducido en contra del señor Brid, los fiadores han manifestado que lo aceptan, porque ellos asumieron la responsabilidad por el manejo de su fiado, y “ que en virtud de su fianza, el Tesoro Nacional no tiene porqué perder nada por este motivo,”  y por tanto no es ne cesario entrar a considerar lo que a dicho alcance se refiere,«P o r  lo que hace a la multa, la Contraloría ha resuelto aplicar la disposición del articulo 5.° de la Ley  57 de 1922,; por ser más favorable a los responsables del Erario, y por permitirlo preceptos legales vigentes.«E n  mérito de lo expuesto anteriormente,« s e  r e s u e l v e :«Reformar el auto número 1.°, de fecha 2 de enero de1924, en el sentido de declarar fenecidas definitivamente las cuentas de la Administración de Hacienda Nacional de San Andrés y Providencia, correspondientes a la vigencia fiscal de 1917 a 1918, con el alcance de cuatro mil trescientos trein* ta y cuatro pesos cincuenta y tres centavos ($ 4,334 53) y' multa de mil cuatrocientos veintiún pesos sesenta y ocho cen* tavos ($ 1,421-68), a cargo hoy de los representantes legales del señor Héctor R. Brid.«Notifíquese.«P o r  el Contralor, el Auditor General, E u g e n i o  A n - D RAD E— El Secretario ad hoc, Edmundo Collazos Parra.»Se apeló de este auto por el apoderado, al tiempo de no tificársele, en memorial del 9 del mismo mes da octubre, re curso que fue concedido el 26 de noviembre siguiente en re­solución, ésta sí suscrita por el Contralor General de la República.La  anterior sucinta relación de los últimos incidentes del juicio de que se trata, muestra a las claras que su trami tación adolece de algunos descuidos de procedimiento, descui dos que culminan en una irregularidad que inhabilita al Con. sejo para fallar el recurso intentado por el apoderado de los responsables. En efecto, aun cuando el auto que concede la apelación emana del señor Contralor, la providencia apelada



254 ANALESoo fue proferida por él sino por el Auditor General, sin que exista la constancia de que en la fecha de la misma— 3 de octu­bre de 1925—estuviera este último funcionario encargado de la Contraloría; circunstancia que resalta tanto más cuanto en la misma providencia se dice, según queda copiado, «que por haberse abstenido el honorable Consejo de Estado de cono­cer de las apelaciones délos fallos dictados por la Contraloría, mientras éstos no fueran suscritos por el mismo Contralor, se dictó,» etc.La  determinación a que se alude en la transcripción an­terior la funda el Consejo, como ya lo ha expresado en nume­rosas resoluciones, en lo establecido en el artículo 6*? de la Ley  42 del aBo mencionado, que determina la competencia exclusiva del Contralor en todos los asuntos referentes al examen, glosa y fenecimiento de cuentas de los funcionarios o empleados encargados de recibir, pagar y custodiar fondos o bienes de la Nación.En mérito de lo expuesto, la Sala Plena del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre déla República y por autoridad de la ley, declara que carece de jurisdicción para conocer y fallar el recurso intentado en este juicio.Cópiese, notifíquese, publíquese y devuélvase a la ofici­na de su procedencia.J o s é  J o a q u í n  C a s a s — F e r n a n d o  R e s t r e p o  B r i c e ñ o . S e r g i o  A . B u r b a n o — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — J o s é  A . Y a l v e r d e  R . — R a m ó n  C o r r e a — S i x t o  A . Z e r d a — A n ­gel M . Buitrago, Secretario en propiedad.
S E N T E N C IAen la cuenta de la Administración de Correos de Medellín, en enero de '924, a cargo del señor Carlos A. Molina.(Ponente, doctor Correa).Consejo de Estado— Sala Plena— Bogotá, julio catorce de mil novecientosveinticinco.Vistos: El presente negocio ha subido en alzada a esta corporación en virtud del aviso oficial número 124, de 23 de enero de 1925, en que se formularon los reparos hechos a las cuentas del Administrador de Correos de Medellín, en el mes de enero de 1924.



DEL CONSEJO DE ESTADO 255En esa providencia se hizo cargo al responsable, señor C ar­los A . Molina, por la suma de $ 231-54,que se ordenó con­signar en la Administración de Hacienda Nacional de aquella ciudad.El aviso indicado se notificó al responsable señor Molina el 7 de febrero de 1925, y allí mismo apeló para ante la Sala respectiva.El señor Contralor concedió el recurso para ante el Con* sejo de Estado, donde se repartió el día 27 de abril de 1925.Como se pidieron varios informes para resolver acerta­damente el asunto, y han llegado al Consejo, en conformidad con decisiones de esta corporación se procede a proferir la resolución respectiva.Si conforme al artículo 26 de la Ley 36 de 1918, regla­mentaria del examen y fenecimiento de cuentas, éstas, cuando son parciales, deben agregarse al juicio para ser considera­das al estudiar la cuenta general; y el parágrafo de ese ar­tículo ordena que para el estudio de ésta se hará la compa­ración del libro de cuenta y razón, y que se fenecerá defini­tivamente teniendo en cuenta las observaciones hechas en los memoriales y en las contestaciones dadas por los responsables.Es evidente que si se considera una partida como desau­torizada, según la Ley  42, en su artículo 16, no queda por esto permitido el fenecimiento mensual. Debe reservarse para el definitivo. Esto consulta economía de tiempo y aun de trabajo, reduciendo a una sola la glosa final, para que fije la responsabilidad del empleado correspondiente.Y  aun cuando en este juicio el señor Molina sustentó su apelación conforme lo determina el artículo 8*? de la Ley 42, es claro que no siendo el caso de resolver fenecimientos men­suales, no puede el Consejo conocer de él, cuando aquí se trata tan sólo de la cuenta de enero de 1924.Respecto de la notificación, el Consejo estima que en ju i­cio de cuentas debe hacerse personalmente, si eso no causare demoras en la secuela del negocio; mas no así cuando se haya de dar lugar a largas esperas, a veces injustificables, siempre que redunden en perjuicio para el Fisco Nacional. Para estos casos debe procederse como está prescrito, esto es, publicando el auto de glosas en el Diario Oficial, con el edicto respectivo.Quiere decir lo expuesto que el Consejo de Estado sólo podría conocer de los recursos concedidos conforme al ar­tículo 79 de la Ley  42, cuando se trata de resoluciones que son dictadas por el señor Contralor, que es quien debe cono­



256cer exclusivamente de los juicios de cuentas, y cuando las ape­laciones han sido hechas por escrito y con los fundamentos del caso, pero siempre que se trate de exámenes generales y no provisionales, como ocurre en estas diligencias.Por  tanto, el Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, se inhi­be de conocer de la apelación concedida en este juicio.Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente. Publí quese en los Anales del Consejo.José  J o a q u í n  C a s a s — R a m ó n  C o r r r a — J o s é  A .  V a l - v e r d e  R . — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — S i x t o  A .  Z e r d a . F e r n a n d o  R e s t r e p o  B r i c e ñ o  —  S e r g i o  A .  B u r b a n o . Angel María Buitrago M . , Secretario en propiedad.
S E N T E N C IAen el juicio de nulidad del acta de escrutinio del Jurado Electoral de Cunday en la elección para Presidente de la República.(Consejero ponente, doctor J. A. Valverde R.).Consejo de Estado Pleno— Bogotá, seis de octubre de mil novecientos vein­ticinco.Vistos: An te  el Tribunal Seccional Administrativo de Ibagué, y por conducto de la autoridad respectiva, el señor Alfonso P . Prieto R. propuso demanda de nulidad del regis­tro o acta de escrutinio firmado por el Jurado Electoral del Municipio de Cunday, registro en el cual aparecen los votos emitidos en el referido Municipio en las elecciones para Presi­dente de la República, verificadas el día 12 de febrero del año de 1922.Pide el demandante, subsidiariamente, que se declare irregular el escrutinio en referencia y que se ordene su verifi­cación.El libelo lleva fecha 17 del mes y año arriba citados.Los fundamentos de hecho preciso de la demanda, en síntesis, son los siguientes:

a) Que las listas parciales de sufragantes que se remitie­ron a los cuatro Jurados de Votación que funcionaron en el



DEL CONSEJO DE ESTADO 257Municipio de Cunday, en las elecciones para Presidente de la República, fueron alteradas después de aprobadas y firma das por los miembros del Jurado Electoral.b) Que en el registro del Jurado de Votación número 2 apareció una firma sin número de orden, y una raspadura.c) Que en el registro del Jurado de Votación número 3 aparecieron dos firmas sin número de orden y una enmenda­dura, y en el registro del Jurado de Votación número 4 apare, ció otra firma tachada y sin número de orden y muchos bo­rrones.d) Que el Jurado Electoral, a pesar de los reclamos que se hicieron, dejó de inscribir a ciudadanos que figuraban en las listas de catastro y en censos electorales anteriores; ye) Que votaron individuos que habían sido excluidos de las listas de sufragantes por no reunir los requisitos legales para sufragar.Y  como fundamentos de derecho invocó las disposiciones contenidas en el capítulo XI del Código de Elecciones (L ey  85 de 1916) y en las Leyes 70 de 1917 y 96 de 1920.Admitida la demanda y cumplidas todas y cada una de las formalidades del procedimiento, el Tribunal, en sentencia de fecha 17 de agosto de 1922, desató la controversia así:«De acuerdo con lo que acaba de exponerse, el Tribunal, administrando justicia en nombre de la República y por auto­ridad de la ley, y de acuerdo con la vista fiscal, falla:«N o  es el caso de declarar la nulidad del registro o acta de escrutinio formado por el Jurado Electoral del Municipio de Cunday el día 16 de febrero del ano en curso, en el cual constan los votos emitidos para Presidente de la República en las elecciones verificadas el día 12 del expresado mes de febre­ro. N i es tampoco el caso de declarar la irregularidad del es­crutinio demandada en la forma subsidiaria.«Cópiese, publíquese, notifíquese a quien corresponda, y si no fuere apelada, consúltese con el honorable Consejo de Estado.»El negocio ha subido al Consejo a título de consulta, y agotado el procedimiento, para resolver se considera:P o r  razones de justicia y de seguridad social corresponde la carga de la prueba al demandante. Es decir, a aquel que



258 ANALESpor medio de una litis pretende variar el statu quo de las cosas en su favor. En una palabra: quien alega un hecho nuevo, tiene que establecer la verdad de ese hecho; quien tra­ta de introducir alguna innovación, debe demostrar que es fundada, y quien procure crear un sistema distinto o contrario de la del adversario, tiene que justificar su pretensión.Estos principios, consagrados en las legislaciones de los pueblos civilizados, los consagran nuestras leyes de este modo:«Incumbe probar las obligaciones o su extinción al que alega aquéllas o ésta.» (Cód igo Civil, artículo 1757).«E l  demandante es el que debe dar la prueba sobre el hecho o la cosa que negare el demandado, el cual habrá de ser absuelto no probando aquél lo negado. Del mismo modo, el demandado debe probar los hechos en que funda sus excep­ciones.» (Código Judicial, artículo 542).«Es, pues, regla general que el que afirma una cosa es el que tiene el deber de probarla, y no el que la niega, a no ser que la negativa contenga afirmación. A s í  es que si uno niega la habilidad de un testigo, por ejemplo, tiene que probar su negativa, porque contiene la afirmación del hecho que causa la inhabilidad del testigo.» (Artícu lo  543 del Código Judicial).Y  lo que dice la ley respecto de las obligaciones civiles debe entenderse de las pruebas en general.Ahora bien: la deficiencia o la falta de pruebas por par­te de quien tiene la obligación de producirlas, trae por conse­cuencia el rechazo de la demanda. A l respecto dice un célebre tratadista:«Quienquiera que sienta como base de su demanda o ex­cepción la afirmación o la negación de un hecho, está obligado a suministrar la prueba de la existencia o de la no existencia del hecho, toda vez que sin esta demostración, la demanda o la excepción no resulta fundada, y el Juez no puede admitir de­mandas o excepciones infundadas.»Las doctrinas anteriores le vienen de perlas al caso que ocupa la atención de la Sala. El demandante señor Alfonso Prieto no trajo al debate pruebas, y sin el amparo de éstas la demanda no puede prosperar: «la prueba dejaría de ser una carga si el mal éxito de ella no debiera ser fatal a aquella de las partes a quien corresponde probar.»



DEL CONSEJO DE ESTADO 259En fuerza de lo dicho, el Consejo de Estado, adminis­trando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, confirma la sentencia consultada.Notifíquese, cópiese, publíquese y devuélvase.José J o a q u ín  C a s a s — José A. V a l v a r d e  R . — M a ­n u e l  J iM é N E z  L ó p e z — S e r g i o  A . B u r b a n o —  S i x t o  A. Z e r d a — R a m ó n  C o r r e a — G o n z a l o  B e n a v i d e s  G u e r r e ­r o —Angel M . Buitrago M ., Secretario en propiedad.SECCION 3^-SALA  DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS E N T E N C IAen la demanda del señor Luis Alfredo Núñez, apoderado del señor Alfonso Silva Silva, para que se anule el artículo 3.° de la Ordenanza número 44 de 1918 de la Asamblea de Santander.(Ponente, doctor Manuel Jiménez López).Consejo de Estado— Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, octubre ocho de mil novecientos veinticinco.Vistos: En 11 de septiembre de 1924 el señor Luis A l ­fredo Núñez, constituido apoderado por el señor Alfonso Sil­va Silva, vecino de Bucaramanga, para que ejercitando la acción popular, pidiese la nulidad del artículo 3? de la Orde­nanza número 44 de 1918, de la Asamblea de Santander, en­tabló la correspondiente demanda ante el Tribunal Seccional de lo Contencioso Administrativo de aquella ciudad.También fueron presentados estos documentos:a) L a  Gaceta de Santander, debidamente autenticada, en que se halla publicada la referida Ordenanza número 44 de 1918.b) Dos avisos impresos, también autenticados, de remate en el Juzgado de Ejecuciones Fiscales del Departamento, de unas fincas de deudores al Fisco Departamental.c) Copia expedida en la fecha de la demanda por el Juez de Ejecuciones Fiscales, sobre que en ese Despacho se adelan­tan juicios ejecutivos contra los señores Jácome Niz, Abdón



260 ANALESEspinosa, Alfonso Silva Silva y Apolinar Pineda, como deu­dores al Fisco Departamental, en algunos de los cuales juicios se habían señalado ya las fechas de remate.Admitida la demanda el 19 deleitado mes, el Magistrado sustanciador decretó la suspensión del artículo 3.° acusado, providencia ésta de la cual apeló el Agente del Ministerio P ú ­blico, y de la cual pidió también revocatoria.Concedida la apelación y sustanciado el incidente, la Sala confirmó la suspensión del artículo acusado (noviembre 7 de 1924), después de lo cual, verificada la audiencia, a la que no concurrieron las partes, el Tribunal decidió en 10 de marzo del corriente año que era «nulo el artículo 3° de la Ordenanza número 44 de 1918, expedida por la Asamblea del Departa­mento.» De ella apeló en tiempo el Agente  del Ministerio Público.El demandante resume así su pretensión:« L a  indicada Ordenanza número 44 de 1918 es absoluta­mente nula en su artículo 3°, porque viola el mandato conte­nido en el artículo 98 de la Ley  4  ̂ de 1913, según el cual a las Asambleas Departamentales les es prohibido tomar parte en asuntos que no son de su incumbencia; porque viola el artículo 76 de la Constitución en cuanto a que^ejerce una función pro­pia del Congreso; porque viola el artículo 6° de la Ley 84 de1915 en cuanto a que este artículo sólo concede jurisdicción coactiva a los Recaudadores de rentas departamentales.»Exorna su demanda el solicitante diciendo que «la juris­dicción, legalmente hablando, es la facultad de administrar justicia: lleva el nombre de judicial la que se ejerce por los Jueces ordinarios, de militar la que se ejerce por los Jueces militares, de contencioso administrativa la que se ejerce por Tribunales de esta índole, y de coactiva la que se ejerce por los Recaudadores de rentas públicas o por otros emplea­dos a quienes la ley les ha dado dicha jurisdicción.»Y  más adelante agrega:« L a  ley ha dado jurisdicción coactiva a los Recaudadores de los impuestos nacionales por ministerio del artículo 258 del Código Fiscal nacional; a los Recaudadores de impuestos municipales, por mandato del artículo 213 del Código Político y Municipal; al Juez de Ejecuciones Fiscales de la Nación, por ministerio del artículo 407 del Código Fiscal nacional, y a los Recaudadores de rentas departamentales, por mandato del artículo 6° de la Ley  84 de 1915. Como se comprende a pri­



DEL, CONSEJO DE ESTADO 261mera vista, se necesitó de una ley que diera jurisdicción coac* tiva a los Recaudadores de rentas departamentales, municipa­les y nacionales, y de una ley que se la diera al Juez de E jecu­ciones Fiscales de la Nación. Falta, como se ve, una ley que dé esa jurisdicción coactiva a los Jueces de Ejecuciones Fisca­les de Departamento, y faltando esa ley, la Asamblea no puede dictar una ordenanza en que dé esa jurisdicción a los Jueces de Ejecuciones Fiscales del Departamento . . . »En decisión del caso, el Tribunal a quo concluye:«De manera, pues, que las Asambleas Departamentales carecen de facultades para crear empleados con jurisdicción coactiva, si no están expresamente facultadas para ello, y aun cuando por el artículo 6y de la Ley 84 de 1915 se confirió ju ­risdicción coactiva a los Recaudadores de rentas departamen­tales, el Juez de Ejecuciones Fiscales no puede equiparar­se a éstos, por cuanto la jurisdicción tiene que ser conferida expresamente a un empleado con nombre determinado, con funciones expresamente señaladas por la ley y con un territo­rio que le esté asignado por la misma ley, porque estas condi­ciones son de la esencia de la jurisdicción; y el Juez de Ejecu ciones Fiscales del Departamento tiene un nombre distinto y funciones distintas a las de los Recaudadores Departamenta­les de Santander, cuyas funciones están claramente determi nadas en el Código Fiscal del Departamento, como que son Recaudadores de ciertas rentas o bienes especialmente deter­minados.»Llegado el negocio a este Consejo en 5 de mayo del co­rriente año, en virtud de la apelación que, como se ha dejado dicho, interpuso en tiempo el Agente del Ministerio Público, surtida la tramitación correspondiente y celebrada la audien cia en 6 de junio último, el señor Fiscal fue de parecer que se confirmase la sentencia de primera instancia, y adujo en apo­yo la doctrina ya sentada por esta Sala en sentencia de 31 de marzo de este año con motivo del juicio promovido sobre nu­lidad de la Ordenanza número 36 de 1917, expedida por la Asamblea de Nariño, por la cual se creó el Juzgado de E je ­cuciones Fiscales del Departamento.Se ve pues que el caso no es nuevo, y para resolverlo, previo análisis, importa transcribir el artículo hoy acusado de la Ordenanza de Santander, por la cual se crean los pues­tos de Juez de Ejecuciones Fiscales del Departamento y Se­cretario. Ese artículo dice:



262 ANALES<El [u ez  de Ejecuciones Fiscales hará, con jurisdic ción coactiva, el cobro de todos los créditos a favor de los Tesoros Departamental y  Municipales, y  sustanciará los juicios de su cargo en los términos prevenidos por el Código Judicial.»P o r  esta disposición, al empleado a que ella se refiere se le inviste de jurisdicción, es decir, de uno de los atributos que son prerrogativos de la soberanía nacional, y que entre nos­otros reside o se vincula en la rama Judicial, que es uno de los poderes existentes.Esa jurisdicción que se otorga por el artículo que se ana liza, si bien restringida, por referirse a lo mero coactivo, no deja de ser una importante y delicada potestad por lo mismo que siempre es jurisdicción, aunque ella sea la última etapa del juzgamiento por arrancar en su acción y providencias de títulos o instrumentos o actos de deber que traen aparejada ejecución, o sea aquellos a favor de los Tesoros Departamental y Municipales.Se ordena también, y por último, en el mencionado ar­tículo, que el Juez de Ejecuciones sustanciará los juicios de su cargo en los términos prevenidos por el Código Judi­cial, frase complementaria que acaba de definir el carácter judicial del empleado, por ¡os medios y potestad que se le atribuyen en relación al modo de cumplir su cometido.Por  la voluntad nacional se pasó del régimen federal al unitario y central; desaparecieron los Estados Soberanos para dar lugar a Departamentos, que fueron partes territoriales in­tegrantes de la República reconstituida en forma unitaria; se proclamó que la soberanía reside esencial y exclusivamente en la Nación, y que de ella emanan los poderes públicos, que se ejercerán en los términos que la Constitución preceptúa; se dispuso, huyendo de los extremos de la reacción, que los De­partamentos tuvieran independencia para la administración de sus asuntos seccionales, pero con las limitaciones que esta­blece la misma Constitución, y que habría en cada Departa­mento una corporación administrativa denominada Asamblea Departamental, de elección popular, a la cual señaló expresa­mente importantes atribuciones y el cumplimiento de otras funciones, pero señaladas ellas por la misma Constitución y las leyes. Entre esas atribuciones a las Asambleas no figura la de poder señalar a nadie funciones judiciales.Po r  el artículo 6° déla Ley  84 de 1915, «los empleados encargados de la recaudación de las rentas departamentales



DEL CONSEJO DE ESTADO 263tendrán jurisdicción coactiva para hacer efectivo el cobro de los créditos a favor del Tesoro del Departamento.»Nótese, en relación con este precepto legal, que lo que la Asamblea de Santander creó por la Ordenanza 44 de 1918 fue un Juez de Ejecuciones Fiscales para que con jurisdicción coactiva procediese al cobro de ciertos créditos, empleado en­teramente distinto, por sus funciones primordiales, de un Recaudador de rentas departamentales, si ejecutar es distin­to de recaudar.Nótese también, y como consecuencia de lo anterior, que esa jurisdicción coactiva es para los Recaudadores de rentas departamentales y que, por ende, la Asamblea, si quiso ba­sarse en esta disposición legal, la interpretó en contra de lo que ella dice, porque esa corporación no atendió en lo tocan­te a jurisdicción coactiva a los indicados Recaudadores sino que ha pretendido dar esa jurisdicción a una entidad dis­tinta.Y  nótese por último que la Ley no da en el artículo citado delegación alguna a las Asambleas sobre esa jurisdicción sino que directamente la atribuye a los Recaudadores.P o r  lo que respecta a jurisdicción penal, la Ley 71 de1916 (artículos 2° y 5*?) da cierta potestad a las Asambleas en el particular, como que ellas pueden establecer las sancio­nes penales para prevenir y castigar el fraude a determinadas rentas departamentales, y como que pueden imponer penas de multas, arresto, prisión y trabajo en obras públicas a los que infrinjan sus ordenanzas; pero como se ve, estas autorizacio­nes no tienen relación alguna con el caso de que se trata.Esclarecido queda pues que la Asamblea de Santander no tiene potestad para la creación de una entidad cuya misión especial es la de proceder con jurisdicción coactiva a la ejecu­ción de los deudores a los Fiscos Departamental y Municipa­les, y que por consiguiente adolece de nulidad el artículo 3*? de la citada Ordenanza.Para concluir se transcribe como muy pertinente uno de los últimos apartes de la sentencia dictada por esta Sala en 31 de marzo último sobre una ordenanza de Nariño y aducida como doctrina por el señor Fiscal de esta corporación en el resumen de su alegación con motivo de la audiencia en esta segunda instancia:« Y  no se diga— expresa esa sentencia— que el Departa­mento de Nariño viene a perjudicarse por la falta del Juez de



264 ANALESEjecuciones Fiscales, puesto que, además de no considerarse como legales sino aquellos actos de las Asambleas que se ajus­ten a la Constitución y a la ley, bien puede crear los emplea­dos necesarios encargados de recaudar contribuciones, crédi­tos, multas, etc., que se adeuden al Erario Departamental, que tales empleados, por el solo hecho de ser Recaudadores, gozan de la jurisdicción coactiva que les confiere la ley.»En mérito de lo dicho, la Sala de lo Contencioso A d m i­nistrativo del Consejo de Estado, procediendo de acuerdo con el dictamen fiscal y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, resuelve confirmar lá sen­tencia de primera instancia, dictada en 16 de marzo último por el Tribunal Administrativo Seccional de Bucaramanga.Cópiese, notifíquese, comuniqúese a quienes corresponda, y oportunamente publíquese en los Anales del Consejo de Estado.S i x t o  A. Z e r d a — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z — S e r g i o  A . B u r b a n o  - J o s é  A. V a l v e r d e — Alberto Manzanares V., Secretario. R E V IS IO Nde la Resolución del Ministerio de Industrias— abril 14 de 1925,— pbr la cual determinó que el Commercial Bank of Spanish America Limited (sucursal de Bogotá) estaba obligado a pagar el aseguro del empleado suicida SilvanoMariño.(Ponente, doctor Zerda).Consejo de Estado— Sala de lo Contencioso Administrativo— Bogotá, octubre veintitrés de mil novecientos veinticinco.Vistos: E l Ministro de Industrias, después de historiar la diferencia habida entre el señor Aquilino Mariño, padre de Silvano Mariño, empleado que fue del Commercial Bank of Spanish America Limited (sucursal de Bogotá), y el citado Banco, consistente en que éste se negó a pagar al padre $ 840, valor asegurado por el hijo en el citado Banco, alegan­do que la muerte ocurrida en G irardotel25 de agosto de 1924 al asegurado había sido por suicidio, caso que el Banco ale­ga como causa de liberación; el Ministro (repítese) hizo un estudio de las disposiciones legales sobre seguro colectivo (L e ­yes 57 de 1915, 37 de 1921 y 32 de 1922, artículo 7*? y Decre­tos reglamentarios 502 de 1923 y 682 de 1924), para resolver



DEL CONSEJO DE ESTADO 265la petición dirigida al Ministro por el padre del muerto— abril 3 próximo pasado— a fin de que dispusiese que el Banco esta­ba en el deber de pagarle e! valor del aseguro.Manifestó el Ministro en la Resolución, sin número, de 14 del citado abril, que no distinguiendo las leyes sobre la clase de muerte, debía computarse hasta el suicidio, porque donde la ley no distingue, no se debe distinguir, y que siendo espe ciales, debían primar sobre el artículo 699 del Código de Co­mercio invocado por el Banco, por lo cual resolvió:«E l Commercial Bank of Spanish America Limited (su­cursal de Bogotá) está obligado a pagar el valor de seguro de su ex-empleado se5or Silvano Marino, muerto en la ciudad de Girardot el día 25 de agosto de 1924.«A l  pagar dicho seguro debe estarse a lo previsto y or­denado por el artículo 79 de la Ley  32 de 1922.«Comuniqúese al peticionario y a la Gerencia del Banco, y publíquese.«E l Ministro, « D i ó g e n e s  A . R e y e s »Acompañando copia auténtica de la Resolución historia da y otros documentos sobre su personería, el señor Thomas M. Duke, en calidad de personero legal del Banco, pidió la revisión y nulidad de la expresada Resolución, en escrito pre­sentado en la Secretaría de la Sala délo Contencioso del Con­sejo de Estado el 9 de mayo pasado.La acción se fundó así, según el respectivo paso de la de­manda:«M i demanda se apoya en las siguientes disposiciones constitucionales y legales: los artículos 2ü, 57, 59 y 60 de la Constitución, 113 del Código Judicial, 15 de la Ley 72 de 1890. 699 del Código de Comercio y las Leyes 37 de 1921 y 32 de 1922; pues de un lado, el Ministerio de Industrias no pue­de ejercer atribuciones judiciales y carece, por tanto, de la facu'tad de decidir el punto sobre el cual versa la Resolución acusada, y del otro, suponiendo que la tuviera, no puede obligar a un asegurador que pague un seguro en favor de herederos de quien perdió la vida por causa de suicidio.»A, dal C. de E.—20



266 ANALESEl juicio se sustanció sin que las partes hubieran pedida pruebas.L a  audiencia tuvo lugar el 22 del pasado agosto, y en ella hicieron las partes uso de la palabra. El señor Fiscal concretó por escrito su alegato, así:« L a  L ey  83 de 1923, que creó la Oficina General del T r a ­bajo, como Sección del Ministerio de Industrias, le adscribió el estudio de todas las cuestiones relacionadas con los segu­ros individuales y colectivos, y el velar por el fiel cumplimien­to de las leyes que tienden a desarrollar la acción social, a mejorar las condiciones de las clases laboriosas y a impulsar el desarrollo y prosperidad de ellas.«A hora  bien: de que a dicha Sección se le haya enco­mendado el estudio de las cuestiones relativas a los seguros individuales y colectivos, no se deduce el que ella deba decidir sobre las controversias que ocurran sobre el particular entre los patronos y los trabajadores, facultad que tampoco se de­duce de la atribución de velar por el fiel cumplimiento de las leyes que favorecen a las clases laboriosas, si se atiende al sig­nificado que a la palabra velar ha dado el legislador en otras leyes, en las cuales ha tomado este vocablo como sinónimo simplemente de vigilar.«En  el sentido dicho se encuentra usado el vocablo velar, en los artículos 120, ordinal 2.°; 143 y 145. ordinales 1? y 3?, de la Constitución; 184, ordinal 9°; 216, 222, ordinales l 9 y 39; 229, ordinales 49 y 69; 230, ordinales 49 y 69; y 234, ordinales 39 y 59, y el 11 del Código Político y Municipal.«Decidir sobre las controversias que se susciten entre em­presarios y obreros por razón de los seguros colectivos y por accidentes de trabajo, es atribución del Poder Judicial, si se atiende a lo preceptuado en los artículos 12 a 15 de la Ley 57 de 1915; 9.° y 11, ordinal 30, de la Ley 39 de 1921; 39 de la Ley 32 de 1922. y 6.° de la 83 de 1923.« Y  si las empresas o particulares están obligados o nó a pagar a los empleados y obreros el seguro colectivo, es cues­tión que sale del Ministerio de Industrias, el acto acusado se halla en contradicción con el artículo 57 de nuestra Carta Fundamental, en que se apoya el demandante, razón por la cual debe accederse a las pretensiones de la demanda, hacien­do la declaratoria de nulidad respectiva.»El Consejo acoge en un todo los razonamientos del señor Fiscal,y para patentizar más, si cabe, la incursión ministerial



DEL CONSEJO DE ESTADO 267en un campo que la ley ha hecho del resorte del Poder Judi­cial, basta anotar lo innocua de la Resolución acusada, ya que ella no presta mérito compulsivo, ni podría hacerse eficaz en caso de que el Banco se resistiera a pagar, lo que no sucede­ría con una sentencia judicial condenatoria.P o r  lo expuesto, y administrando justicia en nombre de la República y por autoridad déla ley, se anula la Resolución del señor Ministro de Industrias, fechada el 14 de abril de1925, por la cual declaró que el Commercial Bank of Spanish America Limited (sucursal de Bogotá) está obligado a pa gar el valor del seguro de su ex-empleado señor Silvano Ma- riño, muerto en la ciudad de Girardot el 25 de agosto de 1924.Cópiese, notifíquese y devuélvase el expediente.Copia de esta sentencia será remitida con atento oficio al expresado Ministro.Oportunamente publíquese en los Anales del Consejo de Estado.S i x t o  A . Z e r d a —  S e r g i o  A. B u r b a n o —  J o s é  A. V a l  v e r d e  R . — M a n u e l  J i m é n e z  L ó p e z  —Alberto Manzana res P., Secretario en propiedad.














































































































































































































































































































